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Resumen 


Desde el Homo sacer: el poder soberano y la nuda vida y luego en 
Medios sin fin. Notas sobre la política, Agamben expone, apelando a 
la antigua Grecia, la dificultad original —si se quiere— del hecho de 


1 Algunos elementos de este texto hicieron parte de una ponencia presentada en la 8* Conferencia 
Latinoamericana y Caribeña de Ciencias Sociales. Primer Foro Mundial de Pensamiento Crítico, 
que se llevó a cabo en Buenos Aires en el 2018. 


2 Abogado de la Universidad de Manizales, Especialista en Derecho Constitucional de la Universidad 
Nacional, Magíster en Estudios Políticos de la Universidad de Caldas. Investigador del Grupo de 
Estudios Jurídicos y Sociojurídicos de la Universidad de Caldas (Colciencias, A1). Hace parte del 
Grupo de Trabajo Crítica Jurídica y Conflictos Sociopolíticos de CLACSO. Es coinvestigador del 
componente de inclusión de paz territorial del Programa Colombia Científica. Reconstrucción del 
Tejido Social en Zonas de Posconflicto en Colombia. CVLAC: https://scienti.minciencias.gov.co/ 
cvlac/visualizador/generarCurriculoCv..do?cod_rh=0000619388. orcip: — https://orcid.org/0000- 
0002-4605-2047. Google Scholar: https://scholar.google.si/citations?user=x-KLFs4AAAAJézhl=es. 
Correo electrónico: carlos.gallegoucaldas.edu.co. 
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que esta civilización no disponía de un término único para expresar lo 
que nosotros queremos decir con la palabra vida. Y esta palabra está 
hondamente ligada a sacerización, dado que cuando esta se expresa, 
aquella se desvanece o, mejor, desaparece en su acepción más mí- 
nima. La sacerización (sacralización) es el fin de la vida, en la nuda 
vida. Dice nuestro autor (Agamben) que los términos que usaban los 
griegos eran semántica y morfológicamente distintos: zoé expresa- 
ba el simple hecho —continúa Agamben— de vivir que es común a 
todos los vivientes, mientras que bíos significaba la forma o manera 
de vivir propia de un individuo o de un grupo. Esta oposición desa- 
pareció gradualmente en las lenguas modernas sin dejar viva ningu- 
na diferencia sustancial. Nos preguntamos por la expresión forma de 
vida entendiendo, sin desprendernos de Agamben, que esta se refiere 
al hecho de que una vida que no puede separarse nunca de su forma 
es una vida en la que nunca es posible aislar algo como una nuda 
vida. Entonces planteamos que, una vez reducida la vida a una nuda 
vida en la sacerización, la democracia queda en manos del latrocinio 
político y la corrupción, lo cual provoca paulatinamente su declive en 
tanto expresión popular originaria. 


Palabras clave: sacerización, principio democrático, nuda vida, 
homo sacer. 


Abstract 


352 


From the “Homo sacer: The sovereign power and the naked Life” 
and then in “Endless media: Notes on politics”; Agamben exposes, 
appealing to ancient Greece, the original difficulty - 1f you will - of 
the fact that this civilization did not have a single term to express 
what we mean by the word life. And this word is deeply linked to 
sacralization (Bare life), since when it is expressed, it fades or ra- 
ther, 1t disappears in its most minimal sense. Sacralization is the end 
of life, in bare life. Our author (Agamben) says that the terms used 
by the Greeks were semantically and morphologically different: zoé 
expressed the simple fact -continues Agamben- of living common to 
all living beings, while bios meant the form or way of tipical living of 
an individual or group. This opposition gradually disappeared in mo- 
dern languages without leaving any substantial difference alive. We 
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wonder about the expression “form of life”, understanding, without 
detaching ourselves from Agamben, that it refers to the fact that a life 
that can never be separated from its form is a life in which it is never 
possible to isolate something like a nude life. So we propose that once 
life is reduced to a nude life in priesthood, democracy remains in the 
hands of political robbery and corruption, which gradually causes its 
decline as an original popular expression. 


Keywords: sacralization, democratic principle, nude life, homo sacer. 


Resumo 


Do “Homo sacer: O poder soberano e a vida nua” e depois em “Meios 
de comunicacáo sem fim: notas sobre a política”; Agamben expóe, 
apelando para a Grécia antiga, a dificuldade original - se preferir - 
do fato de esta civilizagáo náo ter um único termo para expressar o 
que entendemos pela palavra vida. E esta palavra está profundamen- 
te ligada á sacerizagáo, pois ao ser expressa, ela se esval, ou mel- 
hor, desaparece no seu sentido mais mínimo. Esta reflexáo náo tenta 
uma reivindicagáo semántica. Os termos usados pelos gregos eram 
semántica e morfologicamente diferentes: zoé expressava o simples 
fato - continua Agamben - de viver comum a todos os seres vivos, 
enquanto bios significava o modo ou modo de vida próprio de um 
indivíduo ou de um grupo. Essa oposigáo desapareceu gradualmen- 
te nas línguas modernas, sem deixar nenhuma diferenga substancial 
viva. Questionamo-nos sobre a expressáo forma de vida, entendendo, 
sem nos afastarmos de Agamben, que se refere ao fato de que uma 
vida que nunca pode ser separada de sua forma é uma vida em que 
nunca é possível isolar algo como um nu. vida. Assim, propomos que, 
uma vez que a vida seja reduzida a uma vida nua no sacerizagáo, a 
democracia permanega nas máos do roubo político e da corrupgáo, o 
que gradualmente provoca seu declínio como expressáo popular ori- 
ginária. 


Palavras chave: sacerizagáo, princípio democrático, nua vida, homo 
sacer 
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La fuerza manejada por otros se impone sobre el alma como el hambre 
extrema, puesto que consiste en un poder perpetuo de vida y de muerte. 
Y es una imposición tan dura, tan fría como si fuera ejercida por la 
materia inerte. El hombre que se siente en todas partes el más débil, está 
en el centro de la ciudad tan solo o más solo de lo que pueda estar un 
hombre perdido en medio del desierto (Weil, 2005, p. 22). 


Cuando decimos sacerización proponemos deliberadamente imágenes 
—un poco fractales— en las palabras para mostrar al menos dos lentes de lec- 
tura que pueden hacerse sobre un subyecto agonizante tras el declive del poder 
del demos: una, sujeción y desolación (si se la mira con los ojos del subalterno 
menor y desprotegido que instaló el liberalismo decimonónico, y que debe ser 
ayudado por su padre: el Estado); otra, potencia (si, en cambio, se la mira con 
los ojos del pueblo oculto —en la nuda vida—), una vez que ha logrado eman- 
ciparse y salir de la excepción, lugar al que el poder —de todos los tiempos— le 
ha confinado. Solo así podrá desplegar como sujeto colectivo que está arribando 
a su mayor grado de intolerancia con el uso y el abuso de su poder usurpado. 

Esta reflexión, crítica y sin esperanza, se alza desde una múltiple co- 
nexión entre dos palabras modernas: sacerización y democracia, que, aun- 
que aparentemente sin conexión alguna, están estrechamente ligadas, como 
veremos, en un imposible discernimiento, porque ¿cómo discernir la agonía 
del demos en tiempos de reyezuelos electos? 

No hay forma alguna de abordar sacerización sin seguir los pasos de 
Agamben (2001), cuyas búsquedas, sobrevivientes de Auschwitz, no bastan 
para rescatar al subyecto de su destino moderno y mercantil. 

Para abordar la sacerización se recomienda usar una especie de lente 
espiral que puesto sobre lo plural, lo diverso, pero también lo único: huma- 
no, nos ayude a pensar sobre cómo, desde la política, el pueblo es excluido 
y su poder usurpado (lo político) y reemplazado por grupos de bandidos 
—de toda laya—, que han aprendido y sofisticado el fraude económico, la 
expropiación de la vida (en tanto forma-de-vida) y toda clase de felonías, 
condenando a seres humanos y a comunidades a la nuda vida. Un tal poder 
autodenominado legislativo. 

Nos referimos a la llamada soberanía legislativa (y más estrictamente 
parlamentaria) instaurada en Inglaterra en 1688 a través del Bill of Rigts — 
Carta de Derechos—., reafirmada en las trece colonias del norte de América 
en 1776 e instaurada en la Constitución de 1787 bajo el más fino y obsceno 
eufemismo: “We the People”. 


354 [Revista Ratio Juris Vol. 16 N.” 33 +. UNAULA | ISSN 1794-6638 


La sacerización de estos tiempos, 
un artefacto para usurpar la democracia 


Es la misma soberanía legislativa de la Francia de 1789, que instaura 
el concepto nación en las falsaciones argumentativas del abate Emmanuel 
Joseph Sieyés, quien estructuró impunemente en su opúsculo ¿Qué es el 
tercer Estado? la razón del poder parlamentario para impedir el ascenso del 
poder constituyente originario a su propia expresión soberana. 

Es factible que la ligazón descosida entre sacerización y democracia, 
solo alcance a designar lo que comenzó en el siglo vxIn con la idea absurda 
de las luces y la adoración a la razón. Aunque parezca una contradicción, la 
razón al servicio del capital es un despropósito que Locke maquilló detrás de 
su muy citada obra Ensayo sobre el gobierno civil, en la que instala la idea 
de que el primer derecho humano es la propiedad... 

En nombre de la democracia representativa y de ese derecho civil, la 
mentira funda Estados nación a partir de su instauración como dispositivo 
maquínico (a la manera de Foucault y, por supuesto, de los llamados despec- 
tivamente postmodernos: grandes disidentes que expresaron su identidad a 
través de signos despreciados por unos y seguidos por otros, con la misma 
fruición) e instala el capital como fórmula expedita para el latrocinio que 
constituye la sociedad de consumo, en la que el hombre y su forma-de-vida 
es artículo de intercambio hasta su consumación, a lo sumo; aunque, como 
ahora, la mayoría de las veces, dejado al vaivén de la muerte en vida o, dicho 
de otro modo, convertido en homo sacer. 

Pueblos sometidos a la sacerización y que están en la miseria: Ta- 
yikistán (64 %), Burundi (68 %), Sierra Leona (68 %), Suazilandia (69 %), 
Mozambique (70 %), Angola (70 %), Surinam (70 %), Guatemala (75 %), 
Liberia (80 %), Haití (80 %), Moldova (80 %), Chad (30 %), Zimbawe (80 
%o), Zambia (86 %)... Malawi, Rwanda, Nigeria, China, India, Bangladesh, 
Indonesia, Etiopía, República Democrática del Congo, la República Árabe 
Saharaui Democrática; continentes como Asia y África... Sin contar los que 
no cuentan. Esta es apenas una “muestra” mínima de la sacerización que 
viene desde todos los tiempos y se agudiza en este presente histórico. 

Los estudios científicos sobre la pobreza, que solo son uno de los dis- 
positivos (en tanto control del discurso) de sacerización y que se presentan 
bajo diversos ropajes, todos en común, están guiados por el capitalismo — 
afirmación suficientemente documentada—. Así podríamos llenar enormes 
bibliotecas que, como las de antiguos monasterios (usadas para el afianza- 
miento de la fe como única salvación) sirven a los intereses económicos 
del liberalismo y, por tal razón, son insuficientes, cuento menos, a nuestra 
búsqueda. 
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Los extremos se tocan cuando enunciamos sacerización, de modo que 
es posible que en cuanto se pronuncia un frío, un vacío, una ausencia que 
se hunde en los tiempos nos recorra, si estamos de este lado de la vida: 
forma-de-vida; si del otro, entonces, la satisfacción para aquellos que sir- 
ven al interés (en toda la acepción de la expresión) de haber logrado altos 
objetivos tendientes a la perpetuación de los grandes poderes económicos. 
Porque esos porcentajes sin duda “oficiales” no dicen la angustia, el desapa- 
recimiento paulatino y fantasmático de sus destinatarios, los procedimientos 
de sumisión, la “cosificación” de la vida, la nuda vida. 

Por sí misma, la expresión sacerización reúne al menos dos sentidos 
que se complementan distanciándose. Esto es, por una parte, sacerización 
refiere (en sentido restringido) a “políticas públicas” de empobrecimiento 
—con toda la carga semántica que ello supone— de los pueblos como sujeto 
colectivo; por la otra (en sentido amplio), a fenómenos instaurados por los 
mismos poderes, tendientes al enfrentamiento entre poblaciones hermanas 
en que matar al otro (a la otra) se convierte en regla por excelencia, a tra- 
vés del derecho como excepción. Yugoeslavia, la antigua URSS... O aquellos 
territorios que están estrechamente relacionados con el mantenimiento de 
sistemas totalitarios o con la producción de subjetividades políticas malea- 
bles, siempre menores, y toda clase de “políticas” aún en nombre de la tan 
renombrada democracia representativa, su mejor y más refinada invención: 
el apoderamiento del principio democrático. 

Lo demás llegaría solo: impunidad para los grandes criminales soste- 
nidos por los grandes capitales; corrupción en proporciones insospechadas 
y desde todas las funciones públicas; asesinatos selectivos, más impunidad, 
defraudación de las finanzas públicas para desalentar dolosamente el interés 
del “pueblo” en la res publicae y, de este modo, mantener al sujeto colectivo 
como un subyecto del poder. 


Una vida que no puede separarse de su forma es una vida que, en su 
modo de vivir, se juega el vivir mismo y a la que, en su vivir, le va 
sobre todo su modo de vivir. ¿Qué significa esta expresión? Define 
una vida —la vida humana— en que los modos, actos y procesos 
singulares del vivir no son nunca simplemente hechos, sino siem- 
pre y sobre todo posibilidad de vivir, siempre y sobre todo potencia 
(Agamben, 2010, p. 14). 
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Esa posibilidad es la que pone en juego el vivir mismo en la felicidad 
y esto constituye para el autor al que venimos siguiendo la forma-de-vida 
política en que sus actos (de las distintas formas del vivir humano) no son 
nunca ordenados o prescritos por la biología e incluso por la necesidad, y 
en cuanto es el ser humano un ser de potencia, es la felicidad la que le está 
irremediable y dolorosamente asignada. 

Llegados a este punto, es necesario anotar, entonces, que cuando 
usamos la expresión sacerización no puede estarse sino frente al fenómeno 
político del sometimiento del ser humano al poder soberano usurpado en 
el poder legislativo; es decir, frente al declive del principio democrático y 
al ascenso del homo sacer, que es aquel “ser” privado de sus más mínimas 
condiciones humanas, aquellas necesarias a su propia forma-de-vida, de 
modo que le condena a la nuda vida, a la vida desnuda de toda posibilidad 
de forma-de-vida. 

Así, la conexión sacerización-principio democrático parece indisolu- 
ble; en tanto, a mayor sacerización (como en estos tiempos), menor posibi- 
lidad de libertad política y ejercicio pleno de la autonomía. En este punto, 
se afirma que la libertad es primero y la autonomía después, pero este es un 
asunto de hondo calado que dejaremos pendiente. 


NOTAS DE CONCLUSIÓN, NADA CONCLUYENTES 


En efecto, como en el caso de un flautista, de un escultor o de todo 
artesano, y en general de todos los que tienen una obra o una función, 
el bien propio parece consistir en este ergón, así debería ser también 
para el hombre en cuento tal, si se admite que hay también para él, 
un ergón, una obra propia. ¡O bien se deberá decir que, mientras el 
carpintero y el zapatero tiene una obra y una función propias, el hom- 
bre no tiene ninguna, que es, pues, por naturaleza argós, sin obra? 
(Aristóteles, 1097, pp. 22 y ss.). 
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Resumen 


El propósito de este artículo es analizar si el Supremo Tribunal Fe- 
deral (STF) modificó la Constitución de Brasil durante el juicio de la 
alegación de incumplimiento de un precepto fundamental n.* 132/RJ 
(ADPF 132) o sí solo cumplió con su rol institucional (determinado 
por la propia Constitución Federal). Dicho cuestionamiento se deriva 
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de la existencia de dos concepciones divergentes del ordenamiento 
jurídico y, dependiendo de cuál se adopte, la interpretación del papel 
del sTF en ADPF 132 será diferente. La metodología adoptada es la 
dogmática jurídica conforme fue propuesta por Alexy y Dreier. En 
conclusión, presentaremos nuestra respuesta razonada a la pregunta 
planteada en el título de este artículo. 


Palabras clave: tribunales constitucionales, derechos fundamentales, 
control de constitucionalidad; ADPF 132, Supremo Tribunal Federal 
de Brasil. 


Abstract 


The purpose of this article is to analyze if the Supreme Federal Court 
(STF) modified the Constitution of Brazil during the trial of the Alle- 
gation of non-compliance with a fundamental precept No. 132 / RJ 
(ADPF 132) or if it only fulfilled its institutional role (determined by 
the Federal Constitution itself). This questioning stems from the exis- 
tence of two divergent conceptions of the legal system and, depen- 
ding from which one is adopted, the interpretation of the role of the 
STF in ADPF 132 will be different. The methodology adopted is the 
“Legal Dogmatics” as proposed by Alexy and Dreier. In conclusion, 
we will present our reasoned answer to the question posed in the title 
of this article. 


Keywords: constitutional courts, fundamental rights, constitutionali- 
ty control, ADPF 132, Brazilian Supreme Court. 


Resumo 


360 


O objetivo deste artigo é analisar se o Supremo Tribunal Federal (SsTF) 
modificou a Constituigáo do Brasil durante o julgamento da Arguicáo 
de Descumprimento de Preceito Fundamental n* 132/RJ (ADPF 132) 
ou se apenas cumpriu sua fungáo institucional (determinada pela 
própria Constituigáo Federal). Esse questionamento decorre da exis- 
téncia de duas concepcgóes divergentes quanto ao ordenamento ju- 
rídico e, dependendo de qual delas for adotada, a interpretagáo do 
papel do sTF na ADPF 132 será diferente. A metodologia adotada é 
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a “Dogmática Jurídica” proposta por Alexy e Dreier. Concluiremos 
apresentaremos nossa resposta fundamentada á questáo levantada no 
título deste artigo. 


Palavras-chave: tribunais constitucionais, direitos fundamentais, 


controle de constitucionalidade, ADPF 132, Supremo Tribunal Fede- 
ral do Brasil. 
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INTRODUCCIÓN 


Desde hace algún tiempo, el Supremo Tribunal Federal —sTF— (Tri- 
bunal Supremo y Tribunal constitucional de Brasil) ha estado en el centro 
de atención. El discreto STF del pasado, apodado “ese otro desconocido” por 
el entonces ministro? Aliomar Baleeiro (miembro del sTF entre 1965 y 1975), 
se ha transformado en un tribunal famoso, integrado por jueces célebres que 
son reconocidos en lugares públicos y cuyas posiciones son objeto de debate 
en toda la sociedad brasileña. 

Algunos como Recondo y Weber (2019) atribuyen todos estos hechos 
a causas concretas, como: 


a) La creación de TV Justiga, que permitió a gran parte de la población po- 
der asistir a sesiones que antes solo estaban acompañadas por miembros 
de los círculos legales y por los escasos periodistas especializados. 


b) El enjuiciamiento de casos penales contra políticos destacados, que 
llevó a la Corte Suprema al noticiario político. 


c) El fin del tradicional autocontrol de la corte, que comenzó a inmis- 
cuirse de manera más elevada en el desempeño de las demás poten- 
cias, lo que también le dio protagonismo político a la corte. 


d) El juicio de grandes temas de alta relevancia social, como el reconoci- 
miento de la unión entre personas del mismo sexo (2011), el aborto (2012, 
2016 y 2020), experimentos científicos con células madre (2008), las cuo- 
tas raciales (2012), las drogas (en curso), entre otros, que por su carácter 
controvertido también atrajeron la atención del público en general. 


Para cada una de estas causas, es posible identificar el origen en fac- 
tores externos o el origen en factores internos al propio STF. 

En el caso de TV Justica, la creación de la emisora, en sí misma, ya 
podría considerarse un factor externo, ya que su origen está en la Ley n.” 
10.461/02, es decir, una iniciativa del Congreso Nacional con la sanción del 
presidente de la república (pero la cuestión no es tan sencilla, ya que fue un 
ministro del sTF, Marco Aurélio Mello, quien, en ejercicio de la presidencia 
de la república, sancionó la ley aprobada por el parlamento). A su vez, como 
factores internos, cabe recordar que TV Justiga es administrada directamente 


2 Los miembros del sTF en Brasil también se denominan ministros. 
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por el sTF, por lo que todos los temas y programas que transmite son respon- 
sabilidad del tribunal (así como la actitud de los ministros en las sesiones, 
que pueden o no generar mayor interés público). 

En el caso de enjuiciamiento de casos penales contra políticos hay un 
evidente factor externo: el cambio del sistema de “prerrogativa de aforamien- 
to” en favor de los parlamentarios, por la Enmienda Constitucional n.? 35/01 
(EC n.” 35/01). Antes de esta enmienda, diputados y senadores solo podían 
ser procesados penalmente con previa autorización de la respectiva casa (re- 
dacción original del artículo 53, párrafo primero,* de la Constitución Federal 
de Brasil), pero, a partir de la citada EC n* 35/01, en lugar de la licencia, se 
estableció la posibilidad de que la respectiva cámara parlamentaria suspenda 
la acción jurisdiccional (redacción actual del artículo 53, párrafo primero, de 
la Constitución Federal), es decir, la carga política para bloquear los procesos 
penales por parte del Congreso ha incrementado drásticamente. A su vez, el 
factor interno es innegable, ya que, además de la necesidad de autorización 
para tramitar (o la ausencia de suspensión), la celeridad del relator en el proce- 
so en STF y el control de la agenda por parte del presidente del tribunal también 
son decisivos para que tales acciones se juzguen antes de la prescripción. 

El fin del tradicional autocontrol judicial del sTF (“judicial self-res- 
traint”), en general, se atribuye principalmente a factores internos, ya sea el 
cambio de postura de los ministros (que adoptaron actitudes que antes conde- 
narían) o el cambio en la composición del tribunal (con la entrada de nuevos 
miembros, y menos “comedidos”). A su vez, es posible identificar factores 
externos para las intervenciones del sTF en las actividades de los poderes eje- 
cutivo y legislativo: el propio juego político pasó a utilizar el srÉ como un es- 
pacio de revancha de disputas en las que la oposición fue derrotada: de 1995 a 
2002, durante el gobierno del presidente Fernando Henrique Cardoso (Partido 
de la Social Democracia Brasileña —PspB— en coalición con el Democratas 
—-DEM—), los partidos de oposición (Partido de los Trabajadores —PrI— y el 
Partido Comunista de Brasil —PCDOB—) se destacaron por tales acciones; 
posteriormente, de 2003 a 2010, los partidos PSDB y DEM hicieron lo propio 
durante los gobiernos de los presidentes Luiz Inácio Lula da Silva y Dilma 
Rousseff (PT en coalición con el PCDOB). En resumen, las “intervenciones” 
del STF son el resultado de un cambio en la postura interna de la corte, pero 
dependieron también de la iniciativa externa (que vino de políticos que perte- 
necen a los poderes del Estado que irían a sufrir las intervenciones). 


3 En Brasil, los párrafos de las leyes son indicados con este signo: $ (que no significa sección). 
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Por último, si bien no menos importante, el enjuiciamiento de temas de 
gran relevancia social tiene como factor externo la proposición de las propias 
acciones jurisdiccionales, cuyo origen está en la propia Constitución Federal 
de 1988, que amplió significativamente la lista de sujetos legitimados para 
excitar el control de constitucionalidad. A su vez, el factor interno provino de 
la colocación en la agenda de tales acciones (ya que el control de la agenda 
por parte del presidente del sTF es completamente arbitrario), pero también de 
la postura mucho más “garantista” de los ministros, que optaron por la con- 
cretización efectiva de los derechos y garantías constitucionales, en lugar de 
simplemente identificar su violación, pero sin un compromiso efectivo. 

En este último punto en particular, las diversas decisiones del STF, si 
por un lado fueron aclamadas como esenciales para la implementación del 
programa establecido por la Constitución de 1988; por otro lado, fueron crl- 
ticadas por supuestamente “alterar” la Constitución Federal, modificando su 
contenido de forma ilegítima. De todos modos, a partir de esta provocación, 
la pregunta que surge en este artículo es: ¿el sTF cambió la Constitución 
brasileña o fue la Constitución la que cambió el sTF? 

El objetivo fundamental de este artículo es responder a la pregunta 
planteada anteriormente y así identificar si el STF cumple correctamente su 
función institucional establecida por la estructura jurídica brasileña. 

Para ello, evaluaremos dos hipótesis contrarias entre sí: 

La primera hipótesis es que el STF superó sus funciones instituciona- 
les durante el juicio de ADPF 132 y, de manera ilegítima, modificó el conte- 
nido de la Constitución a través de la interpretación de sus normas para crear 
un nuevo instituto jurídico: la unión entre personas del mismo sexo. Esta 
hipótesis presupone una concepción del sistema en la que hay prevalencia 
del legislador sobre los demás poderes. 

La segunda hipótesis, contraria a la primera, es que la Constitución 
brasileña de 1988 cambió las funciones del sTF, otorgándole nuevos poderes, 
precisamente para que la corte pudiera materializar las normas constitucio- 
nales y crear nuevos institutos de manera totalmente legítima. Eso justif1- 
caría que en la ADPF 132 sí fuera reconocida la unión entre personas del 
mismo sexo (como cumplimiento de la Constitución y no su modificación). 
Esta hipótesis presupone una concepción de sistema en la que hay prevalen- 
cia del intérprete sobre los demás poderes. 

La metodología adoptada es la dogmática jurídica conforme fue pro- 
puesta por Alexy y Dreier. Según Alexy (2011), la dogmática jurídica tiene 
tres dimensiones: analítica, empírica y normativa. La dimensión analítica es 
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la “disección sistemático-conceptual del derecho vigente” (pp. 33-34), que 
puede darse mediante el análisis de conceptos elementales, construcciones 
jurídicas o el examen de la estructura del ordenamiento jurídico y su funda- 
mento. La dimensión empírica puede ser el conocimiento del derecho posi- 
tivo válido o la aplicación de premisas empíricas en argumentos jurídicos (p. 
34). Finalmente, la dimensión normativa “se refiere a la elucidación y crítica 
de la práctica jurídica, especialmente de la praxis jurisprudencial” (p. 35). 

En este artículo, la dimensión analítica será a través del estableci- 
miento de definiciones y de la sistematización de los conceptos necesarios 
para clasificar la decisión (ADPF 132) según las dos concepciones de siste- 
ma; la dimensión empírica será a través del análisis de la decisión del STF; y 
la dimensión normativa será la oferta de una respuesta jurídica adecuada a 
la pregunta planteada. 


ADPF 132: RECONOCIMIENTO DE LA UNIÓN HOMOAFECTIVA 
EN BRASIL 


Para ilustrar el tema, partiremos de una de las decisiones más destaca- 
das del sTF en los últimos años: la Arguigáo de Descumprimento de Preceito 
Fundamental n.” 132/RJ (ADPF 132), que reconocía la unión entre personas 
del mismo sexo como un instituto jurídico. 

La Arguigáo de Descumprimento de Preceito Fundamental (Acción 
de Incumplimiento del Precepto Fundamental) es una clase de acción cons- 
titucional existente en Brasil, prevista en el artículo 102, párrafo primero, de 
la Constitución Federal de 1988, y regulada por la Ley n.” 9.882/99. La ADPF 
puede ser propuesta ante el Supremo Tribunal Federal con el propósito de 
evitar o reparar un perjuicio a un precepto fundamental resultante de un acto 
del poder público. 

Los sujetos legitimados para interponer la ADPF son los mismos para 
la acción directa de inconstitucionalidad (el presidente de la república, la 
mesa directiva del Senado Federal, la mesa directiva de la Cámara de Di- 
putados, las asambleas legislativas de los estados o la Cámara Legislativa 
del distrito federal, los gobernadores de los estados o del distrito federal, 
el procurador general de la república, el consejo federal de la Ordem dos 
Advogados do Brasil, los partidos políticos con representación en el Con- 
greso Nacional y las confederaciones sindicales o entidades de clase nacio- 
nal, según el artículo 103 de la Constitución Federal). Los requisitos de la 
ADPPF son: 1) la violación de un precepto fundamental, 11) la causa del daño 
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es un acto del poder público, 111) la prueba de controversia judicial y iv) la 
cláusula de subsidiariedad (de no haber otro medio efectivo para remediar 
el daño). Ni la Constitución ni la Ley n.” 9.882/99 establecen conceptual- 
mente el significado de “precepto fundamental”, y la jurisprudencia del STF 
estableció que son preceptos fundamentales: los principios fundamentales 
(Título 1 de la Constitución), los derechos y garantías fundamentales (Título 
r de la Constitución), las cláusulas pétreas (cláusulas de piedra) (artículo 
60, párrafo cuarto) y los principios sensibles que justifican la intervención 
federal en los estados y el distrito federal (artículo 34, vi. 

La ADPF 132 fue propuesta el 27 de febrero de 2008 por el gobernador 
del estado de Río de Janeiro para garantizar la “interpretación conforme a 
la Constitución” de la legislación discriminatoria (que sirvió de base para 
negar el régimen jurídico de la unión estable a las uniones del mismo sexo, 
violando el derecho a la igualdad, la libertad y la autonomía de la voluntad, 
así como los principios de la dignidad humana y seguridad jurídica), con 
el fin de “asegurar los beneficios previstos en la ley también a las parejas 
de uniones homoafectivas estables” y la declaración de que las decisiones 
judiciales que niegan dicha equivalencia violan preceptos fundamentales. 

La decisión fue relatada por el ministro Carlos Ayres Britto del sTF y 
juzgada en conjunto con la Acción Directa de Inconstitucionalidad n.* 4.277, 
propuesta el 5 de mayo de 2011 por la Procuraduría General de la República y 
que trata del mismo tema. El sTF juzgó por unanimidad que la ADPF 132 era 
plenamente válida, con el ministro Dias Toffoli declarándose impedido y con 
diferencias laterales entre los ministros Ricardo Lewandowski, Gilmar Men- 
des y Cezar Peluso en cuanto a los motivos (que trataremos más adelante). 

El caso es que antes de ADPF 132 no existía la unión homoafectiva en 
el ordenamiento jurídico brasileño, pero empezó a existir. Así, a través de la 
interpretación, un órgano del poder judicial ha creado un instituto jurídico 
entonces inexistente. 

Inmediatamente, quienes se opusieron a la decisión señalaron que 
el sTF estaría modificando la Constitución Federal de manera ilegítima. A 
su vez, los partidarios del ADPF 132 afirmaron que la propia Constitución 
otorga al STF poderes para fundamentar una decisión como esta. Detrás de 
estas posiciones divergentes (a menudo de naturaleza estrictamente política 
y no jurídica) es posible identificar dos concepciones opuestas del sistema 
jurídico. 
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DOS CONCEPCIONES ACERCA DEL SISTEMA JURÍDICO 


El conocido concepto de sistema jurídico no ha estado con la humani- 
dad durante tanto tiempo. En la antigiijedad, por ejemplo, en el derecho roma- 
no, no se entendía el sistema como un orden predeterminado del que surgen 
las consecuencias: para los romanos la mayor virtud de un jurista era la “pru- 
dencia”, sin que las decisiones estuvieran predeterminadas por otro elemento. 

Posteriormente, en la Edad Media las nociones de soberanía y vasa- 
llaje comenzaron a establecer algún tipo de coordinación (esta noción jerár- 
quica marca una especie de trascendencia de un poder hacia el otro, hacia 
el infinito, que ya se asemeja a una forma de sistema), pero todavía estaba 
extremadamente fragmentado (como un reflejo del propio feudalismo). Pa- 
ralelamente, la tradición cristiana occidental (monoteísta, por cierto), con su 
concepto de dogmas, comenzó a demandar métodos para buscar la articu- 
lación de los diferentes paradigmas que, aunque no discutibles, generaban 
dudas interpretativas, ya que son contradictorias entre en sí (entre estos mé- 
todos se destaca el Decreto de Graciano).* 

Con el advenimiento de la Reforma Protestante, en el siglo xvi, la 
“unidad trascendental” de la Edad Media se rompió: los reformadores ini- 
cialmente liderados por Lutero se diferenciaron de aquellos que habían es- 
tablecido previamente los cánones y comenzaron a reclamar para sí mismos 
el derecho a interpretar directamente las escrituras, sin ningún vínculo dog- 
mático con la comprensión del clero católico. Si, por un lado, la Edad Media 
representó el orden, el monoteísmo, la unidad y una especie de sistema en el 
infinito; por otro lado, la Reforma trajo ruptura, diversidad de interpretación 
y fragmentación de facto (aunque también hubo fragmentación en el Edad 
Media, se unificó en forma trascendental). 

Al mismo tiempo que la Reforma Protestante rompió con la unidad de 
la Edad Media, otro movimiento, que inició un poco antes, también tendría 
grandes consecuencias: el Renacimiento. Tal movimiento provocó enormes 
transformaciones culturales, políticas y sociales en Europa, al reivindicar la 
supremacía de la racionalidad, que impulsó la evolución de la ciencia. La 
ciencia, basada en la experimentación, el método y los resultados, desarrolló 
una concepción moderna del sistema (aunque vinculado específicamente a 
cada una de las diversas áreas científicas). 


4 El monje Graciano, entre 1140 y 1142, buscó recopilar el derecho canónico que existía en su época 
y, ante las normas contradictorias que identificó, elaboró la Concordia discordantium canonum, 
un método para armonizar las distintas alternativas, sin negar cualquiera de ellas (porque todas 
eran paradigmáticas). 
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Pasó mucho tiempo antes de que las ideas científicas comenzaran a 
influir de manera efectiva en el pensamiento jurídico. A partir del siglo xvi, 
la palabra “sistema” comenzó a popularizarse, pero fue solo en el siglo xIx 
cuando esta palabra fue usada en relación con el derecho. Entonces surgie- 
ron algunas preguntas: ¿es el ordenamiento jurídico un sistema? Si es así, 
¿cuál es su repertorio y estructura? ¿Cuáles son sus elementos y cuáles son 
las reglas de relación entre ellos? 

En nuestra opinión, las respuestas mejor estructuradas a todas estas 
preguntas sobre el sistema jurídico las ofreció Hans Kelsen en su Teoría 
pura del derecho, que buscaba un enfoque totalmente racional y científico 
del derecho. Para Kelsen, lo principal para la caracterización de un sistema 
jurídico es su ordenamiento bajo criterios de validez, de modo que la norma 
inferior se incluya en el sistema en perfecta concordancia (de contenido y 
competencia) (Bobbio, 1989, pp. 53-54) con la norma superior, que a su vez 
se incluyó en el sistema en perfecto acuerdo con su superior y así sucesiva- 
mente, hasta la norma hipotética fundamental (que trae mucha similitud con 
la coordinación trascendental de la Edad Media). 

En cierto modo, la formulación del sistema idealizada por Kelsen re- 
conoce una posición fundamental para el legislador, ya que cualquier norma 
válida, de alguna manera, encontrará su fundamento en una ley. Así, iden- 
tificamos aquí la primera concepción del sistema jurídico: aquella en la que 
el legislador tiene primacía y los demás poderes solo aplican o revelan el 
entendimiento del legislador. 

Aunque bastante coherente y elegante desde un punto de vista teórico, 
esta concepción del sistema jurídico aún enfrenta una dificultad concreta: el 
ordenamiento jurídico es una maraña legislativa que fue producida por di- 
ferentes Órganos, en diferentes momentos, con diferentes objetivos y sin las 
mismas motivaciones. El ordenamiento en sí mismo no tiene un significado 
lógico, coherente y racional. 

Mucho antes de Kelsen, la Escuela Histórica de Derecho, dirigida por 
Savigny, partiendo de la idea de que el verdadero legislador no tiene una 
visión global del sistema jurídico, entendió que la búsqueda de la coheren- 
cia entre las reglas era tarea del adoctrinador, a través de la interpretación 
de las normas. La interpretación doctrinal haría la costura necesaria para 
atribuir lógica entre la estructura inicialmente incoherente de las normas, 
identificando un significado global hasta ahora oculto. Se puede decir que 
la doctrina identifica tal sentido (ya existente) o crea tal sentido (construido, 
puesto que no existe). 
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Independientemente de la concepción, para orientar la identificación/ 
creación del significado global del sistema, la doctrina necesitaba la figura ficti- 
cia del “legislador racional” (Nino, 1989), que sería una figura singular (a pesar 
de la multiplicidad de autores), permanente (nunca muere), única (igual para 
todas las normas), consciente (conoce todas las normas), finalista (todas las nor- 
mas tienen una función), omnisciente (conoce todos los hechos, ya sean presen- 
tes, futuros o pasados), omnipotente (la norma solo se detiene si el legislador 
quiere), justa (presunción de justicia en todas sus manifestaciones), coherente 
(incluso cuando se contradiga), omnicomprensible (disciplina todos y cada uno 
de los aspectos de la vida), económica (nunca redundante), operativa (todas las 
palabras tienen utilidad) y precisa (palabras utilizadas en sentido técnico). Es cu- 
rioso cómo esta concepción de “legislador racional” se refiere directamente a los 
esfuerzos de Graciano por identificar el acuerdo entre los desacuerdos canóni- 
cos (sin embargo, en lugar del “legislador racional”, buscó la “verdad divina”). 

Ocurre que el trabajo del legislador, que hay que interpretar, es la ley 
escrita, que se formuló desde el lenguaje natural (aunque trata de cubrir- 
se como un lenguaje técnico/artificial). El lenguaje natural (Ferraz Júnior, 
2009, p. 10) se compone de varios términos amplios o vagos, a veces con 
significados multívocos (a lo largo de este ensayo los llamaremos “términos 
líquidos”, para usar una referencia de Zygmunt Bauman). Además, el len- 
guaje está compuesto por el texto y el contexto, este último delimita el uso 
de determinadas palabras. En resumen, la tarea del intérprete es la recons- 
trucción de la norma, pero, al mismo tiempo que se refiere al texto escrito, 
modifica su significado (Ascarelli, 1959, p. 7). 

La doctrina está llena de técnicas, reglas y métodos para la interpre- 
tación de normas. Algunos refuerzan el papel del legislador, de modo que 
dependería del intérprete simplemente revelar la norma. Un ejemplo clásico 
es también de Kelsen (2000), para quien la norma sería un marco, determi- 
nado por el legislador, dentro del cual el intérprete tendría cierta libertad, 
pero totalmente limitada por el legislador. Otro ejemplo en este sentido son 
los métodos clásicos de Savigny (literal, lógico, histórico y sistemático), que 
también están claramente fijados por el trabajo del legislador. 

Tal visión, del intérprete como mero revelador del trabajo del legisla- 
dor (entendiendo más allá de lo que se escribió, pero también su intención), 
se justifica más cuando se relaciona con normas producidas con mucha ob- 
jetividad, lo que hoy llamamos “normas-reglas”. Como tales, son normas 
que tienen modalidades deónticas (obligar, prohibir o permitir), cuyo in- 
cumplimiento daría lugar a una sanción a ser aplicada por el Estado. 
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De ello se desprende que los textos legales vigentes, cada vez más, se 
elaboran con menos objetividad y más valores. Y cada vez más el lenguaje 
que utiliza el legislador está lleno de términos con significados multívocos, 
amplios o vagos (Delmas-Marty, 2004, pp. 143-145). Las constituciones de 
la posguerra son ejemplos muy evidentes de esta nueva forma de acción 
del legislador, que incluyó valores, principios y programas en esos textos 
normativos (uso y abuso del lenguaje natural) (Ferrajolli, 2002, p. 51).* Estos 
serían llamados “normas-principios”. 

La interpretación de normas-principios desde la perspectiva del le- 
gislador ya no es suficiente, ya que esos conceptos fluidos necesitan ser 
concretados durante el trabajo del intérprete (se desarrollaron varias teorías 
y técnicas con este objetivo, siendo la Teoría de la ponderación y principios 
de Robert Alexy?* considerada la más exitosa y popular, aunque no exenta 
de críticas) (Augsberg, 2016). La realización de tales normas solo es posible 
con la acción creativa del intérprete (de lo contrario, la norma-principio no 
se puede realizar, quedando sin fuerza normativa).” Así, al establecer un 
nuevo formato para las normas, el legislador delegó parte de la actividad 
creativa al intérprete (aunque se quedó con una fracción). En resumen, ¡ha- 
bría sido el propio legislador quien lo hubiera querido! 

Finalmente, llegamos a las dos concepciones contrapuestas del orde- 
namiento jurídico que se revelan en el desacuerdo sobre el papel del sTF en 
la ADPF 132.* 

Un punto de vista proviene de la supremacía casi absoluta del legis- 
lador como creador de reglas. El intérprete solo tiene que revelar el trabajo 
del legislador. Quienes siguen esta concepción se basan en los métodos an- 
tiguos de interpretación y siempre refuerzan el texto de la ley. 


3 Ferrajolli es un crítico del uso de un lenguaje impreciso y ambiguo, que entiende como una especie 
de violación de la separación de poderes y la subordinación de los jueces a la ley. 


6 La Teoría de la ponderación y los principios de Robert Alexy (2011) parte de la distinción entre 
reglas y principios formulada originalmente por Ronald Dworking. Según Alexy, ambas serían 
especies de normas, la diferencia es la forma de aplicación, mientras que las “normas-reglas” se 
aplican por subsunción (“todo o nada”), las “normas-principios” (““all-or-nothing”), los “principios- 
normas” son un orden de optimización, tienen una dimensión de peso y se pueden ponderar. 
Alexy desarrolla (a partir del análisis de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional alemán) 
una metodología de cómo debe llevarse a cabo dicha ponderación (las llamadas “máximas” de 
necesidad, adecuación y proporcionalidad en sentido estricto). 


7 Y, como enseña Konrad Hesse (2009), la Constitución tiene fuerza normativa. 


Cabe aclarar que, como el centro de la divergencia es el cambio (o no) de la Constitución por parte 
del STF, entendemos que se trata de un debate interno al positivismo. 
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Otro punto de vista entiende que la posición central del sistema es la del 
intérprete, porque sin ella la creación de la norma no es efectiva. La posición 
del legislador no se niega, pero mitiga. Los seguidores de esta concepción se 
apoyan en los nuevos métodos de interpretación (especialmente constitucional) 
y refuerzan la concretización de la norma (de la cual el texto sería solo un paso). 

Una posible crítica a esta segunda concepción es que la primacía del 
sistema pasa al intérprete, que en última instancia es un juez, es decir, una 
persona ilegítima, que no fue electa y no representa la voluntad popular 
(subvirtiendo la jerarquía de fuentes) (Ferrajolli, 2012, p. 52). Se podría en- 
tender esta situación como una especie de estado de excepción (Agamben, 
2004) en el que el responsable de la erosión del poder del legislador es el po- 
der judicial y no el poder ejecutivo (una especie de Carl Schmitt de adentro 
hacia afuera) (Fischer-Lescano, 2016). 

Además, a diferencia del trabajo del legislador, que se traduce en un 
texto objetivo y general, el trabajo del intérprete es siempre circunstancial 
(rara vez general) y, muchas veces, su fundamento está tan ligado al caso 
concreto y a las partes involucradas, que le falta mucha objetividad. En conse- 
cuencia, la actuación del intérprete es constante y no puntual, por lo que este 
estado de excepción es una dictadura constitucional permanente. Dado que los 
elementos de la excepción están dentro del ordenamiento, el poder judicial no 
lo utilizará excepcionalmente para fundar un nuevo sistema (como una revo- 
lución según Arendt, 2011), sino para mantenerlo y sostenerlo.” 

En defensa de esta segunda concepción, se pueden plantear varios 
argumentos (diferentes entre sí y a menudo conflictivos) que apuntan a la 
“necesidad” de un sistema no piramidal (en el modelo de Kelsen), ya sea 
porque el poder real se ejerce en una multiplicidad de correlaciones de fuer- 
za que forman una cadena (Foucault, 2011, p. 14) y no necesariamente una 
pirámide (tal vez formen un rizoma, según Deleuze y Guattari, 1995). Tam- 
bién es posible defender esta segunda concepción, apuntando a la necesi- 
dad de un nuevo modelo de sistema, que refleje mejor la complejidad de la 
sociedad actual, sus nuevas formas de subjetividad autodirigidas (Ladeur, 
2018), la multiplicidad de relaciones fronterizas!” o la fragmentación de los 
individuos en una pluralidad de universos (Ferraz Junior, 2014, p. 72). De 


9 Según Walter Benjamin (2013, p. 132), la violencia/dominio/soberanía tiene dos funciones esen- 
ciales para el derecho: establecer el derecho o mantener el derecho (también Derrida, 2010, p. 73). 
Estaríamos ante el segundo caso, pero en él la “velocidad” de la violencia es bastante lenta, por lo 
que la violencia no es fuerza, sino poder (Canetti,1995, pp. 281-283). 


10 Esimportante señalar que Andreas Fischer-Lescano no es un seguidor de la Teoría de los principios 
y ponderación de Alexy (Fischer-Lescano, 2016, p. 51). 
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esta forma, un modelo con primacía del intérprete establece varios puntos 
adicionales de ingreso de información en el sistema (diferente al modelo 
en el que solo el legislador sería una puerta de este tipo), lo que permitiría 
establecer una forma de soberanía democratizada (Foucault, 1979, p. 10). 

Paralelamente, la propia globalización establece un sistema con una 
pluralidad de fuentes de derecho (nacional, internacional y supranacional) 
con expansión de las áreas de incidencia (en la vida de las personas) (Losa- 
no, 2005, p. 281), lo que lleva a la formación de una red o anillos extraños 
(con jerarquías encaballadas) (Delmas-Marty, 2004, pp. 98-111). 


ANÁLISIS DE LA ADPF 132 DESDE SU FUNDAMENTO 


Como se entiende a partir de la sentencia de la ADPF 132, la deci- 
sión se basó en el entendimiento de que la Constitución no establece un 
significado específico para la palabra “familia” (el artículo 226, caput, de 
la Constitución, solo confiere especial protección estatal a esta entidad, que 
es la base de la sociedad) y que, considerando el principio de isonomía y la 
prohibición de la discriminación, no puede excluirse la unión entre personas 
del mismo sexo simplemente porque el tercer párrafo del artículo 226 de la 
Constitución brasileña trata de la unión entre el hombre y la mujer ”: 


Art. 226. La familia, base de la sociedad, tiene una protección espe- 
cial por parte del Estado. 


$"! 19 El matrimonio es civil y la celebración es gratuita. 
$ 2? El matrimonio religioso tiene efecto civil, según los términos de la ley. 


$ 3 A los efectos de la protección del Estado, la unión estable entre 
hombres y mujeres es reconocida como entidad familiar y la ley debe 
facilitar su conversión en matrimonio. 


$ 4” También se entiende como entidad familiar la comunidad forma- 
da por alguno de los padres y sus descendientes. 

$ 5” Los derechos y deberes relacionados con la sociedad conyugal 
son ejercidos por igual por hombres y mujeres. 

$ 6” El matrimonio civil puede disolverse por divorcio. (Redacción 
dada por la Enmienda Constitucional n.* 66 de 2010). 


$ 7” Con base en los principios de la dignidad de la persona humana y la 
paternidad responsable, la planificación familiar es una decisión libre 


11 En Brasil, el signo $ significa un párrafo de la ley ($ no significa sección). 
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de la pareja, y corresponde al Estado proporcionar los recursos educati- 
vos y científicos para el ejercicio de este derecho, siendo vedada cual- 
quier forma coercitiva por parte de instituciones oficiales o privadas. 


$ 8” El Estado asegurará la asistencia a la familia en la persona de 
cada uno de los que la integran, creando mecanismos para frenar la 
violencia en el contexto de sus relaciones. (Traducción libre).'? 


Así, la interpretación del artículo 1.723 del Código Civil brasileño 
(Ley n.” 10.406/02), bajo la Constitución, concluye en la necesidad 
de reconocer la unión entre personas del mismo sexo como familia: 
Art. 1.723. Se reconoce como entidad familiar la unión estable entre 
hombre y mujer, configurada en la convivencia pública, continua y 
duradera y establecida con el objetivo de constituir una familia. 

$ 1. La unión estable no se constituirá si los impedimentos del art. 
1.521; la incidencia del ítem vi no aplica si la persona casada está 
separada de facto o judicialmente. 


$ 2.” Las causas suspensivas del art. 1.523 no impedirán la caracteri- 
zación de la unión estable. (Traducción libre).'* 


12 


13 


Art. 226. A família, base da sociedade, tem especial protegáo do Estado. 
$ 1% 0 casamento é civil e gratuita a celebracgáo. 
$ 2 O casamento religioso tem efeito civil, nos termos da lei. 


$ 3” Para efeito da protegáo do Estado, é reconhecida a uniáo estável entre o homem e a mulher 
como entidade familiar, devendo a lei facilitar sua conversáo em casamento. 


$ 4” Entende-se, também, como entidade familiar a comunidade formada por qualquer dos pais e 
seus descendentes. 

$ 5” Os direitos e deveres referentes á sociedade conjugal sáo exercidos igualmente pelo homem 
e pela mulher. 

$ 6” O casamento civil pode ser dissolvido pelo divórcio. (Redagáo dada Pela Emenda 
Constitucional n* 66, de 2010) 

$ 7” Fundado nos princípios da dignidade da pessoa humana e da paternidade responsável, 
o planejamento familiar é livre decisáo do casal, competindo ao Estado propiciar recursos 
educacionais e científicos para o exercício desse direito, vedada qualquer forma coercitiva por 
parte de instituigóes oficiais ou privadas. 


$ 8 O Estado assegurará a assisténcia a família na pessoa de cada um dos que a integram, criando 
mecanismos para coibir a violéncia no ámbito de suas relacóes. 


Art. 1.723. É reconhecida como entidade familiar a uniáo estável entre o homem e a mulher, 
configurada na convivéncia pública, contínua e duradoura e estabelecida com o objetivo de 
constituigáo de família. 

$ 1 o A uniáo estável náo se constituirá se ocorrerem os impedimentos do art. 1.521; náo se 
aplicando a incidéncia do inciso VI no caso de a pessoa casada se achar separada de fato ou 
judicialmente. 


$2 0 As causas suspensivas do art. 1.523 náo impediráo a caracterizacáo da uniáo estável. 
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De hecho, no existe una definición constitucional de “familia” como 
la unión entre un hombre y una mujer, todo lo contrario: el artículo 226 de la 
Constitución y sus párrafos establecen una serie de relaciones que también 
pueden ser consideradas como familiares. Ante esto, se concluye que el pro- 
pio legislador delegó en el intérprete la tarea de definir el concepto “familia” 
(exactamente lo que hizo la Corte Suprema). 

Se podría argumentar que el sTF está interpretando la palabra familia 
de manera diferente a lo que habría sido el entendimiento original del legis- 
lador. Por tanto, para una conclusión como esta, sería necesario identificar el 
“entendimiento original del legislador” sin la ayuda del texto constitucional 
(que no establecía la definición de familia). Ahora bien, la identificación de la 
voluntad del legislador sin utilizar el texto de la Constitución es solo otro ar- 
gumento retórico para la interpretación basada en elementos externos al texto. 

De esta forma, la definición vuelve a ser responsabilidad del intérpre- 
te (en este sentido, Andrés Ollero Tassara señala que “todos saben que el 
problema del derecho es el problema de la fuerza detrás del poder político y 
la interpretación”) (2020, p. 379). 

Como tal, no hay cambio en la Constitución por parte del sTF en la 
ADPPF 132, ya que el intérprete solo dio sustancia a un concepto vago que no 
fue definido objetivamente (a opción del propio legislador). 

Por otro lado, es un hecho que, mediante la ADPF 132, el Tribunal 
Supremo Federal creó un instituto jurídico que hasta entonces no existía en 
el ordenamiento jurídico brasileño. Pero esto no se debió a un cambio en la 
Constitución (el llamado cambio constitucional), sino a una “interpretación 
conforme a la Constitución”. Es una técnica mediante la cual, durante el 
control de constitucionalidad, se altera el sentido de una norma infraconsti- 
tucional para que su transcurso se entienda de acuerdo con la Constitución. 
En este caso, de hecho, la Corte Suprema cambió el sentido del artículo 
1.723 del Código Civil (infraconstitucional), de modo que también engloba- 
ba la unión entre personas del mismo sexo entre sus hipótesis (se cambió la 
norma del Código Civil y no de la Constitución). 

Pero nuevamente es necesario señalar que esto no sucedió debido a la 
arbitrariedad del intérprete: esta es una hipótesis expresamente prevista en 
la Ley n.* 9.868 / 99, artículo 28, párrafo único. Una vez más fue decisión del 
legislador, quien delegó tales poderes en el intérprete. 

En conclusión, independientemente de la concepción del ordenamien- 
to jurídico, en ambos casos es correcta la decisión del STF en la ADPF 132. 

Desde el punto de vista en el que el legislador tendría primacía, la 
decisión es acertada, ya que el legislador formuló la ley con un alto grado de 
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abstracción y no estableció objetivamente el concepto de familia. Además, 
fue el legislador quien introdujo en el sistema la técnica de “interpretación 
conforme la constitución”, lo que le permitió al intérprete cambiar la legis- 
lación infraconstitucional para adecuarla a la Constitución. 

Desde el punto de vista en el que el intérprete tendría primacía, la de- 
cisión también es correcta, ya que el intérprete es quien estableció el signi- 
ficado del término “familia” (que proviene del lenguaje natural y no podría, 
por tanto, tener una definición técnica) y, además, corrigió la legislación 
infraconstitucional en el sentido de su interpretación de la Constitución. 


CONCLUSIÓN 


Finalmente, vamos a responder a la provocación inicial: ¿el STF cam- 
bió la Constitución brasileña o fue la Constitución la que cambió el sTF? 

Fácil sería responder que ambas afirmaciones son correctas: si, por un 
lado, el STF cambia la Constitución cada vez que interpreta los “términos líqui- 
dos” y establece un nuevo significado para sus normas; por otro lado, fue la 
Constitución que introdujo esos “términos líquidos” en el sistema, con el fin de 
reforzar el papel interpretativo del sTF (es decir, cambió la función de la corte). 

Pero no estamos de acuerdo con esta doble respuesta. A nuestro en- 
tender, fue la Constitución que cambió el sTF. El legislador (Asamblea Na- 
cional Constituyente de 1988) tomó una decisión deliberada de reforzar el 
papel del sTF y, al mismo tiempo, fue abundante en el uso de “términos 
líquidos”. Sin esta decisión del legislador, el sTr no habría podido decidir 
como lo hizo en la ADPF 132. 

Asimismo, no es correcto decir que el sTF “modifica la Constitución” 
cuando establece diferentes significados para “términos líquidos”. La estruc- 
tura de estas normas está diseñada exactamente para acomodar tal apertura 
interpretativa, como una necesidad de la nueva complejidad de la sociedad 
actual (sin tal apertura, las normas constitucionales probablemente queda- 
rían rápidamente desactualizadas y requerirían una reforma formal del texto 
de la Constitución). En resumen, estas normas no se modifican, sino que se 
realizan cuando su significado es establecido por el intérprete (aunque sea 
diferente a la interpretación anterior). 

Así, cerramos con el entendimiento de que la Constitución (por deci- 
sión del legislador) cambió el sTF y el sistema, otorgando deliberadamente 
mayores poderes al intérprete. Y el sTF, al aceptar estos nuevos poderes, 
actúa exactamente como lo prescribe la Constitución y de ninguna manera 
la modifica por fuera de los parámetros que determinó el legislador. 
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Resumen 


Este artículo es un proemio del urbanismo en la ciudad de Medellín 
desde la figura jurídica de los operadores urbanos y la realidad socioes- 
pacial que impone una expresión particular del capital. Es un escrito 
que pretende incoar las discusiones y problemas que atrae la planeación 
de Medellín desde la realidad neoliberal. Para esto aludiré al entorno 
teórico de la renovación urbana, seguiré con la estructura conceptual 
de los operadores urbanos, proseguiré con el contexto político institu- 
cional neoliberal y un fugaz compendio histórico del desarrollo urbano 
de Medellín, para finiquitar con las normas específicas que atañen a la 


renovación urbana y el operador urbano en Colombia. 
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Abstract 


The article is an urbanism proem in the city of Medellín from the legal 
figure of urban operators and the socio-spatial reality that imposes a 
particular expression of capital. It is a writing that tries to initiate the 
discussions and problems that the planning of Medellín attracts from 
the neoliberal reality. For this I will refer to the theoretical environ- 
ment of urban renewal, then I will follow the conceptual structure of 
urban operators, I will continue with the neoliberal institutional politi- 
cal context and fleeting historical compendium of urban development 
of Medellín, to finalize with the specific regulations that concern ur- 
ban renewal and the urban operator in Colombia. 


Keywords: urban renewal, neoliberalism, urban operators, city, ur- 
banism. 


Resumo 


380 


O artigo é um proema do urbanismo na cidade de Medellín a partir da 
figura jurídica dos operadores urbanos e da realidade socioespacial 
que impúe uma expressáo particular do capital. É uma escrita que ten- 
ta iniciar as discussóes e problemas que o planejamento de Medellín 
atrai da realidade neoliberal. Para isso, vou aludir ao ambiente teórico 
de renovacgáo urbana, vou continuar com a estrutura conceitual dos 
operadores urbanos, vou continuar com o contexto político institucio- 
nal neoliberal e um compéndio histórico fugaz de desenvolvimento 
urbano de Medellín, para finalizar com as normas específicas que di- 
zem respeito á renovagáo urbana e ao operador urbano na Colómbia. 


Palavras-chave: renovagáo urbana, neoliberalismo, operadores ur- 
banos, cidade, urbanismo. 
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INTRODUCCIÓN 


El desarrollo urbano de la ciudad de Medellín ha estado marcado por 
diversos hechos a través del tiempo. Entre ellos se encuentra la relación entre 
Estado, academia y empresariado en la producción espaciotemporal, en la que 
se originan consecuencias directas en la población que habita la ciudad. 

Este hecho —de relacionamiento entre diversos actores— ha cobrado 
legitimidad mediante la expedición de instrumentos normativos de carácter 
municipal —entre los que se encuentra el plan de ordenamiento territorial 
—POT— y los demás decretos que se expiden en desarrollo de ello— y la 
creación e innovación de instituciones que permiten materializar los objeti- 
vos trazados para la ciudad. 

Entre estos instrumentos normativos es imperante resaltar el acuerdo 
48 de 2014 del Por, donde se establecen los planes parciales y macropro- 
yectos urbanos, que a su vez señalan la posibilidad de constituir la figura 
del operador urbano. En ese sentido, se expide el decreto 893 de 2017, en 
el que se reglamenta la figura de los operadores urbanos. Esta expedición 
normativa y cambio institucional tiene un fundamento teórico económico, 
urbanístico y normativo, y, por otro lado, un relacionamiento político que lo 
origina y materializa. 

A este respecto, a continuación me propongo abordar introductoria- 
mente el contexto teórico y normativo en el cual se expide el decreto regu- 
latorio de la figura del operador urbano en la ciudad de Medellín, dentro del 
marco de una investigación que busca profundizar dichos planteamientos en 
los siguientes productos que resultarán de este estudio. 


CIUDAD NEOLIBERAL Y REVITALIZACIÓN 


La ciudad moderna como fenómeno es consecuencia del desarrollo 
del capital. No podemos desligar la ciudad del modelo económico porque 
estas “han brotado de la concentración geográfica y social de un excedente 
en la producción” (Harvey, 2012, p. 21). Por ende, el desarrollo de las ciu- 
dades contemporáneas dentro del paradigma occidental ha estado sujeto al 
programa impuesto por las políticas neoliberales, una expresión o forma del 
capital de los últimos cincuenta años aproximadamente. Esto ha implicado 
múltiples exigencias de cambio en diferentes frentes de la sociedad como 
las artes, la ciencia, la cultura, las instituciones y, en especial, el derecho; 
para que cumplan ese cometido al cual están siendo abocados. Dentro de los 
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cambios que se dan en el derecho u ordenamiento jurídico, surgen nuevas 
figuras que actúan como medios para movilizar dichas políticas. Entre esas 
nuevas figuras se encuentran los operadores urbanos. 

No podemos abordar a los operadores urbanos sin el concepto de ciu- 
dad compacta, que se refiere a la concentración de la ciudad definida por 
unos márgenes y límites provenientes de ajustes normativos, que centraliza 
sus actividades, su red de autopistas y concentra su densidad poblacional y 
residencial en el territorio delimitado. Sin embargo, no existe una aplicación 
conceptual rígida ni hay un sustento material que demuestre tal representa- 
ción. “En nuestra opinión, la noción de ciudad compacta se corresponde, en 
general, más con una imagen interpretativa de una realidad espacial que con 
un modelo generalizado elaborado a partir de los datos de aquella realidad” 
(Navarro y Ortuño, 2011, p. 23). No existe una ciudad modelo que sirva de 
guía explicativa para una ciudad compacta. 

Pero abordar el concepto de ciudad compacta implica necesariamente 
reconocer que existe un concepto antagónico, una ciudad difusa. Se reconoce 
que el modelo hegemónico de ciudad es la dispersión, es decir, que su den- 
sidad poblacional y residencia, su red de autopistas y actividades sociales y 
económicas, entre otras, se encuentran distribuidas extensamente por el terri- 
torio; y la actividad estatal debe actuar en ese territorio mediante diferentes 
mecanismos para lograr cumplir los imperativos de una ciudad compacta. 

La ciudad compacta también la podemos abordar desde dos aris- 
tas. La primera como discurso o velo del modelo económico y del Estado 
que buscan la consecución de sus cometidos o propósitos, partiendo de su 
inexistencia material, una arista “ideológica, que utiliza la noción de ciudad 
compacta para legitimar propuestas desde el punto de vista de la sostenibili- 
dad o como componente, en la misma línea ambiental, de un cierto discurso 
urbanístico, en ocasiones carente de rigor o incluso contradictorio” (Nava- 
rro y Ortuño, 2011, p. 23). Y la segunda, como anteriormente se mencionó, 
reconoce la concepción de la ciudad como un escenario de propuestas y 
contrapropuestas que permite identificar y aceptar la ciudad difusa. 

Por último, la ciudad compacta de acuerdo con el desarrollo que ha 
tenido como noción, interactúa con diferentes elementos como densidad e 
imagen interpretativa del territorio, densidad y urbanidad, densidad y eficien- 
cia económica y densidad y eficiencia energética. (Navarro y Ortuño, 2011). 
Podemos observar como la densidad se convierte en eje transversal y determi- 
nante en esta noción; aquí la densidad no se refiere a un número significativo 
de personas que se concentran en un territorio determinado como la ciudad, 
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sino a “aquella herramienta útil específicamente en el ámbito urbano de las 
ciudades, territorios y regiones, que da cuenta de la proximidad entre los com- 
ponentes y usos que configuran el espacio” (Pinilla et al., 2015, p. 34). 

Dentro de esta dinámica conceptual, también nos encontramos con otro 
componente imperativo en el operador urbano, denominado mejoramiento, re- 
habilitación, regeneración, revitalización, recuperación o renovación urbana, 
según la enunciación de cada ordenamiento jurídico. Esta renovación urbana 
surge en respuesta a un proceso de degradación social por parte del Estado; es 
decir, se parte de un cambio de la producción de la ciudad, en donde la reem- 
plazada noción Estado-céntrica que se encargaba de la planificación, inver- 
sión y producción espacial, y consigo todas las problemáticas sociales que ello 
conllevaba como segregación, violencia, desempleo, exclusión, informalidad, 
entre otros, es ignorada ante la imposición de la noción mercado-céntrica, en 
donde la planificación, inversión y producción espacial queda en manos del 
mercado, y consigo la imposibilidad e incompetencia de este para resolver 
problemáticas sociales como segregación, violencia, desempleo, exclusión, 
informalidad, entre otros. En pocas palabras, esto se puede describir así: cómo 
en una ciudad “se “renuevan”, se re-diseñan de a fragmentos, se re-inventan y 
se promocionan en el mercado” (Brites, 2017, p. 581). 

En este sentido, con el desarrollo neoliberal que padecen los territorios, 
las periferias de las ciudades, mediante la expansión urbana, se convierten en 
sitios de atracción de inversión y consecución de proyectos inmobiliarios y 
todo el equipamiento que esto conlleva. “La operación de los mercados in- 
mobiliarios dirige el crecimiento de las ciudades hacia los solares con las con- 
diciones ambientales más favorables y mayores facilidades de urbanización” 
(Rojas, 2004, p. 87). El resultado, entonces, son nuevos y múltiples centros de 
desarrollo e inversión económica y estatal, por lo cual, el centro tradicional de 
este territorio es, en parte, abandonado por las políticas públicas y la presencia 
estatal. Este centro que ya no es atractivo para la inversión privada cambia las 
actividades y usos de su ocupación reduciéndolos a microempresas, diversos 
talleres, centros de reciclaje, comercio, entre otros. 

Estas actividades permanecen en estas zonas a pesar de su deterioro, 
debido al fácil acceso al transporte público, a la presencia de mercados y al 
bajo costo de los arriendos. Las residencias que permanecen en este sector 
pertenecen a personas de bajos ingresos, las cuales, por lo general, sufren 
procesos de subdivisión predial, la mayoría de las veces de manera informal. 
También es posible encontrar algunas residencias que fueron abandonadas y 
posteriormente ocupadas por invasión (Pizano, 2012, p.13). 
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A parte de las actividades económicas no formales, también se pue- 
den encontrar otros hechos como “la aparición de ciertas patologías socia- 
les, como violencia callejera, venta de drogas y prostitución, entre otras actl- 
vidades ilícitas” (Pizano, 2012, p.14). Y todo este acumulado social producto 
de las políticas estatales neoliberales, se convierte en la fuente que justifica 
la renovación urbana; es decir, el Estado, a través del mercado, crea las 
condiciones que provocan problemas de toda índole, con mayor impacto ur- 
bano; después, el mismo Estado, en conjunción con el sector privado, ofrece 
una solución que no acoge a las personas que padecen estos problemas, sino 
que fragmenta y excluye, debido a que la posibilidad de consumo y acceso 
a ese nuevo espacio revitalizado no es la misma para todos los habitantes 
de la ciudad. “De la misma forma en que aparece el Estado con políticas 
segregacionistas de los pobres, también aparece el mercado que segrega en 
función de la capacidad adquisitiva del consumidor” (Brites, 2017, p. 578). 

Siendo así, conceptualmente la renovación urbana es la correspondencia 
estatal al reconocimiento material de una ciudad difusa y el encaminamiento 
jurídico a la consecución de una ciudad compacta, teniendo en cuenta la posi- 
bilidad de constituirse también como discurso ideológico para la acumulación 
de capital y la consecución de las políticas neoliberales. Y es aquí, en los planes 
de renovación urbana, donde nos encontramos con los operadores urbanos. 

La renovación urbana guarda una directa relación con la producción 
del espacio y el tiempo dentro de una sociedad, no para señalar la particula- 
ridad de la renovación como único componente que produce el espacio y el 
tiempo, sino para abrir aristas a las posibilidades que otorgan las adecuacio- 
nes institucionales y jurídicas dentro del sometimiento de la misma sociedad, 
y la concreción de las políticas neoliberales. Antes de hacer este abordaje, 
quisiera situar la concepción del espacio y el tiempo a la que me suscribo. 
Siguiendo a Harvey (1994), comprendo el espacio y el tiempo como “una 
multiplicidad de intereses y procesos que definen una heterogeneidad de es- 
pacios y tiempos dentro de los cuales uno es elegido como dominante, para 
reflejar los intereses de los poderes dominantes” (p. 8). 

En nuestro caso particular, en Medellín confluyen una multiplicidad 
de intereses en varios ámbitos como los concejos municipales, las alcaldías 
y las discusiones de los planes de ordenamiento territorial, cada cual con una 
definición del espacio y el tiempo. En la renovación urbana pasa de la misma 
forma: por un lado están los intereses del sector empresarial, inmobiliario y 
financiero, que buscan imponer su espacio-tiempo en el POT que defina la zona 
de renovación; por el otro, están los intereses de los moradores y las gentes que 
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habitan la zona que desea ser renovada por los intereses de los otros. En últi- 
mas, termina imponiéndose la realidad espaciotemporal del poder dominante, 
empresarial, inmobiliario y financiero. Y esta producción espaciotemporal, en 
primera instancia, se configura en el aparato jurídico y en normas específicas 
para, posteriormente, hacer la transición ideal-material, que en términos jurí- 
dicos enunciaríamos como transición del deber ser al ser. 


OPERADOR URBANO 


Lo primero para abordar la figura de los operadores urbanos es que se 
trata de una representación jurídica que se materializa de acuerdo con el orde- 
namiento jurídico implementado, según cada realidad social. Segundo, surge 
en cuanto existan planes de renovación urbana, tanto en el ordenamiento ju- 
rídico, como en ambición dentro del visionario político de la ciudad. Tercero, 
sus Operaciones no pueden realizarse bajo una lógica individual y autónoma, 
pues necesitan de la coexistencia y la correlación de los conceptos anterior- 
mente mencionados como lo es la expresión del capital neoliberal, la ciudad 
difusa y compacta, y, por último, el mejoramiento, rehabilitación, regenera- 
ción, revitalización, recuperación o renovación urbana. 

En medio de una multiplicidad de actores que habitan y existen dentro 
de una parte de la ciudad abandonada por el Estado y destinada a ser renovada 
urbanamente, surgen los operadores urbanos también llamados como empre- 
sas promotoras de proyectos. Nacen como facilitadores entre el Estado, los 
privados y la comunidad que habita ese territorio para lograr la concreción 
de los planes de renovación urbana dentro del marco que ordena la ciudad, 
asignándole diversas competencias en torno al territorio donde se realizará tal 
renovación como facilitar, gerenciar y gestionar; es una especie de inmuniza- 
ción del territorio para la inversión y la generación espacial clasista. 

La competencia otorgada lo faculta para resolver los problemas de 
coordinación y gestión, llevando a todos los actores —Inversores inmobi- 
liarios, propietarios, empresas, organizaciones de la sociedad civil, familias, 
demandantes de viviendas, consumidores— a que contribuyan a la creación 
de un sistema confiable que incentive la movilización de recursos privados y 
despliegue la recuperación de activos inmobiliarios; es decir, el ordenamiento 
jurídico le otorga competencia a esta empresa para que actúe como una es- 
pecie de puente entre el sector privado-inmobiliario y los pobladores, con la 
finalidad de limpiar el espacio del que serán desplazados los moradores, para 
que así pueda ingresar y moverse el capital de inversión (Pizano, 2012). 
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en las siguientes figuras. 


386 


Organismos Autónomos 


Sociedades Mercantiles 


También es importante tener en cuenta que el operador urbano surge 
en cuanto se reconoce la dificultad de integrar y movilizar capital de pri- 
vados en un territorio que en principio no es atractivo para la inversión, y 
cuando es evidente la falta de una organización gremial o comunitaria que 
les permita a los habitantes de este territorio ser reconocidos como sujetos 
poseedores dentro de una lógica dialéctica de negociación con el Estado. 
Por consiguiente, este se puede configurar bajo diversas modalidades que 
atiendan las particularidades de cada plan de renovación, como se observa 


Si se interesa estar vinculado a las 

normas de la administración pública. Ya 

que es una gestión continua (muy reglada 

o reglamentada 

Es un sistema desvinculado a lo público, 

se rige bajo las normas mercantiles 

Se origina en una gestión de proyectos 

concretos y que presentan un espacio 
definido 


Interés o no de tener presente al capital 


ado en el pro 


Posibilidad de intervención de diferentes 
administraciones públicas 

Extemalización de los gastos de 
estructurales (costos de personal, oficinas, 
equipos, etc.) destinadas a la gestión de 


Figura 1 Formas en que puede expresarse un operador urbano 


Fuente: Pizano (2012, p.136). 
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La Propia Mediante la organización de la corporación 
Institución 


Mediante organismos especificos de la corporación 


Intervención Organismos Patronatos, institutos. Organismos especificos con 


pública Autónomos patrimonio propio. Son órganos de gobierno 
Directa controlado por la corporación 


Sociedades Capital int te público. E lent 
- apital integramente co. Equivalente a un 


Públicas 


Com mayoría pública en el capital de la empresa 


Com mayoría privada en el capital de la empresa 


Concesión, Gestión interesada, Concertación 
Consorcio. Arendamiento, etc 


Figura 2 Formas o modalidades de configuración de un operador urbano 
Fuente: Pizano (2012, p.136). 


Como se evidencia en la figura 1, los operadores urbanos pueden 
expresarse de tres formas: la primera, como organismos autónomos o so- 
ciedades mercantiles; la segunda, como sociedades públicas, sociedades de 
economía mixta con mayoría pública o sociedades de economía mixta con 
mayoría privada; y la tercera, como modelos externos adyacentes a las par- 
ticularidades normativas de la administración pública. 

En la segunda figura vemos cómo se puede estructurar un operador 
urbano según su forma de intervención en el territorio destinado a la reno- 
vación: si se trata de una intervención pública directa, incluye sociedades 
mercantiles públicas, organismos autónomos y la actuación del mismo ope- 
rador urbano; si es una intervención pública indirecta, acoge a sociedades 
mercantiles de capital mixto y otras entidades externas como asociaciones 
público-privadas, concesiones, consorcios, entre otros. 

También podemos evidenciar que antes de crear la figura en cuestión 
debe haber un adecuamiento normativo especialmente en los campos del dere- 
cho comercial, la contratación estatal y el derecho administrativo. Es decir, la 
figura del operador urbano no nace como una expresión “pura y simple” don- 
de se avista primariamente el neoliberalismo en la espacialidad urbana, sino 
que se vale del “derecho tradicional” o “viejo derecho”, donde se disputa con 
esta regulación, dando como resultado un traslado jurídico. Esto debido a que 
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alo largo de un paisaje institucional que se encuentra en disputa, don- 
de “espacios proyectados” emergentes nuevos interactúan continua y 
conflictivamente con las regulaciones heredadas, lo que a su vez lleva 
a nuevas “capas” de espacio político-económico, no previstas y a me- 
nudo altamente inestables (Lipietz, 1994, como se citó en Theodore 
et al., 2009, p. 7). 


Además, se debe reconocer la politicidad del operador urbano, pues 
no es una figura neutra e imparcial; sin perder de vista el acuerdo políti- 
co-institucional mayoritario de la ciudad que decida implementarlo; es de- 
cir, requiere de un cuerpo político que comparta y crea en el modelo de de- 
sarrollo neoliberal. Por lo tanto, de ello se deriva un mínimo de estabilidad 
bajo el paradigma de desarrollo que hegemoniza el territorio. 

Dentro de la dinámica institucional que demanda la creación de un 
operador urbano para una zona de recuperación urbana, se encuentra el ries- 
go asociado a los préstamos que otorgan las entidades bancarias y finan- 
cieras, teniendo de presente que estas áreas, fruto del abandono estatal y 
económico, tienen un alto riesgo, razón por la cual no se moviliza inversión 
fácilmente para estos sectores, a lo que se le conoce como redlining. 


Esta discriminación afecta no sólo a los préstamos hipotecarios para 
la compra de vivienda donde el deterioro del área puede afectar la so- 
lidez y liquidez de las garantías, sino también a los préstamos para el 
desarrollo de negocios. La movilización de los recursos de la comu- 
nidad tampoco se produce espontáneamente en áreas donde las orga- 
nizaciones de la comunidad y, en general, el acervo de capital social 
de las comunidades, está deteriorado por los procesos traumáticos de 
emigración de la población original de las áreas y su reemplazo por 
población externa (Rojas, 2004, p. 210). 


CONTEXTO POLÍTICO-INSTITUCIONAL 


Como se ha mencionado anteriormente, el operador urbano surge 
como un elemento dentro del desarrollo de una agenda neoliberal que ha pe- 
netrado cada espacio e institución. Por ejemplo, en Chile, con apoyo militar 
y académico de Estados Unidos, el experimento dio frutos para los intereses 
que buscaban. Todas las partes involucradas atendieron las directrices que 
se daban para ajustar el Estado, sus instituciones y el marco normativo a la 
nueva y abrumadora realidad neoliberal que vivía el país. 
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En Inglaterra también se empezaron a desarrollar estas políticas y se 
hicieron todos los cambios necesarios, entre ellos, transformaciones en ma- 
teria urbana y en el desarrollo de la ciudad. 


En Inglaterra, en 1980, y por petición de Margaret Thatcher, se escri- 
be la Ley de Gobierno Local, Planeación y Suelo (Local Government, 
Planning and Land Act), mediante la cual se crean las zonas empre- 
sariales y las corporaciones de desarrollo urbano [Hall, 2002]. Estas 
corporaciones (sociedades públicas) reemplazan las autoridades lo- 
cales como autoridades de control del desarrollo urbano, con el fin 
de atraer capital privado; lo anterior, sin los procesos de participación 
ni los procesos burocráticos que debían actuar como facilitadoras del 
desarrollo urbano bajo el “supuesto de que esta intervención abriría 
una nueva dinámica en la actividad inmobiliaria, que como expresión 
de la capacidad transformadora de las fuerzas del mercado, haría fren- 
te a las tendencias recesivas de la economía de la época, promoviendo 
efectos benéficos sobre la estructura del empleo” [Garay, 2011]. La 
gestión del proyecto tendría como finalidad, además de redesarrollo 
del suelo portuario, generar un proyecto de vivienda para hogares de 
altos ingresos, hoteles y oficinas. (Ospina, 2015, p. 158). 


Aunque las condiciones de premodernidad en Latinoamérica son evi- 
dentes, la región no ha sido ajena a los planes de renovación urbana y a los 
operadores urbanos. El desarrollo urbano ha irrumpido en los territorios, sal- 
tándose el desarrollo industrial y quedando en manos de unos pocos grupos 
económicos, en particular, del capital financiero. La estrategia de desarrollo 
de cada plan de renovación es diferente, pues atiende las realidades jurídi- 
cas, financieras y sociales de cada territorio. Siendo así, se han llevado a 
cabo procesos como el centro histórico en Quito, Ecuador; Puerto Madero, 
en Buenos Aires, Argentina; el programa de repoblamiento del centro de 
Santiago de Chile, en Chile; entre otros. 

Este proceso ha llevado a que las ciudades de acuerdo con el interés 
del sector inmobiliario y la ocupación de las familias con más recursos, 
se inclinen hacia un punto específico; por ejemplo, Bogotá se ha inclinado 
hacia el norte; Medellín, hacia el sur; San Pablo, hacia el sudoeste de la 
aglomeración metropolitana; Santiago de Chile, hacia el este; Buenos Aires, 
hacia el norte; y Montevideo, hacia el nordeste. (Rojas, 2004). En Colombia 
esta producción espaciotemporal ha seguido esta misma lógica, en especial, 
en las ciudades más pobladas como Cali, Medellín y Bogotá. 
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ANTECEDENTE URBANO EN MEDELLÍN 


Medellín como la mayoría de las ciudades colonizadas por la corona 
española, en principio, fue determinada por las normativas que imponía tal 
gobierno. Aunque el desarrollo urbano de acuerdo con las particularidades 
políticas, económicas y espaciales haya sido diverso para todas las indias, 
ha sufrido un largo proceso de producción espaciotemporal dentro de lo que 
hoy está delimitado como Medellín; desde su surgimiento en 1675 como 
una villa, hasta el 2020 que es una ciudad con 2.569.007 habitantes, según el 
perfil demográfico 2016-2020 de la Alcaldía de Medellín. 

Desde su fundación, Medellín y su actividad económica siempre han 
estado atadas. Desde la producción agrícola y el comercio, pasando por la 
industrialización, hasta llegar a la producción de bienes de tercera genera- 
ción, la prestación de servicios y la intermediación. 

Así “en 1826 se trasladó la capital de Antioquía a Medellín, lo que 
convirtió a la ciudad y al Valle de Aburrá en un territorio mucho más atracti- 
vo para forasteros y extranjeros” (Centro de Estudios de Opinión, s. f.). Esto 
permitió que durante el siglo xIx el comercio se desarrollara en esta región 
que para la época se aproximaba a los cinco mil habitantes: “comerciantes 
antioqueños ganaron habilidad y experiencia en el manejo de las finanzas, 
pues se asociaron y realizaron transacciones de capital que acompañaron 
con las actividades mercantiles, y a partir de 1870 se fundaron bancos pri- 
vados” (Perfetti, 1995, p. 135). Cuestión que llevó a incubar la primera idea 
del nacimiento de una industria, el desarrollo del capital bajo la modalidad 
industrial que traería múltiples exigencias a nivel de ciudad. En un marco 
general, el desarrollo urbano de Medellín para el siglo xIx estuvo marcado 
por algo que se denominó Plan de la Villa de Medellín. 

El desarrollo urbano que empezó a tener Medellín al convertirse en la 
capital de Antioquia no es ajeno a una lógica excluyente dentro de las nacientes 
clases, y la transición del colonialismo a la república. El centro de la ciudad de 
Medellín, hoy conocido como “centro histórico”, era poblado por las familias 
más pudientes de este territorio, mientras que las periferias eran ocupadas y/o 
pobladas por las familias de más escasos recursos. Esta lógica de centralidad de 
la movilidad de la actividad económica se vio truncada a finales del siglo XIX y 
principios del siglo xx con el plan Medellín Futuro. Este cambio de paradigma 
dentro del desarrollo tiene una lógica a escala del capital global. Así, el desa- 
rrollo económico y la dinámica del capital transforma la espacialidad como 
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En el proceso de industrialización de la ciudad europea, durante la 
primera mitad del siglo xIx, las acciones encaminadas a mantener la 
autonomía de las iniciativas privadas provocaron un caos urbano. Las 
clases altas abandonaron los predios centrales y la población en creci- 
miento se abigarró en el centro. Quienes marcharon hacia la periferia 
no delimitaron con anterioridad su territorio. Así, los jardines de la 
aristocracia se sobresaturaron de construcciones, se subdividieron a 
más no poder los palacios y las mansiones y se ocuparon con in- 
dustrias los restantes espacios libres. El tráfico sobrepasó la estrecha 
dimensión de las áreas centrales. El alcantarillado y las demás obras 
de infraestructura agotaron su propia medida, los excrementos se des- 
bordaron a las calles y hasta las chimeneas llegó la peste (Perfetti, 
1995, p.140). 


Esta réplica en Medellín tiene diferentes matices, pues no existe el 
desarrollo a gran escala primaria del proyecto liberal clásico; es decir, esta 
primera forma del capital mercantil no es consecuente a gran escala en Me- 
dellín, por lo que el desarrollo de la ciudad no sufre, en principio, este im- 
pacto, y lo siente directamente con la naciente industria. El cambio de la ciu- 
dad no es un cambio de una ciudad mercantil a una ciudad industrial, sino el 
cambio del modelo colonial a la producción espaciotemporal de la industria. 

En el plan Medellín Futuro intervinieron diversos agentes institucio- 
nales: en principio el Concejo Municipal, que por primera vez se preocupó 
por el desarrollo urbano de la ciudad. También se creó el cargo de ingeniero 
municipal, reglamentado bajo el Acuerdo 4 de 1890; la Sociedad de Mejoras 
Públicas comenzó su trabajo en 1910 y la Escuela de Minas de la Universi- 
dad Nacional formó expertos técnicos para la naciente clase. 

Las exigencias del plan Medellín Futuro para constituir una sociedad 
capitalista en camino a la industria fueron “nuevas comunicaciones, nuevas 
vías, nuevos transportes, nuevos servicios: mejoras en la infraestructura, ne- 
cesidad de captar dineros por parte del municipio, manejo de estadísticas, 
levantamiento del catastro municipal, nuevas técnicas de construcción y de 
comunicaciones” (Perfetti, 1995, p.179). 

Las ausencias político-institucionales que se mencionaron al inicio de 
este documento, que son las que dan paso a un plan de renovación urbana, 
en Medellín tienen sus orígenes desde la planificación que hizo la Sociedad 
de Mejoras Públicas en 1910, donde el norte de la ciudad quedó excluido de 
la planificación, como se ve en el siguiente mapa. 
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MEDELLÍN 1905-1928 
PERIMETROS URBANOS 
SPORE 


LAS TRANSFORMACIONES DE LA ESTRUCTURA URBANA DE MEDELLIN _MUSTRACION MY 


Figura 3 Mapa de planificación de Medellín donde se demarca el perímetro urbano 
Fuente: Perfetti (1995, p.178). 


El plan Medellín Futuro que determinó el desarrollo urbano de la ciu- 
dad en la primera mitad del siglo xx estaba transversalizado por la idea de 
“progreso e higiene”; además, reutilizó la palabra ensanche para denominar 
este proceso, la cual era utilizada en el siglo xIX para referirse al desarrollo 
o expansión urbana: “un ensanche es un documento que representa un pacto 
de los dichos agentes que intervenían en la construcción de la ciudad para 
establecer las regulaciones que habían de regir en el desarrollo de la misma” 
(Perfetti, 1995, p.145). 

Para la mitad del siglo xx Medellín era una de las ciudades de Colom- 
bia con más reconocimiento por su desarrollo industrial, especialmente en el 
área de los textiles. Lo cual debió suponer la reestructuración espacio-tem- 
poral de la urbe para que obedeciera a tal realidad, lo cual no sucedió. Se 
suponía que este desarrollo iba a generar espacios diferenciados para ubicar 
la manufactura, las vías, el comercio y la vivienda con su equipamiento. 
Esto no ocurrió; en cambio, hubo una conjunción de todos estos elementos 
que estructuraron una ciudad atractiva para la nueva expresión del capital 
que se vería años más tarde. 
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Posterior al plan de Medellín Futuro se expidió la Ley 88 de 1947 
que estipulaba que “los municipios que tuvieran un presupuesto no inferior 
a doscientos mil pesos ($200.000.00) estaban en la obligación de levantar 
un plano regulador, en el cual habría que indicar la manera como se debía 
continuar la urbanización futura de la ciudad”. Por lo cual, en Medellín se 
puso en marcha el plan piloto del “plano regulador” por medio del Decreto 
683 de 1951, y para esto se creó una junta asesora para que atendiera “los 
problemas urbanísticos y financieros que se fueran presentando con motivo 
de la aplicación del plan piloto” (Perfetti, 1995, p. 339). 

Este plan piloto que se adoptó en 1951, se retomó en 1977 —para esta 
época la ciudad tenía 1.300.000 habitantes— con la finalidad de evaluar el 
cumplimiento de sus propósitos, entre los cuales estaba que “la aplicación 
del plan director de la ciudad se realizaba de forma sectorial” (Perfetti, 1995, 
p. 365). Para esta fecha, se empezó a reconocer institucionalmente que la 
desigualdad del capital era una consecuencia del desarrollo de urbano. 

En medio del proceso de desarrollo de esta nueva ciudad industrial, 
en 1980, se cambió la figura de plan piloto por la del plan de desarrollo y se 
llevaron a cabo diversos hitos urbanos como la construcción de la troncal 
a lado y lado del río —Plan Vial—, la construcción de los primeros rasca- 
cielos sobre la avenida La Playa: Gualanday, Casablanca, Playa Horizontal, 
Bancoquia; la construcción del Edificio Inteligente de EPM y la inauguración 
del Sistema Metro. 

En palabras generales, la ciudad burguesa de Medellín se estructuró 
en cuatro momentos hasta la Constitución de 1991, ya que el orden cons- 
titucional existente en materia económica da posibilidades jurídicas para 
desarrollar la industria en el territorio nacional. El primer momento fue las 
ideas higienistas y las primeras representaciones humanas, que cubre los 
años 1870 a 1890. Va desde la creación de las Sociedades de Fomento, en el 
gobierno de Pedro Justo Berrío, entre las que estaba la correspondiente a la 
Comodidad y Ornato de las Poblaciones, hasta la propuesta de la realización 
del primer plano de Medellín Futuro en 1890. (González, 2007, p.134). 

El segundo fue el plano para el ensanchamiento futuro de la ciu- 
dad, “va desde 1890 a 1910/13, el período comprendido entre la propuesta 
del Plano para el ensanchamiento futuro de la ciudad y el plano del Mede- 
llín Futuro” (González, 2007, p.137). Un tercer momento es entre la ciudad 
taylorista y el city plannin, “este momento va desde 1910 a 1925. Abarca los 
años entre la promoción del concurso para la elaboración del segundo plano 
de Medellín Futuro” (González, 2007, p. 146); y. por último, sin Medellín 
futuro en post del Medellín futuro: 
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Es a partir del año 1925 en adelante, y podría prolongarse después de 
1932 hasta los años cuarenta, cuando llegó a la ciudad el urbanista 
austriaco Karl Brunner —1940— y posteriormente los urbanistas 
Paul Lester Weiner y José Luis Sert, de la empresa Town Planning 
Associates, quienes a la postre realizaron el Plan Piloto de Medellín, 
que fuera contratado con ellos en 1948 (González, 2007, p. 173). 


Posterior a estos planes, el desarrollo de la ciudad se dio de manera 
desproporcionada y descontrolada, esto obedeció a diferentes causas, entre 
ellas, la urbanización en todo Latinoamérica y la transición de la ruralidad a 
la urbanidad, también el tránsito de una economía industrial a una economía 
de servicios, como describe Galeano (2013): “Este aparte describirá cinco 
actividades económicas que hoy representan las banderas del modelo de de- 
sarrollo adoptado por la ciudad, estas son: servicios turísticos, a las empre- 
sas, educativos especializados, de salud y comerciales”(p. 242). Y esto a su 
vez, establece una realidad espaciotemporal diferente, como lo ejemplifica 
Harvey (1994): 


Existe una diferencia entre el capitalismo financiero operando en los 
mercados financieros y el productor industrial. El primero mueve di- 
nero de forma muy rápida, respondiendo a las presiones especula- 
tivas aquí y allí, actuando conforme a las presiones especulativas a 
través de espacios denominados dólares, yen o marco alemán y en un 
horizonte temporal de nanosegundos. Un productor industrial tiene 
otro horizonte temporal, por supuesto no ilimitado, porque la mayor 
parte de los productores limitan sus pensamientos acerca del futuro, 
dependiendo de su producto a cinco, diez o más de veinte años, pero 
también operan con una concepción diferente de los espacios como 
localizaciones de la producción, mercado, recursos y comunidades 
que les ofrecen oportunidades y servicios (p. 5). 


ESTRUCTURA NORMATIVA DE LA RENOVACIÓN URBANA 
EN COLOMBIA 


Posterior a la década de 1980, en Colombia hay cambios en el orden 
Constitucional: el nacimiento de la Constitución de 1991 conlleva a que en 
1994 se expida la Ley 152 —Ley Orgánica del Plan de Desarrollo— que 
otorga competencia jurídica a los entes territoriales para determinar su ac- 
cionar dentro del periodo de su gobernabilidad. 
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Después, en 1997, se expidió la Ley 388 que otorga la base normativa 
para la estructuración de los planes de ordenamiento territorial, que rigen 
por un periodo de doce años. En consecuencia, en 1999 se aprobó el plan 
de ordenamiento territorial para Medellín 1999-2011. Actualmente, estamos 
bajo el plan de ordenamiento territorial —POT— aprobado para el periodo 
2014-2027, en el cual aparece por primera vez la figura del operador urbano, 
dentro del marco de los planes parciales de renovación urbana. 

En este momento, la renovación urbana está regulada por la Ley 9 de 
1989 que la define así: 


Artículo 39. Son planes de renovación urbana aquéllos dirigidos a in- 
troducir modificaciones sustanciales al uso de la tierra y de las cons- 
trucciones, para detener los procesos de deterioro físico y ambiental 
de los centros urbanos, a fin de lograr, entre otros, el mejoramiento 
del nivel de vida de los moradores de las áreas de renovación, el apro- 
vechamiento intensivo de la infraestructura establecida de servicios, 
la densificación racional de áreas para vivienda y servicios, la des- 
congestión del tráfico urbano o la conveniente rehabilitación de los 
bienes históricos y culturales, todo con miras a una utilización más 
eficiente de los inmuebles urbanos y con mayor beneficio para la co- 
munidad. 


Posterior a esta ley, fue expedido el Decreto 75 de 2013, donde se 
define la renovación urbana como: 


las determinaciones del componente urbano del Plan de Ordenamien- 
to Territorial, que están encaminadas a recuperar y/o transformar las 
áreas ya desarrolladas de las ciudades, entre otros fines, para, detener 
los procesos de deterioro físico y ambiental de los centros urbanos; 
promover el aprovechamiento intensivo de la infraestructura pública 
existente; impulsar la densificación racional de áreas para vivienda 
y otros usos, o garantizar la conveniente rehabilitación de los bienes 
históricos y culturales, todo con miras a una utilización más eficiente 
de los inmuebles urbanos y con mayor beneficio para la comunidad. 


El decreto también divide la renovación urbana e identifica la moda- 
lidad de reactivación que se refiere a 
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las zonas en las cuales se promueve el cambio de las estructuras cons- 
truidas al interior de los predios con el fin de promover la redensifi- 
cación de los sectores en que se ubican conservando la estructura o 
trazado de los bienes de uso público y estimulando la generación de 
nuevos elementos arquitectónicos y naturales de los bienes de propie- 
dad privada tales como antejardines, fachadas, aislamientos, retroce- 
sos y demás. 


La modalidad de redesarrollo la define como: 


las zonas en las que se requiere efectuar la sustitución de las estruc- 
turas urbanas y arquitectónicas mediante procesos de reurbanización 
que permitan generar nuevos espacios públicos y/o privados, así 
como una nueva definición de la normatividad urbanísticas de usos y 
aprovechamientos. 


De acuerdo con la citada normatividad, la renovación urbana en 
Medellín se conceptualiza dentro de dos perspectivas: una renovación ur- 
bana para el desarrollo y una renovación urbana clásica. La primera está 
relacionada con la poca y deficiente industria; la segunda, está “asociada a 
polígonos habitados con niveles altos de población vulnerable y deterioro 
socio-económico” (Jaramillo y Montoya, 2017, p. 9). La renovación urbana 
clásica es la adecuada para el accionar del operador urbano, atendiendo a la 
lógica de su origen material y su conceptualización, sin descargar su accio- 
nar frente al otro modelo de renovación. 

Este tratamiento se asigna a las zonas homogéneas identificadas como 
“zonas deterioradas o en conflicto funcional”, y cuyo objetivo es promover 
importantes transformaciones en zonas que cumplen un papel fundamental 
en la consolidación del modelo de ordenamiento propuesto por el plan y en 
el cumplimiento de los objetivos del mismo, y que por razones de deterioro 
ambiental, físico o social, conflicto funcional interno o con su entorno in- 
mediato, requieren de esta transformación físico-espacial y socioeconómica, 
para aprovechar al máximo su potencial. 


De esta manera, se busca que aprovechando su localización estratégi- 
ca en la ciudad y sus excelentes condiciones de infraestructura de ser- 
vicios público y movilidad, se promuevan procesos de intensificación 
y diversificación de la utilización del suelo y de las construcciones, 
a fin de lograr, entre otros fines, el mejoramiento integral de vida de 
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los moradores, el aprovechamiento intensivo del suelo, la racional 
densificación y mezcla de usos, la descongestión del tráfico urbano 
O la conveniente rehabilitación de los bienes históricos y culturales 
(Jaramillo y Montoya, 2017, p. 9). 


Según el Departamento Administrativo de Planeación (DAP), en total, 
hay 53 planes parciales de renovación urbana adoptados por decreto, con- 
templando también los de redesarrollo por ser una modalidad de la renova- 
ción urbana. 

Existen tres macroproyectos: Río Norte, Río Centro y Río Sur. El 
macroproyecto Río Norte cuenta con once planes parciales aprobados en 
el Decreto 2077 de 2015, y son los siguientes: Playón de los Comuneros, La 
Frontera, La Francia, Andalucía, Villa Niza, Palermo, Miranda, Tricente- 
nario, Plaza de Ferias, Carabineros, Candelaria. En el macroproyecto Río 
Centro hay doce planes parciales, contemplados en el Decreto 2053 de 2015, 
y son los siguientes: Caribe - Fiscalía, Caribe, San Pedro, El Chagualo, Je- 
sús Nazareno, Estación Villa, San Benito, Calle Nueva, Barrio Colón - Calle 
Nueva, Perpetuo Socorro, Naranjal, Tenche. En el macroproyecto Río Sur 
hay trece planes parciales, adoptados en el Decreto 2078 de 2015, y son los 
siguientes: Barrio Colombia, Villa Carlota, Manila, Astorga - Patio Bonito, 
Santa María de los Ángeles, Cristo Rey, Campo Amor, Santa Fe, Trinidad, 
Tenche, Guayabal. 

Actualmente, en Medellín solo hay constituido un operador urbano, 
creado bajo el decreto 1309 de 2009:la Empresa de Desarrollo Urbano —EDU— 
cuyas funciones facilitan la renovación urbana del Plan Parcial Naranjal. 


Estas funciones fueron otorgadas a la Empresa de Desarrollo Urbano 
(EDU) para que sea esta quien se desempeñe como el Operador Urba- 
no del proyecto de renovación en Naranjal. La Empresa de Desarrollo 
Urbano (EDU es una empresa industrial y comercial del Estado que 
tiene como objeto el desarrollo de proyectos urbanísticos e inmobi- 
liarios para el bienestar de los ciudadanos. Como parte sus objetivos 
institucionales, se encuentra el desarrollo de proyectos para la con- 
creción del Plan de Desarrollo Municipal a través de los diferentes 
tratamientos (e.g. la renovación urbana) y los instrumentos de plani- 
ficación (e.g. los Planes Parciales) (Pizano, 2012, p. 50). 
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La EDU está estructurada de la siguiente manera: 


Gerente Gerente Aux 
Auxiliar de 
Administrativo Contratación 


Gerente Aux Gerente Aux 
de Vivienda de Gestión 
y Hábitat Urbana 


Figura 4 Organigrama general de la Empresa de Desarrollo Urbano (EDU) 
Fuente: Pizano (2012, p.50). 


A la EDU se le delegan diferentes retos en este plan parcial: “uno de 
los grandes retos en este proyecto es el diseño de un esquema efectivo de 
negociación y de adquisición del suelo con la comunidad, debido al alto 
número de actores con relación a la propiedad y/o tenencia del suelo” (Pi- 
zano, 2012, p. 51). 

Actualmente, once años después de que le otorgaran la función de 
operador urbano, la EDU tiene grandes crisis interna y externamente. En 
cuanto a lo externo, no ha servido como facilitador y gestor del plan par- 
cial con los diferentes actores; en su interior, a pesar de su estructuración 
jerárquica, está infectada de corrupción, según las afirmaciones de actores 
políticos, por su dinámica burocrática. Como se puede observar a conti- 
nuación: 


Frente al Operador Urbano en la Empresa de Desarrollo Urbano 
(EDU), son muchas las voces que manifiestan seria preocupación. Una 
de ellas es la de Jesús Aníbal Echeverri, concejal de Medellín, quien 
de manera categórica y enfática responde: 
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Respecto del Operador Urbano (0U), a mí no me gusta la EDU, ni me 
ha gustado por la forma como han hecho las cosas: el problema es 
que la EDU, cuando yo miro internamente, la EDU [...] fue como el 
paraíso para hacer política: “para colocar a mi hermano, para colocar 
a la hija de mi hermano, para colocar a la novia de mi hijo”, es decir, 
se volvió un paraíso de nepotismo internamente. La palabra para eso 
es desconfianza, eso es lo que genera. [...] Inclusive la EDU llegó a 
la situación tan catastrófica que no tenía plata para pagar nómina, 
entregaba hace un año, y no tenía. Y esta es la hora que todavía están 
sacando personal porque no tienen con qué pagar nóminas. Entonces 
si usted no tiene con qué trabajar, entonces apague y vámonos (citado 
en Jaramillo y Montoya, 2017, p. 18). 


Sobre el operador urbano, el concejal Jaime Cuartas expresa: 


Otra dificultad grandísima es que Medellín no tiene un gran Operador 
Urbano; aunque en la modernización del Municipio se plantea a la 
EDU como el gran O.U., o bueno, no como el gran, porque la EDU no es 
grande en nada. La EDU es una empresa del Municipio que lastimo- 
samente tiene serias dificultades operativas, en su modelo de gestión, 
que de hecho no tiene recursos, no tiene ni con qué comprar un lote, 
no tiene ni con qué pagar la sede en la que va a funcionar (citado en 
Jaramillo y Montoya, 2017, p. 19). 


De igual manera, teniendo en cuenta la estructuración burocrática de 
la EDU, también resiste la consecuencia de las crisis del sector empresarial. 
El lazo entre la clase política y el grupo empresarial es evidente, como pode- 
mos observar a continuación en la declaración de Eduardo Loaiza, gerente 
de Camacol en el 2017: 


La EDU está en quiebra, está en saldo rojo, porque las redes de EPM 
valen 8 mil millones de pesos, que les toca hacerlo a ellos gratis, y 
quedaron debiendo. Y EPM sentado exigiendo y pidiendo ¿Ustedes 
creen que un sector privado está dispuesto a meterse en un proyecto 
así? La administración tiene que mandarle un cheque de 8.000 o 
10.000 millones a la EDU para que se cuadre como lo hizo Plaza 
Mayor. 
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Entonces, es muy mal ejemplo para la R.U., que lo que le espere al 
sector privado sea el modelo de Naranjal, en donde por exigencias 
de EPM, no pudo el alcalde, ni Margarita [gerente de la eDu 2012- 
2015], ni el Municipio. Nunca se arregló el problema y le quedó el 
lío a este alcalde en cabeza de la EDU, y ahí está al EDU haciendo 
gárgaras. Eso es un tema muy complicado. 

[...] Ahora, toda la gestión está supeditada a la EDU, y ahí hay unas 
dificultades muy grandes, porque es que los empresarios dicen, “por 
qué me obligan a tener que hacer la R.U. con la EDU”. La EDU se vol- 
vió el brazo ejecutor del Municipio. Ahí es donde se ha desdibujado, 
porque se ha desgastado en ser el contratista mayor del Municipio, y 
no en ser el Operador Urbano, o el que haga gestión urbana (Jaramillo 
y Montoya, 2017, p. 19). 


El operador urbano, en el caso de Medellín, no ha tenido resultados 
positivos de acuerdo con los fines para los que fue creado, atendiendo 
a la realidad neoliberal. Esta situación se presenta por diversas razones 
que posiblemente pueden obedecer a crisis burocráticas o de corrupción 
al interior del operador urbano, a las medidas cautelares que toman los 
tribunales y a la falta de una articulación eficiente entre el Estado, la aca- 
demia y los grupos económicos, que permita analizar con profundidad las 
consecuencias dentro de cada caso particular. Esto nos permite observar 
que la mera literalidad de la norma no obedece con la realidad material y 
está sujeta a las dinámicas de poder. 


ESTRUCTURA NORMATIVA DEL OPERADOR URBANO 


En el desarrollo normativo de la ciudad de Medellín, permanece vi- 
gente el Acuerdo 48 de 2014, “por medio del cual se adopta la revisión y 
ajuste de largo plazo del Plan de Ordenamiento Territorial del Municipio de 
Medellín y se dictan otras disposiciones complementarias”. Dentro de estas 
disposiciones complementarias, el artículo 462 señala la facultad de crear un 
operador urbano para cada macroproyecto o subzona del POT. En este sent1- 
do, el alcalde de Medellín —para la fecha Federico Gutiérrez— expidió el 
Acuerdo 0893 de 2017, “por el cual se reglamentan los procesos, instancias y 
funciones de los operadores urbanos en el Municipio de Medellín y se dictan 
otras disposiciones”. 
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en la ciudad de Medellín 
Empresas industriales y 
comerciales del Estado 
Operadores Establecimientos 
urbanos Pueden ser » públicos 


Figura 5 Estructura de los operadores urbanos en Medellín 
Fuente: elaboración propia. 


En la primera imagen podemos ver la aplicabilidad de los operadores 
urbanos en macroproyectos y subzonas del POT; a su vez, esta designación 
es voluntad del alcalde del municipio mediante contrato o convenio, y estos 
pueden constituirse como empresas comerciales e industriales del Estado, 
establecimientos públicos y sociedades de economía mixta con participa- 
ción mayoritariamente pública. 


Creada y designada por el 
Operador Urbano. 


Encargada dela interacción 


Figura 6 Relación entre operadores urbanos y entidad territorial 
Fuente: elaboración propia. 
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Aquí podemos observar la actuación de los operadores urbanos, 
siendo facultados para hacerlo por el Departamento Administrativo de Pla- 
neación, que es una dependencia de la entidad territorial municipal y tie- 
ne funciones de direccionamiento, coordinación y articulación de políticas 
públicas, planes y programas en las diferentes dimensiones del desarrollo 
social, económico, físico-ambiental, financiero, político e institucional, 
mediante la definición del modelo de ciudad y ocupación y la plataforma 
estratégica institucional para la Administración Municipal, en función del 
cumplimiento de los fines del estado y su sostenibilidad financiera, aten- 
diendo a los diagnósticos, tendencias, compromisos de gobierno y procesos 
de concertación entre autoridades, actores e instancias de planeación, enca- 
minados al desarrollo humano integral (Alcaldía de Medellín, s. f.). 

De igual manera, el cargo de director de esta dependencia es de libre 
nombramiento y remoción por parte del alcalde, una competencia más, su- 
mada a la facultad de designar a su arbitrio al operador urbano. En conse- 
cuencia, hay una concentración de poder, expresamente atribuido por el sis- 
tema normativo, negando la posibilidad de deliberación en lo que se refiere 
a la renovación urbana y desconociendo el derecho a la ciudad, que, si bien 
en Colombia no se reconoce constitucionalmente, se desprende del Estado 
democrático y parte del Estado constitucional de derecho, en tanto que: 


El derecho a la participación ciudadana constituye la base para la 
gestión democrática de las ciudades, pues permite establecer una re- 
lación clara entre demandas, necesidades y aspiraciones ciudadanas, 
por un lado, con políticas, planes y proyectos, por otro, así como de- 
sarrollar políticas eficaces, sostenibles e incluyentes, practicar la coo- 
peración de las entidades y los ciudadanos, y democratizar la gestión 
pública local (Cedrés, 2012, p. 193). 


También podemos observar que la entidad gestora —consecuencia 
de las acciones de la dupla operador urbano - Departamento Administrativo 
de Planeación— puede ser privada a plenitud, sin un límite de participación 
pública. Y la articulación con otras dependencias de la entidad territorial en 
cuanto al direccionamiento estratégico, la coordinación técnica y el relacio- 
namiento y los trámites, siendo esta última la más delicada, ya que se ocupa 
expresamente del vínculo con la comunidad. 
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Funciones 


Gestión social 
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interinstitucional 
Funciona bajo los principios de 


1. Eficiencia 
2. Eficacia 
3. Equidad 
4. Responsabilidad social 


Figura 7 Funciones de los operadores urbanos 
Fuente: elaboración propia. 


Lo primero que quiero resaltar son los principios bajo los cuales debe 
obrar: eficiencia, eficacia, equidad y responsabilidad social. Dentro de sus 
funciones, nos encontramos con la gestión del suelo urbano e inmobiliario 
que se refiere al proceso de dirección en el suelo que será intervenido; la 
financiación que corresponde al recaudo, administración, ejecución y di- 
reccionamiento de recursos tanto públicos como privados; la gestión social 
que no es una función privativa, sino que se debe articular con la adminis- 
tración municipal para implementar una política de protección a moradores, 
encontrando una conexión directa con el relacionamiento y los trámites de la 
entidad creada y designada por el mismo operador urbano. Y, finalmente, la 
gestión interinstitucional que se refiere a la facultad de integrar a los diver- 
sos actores económicos y sociales que intervendrán en el área de renovación 
(Decreto 893, 2017). Los honorarios por cobrar serán por el 3 % de las ventas 
inmobiliarias del proyecto de renovación. 

Podemos ver en el Decreto 893 de 2017 una extensa lista de funciones 
atribuidas a los operadores urbanos, esto lo podemos leer en clave de la 
producción espaciotemporal en la cual va a operar dicha figura, y, consigo, 
todas las particularidades que debe enfrentar para constituir una nueva rea- 
lidad. No es en vano que se atribuyan funciones de gestión con los morado- 
res, financiación, relacionamiento interinstitucional y labores inmobiliarias, 
todo en una sola entidad, esto para propiciar que el espacio planeado sea 
contundente atendiendo que 
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El espacio social contiene objetos muy diversos, tanto naturales como 
sociales, incluyendo redes y ramificaciones que facilitan el intercam- 
bio de artículos e informaciones. No se reduce ni a los objetos que 
contiene ni a su mera agregación. Esos “objetos” no son únicamente 
cosas sino también relaciones (Lefebvre, 2013, p. 133). 


Esta empresa no se excluye del modelo de entidad propia del sistema 
disciplinario del siglo xx, pero adecuada a la realidad del mercado actual, 
actuando así como una institución disciplinaria de mercado para imponer la 
realidad espacio-temporal correspondiente al interés específico, es decir, es 
la entidad mediante la cual se propicia una producción de normalidad jurídi- 
co-legal correspondiente a los intereses que se impusieron como dominantes 
—inmobiliarios, empresariales—, en tanto que sus funciones expresamente 
señaladas, corresponden a “direccionar, supervisar y gestionar el proceso 
de dotación del área de intervención en cuanto al sistema público y colec- 
tivo asociado al espacio público de esparcimiento y encuentro, los equi- 
pamientos, los servicios públicos, la movilidad y el patrimonio” (Decreto 
893, 2017). Y estas funciones asignadas guardan una directa relación con la 
profundización de este modelo de vigilancia neoliberal, que “en la práctica 
ha intensificado drásticamente algunas formas coercitivas y disciplinarias 
de intervención estatal, cuyo objetivo es imponer distintas versiones de la 
supremacía del mercado” (Theodore et al., 2009, p. 3). 


:S 
Planificación E Especulación- 
urbana A invelsión 
K ES 
Estado. —— y rl apre — Mercado 
Ejecuta obras- Ss Copitol 
*Rehobilita 2 Inmobiliario 
E 
3 
Público Privado 


Figura 8 Articulación Estado-mercado en los procesos urbanos 
Fuente: Brites (2017, p. 578). 
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El operador urbano funciona como una especie de empresa omnipo- 
tente que articula y crea, por un lado, todas la condiciones para la conjun- 
ción entre planificación, legislación y revitalización; y por el otro, genera 
especulación, reapropiación y capital inmobiliario. De allí que su lista de 
funciones tenga tanta cobertura y sea tan extensa, inclusive, otorgando com- 
petencias como la de “adquirir, por enajenación voluntaria o expropiación, 
los inmuebles necesarios para cumplir con los fines previstos en el instru- 
mento” (Decreto 893 de 2017). 

Por último, los operadores urbanos son una concreción de la neolibe- 
ralización jurídica, política e institucional, pero esto no quiere reducir ni ex- 
cluir su omnipresencia en todo el cuerpo estatal; es decir, “el neoliberalismo 
no puede ser reducido a una característica “interna” de ciertas instituciones O 
gobiernos; también existe como un régimen extra-local de reglas y de ruti- 
nas, presiones y castigos” (Peck y Tickell, 2002, p. 17). En nuestro caso, no 
podríamos reducir el neoliberalismo a la mera entidad en cuestión, sino que 
este se contagia en toda la planificación de la ciudad a través de los caminos 
jurídicos y políticos. 
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Resumen 


La Sección Tercera del Consejo de Estado es la garante de los proce- 
sos que buscan la reparación directa de las víctimas, quienes exigen 
que se les repare y que se declare que se presentó un daño antijurí- 
dico, bien sea por la acción directa o posible omisión de entidades 
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estatales. Es por ello que dicha entidad ha planteado y desarrollado 
una serie de presunciones, las cuales han servido de fundamento para 
conceder y liquidar y, en algunos casos, para negar el reconocimiento 
de los perjuicios alegados. En este artículo se realiza una exposición 
de las presunciones más importantes planteadas y desarrolladas por 
el Consejo de Estado, con el fin de analizar cada una de ellas y de 
verificar si constituyen verdaderos aciertos en pro de la reparación 
integral y la consolidación de una justicia eficiente y acorde al Estado 
social de derecho o si representan un absurdo frente a dichos ideales. 


Palabras clave: presunción, inferencia, prueba, responsabilidad es- 
tatal daño, perjuicio, indemnización, reparación, reparación integral, 
Estado social de derecho. 


Abstract 


The Third Section of the State Council as guarantor of the processes 
that seek direct reparation of the victims that demands that they be 
repaired and that 1t be declared that an unlawful damage was caused 
either by the direct action or possible omission of state entities. That 
1s why said entity has raised and developed a series of presumptions, 
which have served as the basis for granting and liquidating, and in 
some cases, for denying the recognition of alleged damages. This ar- 
ticle presents a presentation of the most important assumptions raised 
and developed by the State Council in order to analyze each one of 
them, in order to verify 1f they constitute true successes in favor of 
comprehensive reparation and the consolidation of an efficient justice 
and in accordance with the social State of law, or if they represent an 
absurdity in the face of said ideals 


Keywords: presumption, inference, test, state responsibility, hurt, da- 
mage, compensation, repair, comprehensive repair, rule of law. 


Resumo 


A Terceira Segáo do Conselho de Estado como avalista dos processos 
que buscam a reparagáo direta das vítimas que exigem sua reparagáo 
e que se declare que houve dano ilícito por agáo direta ou eventual 
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omissáo de entes estatais. Por isso, a referida entidade levantou e 
desenvolveu uma série de presungóes, que serviram de base para a 
concessáo e liquidacáo e, em alguns casos, para a negagáo do recon- 
hecimento dos supostos danos. Este artigo apresenta uma apresen- 
tacáo dos pressupostos mais importantes levantados e desenvolvidos 
pelo Conselho de Estado no sentido de analisar cada um deles, a fim 
de verificar se constituem verdadeiros sucessos a favor da reparacáo 
integral e da consolidagáo de uma justiga eficiente e em conformidade 
com o Estado Social de Direito, ou se representam um absurdo frente 
a tais ideais. 


Palavras-chave: presuncáo, inferéncia, teste, responsabilidade do 


Estado, ferir, dano, compensagáo, reparar, reparo abrangente, Estado 
de direito. 
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INTRODUCCIÓN 


El desarrollo de este artículo parte de la observación y del quehacer 
como funcionaria judicial; además, incluye la labor como docente y coor- 
dinadora del Semillero de Investigación en Derecho Procesal y Justicia, ex- 
periencias de las que he extractado los fundamentos teóricos. Este trabajo 
también sirvió como insumo de la ponencia presentada en el vi Seminario 
Internacional de Derecho Procesal, organizado por la Red Internacional de 
Derecho Procesal, y cuyo tema central fue sobre la “justicia en la era de la 
cuarta revolución industrial” (Red Interinstitucional de Derecho Procesal, 
2020, p. 1), con un eje temático denominado “nuevas perspectivas del daño 
antijurídico” (Red Interinstitucional de Derecho Procesal, 2020, p. 1). Por 
ello, el artículo pretende describir las presunciones desde lo teórico-concep- 
tual, sus características, alcances, delimitaciones y las posibles imprecisio- 
nes frente al principio de reparación integral en un Estado social de derecho. 


LA REPARACIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO 


Comprender conceptualmente el daño antijurídico exige que se vincule 
a la Constitución Política de Colombia, que en su artículo primero consagra: 


Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, demo- 
crática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran 
y en la prevalencia del interés general (Asamblea Nacional Constitu- 
yente, 1991, párrafo 1). 


Lo anterior, concordado con el artículo 2 de la Constitución, nos per- 
mite tener una matriz de actuación judicial que se resume así: 


servir a la comunidad, promover la prosperidad general, garantizar 
la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en 
la Constitución, facilitar la participación de todos en las decisiones 
que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cul- 
tural de la nación, defender la independencia nacional, mantener la 
integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia 
de un orden justo [...] Las autoridades de la República están institui- 
das para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su 
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vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para 
asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares (Asamblea Nacional Constituyente, 1991, párrafos 3-4). 


Continuando con lo anteriormente trazado, la carta magna nos remite 
al artículo 90, donde se establece la cláusula general de responsabilidad de la 
siguiente forma: “el Estado responderá patrimonialmente por los daños anti- 
jurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las 
autoridades públicas”. (Asamblea Nacional Constituyente, 1991, párrafo 212). 

Es por ello que para la materialización de la disposición superior se 
legisló, desde lo administrativo, el Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo —CPACA—, por medio de la Ley 1437 
de 2011, la cual en su artículo 140 define la reparación directa como el medio 
ideal para exigir la posible responsabilidad que pudiese llegar a tener el Es- 
tado debido a las actuaciones de sus funcionarios, y que pueden traer como 
consecuencia la declaratoria de responsabilidad, reparación, indemnización, 
compensación resarcimiento o daño antijurídico (Congreso de la República 
de Colombia, 2011). 

En ese mismo sentido, Enrique de Jesús Gil Botero (2001), en su libro 
Temas de responsabilidad extracontractual del Estado, describe la nece- 
sariedad de replantear el esquema vigente, porque no se adecua de forma 
prístina a los nuevos cambios de la sociedad; además, hace una relación de 
los elementos que identifican la responsabilidad patrimonial, el daño y los 
aspectos que lo caracterizan: ser directo, personal y cierto. También hace 
una alusión al principio de integridad o indemnidad al momento de evaluar 
el daño que se deriva de la acción o inacción de los funcionarios estatales, y 
que se ve positivizado en el artículo 16 del CPACA de donde surge la postura 
del sistema de valoración equitativa y la aplicación de los criterios técnicos 
actuariales que se han definido en las sentencias de unificación (Congre- 
so de la República de Colombia, 2011, párrafos 123-131) Allí mismo, se 
desarrolla el principio de reparación integral haciendo énfasis en indemni- 
zar todo el daño causado soportando dichas aseveraciones en la sentencia 
C/197/1993, donde la Corte informó que el resarcimiento tiene que tener la 
misma magnitud que el daño causado. 

Del mismo modo, el profesor Juan Carlos Henao, en su libro El daño. 
Análisis comparativo de la responsabilidad extracontractual del Estado en 
el derecho colombiano y francés, está de acuerdo en que el daño se debe 
reparar plenamente, tratando de que la indemnización pueda dejar al indivi- 
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duo que se vio afectado en la condición inicial antes del daño sin superar el 
límite, como lo propone también la sentencia C/197/1993. 

Congruente con lo expuesto, se observa el artículo 16 de la Ley 446 
de 1998: 


Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas 
del Decreto 2651 de 1991, se modifican algunas del Código de Pro- 
cedimiento Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 
2279 de 1989, se modifican y expiden normas del Código Contencio- 
so Administrativo y se dictan otras disposiciones sobre desconges- 
tión, eficiencia y acceso a la justicia (Congreso de la República de 
Colombia, 1998, párrafo 1). [...] Artículo 16. Valoración de daños. 
Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de 
Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, 
atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará 
los criterios técnicos actuariales (Congreso de la República de Co- 
lombia, 1998, párrafo 22). 


Ahora bien, las anteriores normativas no definen cómo deben enten- 
derse los parámetros o categorías para definir la forma de hacer efectiva la re- 
paración integral, sin que ello no implique que sea el juez quien deba buscar 
los mismos para poder determinar la sentencia. Es por ello que surgen estas 
preguntas: ¿cuáles son los prejuicios que deben indemnizarse?, ¿cuáles son 
los parámetros o lineamientos para liquidar los perjuicios? Normativamente 
no se encuentra un desarrollo puntual que trascienda la mera definición de 
algunos términos —como el Código Civil al definir el daño emergente y el 
lucro cesante en su artículo 1614 (Congreso de la República de Colombia, 
1873) — y permita no solo alcanzar los principios de justicia, equidad y repa- 
ración integral, sino que a vez constituya parámetros garantizadores de los 
principios de igualdad, confianza legítima y seguridad jurídica. 

De acuerdo con esto, resulta imprescindible efectuar un rastreo juris- 
prudencial de pronunciamientos efectuados por el Consejo de Estado, para 
establecer si dichos parámetros se encuentran definidos; de ser así, deter- 
minar si resultan congruentes con el modelo de Estado proclamado en la 
Constitución. 
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PRESUNCIONES EN MATERIA DE PERJUICIOS ESTABLECIDAS POR 
LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA 


Para el presente caso, la presunción jurídica ha sido tratada amplia- 
mente por la Corte Constitucional Colombiana en su jurisprudencia, una 
de ellas es la sentencia C-731 de 2005, con ponencia del magistrado Hum- 
berto Antonio Sierra Porto; en ella el magistrado cita el Manual práctico 
de la prueba civil de Julio González Velásquez (1951), donde se describe 
el término presumir; de igual forma, soporta sus afirmaciones en el autor 
Jairo Parra Quijano, autor del texto Tratado de la prueba judicial. Indicios 
y presunciones, e informa: 


“praesumere” que significa “tomar antes, porque por la presunción 
toma o tiene por cierto un hecho, un derecho o una voluntad, antes 
de que la voluntad, el derecho o el hecho se prueben”. También se ha 
dicho que el vocablo presumir se deriva del término “prae” y “mu- 
mere” y entonces la palabra presunción sería equivalente a “prejuicio 
sin prueba” En este orden de cosas, presumir significaría dar una cosa 
por cierta “sin que esté probada sin que nos conste” (Corte Constitu- 
cional de Colombia, 2005, p. 18). 


En esa misma línea, la sentencia C-669 de 2005 del magistrado Álvaro 
Tafur Galvis estudia la presunción y establece que está determinada por una 
serie de relaciones lógicas posibles, comunes, usuales y aceptadas que son 
aplicadas con fines jurídicos (Corte Constitucional de Colombia, 2005a). 
Lo que nos lleva a la probabilidad o a la certeza, sin que ello sea óbice para 
admitir prueba en contrario; por esta razón, las mismas se encuentran posi- 
tivizadas en el Código Civil en su artículo 66: 

Artículo 66. Presunciones. Se dice presumirse el hecho que se deduce 
de ciertos antecedentes o circunstancias conocidas. Si estos antecedentes 
O circunstancias que dan motivo a la presunción son determinados por la 
ley, la presunción se llama legal. Se permitirá probar la no existencia del 
hecho que legalmente se presume, aunque sean ciertos los antecedentes o 
circunstancias de que lo infiere la ley, a menos que la ley misma rechace ex- 
presamente esta prueba, supuestos los antecedentes o circunstancias. Si una 
cosa, según la expresión de la ley, se presume de derecho, se entiende que es 
inadmisible la prueba contraria, supuestos los antecedentes o circunstancias 
(Congreso de la República de Colombia, 1873, párrafos 68-89). 
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LA PRESUNCIÓN LEGAL 


La Corte Constitucional, en su sentencia C/388/2000, describió cómo 
el legislador creó las presunciones legales con el fin de generar seguridad 
jurídica a hechos y situaciones relevantes, que por sus connotaciones de 
visibilidad e inveterado uso, sumado a las reglas de la lógica y la experien- 
cia, se les da trascendencia jurídica de presunción relativa, aunque pueda 
ser rebatida. Para ilustrar lo anteriormente descrito se pueden encontrar los 
artículos 92 y 214 del Código Civil donde se dan ejemplos: “1) de la época 
del nacimiento se colige la de la concepción. 11) si el hijo nace después de 
pasados los 180 días subsiguientes al matrimonio, se reputa concebido en él 
y se entiende por padre al marido” (Congreso de la República de Colombia, 
1873, párrafo 121). 

La guardiana de la Constitución al tratar de identificar o categorizar 
el concepto de presunción dice que esta debe cumplir las siguientes caracte- 
rísticas: “que sea razonable, esto es, que responda a las leyes de la lógica y 
de la experiencia, que persiga un fin constitucionalmente valioso, y que sea 
útil, necesaria y estrictamente proporcionada para alcanzar el mencionado 
fin” (Corte Constitucional de Colombia, 2000, p. 10). 


LA PRESUNCIÓN DE DERECHO 


También conocidas como las presunciones ¡uris et de iure o absolu- 
tas, son aquellas presunciones que no admiten prueba en contrario, es decir, 
que la misma ley prohíbe que sean desvirtuadas. Básicamente, significa que 
determinada la presunción, debe ser tomada como si fuera una verdad ab- 
soluta, lo cual la hace de poco uso en nuestro ordenamiento, un ejemplo de 
ello es la relativa a la falta de madurez suficiente de los menores de 14 años 
para tomar decisiones concernientes a su vida sexual. 

De acuerdo con lo expuesto, quien pretenda favorecerse de una pre- 
sunción legal solo requiere demostrar los supuestos contemplados en la ley, 
para que de ellos se infiera la existencia del hecho presumido y, por ende, el 
correspondiente derecho. 

A su turno, quien pretenda oponerse a la pretensión tiene que demos- 
trar que el hecho no existió, o que de ocurrir no se debe a las que configuran 
la presunción, sin embargo, ante las presunciones de derecho solo es posible 
alegar la inexistencia de la misma. 
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PRESUNCIONES APLICADAS POR LA SECCIÓN TERCERA DEL 
CONSEJO DE ESTADO 


Presunción: condiciones de salud en el ingreso al servicio militar 


Dentro de la categoría propuesta se puede encontrar la sentencia de la 
Sección Tercera, Subsección A, del 13 de mayo de 2015, expediente 50001-23 
31-000-1994-04485-01(17037), del consejero ponente Hernán Andrade Rincón, 
en la cual se puede apreciar: Así no obre en el expediente constancia o eviden- 
cia del examen de ingreso, “si un joven es declarado apto para la prestación 
del servicio militar se infiere que goza de un buen estado de salud” (Consejo 
de Estado de Colombia, 2015b, p. 19). De acuerdo a ello, surge el deber de la 
administración de para mantener dicha situación, para así poder entregar o 
devolver a esta persona a la familia y la sociedad, en las mismas condiciones 
en que lo recibió (Consejo de Estado de Colombia, 2015b). 


Análisis: ¿acierto o absurdo? 

De forma recurrente, el Ejército Nacional, a través de sus apoderados 
judiciales, alegaba, como argumento defensivo, en caso de soldados cons- 
criptos declarados no aptos para la actividad militar (especialmente casos 
de miopía, leishmaniasis y afecciones psicológicas), que ellos “se encontra- 
ban así al momento de la vinculación”. Defensa incongruente sí se tiene en 
cuenta que de haber presentado dicha condición al momento del examen de 
reclutamiento, no se habría aprobado su ingreso. 

De acuerdo con lo anterior, dicha presunción se considera un total 
acierto. 


Presunción: perjuicios morales con el parentesco - ingreso mínimo 


Para comprender los perjuicios morales en relación con el parentesco 
está la sentencia de la Sección Tercera, Subsección A, del 24 de marzo de 
2011, expediente 66001-23-31-000-1998-00409-01(19067), del consejero po- 
nente Mauricio Fajardo Gómez. 

La simple acreditación de la relación de parentesco permite presumir 
la causación de perjuicios morales reclamados por abuelos, padres, hijos, her- 
manos y nietos, cuando alguno de estos haya muerto o sufrido una lesión. 
Sustento normativo: artículo 42 de la Carta Política. (La familia es el núcleo 
fundamental de la sociedad. El Estado y la sociedad garantizarán la protección 
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integral de la familia). Si se logra acreditar la actividad laboral de la víctima 
(en el caso se trata de una persona que laboraba como obrero de construcción), 
pero los medios probatorios arrimados al proceso no permiten tener por de- 
mostrado el monto del ingreso percibido por tal concepto, hay lugar a acudir 
a la presunción de que dicha actividad le generaba como ganancia un salario 
mínimo legal mensual (Consejo de Estado de Colombia, 2011a). 


Análisis: ¿acierto o absurdo? 

La primera presunción, relativa a la causación del perjuicio moral por 
el deceso o las lesiones padecidas por un familiar cercano, es acertada y re- 
presenta un gran desarrollo en materia de reparación de perjuicios. Cuando 
el Decreto 01 de 1984 estaba vigente, se advertía que los procesos tardaban 
en exceso en el recaudo probatorio, incluyendo la recepción de numerosos 
testimonios, contesten en la afirmación de sufrimiento del núcleo familiar 
de una víctima. 

Esta presunción es un acierto, en la medida que agiliza el trámite de 
los procesos, evita el desgaste probatorio y, sin decirlo, reconoce que no to- 
das las personas sienten el dolor de la misma forma ni lo exteriorizan, pues 
pretender que una persona sufre solo si se le ve llorando en público (para 
que lo adviertan otras personas y lo puedan atestiguar en un proceso), sería 
un absurdo que desconoce la diversidad y las particularidades emocionales 
y sentimentales de cada ser humano. 

En todo caso, esta presunción admite prueba en contrario que permita 
negar el reconocimiento del perjuicio, en casos donde se acredite abandono 
familiar e incluso disputas jurídicas que evidencien el rompimiento de los 
lazos afectivos (declaratorias de indignidad, desheredamiento, denuncias 
por maltrato, etc). En lo que se refiere a la segunda presunción relativa al 
salario mínimo, su análisis se efectuará más adelante. 


Presunción: perjuicios morales con el parentesco 


Para este caso se trae a colación la sentencia de la Sección Terce- 
ra, Subsección C, del 7 de julio de 2011, expediente 25000-23-26-000-1996- 
02730-01 (18194), de la consejera ponente Olga Mélida Valle de De La Hoz: 


Cuando la jurisprudencia partió de la prueba del estado civil para 
deducir, judicialmente, que una persona está legitimada materialmen- 
te por activa, lo ha hecho porque infiere o deduce de la prueba del 
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estado civil el estado de damnificado del demandante, porque con 
la prueba del estado civil se puede colegir el dolor moral, hay veces. 
Cuando el demandante no acredita el parentesco —relación jurídica 
civil— el juzgador no puede inferir el dolor, en ciertas oportunidades, 
y por consiguiente es indispensable demostrarlo y comprobándolo 
prueba el estado de damnificado y a su vez la legitimación material 
en la causa —situación jurídica de hecho—. Con la demostración del 
estado civil se infiere el daño (presunción de damnificado) y proban- 
do el daño se demuestra el estado de damnificado (Consejo de Estado 
de Colombia, 2011b, p. 8) [Este apartado es citado en la sentencia del 
27 de noviembre 2002, de la consejera ponente María Elena Giraldo 
Gómez, expediente 52001-23-31-000-1994-3090-01(13090)]. 


[...] La simple acreditación del parentesco, para los eventos de perjui- 
cios morales reclamados por los parientes cercanos (abuelos, padres, hijos, 
hermanos y nietos) cuando alguno de estos haya muerto o sufrido una le- 
sión. Sustento normativo: artículo 42 de la Carta Política. (Consejo de Esta- 
do de Colombia, 2011b, p. 8). 

(La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. El Estado y la 
sociedad garantizarán la protección integral de la familia). Giro: La Sala 
consideró que de los testimonios rendidos dentro del proceso no se despren- 
de que los demandantes hayan sentido un profundo dolor y angustia por la 
muerte de su familiar; así como tampoco dan certeza sobre la existencia de 
relaciones de cercanía, solidaridad y afecto entre ellos. Razón por la cual se 
desvirtúa la presunción de aflicción que según las reglas de la experiencia 
padecen los parientes cercanos con la muerte de alguno de sus familiares 
(Consejo de Estado de Colombia, 201 1b). 


Análisis: ¿acierto o absurdo? 

A pesar de que en esta sentencia se identifica la existencia de la pre- 
sunción reconocida en la anterior providencia, considero un total absurdo 
que se niegue el reconocimiento del perjuicio porque de los testimonios re- 
cibidos en el proceso no se desprende el profundo dolor, como si no demos- 
trar el dolor significara una prueba en contra para desvirtuar la presunción 
que permite inferir el dolor con la acreditación del parentesco. Descono- 
ciendo, como se dijo antes, que no todas las personas exteriorizan su dolor o 
lo demuestran de la misma manera, casi riñendo con el principio y derecho 
constitucional a la intimidad. 
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Presunción: ingresos mínimos de una persona, prestaciones so- 
ciales, destinación de dinero para sostenimiento propio 


Para este caso se propone analizar la sentencia de la Sección Tercera, 
Subsección B, del 29 de abril de 2015, expediente 17001-23-31-000-1998- 
00667-01 (25574), del consejero ponente Ramiro de Jesús Pazos Guerrero. 

Cuando no se demuestra la cuantía de los ingresos de la víctima, hay 
lugar al reconocimiento de la indemnización de perjuicios materiales, con 
base en el salario mínimo legal. Cuando se efectúe la liquidación de los per- 
juicios materiales, deberá agregarse un 25 %, por las prestaciones sociales 
que se presume son devengadas por cada trabajador, y descontarse el 25 %, 
que presumiblemente la víctima destinaba para su propio sustento y gastos 
personales (Consejo de Estado de Colombia, 2015a, p. 17). 


Análisis: ¿acierto o absurdo? 

Esta sentencia constituye una triple presunción en la jurisprudencia 
del Consejo de Estado, y quizás es la presunción más fuerte, pacífica y rel- 
terada en la alta corporación, y todo un acierto judicial. 

Sin lugar a dudas, representa una materialización del principio de la 
reparación integral y del derecho de acceso a la administración de justicia, 
entendido como el derecho a obtener una tutela judicial efectiva; aunada al 
reconocimiento de la norma superior, en materia de ingreso mínimo, vital y 
móvil como derecho de raigambre constitucional. 


Presunción: perjuicios materiales por menor trabajador - ingre- 
sos mínimos de una persona 


Para ejemplificar este caso se analizará la sentencia de la Sección 
Tercera, Subsección C, del 25 de febrero de 2016, radicado 68001-23-31- 
000-2006-01051-01(39347), del consejero ponente Jaime Orlando Santofi- 
mio Gamboa. 

En el proceso se demuestra que la víctima realizaba actividades agrí- 
colas y ganaderas, a pesar de ser menor de edad. Sin embargo, la sentencia 
afirma que por no haberse probado o acreditado que dicha labor se estaba 
desempeñando con todos los requisitos legales exigidos, considera que mal 
haría en reconocer a los demandantes rubro alguno por concepto de perjui- 
cios materiales en la modalidad de lucro cesante, consolidado por el periodo 
de tiempo en el cual el joven no había alcanzado la mayoría de edad, debido 
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a que con esta actuación se estaría amparando el trabajo infantil, proscrito 
en nuestro ordenamiento legal. 

Pese a lo antes dicho, en aplicación del principio de equidad, aten- 
diendo a las reglas de la experiencia y siguiendo la jurisprudencia de esta 
corporación, se reconocerá este perjuicio a partir del cumplimiento de la 
mayoría de edad de la víctima. 

Al no demostrarse el valor de los ingresos devengados a partir de este 
momento, procede aplicar la presunción jurisprudencial que una persona en 
edad productiva devenga por lo menos un salario mínimo legal. 

En esta sentencia se reconoce como antecedente de esta presunción, 
la sentencia del 18 de mayo de 1990, expediente NS-121, de la consejera 
ponente Clara Forero de Castro. Igualmente resalta que esta tesis ha sido 
reiterada por la corporación en múltiples fallos: entre otros por Sala de lo 
Contencioso Administrativo - Sección Tercera, Sentencia de 13 de septiem- 
bre de 1999, exp. 15504, C.P.: Alier Eduardo Hernández Enríquez; Sentencia 
de 7 de octubre de 1999, exp. 12655, C.P.: María Elena Giraldo Gómez; 
Sentencia de 11 de abril de 2002, exp. 13227, C.P.: Alier Eduardo Hernández 
Enríquez; Sentencia de 12 de mayo de 2011, exp. 18902, C.P.: Danilo Rojas 
Betancourth; Sentencia de 25 de julio de 2011, exp. 19434, C.P.: Jaime Or- 
lando Santofimio Gamboa (Consejo de Estado de Colombia, 20164). 


Análisis: ¿acierto o absurdo? 

Considero que la posición adoptada por el Consejo de Estado en esta 
providencia es un absurdo, en la medida en que parece fundarse en un prin- 
cipio inexistente o, si se quiere, contrario a lo dispuesto en la Constitución; 
esto es, presunción de mala fe. 

Reconocer el lucro cesante a favor de un padre o una madre depen- 
diente de un hijo menor de edad trabajador sin acreditar el lleno de las for- 
malidades legales, incentiva el trabajo infantil; es concebir a priori a los 
padres como unos explotadores laborales de su hijo. 

Implica, entonces, desconocer la realidad social de un país donde im- 
pera la desigualdad social y las altas tasas de pobreza y desempleo recono- 
cidas en Colombia, donde, así no se quiera, hay familias que para sostenerse 
deben acudir a la informalidad, viéndose en la necesidad de que todos sus 
miembros intervengan en dicha actividad. 

Según el boletín técnico publicado por el Departamento Administra- 
tivo Nacional de Estadística —DANE—, con ocasión de la Gran Encuesta 
Integrada de Hogares (GEIH), que comprende el periodo entre diciembre de 
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2019 y febrero 2020, la informalidad en 13 ciudades del país y áreas metro- 
politanas fue de 46.7 %, y para el total de las 23 ciudades y áreas metropoli- 
tanas fue de 47.9 %. 

En lo que se refiere al desempleo, según el DANE, para el mes de julio 
de 2020, la tasa de desempleo total nacional fue de 20,2 %, lo que significó 
un aumento de 9.5 puntos porcentuales frente al mismo mes del año anterior 
(10.7 %). La tasa global de participación se ubicó en el 56.5 %. Finalmen- 
te, la tasa de ocupación fue de 45.1%, con una disminución de 11.1 puntos 
porcentuales respecto del mismo mes del año 2019 que fue de 56.2 % (DANE, 
2020). 

Por último, si se verifica en el portal web del DANE (2020), se encon- 
trará que, en 2019, la pobreza multidimensional en el país fue de 17.5 %, lo 
que representa 1.6 puntos porcentuales menos que en 2018 (19.1 %). 

La posición adoptada por el Consejo de Estado en este proveído es 
un absurdo desconocimiento del principio de la prevalencia de lo sustancial 
sobre las formas y un completo desconocimiento de la realidad nacional. 

Tal como lo resalta Juan Manuel Ospina Sánchez (2015), en un país 
con una realidad como la nuestra, reconocer la indemnización por lucro ce- 
sante en un caso donde se demuestre que un menor trabaja de manera no del 
todo legal es una forma de cohonestar la ilegalidad del trabajo y, mutatis 
mutandis, no es otra cosa que pensar que prestarle los servicios de salud a 
un drogadicto es incitar el consumo de sustancias o que dar medicamentos a 
un enfermo de sida es promover la promiscuidad. 


Presunción: perjuicios morales con el parentesco - pérdida de 
más de un familiar - daño a la salud impide desglose de conceptos 


La sentencia de la Sección Tercera, Subsección B, del 30 de marzo 
de 2017, radicada con el número 50001-23-31-000-1998-00225-01(29637), del 
consejero ponente Danilo Rojas Betancourth, dice que: 


El hecho de que esté acreditado el parentesco representa un indicio 
para la configuración del daño en los parientes hasta el segundo grado 
de consanguinidad y primero civil. (...) Las razones que sustentan 
el paso del hecho indicador del parentesco, a la circunstancia de que 
el daño causado a una persona afecta moralmente a sus parientes, 
se fundamentan en que: “a) la experiencia humana y las relaciones 
sociales enseñan que entre los parientes existen vínculos de afecto 
y ayuda mutua y b) las relaciones familiares se basan en la igualdad 
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de derechos y deberes de la pareja y en el respeto recíproco entre to- 
dos sus integrantes (artículo 42 de la C.P.) [...]. Lo anterior no obsta 
para que ...“en los eventos en que no esté acreditado el parentesco se 
pruebe el dolor moral de estos parientes en calidad de damnificados, 
mediante el uso de los diversos medios de prueba (que para la época 
de la sentencia disponía el C.P.C.), de los cuales se pueda inferir el 
daño moral sufrido (Consejo de Estado de Colombia, 2017, pp. 2-3). 


Al respecto, se cita la sentencia del 29 de octubre de 2012, expediente 
23346 del mismo ponente y se sugiere consultar las siguientes sentencias de 
la Sección Tercera del Consejo de Estado: del 27 de enero del 2000, C.P. 
Alier Eduardo Hernández Enríquez, radicado n.* 10867; del 24 de febrero de 
2005, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, radicado n.” 14335; del 1 de marzo de 
2006, C.P. María Elena Giraldo Gómez, radicado n.” 17256; del 23 de abril 
de 2008, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, radicado n.* 16186 (Consejo de 
Estado de Colombia, 2017). 

El alto tribunal advierte que el hecho de que esté acreditado el paren- 
tesco representa un indicio para la configuración del daño en los parientes 
hasta el segundo grado de consanguinidad y primero civil. Se citan como 
sentencias fundamento de dicha tesis: Consejo de Estado, Sala de lo Conten- 
cioso Administrativo, Sección Tercera, sentencias; del 10 de abril de 2003, 
C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros, radicación n.” 13834; del 10 de julio 
de 2003, C.P María Elena Giraldo Gómez, radicación n.” 14083; del 12 de 
febrero de 2004, C.P. Ricardo Hoyos Duque, radicación n.” 14955; del 24 de 
febrero de 2005, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, radicación n.” 14335; del 10 
de marzo de 2005, C.P. Germán Rodríguez Villamizar, radicación n.*14808; 
del 8 de marzo de 2007, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, radicación n.” 15459; 
del 23 de abril de 2008, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, radicación n.* 16186; 
del 19 de noviembre de 2008, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, radicación n.” 
28259 (Consejo de Estado de Colombia, 2017). 


Análisis: ¿acierto o absurdo? 

Como punto de partida, se considera importante resaltar impreciso el 
uso indiscriminado por parte del Consejo de Estado de los términos indicio 
y presunción, como si se trataran de sinónimos, pues con ello desconoce los 
aportes doctrinarios efectuados por expertos en derecho procesal como el 
doctor Jairo Parra Quijano, que desde el año de 1989 nos explicaba que ade- 
más de las presunciones legal y de derecho, ya descritas atrás, existe la pre- 
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sunción judicial, y que así se le llama cuando quien elabora la presunción es 
el juez (así como las planteadas en este escrito, que no están contempladas 
de forma expresa en ninguna norma del ordenamiento jurídico colombiano). 

El importante catedrático advierte que la presunción judicial sirve 
para la valoración de pruebas, pero no es un medio de prueba ni se puede 
confundir con el indicio, ya que este es un hecho y la presunción, un razo- 
namiento (Parra, 1989). Tal como dicho autor cita al eterno maestro Devis 
Echandía: “La función de las presunciones judiciales es servirle de guía al 
juez para la valoración de las pruebas; pero no la de servir de medio de prue- 
ba” (citado en Parra, 1989, p. 14). 

Debido a la recurrencia con la que el Consejo de Estado menciona las 
reglas de la experiencia, el doctor Parra señala que con estas podemos hacer 
presunciones que utilizamos para juzgar todos los medios de prueba, sin que 
la presunción sea propiamente un medio probatorio; mientras que el indicio, 
sí lo es, y se utiliza para descubrir otro hecho. No existe prueba de las pre- 
sunciones, y el indicio se convierte, entonces, en el medio probatorio de la 
presunción que, en cualquiera de sus modalidades, es un razonamiento que 
se hace con relación a todos los medios de prueba y siempre que se razona 
(Parra, 1989). 

Considero que esta providencia es un acierto parcial, en la medida en 
que reconoce el dolor que el ser humano sufre con la pérdida de un ser que- 
rido, y que el mismo es aún más intenso o profundo si la pérdida es múltiple. 
Sin embargo, resulta un total desacierto debido a su carencia argumentativa, 
y un absurdo el afirmar que “En Colombia el sistema indemnizatorio está 
limitado y no puede dar lugar a que se abra una multiplicidad de categorías 
resarcitorias que afecten la estructura del derecho de daños y la estabilidad 
presupuestal que soporta un efectivo sistema de responsabilidad patrimonial 
del Estado”(Consejo de Estado de Colombia, 2011c, p. 53), pues dicha afir- 
mación representa una afrenta al principio de la reparación integral ya citado 
en líneas precedentes, como si la labor del juez administrativo fuera la de 
condenar a la entidad pública en procura de la protección del erario y no de 
los derechos de las personas amparadas por la Constitución. 

En lo que se refiere al reconocimiento de seis salarios para el menor 
que no sea calificado con pérdida de la capacidad laboral, la intención de la 
alta corporación es loable, pero cuestionable en la medida en que no expone 
los parámetros que tuvo en cuenta para determinar esa suma y no otra. 
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Presunción: lucro cesante - dependencia de los hijos hacia 
sus padres 


En este caso es pertinente analizar la sentencia de la Sección Tercera, 
Subsección B, del 22 de abril de 2015, radicada con el número 15001-23-31- 
000-2000-03838-01(19146), de la consejera ponente Stella Conto Díaz del 
Castillo. En lo que refiere al reconocimiento del lucro cesante, afirma la 
sección que: 


al amparo del fundamento jurídico y axiológico sobre el que ha sos- 
tenido la autonomía de la responsabilidad patrimonial del Estado, ha 
construido un criterio jurisprudencial de cara a la indemnización inte- 
gral de la pérdida de los ingresos dejados de percibir por el lesionado, 
el fallecido y los miembros del grupo que percibían ayuda económica 
de aquel, apoyado en elementos desarrollados en otros campos del 
ordenamiento, como: 1) la presunción de la capacidad laboral y el 
salario mínimo legal, definidos desde el régimen laboral; 11) la pro- 
yección de vida probable de la víctima, adoptada mediante actos ad- 
ministrativos para el cálculo actuarial en materia de pensiones; 111) el 
incremento del salario en un 25%, por concepto de las prestaciones 
sociales en materia laboral; iv) la deducción de las prestaciones por 
la misma causa, pagadas conforme con el ordenamiento que rige la 
seguridad social; v) la deducción del 25% de los ingresos por concep- 
to de los gastos propios de la víctima, con apoyo en las reglas de la 
experiencia y vi) la tasación de la obligación en valor presente, como 
se concibe desde el derecho común, con sujeción a índices de precios 
al consumidor y funciones de actualización en el tiempo de series 
uniformes de pagos (fórmulas utilizadas para estimar el lucro conso- 
lidado y el futuro), que sirven a los regímenes financiero y de política 
macroeconómica (Consejo de Estado de Colombia, 2015, p. 53-54). 


Análisis: ¿acierto o absurdo? 

Carlos Enrique Pinzón Muñoz (2015) advierte que la Sección Tercera 
del Consejo de Estado ha derivado la presunción de manutención a favor de 
los hijos y el cónyuge (padre de los hijos en común); de los artículos 411 y 422 
del Código Civil, hasta los límites que establecen las obligaciones alimenta- 
rias que resultan connaturales a la esencia humana, la cual no concibe que los 
progenitores abandonen a su suerte a los hijos sin que estén en condiciones de 
autosatisfacer sus necesidades básicas (para el efecto cita la sentencia del 14 
de julio de 2005, expediente 15359, del consejero ponente Enrique Gil Botero). 
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En todo caso, se aclara que si bien el Consejo de Estado inicialmente 
consideraba que dicha presunción de ayuda solo era viable hasta que los 
hijos cumplieran 25 años, siempre y cuando se demostrara que estaban es- 
tudiando; hoy, no importa si se comprueba dicha actividad de estudio. Esta 
variación se observa en la sentencia del 4 de octubre de 2007, radicada con 
el número 47001-23-31-000-1996-05001-01 (16058), del consejero ponente 
Enrique Gil Botero. 

Considero que dicha presunción es un acierto, siempre y cuando con 
ella no se pierda el norte de las presunciones que, como se indicó con la 
sentencia C-388 (Corte Constitucional, 2000), buscan dar seguridad a ciertos 
estados, situaciones o hechos jurídicamente relevantes; y proteger bienes 
jurídicos particularmente valiosos, sin ser un medio para cercenar garantías 
constitucionales. De acuerdo con ello, lo mínimo que permite la presun- 
ción es efectuar el reconocimiento del lucro cesante a favor de los hijos 
dependientes de sus padres hasta los 25 años, sin perjuicio que al interior 
del proceso se acredite que la dependencia continuó pasada la edad en men- 
ción, verbigracia una mala racha o el padecimiento de una patología como 
la depresión, que médicamente se conoce que afecta la capacidad de realizar 
actividades básicas de la vida diaria como trabajar. 


Presunción: apoyo económico de los hijos a los padres 


La sentencia de la Sección Tercera, Subsección A, del 12 de febrero 
de 2012, radicada con el número 25000-23-26-000-2001-00852-01(28675), del 
consejero ponente Hernán Andrade Rincón, permite analizar la presunción 
de apoyo económico dado por los hijos a los padres hasta la edad de 25 años 
en consideración. 

Para efectos de reconocer este perjuicio, el Consejo de Estado ha de- 
jado claro que debe probarse en el proceso que los padres recibían ayuda 
económica de sus hijos antes del fallecimientos de estos, para de esta ma- 
nera concluir que la privación de esta ayuda tendría un carácter cierto, y 
presumiéndose que la misma habría de prolongarse en el tiempo, más allá de 
la edad referida de los hijos, a condición de que se reúnan algunas circuns- 
tancias que, a título de ejemplo, permitieran afirmar tal presunción como la 
necesidad de los padres o su situación de invalidez. Al respecto, la alta corte 
sugiere ver, entre otras, estas sentencias: 
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“*11 de agosto de 1994, exp: 9546; 8 de septiembre de 1994, exp: 9407; 
16 de junio de 1995, exp: 9166, 8 de agosto de 2002, exp. 10.952 y de 20 de 
febrero de 2003, exp: 14.515, y sentencia de 9 de mayo de 2012, exp. 22.265” 
(Consejo de Estado de Colombia, 2012). 

En el caso estudiado, el Consejo de Estado encontró que la víctima fa- 
lleció antes de cumplir 25 años (a la fecha de su muerte tenía 24 años) y le cola- 
boraba económicamente a su madre con el ingreso derivado de su oficio como 
vendedor de llantas en una serviteca, lo que demuestra los supuestos requeridos 
para el reconocimiento de la correspondiente indemnización. Pero afirmó que 
no se había logrado establecer la existencia de algún hecho que hiciera presu- 
mir que la ayuda económica que le brindaba a su madre se prolongaría en el 
tiempo, pues ella no era inválida y proveía su propio sustento —no existe prue- 
ba de lo contrario— y tenía más hermanos que, eventualmente, podrían asumir 
la obligación alimentaría de esta. Por estas razones, la liquidación se efectuó 
solamente hasta la fecha en que la víctima hubiera cumplido los 25 años. 

Se tomó como base para la liquidación el salario mínimo legal mensual 
vigente a la fecha de los hechos, por no existir elementos de prueba dentro del 
proceso que permitieran demostrar un ingreso distinto, asimismo se adujo que 
las reglas de la sana crítica enseñan que una persona laboralmente activa no 
podría devengar menos de este monto. Dicha suma se incrementó en un 25 % 
por concepto de prestaciones sociales, y a esa cantidad se le descontó el 25 % 
que, se presume, disponía la víctima para sus gastos personales. 

Con relación a la presunción de apoyo económico dada por los hijos 
a los padres hasta la edad de 25 años, en la providencia se sugiere ver la 
sentencia del 12 de julio de 1990, expediente 5666. 

Igualmente, dicha posición venía estableciéndose por la alta corpora- 
ción desde hacía más de 21 años, verbigracia, de la sentencia proferida el 16 
de agosto de 1994 (expediente 8818), donde a pesar de haberse acreditado la 
avanzada edad de los padres del occiso y el apoyo económico para con estos, 
el Consejo de Estado apoyó una liquidación efectuada en primera instancia 
hasta la fecha en la que el hijo cumpliera los 25 años, pues se encontró que 
los padres efectuaban declaración de renta y no se demostró que estuvieran 
en condición económica precaria que los hiciera acreedores a alimentos. 

La posición ha sido reiterada en sentencias como la del 21 de septiem- 
bre de 2016, radicada con el número 25000-23-26-000-2008-00306-01(51743), 
del consejero ponente Guillermo Sánchez Luque (Consejo de Estado de Co- 
lombia, 2012). 
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Análisis: ¿acierto o absurdo? 

Pinzón Muñoz (2015), experto en responsabilidad, cree que no caben 
consideraciones absolutas en uno u otro sentido; es decir, sobre la edad lí- 
mite de la ayuda a los padres, pues en cada caso deben ser evaluadas con 
mesura y razonabilidad las circunstancias especiales que pueden justiciar 
la variación de esa estimación; incluso, hasta la fecha de vida probable del 
beneficiado, advirtiendo que ello ya no hace parte de la denominada presun- 
ción y, por tanto, deberá acreditarse probatoriamente esa vocación de ayuda 
más allá de los 25 años. 

Al igual que con la anterior presunción, considero que el manejo que 
le ha dado la alta corporación a este caso es absurdo, pues la ha utilizado 
para desconocer derechos amparados por la norma superior, desestimando 
las reglas de la sana crítica, la lógica, el sentido común y las máximas de la 
experiencia. 

Esta presunción debe entenderse como el mínimo a reconocer en los 
casos donde se ha acreditado el apoyo económico de un hijo a su padre o a 
su madre, sin que implique la imposibilidad o prohibición para reconocer 
que pueda darse por fuera del aspecto temporal de la edad establecido por el 
Consejo de Estado. 

Dicha posición, inicialmente, desconoce que el derecho de alimentos 
es un derecho de orden legal, contemplado en el artículo 411 del Código 
Civil colombiano. 

Con fundamento en lo anterior, se puede afirmar que la responsabi- 
lidad de los padres termina, en general, frente a los hijos cuando la persona 
cumple 18 años, porque se presume que a partir de esa edad ya no existe 
sometimiento a la patria potestad; no obstante, algunas normas de conte- 
nido legal permiten atribuir una continuidad a esa protección hasta los 25 
años, como las disposiciones contenidas en la Ley 100 de 1993 que protegen 
como beneficiarios de la pensión de sobrevivientes y beneficiarios del Plan 
Obligatorio de Salud Subsidiado (POS) a los jóvenes que hasta los 25 años 
de edad acrediten la calidad de estudiantes (artículos 47 y 163 de la Ley 100 
de 1993). 

Teniendo en cuenta lo anterior, hay que ser cuidadosos con la aplica- 
ción de la presunción que jurisprudencialmente se ha planteado respecto a 
la ayuda económica de los hijos para con sus padres, que predica que dicha 
ayuda se debe entender hasta la edad de 25 años del hijo, pues a partir de 
esa edad este conforma su propio hogar. Debido a que las reglas de la sana 
crítica, las máximas de la experiencia y el sentido común nos enseñan que 
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es precisamente después de los 25 años cuando la responsabilidad de los 
padres ha cesado para con los hijos, son estos los que comienzan a tener 
una estabilidad laboral y económica que les permite retribuir a sus padres el 
apoyo financiero brindado. 

Contrario a lo que ha dispuesto el Consejo de Estado, considero que 
es lógico concluir que si se logra demostrar que un hijo a los 24 años ayuda 
económicamente a su padre o a su madre es porque este o esta lo requiere 
y necesita, más lógica tendrá su ayuda en los años posteriores; sobre todo, 
después de cumplir los 25 años. Por ejemplo, si en un proceso se logra de- 
mostrar que el padre a sus 60 años depende económicamente o recibe una 
ayuda económica de su hijo que le permite tener una mejor calidad de vida, 
con lógica se puede entender que necesitará aún más de dicha ayuda en los 
años posteriores, porque sus probabilidades laborales y de salud con el tiem- 
po se van disminuyendo. 

Por otra parte, siguiendo una línea de conexión con lo expuesto, es- 
timo absurdo que para el reconocimiento del lucro cesante de unos padres, 
la alta corporación exija que en el proceso se demuestre la calidad de hijo 
único o la invalidez e indefensión del padre, pues con ello desconoce la defi- 
nición básica del lucro cesante, que es, a la luz del artículo 1614 del Código 
Civil, toda ganancia o provecho que deja de reportarse, esto es, todo emolu- 
mento dejado de percibir. Demostrada probatoriamente la ayuda económica 
brindada por un hijo, mal hace el operador judicial al restarle importancia o 
condicionarla según su destinación o el estado de quien la recibe. 


Presunción: lucro cesante a padres de hijo menor fallecido 


En este caso, se propone la sentencia de la Sección Tercera, Subsec- 
ción B, del 10 de febrero de 2016, expediente 41315, radicada con el número 
13001233100019990078901, del consejero ponente Ramiro Pazos Guerrero. 

Frente al reconocimiento de lucro cesante a padres por muerte de hijo 
menor, el Consejo de Estado considera que no es posible definir como pre- 
sunción que la muerte de un menor de edad genera siempre para sus pro- 
genitores un lucro cesante, pues ello ocurrirá solo en aquellos casos en los 
que se alleguen las pruebas que permitan establecer que la víctima, pese a 
su edad, ejercía una actividad productiva con la que contribuía a la econo- 
mía familiar o cuando las condiciones particulares presentes al momento del 
deceso permiten inferir razonablemente que estaba en condiciones reales, 
ciertas y verificables de hacerlo a futuro, así que aquellos casos en los que es 
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la propia víctima menor quien reclama el lucro cesante futuro a su favor y en 
una eventual lesión cuyos efectos lesivos perduran a futuro, se ha reconoci- 
do la posibilidad de presumir la afectación, en tanto conlleva una pérdida de 
la capacidad de obtener el propio sustento, lo que genera un daño que debe 
ser resarcido (Consejo de Estado de Colombia, 2016). 

Estima la corporación que cuando solo se acredita que la víctima era 
un joven en edad escolar, que cursaba estudios y que no era económica- 
mente productivo ni proporcionaba ayuda económica a su núcleo familiar 
porque estuviera en condiciones o en la necesidad, no es posible darles un 
reconocimiento de lucro cesante a los padres por la muerte del menor (Con- 
sejo de Estado de Colombia, 2016). 


Análisis: ¿acierto o absurdo? 

Esta presunción se funda en la necesidad de efectuar liquidación de 
perjuicios con base en situaciones concretas probadas en el proceso, sin dar 
espacio a escenarios hipotéticos. Por esta razón, se considera acertado que 
el reconocimiento se efectúe dependiendo de la edad del menor y del estado 
académico o laboral previo al deceso, pues no tendría sentido pensar que los 
padres deciden tener hijos con el propósito de mejorar los ingresos econó- 
micos del hogar. 


Presunción: presunción de perjuicios morales - dolor en meno- 
res - lucro cesante por muerte de un menor 


Para esta categoría se propone estudiar la sentencia de la Sección Ter- 
cera, Subsección C, del 5 de julio de 2012, radicada con el número 05001- 
23-31-000-1997-01942-01(23643), de la consejera ponente Olga Mélida Valle 
de De La Hoz. 

“Tratándose de los parientes cercanos, ya sea en línea ascendente, 
descendiente o colateral, la acreditación del vínculo de parentesco es su- 
ficiente para presumir el dolor padecido por dichos familiares” (Consejo 
de Estado de Colombia, 2012a, p. 22) (perjuicios morales reclamados por 
abuelos, padres, hijos, hermanos y nietos por muerte o lesiones sin importar 
que sean graves o leves), “a partir del contenido del artículo 42 de la carta 
política, debe presumirse, que el peticionario los ha padecido(Consejo de 
Estado de Colombia”, 2012a, p. 22). 
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Se advierte que: 


la jurisprudencia ha sido pacífica en sostener que en tratándose de la 
muerte de un menor de edad no hay lugar a reconocer el lucro cesante 
por unos hipotéticos ingresos del menor, dado que estos son eventua- 
les, a menos que se acredite con grado de certeza la obtención futura 
de estos ingresos y también que en estos casos están sometidos a la 
doble eventualidad de que el menor hubiera podido llegar a percibir 
ingresos y que los destinara a ayudar a sus padres (Consejo de Estado 
de Colombia, 2012a, p. 20). 


El Consejo de Estado advierte que la situación de pobreza en la que 
vivían los padres del menor no es razón suficiente para el reconocimiento 
del perjuicio, máxime cuando se trataba de un menor de tres años y nueve 
meses, que ni siquiera ha iniciado su formación educativa y la maduración 
de su carácter o personalidad, por lo que sitúa la existencia del daño en un 
grado de probabilidad, que implica para el juez entrar en el terreno de las 
conjeturas, a efectos de cumplir con el deber legal de reparar todo el daño y 
nada más que el daño (Consejo de Estado de Colombia, 2012a). 

Adicionalmente debe tenerse en cuenta que: 


el hecho de que los menores al momento de los hechos no estuvieran 
en condiciones de dimensionar el acontecimiento trágico vivido por 
su familia, no significa que no hayan sufrido, ya que según las teorías 
psicológicas actuales, los menores desde la primera etapa de su vida 
perciben el mundo a través de su relación con los padres y por tanto, 
recibieron de ellos la congoja padecida por la pérdida de su hijo y tam- 
bién la perturbación emocional que implicó la pérdida de un hijo para 
el núcleo familiar (Consejo de Estado de Colombia, 2012a, p. 22). 


Por otra parte, “en relación con el monto reconocido, se recuerda que 
este pertenece al arbitrio judicial” (Consejo de Estado de Colombia, 2012a). 


Análisis: ¿acierto o absurdo? 

Como primera medida, resulta plausible y es un acierto que el Conse- 
jo de Estado reconozca en su jurisprudencia que los menores tienen derecho 
al reconocimiento de los perjuicios causados, sin importar su edad y, por 
ende, grado de conciencia para dimensionar un acontecimiento trágico, pues 
es claro que el daño no ocurre únicamente cuando se es consciente de él. 
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En lo que se refiere a la tendencia de negar el reconocimiento de 
lucro cesante a los padres de un menor fallecido, estimo que la posición es 
acertada, pues, como se dijo atrás, la misma no puede fundarse en escenarios 
hipotéticos, y para su reconocimiento deben analizarse aspectos como la 
edad del menor y su estado académico o laboral previo al deceso, lo que en 
últimas extrae la situación del escenario de la presunción. 


Presunción: lucro cesante por muerte de menor 


La sentencia de la Sección Tercera, Sala Plena, del 28 de agosto de 
2014, radicada con el número 66001-23-31-000-2001-00731-01(26251), del 
consejero ponente Jaime Orlando Santofimio Gamboa, permite comprender 
esta categoría. 

El lucro cesante es un criterio de reparación que ha ocasionado po- 
siciones oscilantes en el Consejo de Estado, lo cual ha conllevado a la ex- 
pedición de sentencias diametralmente contrarias, en lo que respecta a la 
reparación del lucro cesante causado por la muerte de menores (Consejo de 
Estado de Colombia, 2014). 

Es de resaltar que este tema se torna complejo, como lo advierte Ospi- 
na Sánchez (2015), ya que, en principio, los niños no trabajan o no deberían 
hacerlo, lo cual hace difícil estimar el quantum que debería reconocerse 
por virtud de este rubro, debido al hecho de que cualquier estimación que 
se realice sobre este asunto corre el riesgo de ser meramente especulativa o 
hipotética (Consejo de Estado de Colombia, 2014). 

Dicho autor advierte que el Consejo de Estado ha adoptado diversas 
posiciones frente al tema (Sánchez, 2015), siendo la primera asumida en la 
sentencia del 28 de octubre de 1993, con radicado 8043 y ponencia del magis- 
trado Julio César Uribe Acosta (considerada como fundadora de la posición), 
según la cual todos los daños de carácter patrimonial sufridos en cabeza de un 
menor de edad son hipotéticos (Consejo de Estado de Colombia, 2014). 

Por su parte, en la sentencia que es objeto de análisis en este punto 
(26251), la sala encontró probado que se trataba de un menor que contrario 
a desempeñar actividades laborales o académicas, se dedicaba a la vagancia 
y al consumo de sustancias psicoactivas. Adicionalmente, mientras estaba 
en el centro de reeducación, el menor no desarrollaba ninguna actividad la- 
boral, por lo tanto, no recibía remuneración alguna, con lo cual sería ilógico 
afirmar que contribuía con el sostenimiento del hogar o de su mamá (Con- 
sejo de Estado de Colombia, 2014). 
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Sí bien un testigo refirió que el menor de edad estuvo laborando con 
él en una panadería, la corporación consideró que en el expediente no repo- 
saba medio probatorio que acreditara que tal labor se estaba desempeñando 
con el lleno de los requisitos legales, por lo tanto, mal haría en reconocer a la 
progenitora rubro alguno por concepto de perjuicios materiales en la moda- 
lidad de lucro cesante, pues con ello se estaría amparando el trabajo infantil 
(Consejo de Estado de Colombia, 2014). 

Además, la sala afirmó que la madre no podía acceder a perjuicios 
materiales, basándose en la hipótesis de que al momento de terminar sus 
estudios el menor no iba a acceder a la educación superior y, por el con- 
trario, trabajaría para ayudarla, dicha afirmación se realizó en una cita de 
la sentencia del 12 de febrero de 2014, con ponencia de la magistrada Olga 
Mélida Valle de De La Hoz, radicada con el número 25000-23-26-000-1996- 
12794-01(28857) (Consejo de Estado de Colombia, 2014). 

Como advierte Ospina Sánchez, en su tesis “se identifica una tercera 
tesis, según la cual el lucro cesante debe indemnizarse partiendo de la base 
de un salario mínimo, como presunción que acepta prueba en contrario, no 
para disminuir la cuantía, sino para aumentarla. La sentencia fundadora de 
esta tesis puede rastrearse en 1989” (Ospina Sánchez, 2015, p. 12). En esa 
misma tesis, denominada Notas sobre la reparación de menores de edad en 
el régimen de responsabilidad del Estado, se puede apreciar que el autor 
señala como ejemplo de lo anterior la sentencia 6483 del 22 de noviembre de 
1991, allí identifica lo siguiente: “a los 18 años de edad, los hijos se conside- 
ran en capacidad de proveer a sus propias necesidades, sin el auxilio econó- 
mico de sus progenitores” (Consejo de Estado de Colombia, 1991, p. 8), en 
esa misma línea se sustenta su afirmación acerca de la presunción cuando la 
sentencia citada afirma “que podría haber devengado la menor a partir de los 
18 años y durante toda su vida probable si tuviera capacidad física” (Consejo 
de Estado de Colombia, 1991, p. 9). 

Dicha tesis ha sido adoptada en casos de lesiones de carácter perma- 
nente en menores, liquidándose el perjuicio con base en el salario mínimo y 
en la expectativa de vida del menor, entendiendo que al cumplir la mayoría 
de edad ejercería una labor productiva, pero no ha tenido eco frente a los 
familiares en caso de muerte (Consejo de Estado de Colombia, 2014). 


Revista Ratio Juris Vol. 16 N.” 33 +. UNAULA | ISSN 1794-6638 433 


Angy Plata Álvarez 


Análisis: ¿acierto o absurdo? 

Me encuentro en desacuerdo con las elucubraciones efectuadas en 
esta sentencia por la alta corte, en la medida en que, como se dijo en párrafos 
precedentes, es absurda, pues efectúa una valoración errada e injustificada 
del trabajo infantil. 

Igualmente, plantea unas máximas que resultan reprochables, pues 
como tal deberían ser aplicables desde cualquier óptica, juicio que no son 
superados. ¿Será que dichas afirmaciones o conclusiones seguirían siendo 
igual de aceptables, si el menor en lugar de perder la vida sufre una lesión? 

No puede confundirse que el apoyo económico de un menor a sus 
familiares es hipotético con la errada afirmación que indica que el rubro a 
recibir es hipotético, pues desconoce el derecho al mínimo vital y móvil ya 
desarrollado. 


Presunción: ubicación laboral después de una privación 
de la libertad 


Para analizar esta categoría se propone la sentencia de la Sección Ter- 
cera, Sala Plena, del 28 de agosto de 2014, radicada con el número 68001- 
23-31-000-2002-02548-01(36149), del consejero Ponente Hernán Andrade 
Rincón. 

En algunas providencias se contempla bajo la figura de presunción; 
en otras, es una afirmación absoluta, donde se sostiene que una persona que 
acaba de salir de la cárcel tarda 8.75 meses en conseguir trabajo; es por esa 
razón que en los casos de privación injusta de la libertad, además de recono- 
cer el tiempo en que la persona estuvo recluida, se adicionan esos 8.75 meses 
(Consejo de Estado de Colombia, 2014a). 

En dicha providencia, el Consejo de Estado sostiene que para efectuar 
el reconocimiento del lucro cesante se debe acreditar que la víctima se en- 
contraba en edad productiva al momento de la detención (Consejo de Estado 
de Colombia, 2014a). 

Antes de la sentencia de unificación, dicha posición ya venía gestán- 
dose y consolidándose desde la sentencia 24447, proferida el 8 de agosto de 
2012, y en la sentencia 22590, del 23 de mayo de 2012 (Consejo de Estado de 
Colombia, 2014a). 


434 Revista Ratio Juris Vol. 16 N.? 33 +. UNAULA | ISSN 1794-6638 


Las presunciones y la reparación del daño antijurídico en la jurisprudencia 
del Consejo de Estado ¿Absurdos o aciertos? 


Análisis: ¿acierto o absurdo? 

Considero que la intención de la presunción creada es un acierto, pues 
sin necesidad de estudios o conceptos profesionales, las máximas de la ex- 
periencia y la sana crítica permiten inferir que una persona que ha sido pri- 
vada de la libertad y que encuentra en ello una mancha en sus antecedentes o 
pasado judicial, al recobrar su libertad no le será fácil ubicarse laboralmente. 
De acuerdo con ello, estimo que la intención de la alta corporación es plau- 
sible, pero cuestionable en la medida en que no expuso los parámetros que 
tuvo en cuenta para determinar dicha cifra y no otra. 

Lo que más me parece cuestionable es que condicione el reconoci- 
miento de dicho criterio de liquidación a la acreditación en el proceso de 
“edad productiva”, sin que entre a especificar a qué se refiere con dicho 
concepto y el aspecto temporal que lo compone. 

Considero que dicha salvedad es absurda, en la medida en que des- 
conoce no solo los aspectos sociales del país ya mencionados, relacionados 
con índices de pobreza, desempleo e informalidad, sino las normativas co- 
lombianas que, en materia de seguridad social, implican la necesidad de 
seguir laborando, incluso ostentando la calidad de adulto mayor. 


CONCLUSIONES 


Las anteriores disertaciones nos permiten concluir: primero, que la 
Constitución de 1991, tanto en sus artículos 2 y 90, reconoce la responsabili- 
dad que tiene el Estado de resarcir, además de permitir que se conjugue con 
el Estado social de derecho y de pugnar en favor de los derechos humanos, 
fundamentales y sociales. 

En ese mismo orden, el Consejo de Estado, referenciando y aplicando 
lo que el legislador primario propuso a través de la Constitución como ga- 
rantía general de la sociedad, también reconoce la reparación integral como 
principio que se observa al interior de las sentencias en los casos en los 
cuales las víctimas han sufrido daño derivado de la acción o inacción de 
los funcionarios del Estado que han provocado o causado perjuicios. Es por 
ello que la jurisprudencia de este organismo ha venido reconociendo los 
perjuicios tanto materiales como inmateriales, atendiendo que los primeros 
generan lucro cesante y daño emergente, mientras que los segundos causan 
daños morales, a la vida, fisiológicos y a la vida en relación. 
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Por esta razón, la regulación del legislador secundario se realiza de 
forma precisa y concreta, por medio del principio de reparación integral, a 
manera de criterio orientador del juez, sumado a la proporcionalidad, con- 
gruencia para que el fallo sea equitativo, legal y justo. 

Las presunciones aplicadas por el Consejo de Estado no pueden des- 
conocer su finalidad, esto es, la garantía de bienes jurídicos particularmente 
valiosos a la luz de la Constitución política, encaminados a la obtención 
de la reparación integral y la materialización del derecho de acceso a la 
administración de justicia, entendido como el derecho a obtener una tutela 
judicial efectiva. 
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Resumen 


En el presente artículo se estudia la historia de vida de una mujer que 
perteneció a la llamada guerrilla urbana de los Lacandones que operó 
principalmente en la Ciudad de México. Como problema-eje propon- 
go la pregunta ¿cuáles fueron las subjetividades sociales y mandatos 
de género implicados en la decisión de revelarse y levantarse en ar- 
mas? Se explorará el proceso de empoderamiento y el significado que 
para ella tuvo su participación política en la Liga Comunista Espar- 
taco (LCE) y su paso por el movimiento estudiantil de 1968, situando 
como eje de mi problematización las dificultades que enfrentó como 
hija, hermana, madre-esposa, y cómo las relaciones de parentesco pe- 
saron en su práctica política como militante revolucionaria. Se hará 
un análisis de la masacre ocurrida el 2 de octubre de 1968 en la Plaza 
de las Tres Culturas de Tlatelolco, articulando la violencia política 
con la masculinidad hegemónica. 


Palabras clave: movimiento espartaquista, guerrilla, Lacandones, 
subjetividades sociales, género. 


Abstract 


442 


This article studies a woman's life history that belonged to the so-ca- 
lled urban guerrilla of the Lacandones that operated mainly in Mexi- 
co City. As an axis problem, I propose the question: what were the 
social subjectivities and gender mandates involved in the decision to 
reveal oneself and rice up arms? The empowerment process and the 
meaning that her political participation in the Spartacus Communist 
League (LCE) and her passage through the 1968 student movement had 
for her will be explored, placing the difficulties she faced as daugh- 
ter, sister, mother as the axis of my problematization. -wife and how 
kinship relations weighed on her political practice as a revolutionary 
militant. An analysis will be made of the massacre that occurred on 
October 2, 1968 in the Plaza de las Tres Culturas de Tlatelolco, articu- 
lating political violence with hegemonic masculinity. 


Keywords: spartacist movement, warfare, Lacandones, social sub- 
jectivities, gender. 
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Resumo 


Este artigo estuda a história de vida de uma mulher que pertencia á 
chamada guerrilha urbana dos Lacandones que atuava principalmente 
na Cidade do México. Como eixo problema, proponho a pergunta: 
quais foram ás subjetividades sociais e os mandatos de género envol- 
vidos na decisáo de se revelar e pegar em armas? Será explorado o 
processo de fortalecimento e o significado que sua participagáo políti- 
ca na Liga Comunista Spartacus (LCE) e sua passagem pelo movimen- 
to estudantil de 1968 tiveram para ela, colocando as dificuldades que 
ela enfrentou como filha, irmá, máe como o eixo de minha proble- 
matizacgáo - esposa e como as relagóes de parentesco pesaram em sua 
prática política como militante revolucionária. Será feita uma análise 
do massacre ocorrido em 2 de outubro de 1968 na praca das Trés Cul- 
turas de Tlatelolco, articulando violéncia política com masculinidade 
hegemónica. 


Palavras-chave: movimento espartaquista, guerra, Lacandones, sub- 
jetividades sociais, género sexual. 
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INTRODUCCIÓN 


La llamada guerrilla de los Lacandones? se nutrió principalmente de 
militantes comunistas que provenían del movimiento espartaquista mexica- 
no,* quienes decidieron levantarse en armas tiempo después de que ocurriera 
la masacre del 2 de octubre de 1968 en la Plaza de las Tres Culturas de Tlate- 
lolco en la Ciudad de México.* Dicho movimiento armado se propuso hacer 
una revolución socialista y se articuló en torno a tres comandos guerrilleros 
(Lacandones, Patria o Muerte y Arturo Gámiz), que hacia 1972 realizó varias 
expropiaciones importantes a tres empresas privadas y a un camión de segu- 
ridad del Sistema de Transporte Colectivo Metro.* Una vez que esta guerrilla 
fue desarticulada y se detuvieron a la mayoría de sus militantes, algunos de los 
guerrilleros sobrevivientes y bases de apoyo se integraron a la Liga Comunista 
23 de Septiembre en 1973.* El presente artículo no expondrá la experiencia 
armada, el foco de atención será puesto en la etapa previa al proceso insu- 
rreccional de la guerrilla urbana, la cual será trabajada desde la biografía con 


2 “La Organización no tenía un nombre determinado, ya que sus militantes consideraban que un 
mal de la izquierda en México había sido el que existieran muchos grupos [...] todos con nombres 
por demás pomposos o minúsculos que obedecían a intereses de un personaje con pretensiones 
caudillistas [...] Esta falta de nombre le pareció absurdo a la policía, [...] así que empezaron a 
denominarla Lacandones, que era el nombre [...] (de uno de los tres comandos que integraba a la 
guerrilla)” (Salcedo, 2013, p. 11). 


Véase Salcedo (2013), Moreno (2020, pp. 1112-1133). 


Dicho aspecto ha sido trabajado por Marco Bellingeri (2003), Enrique Condés Lara (2007), 
Juan Miguel De Mora (1972), Hugo Estévez Díaz (2013), Laura Castellanos (2008) y Carlos 
Montemayor (2007). 


5 “Algunas de las acciones expropiatorias realizadas por la organización en esta primera etapa 
fueron: tienda de autoservicio De Todo, camioneta del Banco del Atlántico y taquilla de la estación 
Valentín Gómez Farías del Sistema Metropolitano de Transporte (Metro), Siderúrgica Mexicana 
DINA, S. A. de C. V., a la tesorería de la Unidad Habitacional de la CTM. Otras expropiaciones 
fueron a la joyería Minerva, Zapatería 3 Hermanos y a la Armería *Armas y Deportes” ubicada en 
pleno centro de la ciudad de México” (Salcedo, 2013, p. 74). 


6 Entre los miembros del grupo armado Lacandones que se integraron a la Liga Comunista 23 de 
Septiembre están David Jiménez Sarmiento, Olivia Ledesma Flores, Gabriel Domínguez y José 
Luis Moreno Borbolla, quienes llegaron a tener una participación importante. 
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un marco metodológico de género” y feminista,* que considere al estudio del 
fenómeno revolucionario otorgando centralidad a las mujeres como sujetas 
históricas importantes en los procesos de transformación política y social. 

La protagonista de este artículo, Yolanda Casas Quiroz, nació en 1944 
y formó parte de una familia humilde de la Ciudad de México. Ella perte- 
nece a una generación que creció en un contexto de contrarreforma agraria 
y de polarización social acelerada, producto de las vertiginosas transforma- 
ciones que trajo consigo el modelo de industrialización en México, de la que 
emergió una nueva clase media, a costa de la pauperización de los sectores 
campesinos y de importantes capas del sector obrero-industrial.? 

La categoría central que sirvió para articular la presente investigación 
es la de subjetividad social,'” la cual permitirá estudiar las creencias, cos- 
tumbres, prejuicios y verdades constituidas por dicha exguerrillera. Dicho 
de otra manera, se busca entender mediante esta categoría de análisis cómo 
la lucha por el poder económico y político tiene una base subjetiva, que 
orienta las prácticas políticas de los actores sociales.'' 


7  “[...] las feministas se preguntaron cómo y en qué condiciones se han definido los diferentes roles y 
funciones para cada sexo; cómo los auténticos significados de las categorías “hombre” y “mujer” variaron 
según las épocas y el lugar; cómo variaron e impusieron las normas reguladoras de la conducta sexual; 
cómo las cuestiones del poder y de los derechos se imbricaron con la “masculinidad” y “feminidad”; cómo 
afectaron a las estructuras simbólicas a las vidas y prácticas de la gente común” (Scott, 2012, 14). 


8  Retomo lo planteado por Martha Patricia Castañeda (2008, p. 91), quien señala que el método de 
la investigación feminista pone en el “centro de su reflexión la explicación de la multiplicidad 
de factores que se concatenan para sostener la desigualdad entre hombres y mujeres basada en el 
género, la cual está presente en todos los ámbitos de desempeño de las personas que formamos parte 
de sociedades marcadas por la dominación patriarcal”. También explica que un elemento importante 
de esta metodología es que la intención de generar conocimiento en este ámbito, es contribuir a la 
erradicación de dicha dominación de género a través de la investigación que guíe en la formulación 
colectiva de un proyecto emancipatorio. 


9 Rafael Izquierdo (1995) explica que entre 1958 y 1969 el ingreso medio real mensual del 10 % de 
la población más rica se incrementó en un 42 %, mientras que el 10 % más pobre tuvo un aumento 
de 24 %. Concluye que la mayor mejoría en el nivel de vida se centró en lo que podía denominarse 
clase media (p. 85). 


10 “La subjetividad social se configura en una dimensión discursiva, representacional y emocional, 
que integra los desdoblamientos y consecuencias de procesos que se desarrollan en un nivel macro 
social con los que ocurren a nivel micro social, en la familia, la escuela, el barrio y las múltiples y 
móviles configuraciones subjetivas de los sistemas cotidianos de relación en todas las esferas de la 
vida” (González, 2012, p. 24). 


11 “La subjetividad es una producción simbólico-emocional de las experiencias vividas que se configura 
en un sistema que, desde sus inicios, se desarrolla en una relación recursiva con la experiencia, no 
siendo nunca un epifenómeno de esa experiencia. La subjetividad es una cualidad constituyente 
de la cultura, el hombre y sus diversas prácticas, es precisamente la expresión de la experiencia 
vivida en sentidos diferentes para quienes la comparten, constituyendo esos sentidos la realidad de 
la experiencia vivida” (González, 2012, p. 13). 
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Como fundamento empírico no se usaron los expedientes desclasi- 
ficados de las policías políticas que se encuentran en el Archivo General 
de la Nación,'? pues dichos fondos no permiten conocer las subjetividades 
y emociones que llevaron a los guerrilleros a optar por la vía armada. Por 
lo antes dicho recuperé las fuentes directas testimoniales, poniendo énfasis 
en la reconstrucción de la historia de vida de una mujer exguerrillera que 
tuvo una participación sobresaliente en el llamado comando Lacandones 
(Casas, a, 2019). 

En la historiografía sobre el Movimiento Armado Socialista Mexi- 
cano (MASM) de manera implícita se considera que el problema de género y 
las subjetividades sociales que lo rodean poco o nada tienen que ver con los 
procesos de rebelión o insurrección, pues pareciera que las guerrillas tienen 
un objetivo puramente político-militar, donde las emociones se muestran 
como secundarias o marginales.'* Las investigaciones de María de Jesús 
Méndez (2019), Nithia Castorena (2019), Nora Amanda Crespo (2012) y 
Gabriela Lozano (2015) rompieron con la visión antes dicha, y contribu- 
yen para entender a las mujeres guerrilleras como transgresoras de los roles 
de género, aunque como ellas lo señalan, también es importante hacer una 
análisis de las formas en que se reproducen las asimetrías entre hombres y 
mujeres en las organizaciones armadas.'* El presente artículo pretende su- 


12 Me refiero a los fondos de la Dirección Federal de Seguridad (DFS), la Dirección General de 
Investigaciones Políticas y Sociales (1PS) y la Secretaría de la Defensa Nacional (SDN). Que se 
encuentran en la Galería 1 del AGN. 


13 — Dicha visión la reproducen Fritz Glockner (2007), Marco Bellingeri (2003), José Luis Sierra 
Guzmán (2003), Enrique Condés Lara (2007) y Armando Bartra (2000). Cabe agregar que, aunque 
no es su objetivo central, Laura Castellanos (2008) hizo una crónica de la guerrilla y fue pionera 
en visibilizar a las mujeres en su investigación México armado. 


14 La investigación de María de Jesús Méndez (2019) propone rescatar a las mujeres como 
sujetos políticos, que fueron rompiendo los esquemas de género impuestos en la medida en que 
asumieron la lucha insurgente. Su trabajo revela diversas tensiones al interior de la guerrilla 
y los grandes costos que para las mujeres significó participar, lo cual hizo necesario estudiar 
su cotidianidad, explorar sus biografías familiares y analizar las formas de discriminación de 
género. Por otra parte, Nithia Castorena (2019) busca recuperar a las mujeres como sujetos 
sociales y políticos, quienes desde su perspectiva han sido invisibilizadas y cuestionadas, 
estudiando su papel en la lucha política armada en Chihuahua (México). Gabriela Lozano 
(2015) explora cómo algunas formas organizativas exportadas de la familia tradicional fueron 
heredadas en la organización armada de la Liga Comunista 23 de Septiembre. Finalmente, 
Nora Amanda Crespo (2012), recuperó las memorias de diversas mujeres guerrilleras para 
explicar los cambios en la cultura de género sucedidos en la década de los años setenta del 
siglo xx. Todas las autoras antes mencionadas, presentan a las mujeres guerrilleras como 
transgresoras de los roles de género. 
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marse a los esfuerzos anteriores, incorporando al debate la experiencia de un 
movimiento que ha sido poco estudiado.'* 

De esta manera deseo explorar cómo es que Yolanda Casas trans- 
gredió los estereotipos de género que condenaban a las mujeres a la esfe- 
ra privada, a aquello que Celia Amorós (2001) denomina el espacio de las 
idénticas,'* y en cambio estudiaré cómo se reveló y accedió a espacios que 
socialmente estaban destinados a los varones; así mismo, explicaré cuáles 
subjetividades sociales pesaron para que Casas lograra una mayor autono- 
mía individual, se incorporara a la resistencia política en contra del régimen 
priísta y, posteriormente, decidiera luchar en la guerrilla de los Lacandones. 

El empoderamiento de la mujer es un concepto que retomo de la teoría 
feminista y que alude al proceso social o colectivo que permite a las mujeres 
salir del espacio privado (el hogar, la familia y el matrimonio) para conver- 
tirse en sujetas políticas y, mediante la organización colectiva, participar en 
los procesos democráticos que conllevan la lucha por la superación de la 
desigualdad de género (León, 2001, p. 105). De esta manera se estudiará la 
biografía de Yolanda Casas en el contexto de las transformaciones sociales 
que dieron cabida a la coyuntura del movimiento de 1968, del cual ella fue 
partícipe, y de esta manera recuperar la lucha estudiantil como una lucha 
democrática, que vista desde la historia de las mujeres, también representó 
un proceso de empoderamiento y de lucha por la igualdad.'” 


15 La guerrilla de los Lacandones es mencionada brevemente en algunas crónicas. (FEMoOsPP, 2008, 
p. 460); (Esteve, 2013, 352); (Glockner, 2019). 


16 “las actividades socialmente más valoradas, las que tienen un mayor prestigio, las realizan 
prácticamente en todas las sociedades conocidas los varones [...] son las actividades más valoradas 
las que configuran o constituyen el espacio de lo público: es el espacio más valorado por ser 
el del reconocimiento, de lo que se ve, de aquello que está expuesto a la mirada pública, por 
definición. Es decir, cuando una tarea tiende a hacerse valorar tiende a hacerse pública, tiende 
a masculinizarse y a hacerse reconocer [...] Por el contrario, el espacio privado, en oposición al 
espacio de los pares o iguales, yo propongo llamarlo el espacio de las idénticas, el espacio de la 
indiscernibilidad, porque es un espacio en el cual no hay nada sustantivo que repartir en cuanto a 
poder ni en cuanto a prestigio ni en cuanto a reconocimiento, porque son las mujeres las repartidas 
ya en este espacio” (Amorós, 2001, pp. 24 y 26). 


17 “Hay en marcha todo un proceso explicativo que consiste en entender las desigualdades como 
déficit de libertad. Si cualquier diferencia puede ser traducida a ellos, está claro que es ilegítima. 
Igualdad en todo caso no es identidad y ninguna de las predecesoras o predecesores feministas 
pretendieron que lo fuera. Igualdad era igualdad dentro de unos parámetros claros y fijos de 
libertad y de derechos” (Valcárcel, 1997, p. 65). 
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LA DISCRIMINACIÓN CLASISTA Y RACISTA EN LA FAMILIA 
DE YOLANDA CASAS 


Yolanda Casas Quiroz creció en una familia integrada por su madre, 
María de la Luz Quiroz, y su padre, Rodolfo Casas, así como cuatro hijas 
que por orden de edad se llamaban Irene, Eugenia, Yolanda y Marcela; Ro- 
dolfo que era el hermano menor. Vivían en una vieja casona en el barrio de 
Tacuba que había pertenecido a sus abuelos maternos, pero que solo fue 
heredada a sus tíos Lidia y Fidel. Casas recuerda que se preguntaba de niña 
por qué a su mamá no le había tocado herencia y concluye que ese fue un 
primer antecedente de discriminación en su familia.'* 

La tía Lidia era abogada, soltera y aprovechó su posición de poder 
para imponer en su familia la discriminación que a ella misma le había be- 
neficiado, pues, de entre todas sus sobrinas, optó por enaltecer a Irene, quien 
cumplía con el estereotipo femenino hegemónico, por ser la giierita de ojos 
aceitunados, con gustos y modales refinados a quien alentó a ser estudiosa e 
inteligente.'” El racismo y el clasismo se manifestó en la familia desde que 
nació Eugenia, pues era una niña “prietita” y su tía Lidia la marginó por 
tener la piel morena. Yolanda recuerda que su papá y su mamá no discrimi- 
naban a sus hijas; sin embargo, permitían que se excluyera a su hija Eugenia 
porque vivían en casa ajena e incluso la tía les ayudaba económicamente.” 

Casas rememora a Eugenia como una niña que se la pasaba “luchando 
y estudiando, haciendo lo necesario para que se le tomara en cuenta”, pero 
a pesar de todos sus esfuerzos fracasó en su intento por ser reconocida. Di- 
cha violencia sutil marcó a Yolanda Casas, pues mientras su hermana Irene 


18 “De las cosas que yo me preguntaba ¿por qué mi abuela materna le dejó nada más la casa a mi tía 
Lidia? ¿Por qué a mi mamá no? Porque lo que yo veía era discriminación, insisto, yo en ese momento 
no era consciente. Pero ya después con la vida lo vas procesando y te saltan una serie de cosas, pero 
yo lo absorbía, como yo absorbía las cosas era: “mi mamá era discriminada”. No violentamente, no 
hubo violencia física evidente, pero desde luego que había discriminación” (Casas, b, 2020). 


19 “Mi hermana mayor, mi tía lidia la cobijó y como económicamente mi madre y mi padre no 
eran suficientemente solventes para generar o dar, facilitarle en este caso a mi hermana Irene sus 
inclinaciones de por sí. Era buena estudiante, le gustaba la música clásica, la Ópera, pero, en serio, 
ella se la pasaba en ópera y desde jovencita. Era la gúerita de ojos aceitunados y una serie de 
características” (Casas, b, 2020). 


20 “De mis hermanos la única morena, morena fue mi hermana Eugenia y vaya que lo padeció. ¡Vaya 
que lo padeció! Yo veía que la hacían a un lado, no le daban la misma calidad que a mi hermana 
Trene, obviamente no sabía que porque era morena. Sí oía yo que era la gilerita y la prietita. Mis 
papás no, yo no veía, yo no notaba, nunca noté que ellos discriminaban, pero permitían que la 
familia sí lo hiciera, los tíos, las tías” (Casas, b, 2020). 
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tenía ganado “el paraíso tan solo por el hecho de haber nacido, las demás 
lo teníamos que ganar taloneándole en serio”. Al ver a su hermana Eugenia 
que tanto se esforzaba y no era valorada, ella misma perdió las esperanzas 
de un día poder ser reconocida: “me sentía yo descalificada de antemano”, y 
su autoestima se vino abajo. En ella se afianzó un sentimiento de fracaso, de 
no cumplir con las expectativas de su familia, y le generó una subjetividad 
gobernada por el temor: “miedo a darme cuenta yo, a confirmar, y, por lo 
tanto, que los demás se dieran cuenta que era una fracasada.”?! 

Yolanda Casas experimentó de niña aquello que Marcela Lagarde 
(2015, p. 137) plantea como el cautiverio patriarcal de las mujeres, que se ca- 
racteriza por la privación de su libertad, de su autonomía, de su independen- 
cia; la imposibilidad de gobernarse a sí mismas, de poder escoger o decidir. 
En este sentido, se observa cómo Casas vivió la dominación mediante un 
mandato de género que la estereotipaba, que la alejaba del ideal de femini- 
dad impuesto socialmente y la sometía a jerarquías familiares, de acuerdo 
con criterios clasistas y racistas. 

Mientras Irene aparecía como la “heroína”; en cambio, Yolanda se sen- 
tía “tonta” y empezó a agredirse a sí misma con expresiones como: “¡ay, Yo- 
landa!” (que para ella significaba: “¡no das una!”).? En este sentido Marcela 
Lagarde (2015) explica que la base de las frustraciones permanentes que las 
mujeres sufren se debe a los papeles estereotipados y asignados culturalmente, 
los cuales no concuerdan con la realidad que ellas viven cotidianamente. Los 
problemas que surgen por ese desfase son percibidos de manera individual, 
como si ellas fueran culpables, lo que las lleva a autoviolentarse.” 


21 La falta de confianza y autoestima refleja un problema de género, pues como lo señala Marcela 
Lagarde: “Las mujeres creen en los dioses, en los hombres, en los cuentos y en el chisme. [...] A 
pesar de la credibilidad de la mujer, de su disposición a creer en todo o cuando menos en algo, hay 
alguien que escapa a la creencia y a la fe de la mujer, alguien en quien no tiene confianza, alguien 
en quien no puede creer: se trata de ella misma” (Lagarde, 2015, p. 245). 


22 “Eso es lo que yo recibía, lo que yo percibía, porque cuando se me ocurría cuestionar lo que fuera, 
tengo hasta la fecha, me digo a mí misma y me lo quito: “¡ay, Yolanda!” El ¡ay, Yolanda! lo tenía 
yo hasta el tuétano. O sea, ¡no das una! Perdón la expresión, el pendejo lo tenía yo aquí en la frente. 
No das una. Es terrible el daño que te puedes hacer y yo decía, pero si en mi casa no hubo violencia. 
Yo era la que no servía, yo era la defectuosa porque a mí no me golpeó nadie, a mí no me insultaron, 
nadie me dijo pendeja, nadie me dijo estúpida, nadie me dijo lárgate de aquí, nadie me trató así, pero 
me lo hicieron sentir (comunicación personal con Yolanda Casas, 26 de agosto de 2020). 

23 “La conciencia católica culpabilizadora las lleva a acusarse, a violentarse contra ellas mismas, 
a buscar siempre culpables por no acertar, por haberse equivocado: “no hice lo que debía”, “yo 
tengo la culpa”, “las voy a pagar toditas”, son expresiones que recogen la culpa como explicación 
intelectual y emocional de la realidad” (Lagarde, 2015, p. 236). 
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Casas recuerda su infancia como una etapa idílica, un “paraíso” en la 
que se ve jugando con sus hermanas, en una casa grande, entre árboles; sin 
embargo, a pesar de los buenos momentos que en general experimentaba, 
había síntomas de un malestar que se expresó en la envidia que empezó a 
tenerle a su hermana Irene.” En este sentido cabe hacer un paréntesis para 
plantear que el patriarcado genera una “una escisión en el género femeni- 
no como producto de una enemistad histórica entre las mujeres” (Lagarde, 
2015, p. 95) que provoca competencia y envidia.” 

En ese contexto la señora Lidia organizaba reuniones con sus amista- 
des de la universidad en las que su hermana, María de la Luz, preparaba la 
comida; de toda su familia a la única sobrina que invitaba era a Irene. Yolan- 
da recuerda mirarla desde la mirilla de la cocina y preguntarse: “¿y por qué 
mi hermana y los demás no?”, y por eso desarrolló un sentimiento reprimido 
de “dolor, mucha frustración y mucho coraje”, mismo que se encausó sobre 
su hermana mayor quien “me caía gordísima” y fue esa afectación que le 
hizo protestar, se empezó a hacer rebelde y formó una alianza con su herma- 
na Eugenia, a quien defendía ante un trato que a Yolanda le parecía injusto.” 


24  “Yome veo así asomada viendo compartir, reír y todo, y, entre otras, a mi hermana Irene ahí y los 
demás, no [...] Los demás comíamos en la cocina. Bien, no nos faltaba nada porque comíamos 
bien y todo, teníamos todo, pero ¡comíamos en la cocina!”. 


25 “Mediante el mecanismo cultural conocido como la envidia, la mujer es enseñada a desplazar la 
insatisfacción vital y proyectarlo como deseo del otro, de lo que cree que poseen las otras y de lo 
cual, inexplicablemente para ella, ha sido privada” (Lagarde, 2015, p. 265). 


26 Hubo algunos momentos especiales en los que se desató la violencia física, como cuando todas 
las hijas se quedaban solas en casa y sus padres le daban a Irene el mando. En ausencia de los 
padres, Yolanda desafiaba a su hermana, se burlaba de ella y la hacía “salirse de sus casillas”. Irene 
le pegaba en las nalgas y la más pequeña le devolvía las nalgadas, y esta última fingía no haber 
sentido dolor, cuestión que enfurecía más a la mayor. “Si yo hacía alguna travesura que ella me 
quería reprimir, me burlaba de ella, le pasaba por enfrente chiflando para que sintiera, y claro que 
lograba mi cometido porque la encendía “[...] Y entonces Irene cuando quería reprimirme, pues 
ella sí me correteaba para nalguearme; entonces, cuando me alcanzaba me agarraba de la mano y 
yo también le agarraba la mano y entonces íbamos una detrás de la otra así, entonces ella me daba 
una nalgada y yo le daba otra nalgada [...] yo sí sentía sus nalgadas que me ardían, pero en serio. 
¡Ah, pero la Yolanda ni una lágrima la condenada! [...] y yo pasaba como diciendo: “mira ni me 
dolió ni me importa” y la sacaba de sus casillas, pero era pura envidia. Hice otras cosas ya peores 
de grande sin darme cuenta, juro que no me daba cuenta, pero viéndome como ser humano, todo 
esto lo hice porque yo quería tener lo que ella tenía” (Casas, b, 2020). 
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LA TRAICIÓN DEL “DIOS-PADRE” Y LA REBELIÓN EN LA FAMILIA 


Yolanda Casas era muy apegada a su padre, y lo recuerda como a un 
“hombre débil”, quien cedía la autoridad a su esposa para tomar las deci- 
siones en el hogar.” Ella se sentía “súper orgullosa” de él, pues era jefe de 
producción en una estación de radio y lo admiraba como si fuera “su Dios”. 
Su padre no representaba para ella una figura represiva, machista o violenta; 
por el contrario, era un hombre idealista y romántico que a veces le escribía 
poemas, quien la hacía sentir especial, y con los años se dio cuenta de que 
“era yo la consentida de mi padre” (Casas, b, 2020). 

Aunque Casas no percibe que hubiera machismo o discriminación 
de género en su hogar,* la tía Lidia sí ejerció un control patriarcalista, 
pues aunque socialmente los opresores son en primer término los varo- 
nes, también las instituciones como la Iglesia o el Estado ejercen domi- 
nio en las familias mediante la institución del matrimonio, las normas, 
las costumbres y las creencias que regulan las relaciones sociales como 
parte del contrato sexual,” mismas que eran reproducidas mediante el 
estereotipo de mujer hegemónico que primaba en su familia,” el cual era 


27 “Mi papá cedía toda la autoridad a mi madre. En ese sentido, más bien voy a caracterizarlo como el 
débil, como el que no asumía responsabilidad para tomar decisiones. No discriminaba, pero ahora 
sí que le dejaba todo. No había tampoco, digamos, una autoridad, pues como se maneja en nuestra 
sociedad. Entonces, efectivamente, no había patriarcado en mi caso, pero a lo mejor sí había, de 
alguna manera, una carencia de autoridad que mi padre, a fin de cuentas, yo siento, con todo el 
amor que le he tenido siempre, que fue el débil de la situación” (Casas, b, 2020). 


28 “Digo pues seguramente tenía rasgos, si vivías en una sociedad machista, pero que fuera lo que 
marcara, definitivamente, no, pero sí llegaba a la conclusión de que la discriminación era de 
tipo intelectual y de... no sé cómo, se me fue ahorita... de discriminación de condición social 
económica, clasista, y también, por lo tanto, porque muy asociado, si eres de piel morena o si eres 
de piel blanca” (Casas, c, 2020). 


29  “Verel contrato de matrimonio como si fuese un contrato de empleo es, no obstante, olvidar nuevamente 
el contrato sexual. Una esposa no es como un trabajador, y las mujeres no pueden convertirse en 
“trabajadores” en el mismo sentido que los varones. El contrato de matrimonio no es como el contrato 
de empleo: más bien el contrato de empleo presupone el de matrimonio. O, para señalar la cuestión 
desde otro punto de vista, la construcción del “trabajador” presupone que es un hombre que tiene mujer, 
un ama de casa, que cuida de sus necesidades cotidianas” (Pateman, 1995, p 183). 


30 En la educación de Yolanda Casas el estereotipo de la mujer conllevaba ser “buena madre”, 
confinada al seno familiar y dedicada a los quehaceres domésticos: “Yo me sentía... pero me daba 
una seguridad hasta de futuro, yo decía, yo no voy a estudiar, yo no voy a hacer carrera, yo no 
tengo necesidad de trabajar, yo voy a ser como mi mamá y nada más conquisto un hombre como 
mi papá. Ese era mi proyecto de vida, Francisco, en serio. Además, yo los veía unidos, y yo me 
dedico a mi casa, y unidos, y yo me dedico a mi casa, y mi papá y mis hijitos y la familia unida 
feliz por siempre amén. Eso a los 15 años, Yolanda así pensaba” (Casas, b, 2020). 
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personificado por Lidia e Irene (la tía y la hermana mayor de Yolanda, 
respectivamente).*' 

Otro elemento que revela una existencia de estereotipos patriarca- 
les en la familia de Casas es su figura paterna. Marcela Lagarde analiza 
las subjetividades que permean las relaciones de dominación de género, 
encontrando que existe una tendencia entre las féminas al endiosamiento 
de los varones, como parte de una herencia religiosa en la que el hombre 
tiene las características y atributos de una divinidad y, la mujer, la de los 
fieles.*? Con base en la mirada antropológica anterior, se puede entender 
por qué el progenitor sería uno de los pilares más importantes de Yolanda 
Casas, quien le daba seguridad, pues su amor le servía de ejemplo para 
lograr un hogar ideal, donde tuviera un esposo igual a su padre, para al- 
canzar tener su “familia feliz”.** La subjetividad de Casas, así como de la 
cultura patriarcal de la que se nutrió, la dotó de un gran idealismo que la 
llevaba a proyectar sus esperanzas en la fantasía** de reproducir una fami- 
lia “feliz para toda la vida” igual a la que ella tuvo.* 


31 “Cuando mi tía Lidia hacía reuniones en la casa e invitaba a sus compañeros de escuela de la 
universidad mi mamá era la que cocinaba, la que hacía el quehacer, cocina y todo, y cuando había 
fiesta pues triple chamba, porque era demás con metate, el mole ahí se hacía, no era el doña maría 
para nada. [...] Yo por eso, hasta la actualidad, eso de que a las personas que ayudan en las casas 
las sienten aparte y las marginen, ¡híjole, me pone gris de coraje! Yo muy pocas veces he tenido 
necesidad de contratar alguien que me ayude, pero para mí es de la familia, nada de que tú aparte 
como de segunda, tercera, de cuarta y quinta. Pero es que todo esto, ese es el tipo de violencia, y 
que además no la maneja nadie como violencia: tú te la chutas y de alguna manera estás en contra, 
te está lastimando, pero no tienes manera de decirlo ni de hablarlo” (Casas, b, 2020). 


32 “El hombre es omnipotente en relación con la mujer, la cual se deposita en él como objeto, lo 
espera todo de él, pone su vida en sus manos en la más absoluta dependencia; ella parece estar 
conformada por una naturaleza distinta y desde luego inferior, por eso lo admira, lo ama: acepta el 
poder absoluto de los hombres sobre su persona. La mujer asume en su relación con los hombres 
el poder patriarcal” (Lagarde, 2015, p. 254). 


33 “Lo veo romántico, que le gusta escribir poemas porque además mi papá escribía. El me hacía 
poemas cada cumpleaños. Yo le decía “a mí no me des regalos, a mi hazme poemas”. Y mi padre 
me cumplía mis regalos. Tenía idealizada yo la figura paterna, mi papá un hombre idealista” 
(Casas, a, 2019). 


34 “La felicidad a la que aspira [la mujer] es idealista, no recoge las contradicciones de la existencia y 
por ello, no es realizable, es fantasiosa [...] La base de la fantasía de las mujeres se encuentra en la 
imposibilidad de consumar el ideal que la feminidad le plantea de acuerdo a su grupo”. (Lagarde, 
2015, p. 265). 


35  “...si vivo para contarlo, yo quiero vivirlo así, con mi familia feliz, como seguía siendo... [...] 
Pero realmente mi obsesión de la vida familiar así... no sé, religiosa, unida, feliz para toda la vida 
eternamente amén. Esa la seguía yo trayendo, estaba dentro de mí. Ese seguía siendo mi proyecto 
personal” (Casas, a, 2019). 
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Cuando ella cumplió los quince años llegó una coyuntura que la de- 
vastaría. Su adorado padre, a quien rememora como “su Dios humano”, 
andaba de “facilote” con una mujer de su trabajo y, tomándola por sorpresa, 
un día se enteró de que a su progenitor lo habían despedido del trabajo y que 
estaba borracho en una cantina queriéndose suicidar porque su amante lo 
había dejado.** Desde entonces Casas quedó marcada por sentimientos de 
traición, coraje y frustración, entrando en una profunda crisis.*” 

Casas recuerda que no contaba con herramientas que le permitieran 
digerir o interpretar lo ocurrido, hecho que derivó en que su identidad se 
quebrara. La manera dogmática con la que asumía su realidad chocó con la 
crisis de su padre y la marcó para toda su vida, pues recuerda que se vino un 
derrumbe total de sus esperanzas, sus ilusiones y sus sueños al ver que su 
“su papá Dios” se quería suicidar y que había traicionado a su madre y a toda 
su familia con el adulterio. La joven, de apenas quince años, vivió el drama 
a flor de piel de la desintegración de su familia y “mi vida de color de rosa 


se convirtió en un hoyo negro dentado”.* 


36  “Truena la familia, entra mi hermana y dice: 'nos tenemos que ir rápido porque mi papá está 
afectado y se quiere suicidar”. Yo no recuerdo haber escuchado esa palabra suicidio antes, pero 
desde entonces se convirtió para mí en un trauma. ¡Mi papá, mi Dios humano se quiere suicidar! 
¡Y lo peor es que yo sin tener la menor idea de qué pasaba! ¡Mimmta madre!” (Casas, a, 2019). 


37 “Y por eso me siento traicionada por mis padres y por Dios, porque yo le rezaba a Diosito como 
yo lo había concebido. Nosotros éramos católicos, pero no tan católicos. A mis papás yo nunca 
los vi en misa ni rezando, pero sí nos inculcaron que fuéramos a misa el domingo, aunque ellos no 
fueran. La primera comunión, el bautizo... pero es lo que a mí me empieza a mover, es lo que me 
saca a mi adelante después de la alta traición que, según yo, viví, para mí fue eso, porque insisto 
me dejaron sin de dónde agarrarme cuando yo no tenía aún mis propios elementos, mis propias 
herramientas emocionales, mentales; además, con una fuerte tendencia idealista, el amor... ¡la, 
la, la! Es ahí, entonces, que me siento traicionada: que se amaban, la pareja ideal, ¡ajá!, ¡25 años 
de casados y no era cierto!, ¡mira, fuiste infiel! Entonces, todo lo que me inculcaron era mentira” 
(Casas, a, 2019). 


38  “Alos quince años es cuando se me viene el mundo abajo, estas en la adolescencia cuando todavía 
estas formándote, ubicándote, apenas te estás formando, cuando se te viene debajo de lo que te 
estás sosteniendo, te quedas en serio, es literal, te quedas colgada” (Casas, b, 2020). 
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EL EMPODERAMIENTO DE YOLANDA CASAS Y LA BÚSQUEDA DEL 
“CIELO PERDIDO” 


En la educación católica que le inculcaron a Yolanda Casas las cosas 
eran “buenas o malas”, “era todo o nada”, por ello pensó que no había forma 
de que su padre enmendara su error, pues asumió que lo que había hecho 
era una “alta traición” y sintió que todo lo que le inculcaron “era mentira”. 
Aunque Casas no contaba con conceptos que le permitieran asimilar la expe- 
riencia que se salía del estereotipo de “familia feliz”** con el que fue educada, 
en vez de reproducir la ideología patriarcal y culparse a sí misma, decidió 
ser transgresora, pues no solo abandonó su fe en su primogenitor, sino que 
también dejó de creer en Dios, pues a pesar de sus rezos nunca fue escuchada, 
y le pareció que siendo una “buena niña” no merecía que el “todo poderoso” 
la castigara.* Por lo tanto dudó de su existencia, pero entró en una profunda 
crisis existencial, pues en algunos momentos sentía miedo y culpa de irse al 
infierno. Yolanda asumió la “traición de su padre” como una situación que la 
obligaba a rebelarse, y de esta manera inició su empoderamiento,*! pues de ser 
dócil y obediente se volvió respondona, más independiente y rebelde.” 


39 “La felicidad es también genérica: las mujeres en particular deben encontrar la plenitud, deben 
ser felices como madresposas, en el espacio de la familia: de la conyugalidad y de la maternidad. 
Cualquier otra búsqueda es reprobada, como se reprueba también la infelicidad conyugal y 
maternal. La infelicidad femenina es considerada producto de la incapacidad personal de la mujer 
y, consecuentemente, ella es culpabilizada por ser infeliz” (Lagarde, p. 332). 


40 “Y en determinado momento, inconscientemente, porque cuando lo hicimos no teníamos conocimiento, 
simplemente era revelarnos a... nos soltamos, y digo entre comillas, de la religión sin saberlo, nos 
estábamos soltando de un Dios impuesto, de un Dios controlador, de un Dios manipulador, de un Dios 
hijo de la chingada, castigador, cabrón, todo poderoso que está encima de ti viéndote, checándote: ya te 
fuiste nomás tantito para acá, ¡castigo, eh, pecado mortal!” (Casas, c, 2020). 


41 “La tesis en que se fundamenta consiste en que el poder debe ser un atributo de las personas, de 
cada una de ellas, y de los grupos y categorías sociales. El inventario del poder en este sentido 
corresponde con los estragos que han hecho la superposición de órdenes de monopolización 
de poderes de dominio en franjas, grupos y categorías sociales cada vez más reducidas [...] el 
empoderamiento de las mujeres implica la desaparición de los mecanismos de poder patriarcales 
fundados en la opresión de las mujeres. El empoderamiento de las mujeres hace inobjetable y 
además necesario cambiar normas, creencias, mentalidades, usos y costumbres, prácticas sociales 
y construir derechos de las mujeres” (Lagarde, 2020, pp.121 y 124). 


42 “Y por eso me siento traicionada por mis padres y por Dios, porque yo le rezaba a Diosito como 
yo lo había concebido [...] después de la alta traición que, según yo, viví, para mí fue eso, porque 
insisto me dejaron sin de dónde agarrarme cuando yo no tenía aún mis propios elementos, mis propias 
herramientas emocionales, mentales; además, con una fuerte tendencia idealista, el amor... la, la, la. Es 
ahí, entonces, que me siento traicionada: que se amaban, la pareja ideal, ¡aja!, ¡25 años de casados y no 
era cierto!, ¡mira fuiste infiel! Entonces, todo lo que me inculcaron era mentira” (Casas, b, 2020). 
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Según ella, un sentimiento de “soberbia y coraje” le permitió sobre- 
ponerse y enfrentar la desolación que sentía, para dejar de ser la niña “mie- 
dosa, buena y dócil” y procurar ser una mujer atrevida y valiente. Aunque le 
sudó todo el cuerpo de miedo, salió sola de casa a los 16 años y decidió con- 
seguir un empleo y ser más autónoma.* Fue entonces que empezó a romper 
con los estereotipos de género, pues a pesar de que su madre se resistía a que 
sus hijas salieran del hogar y trabajaran, la traición de su padre la llevó en 
contra de las normas establecidas y así inició una larga historia personal de 
pequeñas y grandes rebeliones. 

Hacia 1962, en la Ciudad de México, Irene y Eugenia, las hermanas de 
Yolanda Casas, quienes ya estaban casadas, siguieron sus estudios de prepa- 
ratoria y vivieron un contexto de agitación política. En México la Revolución 
Cubana de 1959 influyó en el sector estudiantil, en el ala cardenista del Partido 
Revolucionario Institucional (PRI) (Pellicer, 2002, p. 363), en el Partido Co- 
munista Mexicano (PCm), el Partido Obrero Campesino de México (POCM) y 
el Partido Popular (PP) (Alonso, 1972, p. 261). El 7 de junio de 1960, Lázaro 
Cárdenas, inconforme por la represión a los ferrocarrileros* y el deterioro del 
régimen priista, declaró que México no estaba a salvo de una nueva revolu- 
ción; además, criticó la existencia de los grandes monopolios y los consideró 
la causa de la inquietud social, lo que inició una agitación de la izquierda del 
PRI y del movimiento comunista mexicano que derivó en la creación del Mo- 
vimiento de Liberación Nacional (MLN) en 1962 (Moguel, 1989, p. 143). 

En ese contexto, José Revueltas y otros militantes al ser expulsados 
del PCM en 1960, fundaron la Liga Leninista Espartaco. Poco tiempo después 
esta nueva organización se dividió y nuevamente Revueltas fue expulsado. 
Más tarde, en 1962, otras fracciones excluidas del PCM conformaron el Parti- 
do Comunista Bolchevique que cambiaría por el nombre de Liga Comunista 
Espartaco (Fernández 1978, pp. 55-87). 


43  “...en su momento yo sentí traicionados, porque lo fueron, porque ahí estaban, pero tuve que tener 
todo el proceso primero de rebeldía; entonces, no es porque mis papás dijeron que así era, sino 
porque yo lo tuve que aprender” (Casas, b, 2020). 


44 “El 16 de noviembre de 1959, Lázaro Cárdenas trató personalmente con Adolfo López Mateos la 
liberación de los presos acusados del delito de “disolución social”. El presidente respondió: “no son 
reos políticos, son delincuentes que las autoridades competentes tienen que juzgar”. (Cárdenas 
citado en Condés, 2007, p. 194). 
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En 1963, las hermanas mayores de Yolanda Casas y sus respectivos 
esposos empezaron a militar en esta última organización.* Por medio de 
ellas conoció a Arturo, un joven marxista al que llorando le confesó que ya 
no creía en Dios y que tenía miedo de un castigo divino. El muchacho soltó 
una carcajada y le prestó el manual de marxismo de Politzer (1978) y luego 
estuvo charlando con ella, explicándole que “estamos luchando por el amor, 
por la justicia, la libertad, la paz, la igualdad de todos los seres humanos”. 
Yolanda se identificó con esas palabras, pues había sido discriminada en su 
propia familia y le hacía sentido la lucha por la igualdad y en contra de las 
injusticias.** Sintió euforia y se sonrojó de la emoción, luego pensó: “de aquí 
soy, esto quiero hacer con mi vida”. 

Yolanda Casas a los 18 años consiguió un nuevo trabajo como secre- 
taria en una empresa privada y comenzó a militar en el Partido Comunista 
Bolchevique.” Ella escuchó el discurso de algunos de sus camaradas, quienes 
hablaban de “odiar a la burguesía”, pues para ser militante debía desarrollarse 
un “odio de clase”. Resulta interesante que Casas sintió que ella “estaba mal”, 
pues no podía odiar a los empresarios ni al presidente y, por temor a que se le 
criticara, optó por ocultar su sentir, pues en su partido la lucha marxista-leni- 
nista estaba pensada como una organización guiada por el pensamiento “cien- 
tífico y objetivo”, frente al cual sobraban sus sentimientos. 

A pesar de que tenía que trabajar para sostenerse, fue una militante 
entregada que participó entusiastamente como brigadista, pues además de 
buscar un cambio revolucionario, inconsciente y subjetivamente sentía que 
su vida tendría como objetivo recobrar el “cielo perdido” que le había sido 


45 Sí, estaba Irene y María Eugenia, Sigfrido y Máximo que eran sus respectivos esposos. Máximo, 
también economista. Máximo, buen militante. Ellos ya estaban. Cuando yo regreso de Guadalajara 
a México, ellos ya estaban participando en la organización (Casas, b, 2020). 


46  “[...] vivir en casa de la hermana mayor de mi madre, que era la que mandaba, decidía, la que tenía 
carrera, la que tenía lana, pues hizo que mis padres se sometieran a una serie de cosas; sin que fuera 
muy explícito, nosotros los hijos teníamos que responder a eso. Y como mi hermana mayor sí se 
manifestaba con el estudio, por el lado del estudio, de la preparación, de la cultura, del ballet, de la 
ópera, etc. Entonces, estos personajes de mi infancia, la tía, sobre todo... era ayudar, era auxiliar, 
porque además ella no tenía hijos y pues se realizaba en mucho con esta hermana mayor que sí le 
respondía a sus expectativas, pues tú estás viendo seis años abajo, eso, entonces así y pues lo que 
ya traes demás, no pues está en chino, además a ella se le acercaba todo: ella comía con las visitas, 
nosotros, no, nosotros comíamos en la cocina. Todo eso, aunque no fuera de palabra, tú estabas 
absorbiendo todo eso. Entonces, esa diferenciación, pero callada, sutil, hace más daño” (Casas, c, 
2020). 


47 Las tres hermanas transitaron por el Partido Comunista Bolchevique que luego cambió su nombre 
por el de Liga Comunista por la Construcción del Partido Revolucionario del Proletariado, para, 
finalmente, llamarse Liga Comunista Espartaco (LCE) (Casas, a, 2019). 
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arrebatado con la separación de sus padres. Para ella la seguridad y calidez 
que le prodigaba el hogar serían sustituidas por la camaradería y las certezas 
revolucionarias de su organización espartaquista. La militancia de Yolanda 
Casas estuvo impregnada de un idealismo, que no estaba fundado solo en 
ideologías, sino en una necesidad de armonía, de amor, de perfeccionamien- 
to del mundo, en el cual se albergaban muchas injusticias. El poema de su 
autoría titulado Cielo es revelador: 

El cielo en su infinita extensión, azul, soleado y apacible, bajo el cual 
transcurría su aun naciente adolescencia. De pronto sin el menor asomo 
de tormenta, ese mismo cielo confiable, seguro y armonioso, se cubrió de 
terribles nubarrones de cuyas entrañas, así sin más, salían truenos ensor- 
decedores de fuego y traición. Su hasta entonces apacible y sereno cielo, 
se transformó en un gran hoyo negro, tragándose en su espantosa oquedad 
desdentada, a su cielo estrellado que alumbraba sus sueños tranquilos por la 
noche. Mientras que de día el sol y la brisa matutina, la envolvían cobijando 
sus anhelos y esperanzas. A partir de entonces ella solo existe para recobrar 
su cielo azul, tranquilo y apacible, que tanta seguridad y calidez le prodigaba 
en su inocente iniciada adolescencia (Casas, 2018, p. 26). 

Casas, después de un largo proceso de reflexión, concluyó que si bien 
participó en el movimiento espartaquista y se empapó de la ideología mar- 
xista-leninista, comulgó profundamente con las ideas comunistas, pero, so- 
bre todo, con los ideales humanistas que de ellas se desprendían, y que, por 
lo tanto, dicho marxismo le dio un vehículo, un conducto “para yo llevar 
a cabo mi lucha personal”, que consistía en alcanzar el ideal de “amarnos 


todos, que el amor fuera realidad y no falsas promesas”.* 


48 “Yo no me metí a la lucha revolucionaria, ¡uy!, porque estaba yo enteradísima de la lucha de 
clases y del marxismo-leninismo en su esplendor, ¡mmmta, para nada! ¡Para nada! Me doy cuenta 
ahora que yo no era marxista-leninista, yo creo que mi tendencia era más humanista. El marxismo- 
leninismo era la lucha que se estaba llevando a cabo en esa etapa de la historia de México, fue 
la que me dio a mí el vehículo, el conducto, para yo llevar a cabo mi lucha personal, vamos a 
decirlo así. [...] Y viendo como era Yolanda entonces [...], había un gran idealismo, una gran 
necesidad de amaos los unos a los otros ¡Me caí! Sí... A los quince años es cuando se me viene 
el mundo abajo, estás en la adolescencia cuando todavía estas formándote, ubicándote, apenas 
te estás formando, cuando se te viene debajo de lo que te está sosteniendo, te quedas en serio, es 
literal, te quedas colgada. A partir de eso, surge la posibilidad de participar en un movimiento que 
me dicen es de amor, de libertad, de igualdad para todos los seres humanos, dije: “¡vénganos tu 
reino, de aquí soy!”. Desde luego que me integré, claro que sin saber si era marxismo-leninismo. 
Pero era luchar por eso, yo por esa línea, ¡Órale!” (Casas, a 2019; b, 2020). 
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LA MATERNIDAD Y LAS TENSIONES DE GÉNERO ENTRE 
MILITANTES- HERMANAS 


Hasta aquí hemos visto dos coordenadas importantes que configura- 
ron la subjetividad de Casas: el sentimiento de injusticia y la rebeldía como 
reacción ante la traición, y el racismo y clasismo que sufrió en su hogar, pero 
cruzado por una coyuntura familiar que puso en crisis algunos valores mo- 
rales que eran muy importantes como la fidelidad, la lealtad y el respeto.” 

En Yolanda Casas el idealismo y la búsqueda de un mundo igualitario 
y lleno de amor eran las subjetividades que hacían que valiera la pena los pe- 
ligros a los que se enfrentaba como militante comunista. Ella y otras mujeres 
del movimiento espartaquista hicieron propaganda política con los obreros 
ferrocarrileros. Casas explica que entró con un gran idealismo, con mucha 
inocencia, gozando eso que ella consideraba que quería hacer, porque le daba 
sentido a su vida, y por eso disfrutaba las madrugadas en que hacían propa- 
ganda en los camiones que transportaban a los obreros. Era una actividad muy 
peligrosa, pues los “charros” sindicales tenían una férrea vigilancia con gua- 
ruras armados quienes en algunas ocasiones les llegaron a dar una corretiza. 

Yolanda Casas como parte de las bases de la LCE no recuerda que 
sufriera discriminación de género en su organización, pues nunca se sintió 
limitada en su quehacer político. Lourdes Quiñones, una militante del movi- 
miento espartaquista que pertenecía a la Asociación Revolucionaria Espar- 
taco (ARE), quien tuvo un trato directo con la dirección de su organización, 
reconoce que hasta ese momento ella pensaba que todos los hombres eran 
corruptos y machistas, sin embargo, cuando se acercó al movimiento des- 
cubrió que también “había hombres mejores”, que eran sensibles, que en- 
tendían las disparidades y no tenían prejuicios en contra de las mujeres. Se 
encontró con compañeros a los que recuerda como seres inteligentes, apre- 
ciables, respetables y queridos, pero, si bien había una voluntad de cambio 
en muchos de ellos, también “somos seres humanos” y “si le escarbas tantito 
sí tienen algo de machistas”. Ella se dio cuenta de que algunos varones apro- 
vechaban los “privilegios” sociales que tenían y que a pesar de estar en una 
organización revolucionaria no estaban dispuestos a renunciar a ellos, pues 
les favorecían (Quiñones, 2020). 


49  “[...] aunque al mundo le valiera yo gorro, pero mi núcleo familiar estaba integrado, yo era parte 
de ese núcleo familiar, lo había logrado, mal que bien, ahí estoy y con los valores: fidelidad, 
lealtad, respeto, bla, bla, bla, lo que me inculcaron mis padres” (Casas, b, 2020). 
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En sus primeros meses de militancia, Yolanda Casas conoció a un 
joven español llamado Manolo quien pertenecía a la LCE pero que pronto 
abandonó su militancia. Casas recuerda que su madre al ver al joven le 
dijo: “ese me gusta para ti”. Ella no lo había contemplado como un pre- 
tendiente, pero quizás aquel comentario de su primogenitora detonó un 
mandato de género tendiente a reproducir el matrimonio con un hombre 
que cumplía con el estereotipo masculino aceptable en su familia, pues 
después de ese comentario comenzó a interesarle y se hicieron novios.*% 
Aquel mandato de género estaba relacionado con la violencia sutil que 
había padecido desde niña, que la hacía pensar en el matrimonio como 
una manera de legitimarse, de proyectarse como una mujer “realizada”, 
quitarse la sombra del “fracaso” y desmarcarse de su hermana Irene.” Ella 
recuerda que en esa relación nunca hubo amor, pero que se casaron porque 
para ejercer su sexualidad se sintieron obligados a cumplir con el mandato 
social del matrimonio. Poco después de que nació su primera hija, Manolo 
y Yolanda decidieron divorciarse.?? 

A pesar de las dificultades que la maternidad y el matrimonio repre- 
sentaron para Casas, su proceso la llevó a transgredir los roles de género, 
pues además de desmarcarse de la institución del matrimonio, ella se inclinó 
por seguir participando en la política, otro de los ámbitos de la vida pública 
que estaban vedados para las mujeres en la sociedad patriarcal del México 
de la década de 1960.* 


50  “[...] y cuando regresó a Guadalajara me comentó a mí: “conocí un españolito muy agradable, me 
gusta para ti”. Palabra de honor, Francisco, de veras, créemelo porque es verdad. Cuando conocía 
a Manolo para nada me acordé de eso de mi mamá, pero fíjate como era eso, yo tomé eso que decía 
mi mamá casi, casi como decreto; inconscientemente, yo di por hecho que Manolo era para mí, 
íbamos a ser pareja pues. Por eso te digo que ni siquiera yo enamorada, yo no me di ese chance de 
enamorarme, era buscando la pareja que otros de alguna manera decían que era para mí y era mi 
mamá; entonces, y como insisto, sin darme cuenta yo andaba queriendo formar la familia feliz y 
unida como eran mis papás y mi familia” (Casas, b, 2020). 

51 “El matrimonio me daba seguridad y me daba como... estar yo teniendo una forma de triunfo, de 
valía, de no necesito a Irene para yo hacer mi vida a mi manera” (Casas, b, 2020). 


52 “Estaba muy claro que el cuate ya no estaba a gusto y entonces un día lo encaré y le dije que yo 
notaba eso y que si él no quería seguir casado conmigo... y sí me acuerdo, sus palabras se me 
quedaron para siempre porque me dijo, agachó la cabeza y me dijo: “es que no sé cómo hago más 
daño”. Y pues para mí fue la respuesta y bueno nos separamos, y ahí viene mi drama, pero ya 
estábamos militando y al poco tiempo él dejó de militar. Él agarró otro camino y yo seguí en la 
militancia” (Casas, b, 2020). 


53 “El patriarcado es un sistema jerárquico, pero tal que establece conjuntos de relaciones de los 
hombres entre sí que están en función de asegurar su dominio sobre el conjunto de las mujeres. 
Habría que analizar cómo funciona este sistema de pactos, pues los pactos tienen distintos grados 
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Es importante apuntar que Casas recuerda su militancia como la eta- 
pa más feliz de su vida, pues en su organización vivió un proceso “que 
le enseñó muchísimo”. En este sentido, distingue que si bien en su parti- 
cipación como espartaquista sufrió la represión y tuvo sobresaltos por el 
hostigamiento policiaco, nada de eso la marcó ni la “traumó”. En cambio, 
su vida familiar es lo que le ha afectado más.** Por lo tanto, la maternidad 
le representó la mayor de las transgresiones, pues como lo señala Marcela 
Lagarde (2019) en la sociedad mexicana “el espacio de la maternidad, de la 
madre, de la mujer, es la familia”. Por esta razón en la militancia de Yolanda 
Casas la maternidad significó enfrentarse a duros conflictos familiares, pues 
al ser transgresora de las normas de género (mujer divorciada, trabajadora, 
militante) se enfrentó a un enjuiciamiento social por no cumplir con los es- 
tereotipos y mandatos de género.** 

En el proceso de ruptura marital, además de responsabilizarse del cui- 
dado de su hija, tuvo que trabajar como secretaria, participar en su organiza- 
ción política y darse tiempo para ir a las marchas. En medio de las tensio- 
nes del divorcio, su exesposo pretendió quedarse con su hija y la secuestró. 
Ella, desesperada, buscó ayuda con un policía judicial que “hacía trabaji- 
tos”, quien le dijo: “te vamos a regresar a tu hija, pero le vamos a dar una 
calentada [a su exesposo]”. Ella se negó a que lo golpearan, pero el policía 
Insistió en que él tenía unos amigos que se dedicaban a tramitar divorcios, 
convenciéndola de que fueran a verlos para “tomar un café”, sin embargo, 
fue una gran sorpresa para ella cuando el auto del judicial en vez de ir a una 
cafetería se paró en el estacionamiento de un hotel; ella, imaginando que se 
trataría de una violación, gritó desesperadamente y el hombre, al ver que 


de cohesión, de laxitud, son pactos metaestables, pueden asumir o no formas institucionales, tener 
una cierta explicitación social o ser simplemente guiños simbólicos. Se interiorizan en sus sujetos 
como rasgos de carácter o signos de identidad por los cuales yo me reconozco en mi semejante y 
excluyo al otro: pueden ser pactos meramente simbólicos o con trasuntos materiales o de diferentes 
tipos. Pero en último término, evidentemente, es un sistema de pactos entre los varones que 
históricamente se puede ejemplificar” (Amorós, 2001, p. 109). 


54 “Mis traumas son de otro tipo, en las cuestiones familiares, en las relaciones familiares. Es lo que 
me ha afectado muchísimo y muy fuerte, y es de las cosas que me han costado muchísimo trabajo 
sacarlas adelante” (Casas, 2020). 


55  “Ladivorciada por iniciativa propia subvierte varios tabúes: el tabú de la conyugalidad dependiente 
para sobrevivir, el tabú de la servidumbre voluntaria sumisión, obediencia y renuncia, y el tabú de 
ser propiedad del cónyugue” (Lagarde, 2019, p. 344). 


56 “Estaba en la preparatoria y en ese entonces estaba yo viviendo con ella. Porque ya sin marido y sin ... 
Ahí, andaba yo con mis hijitas, bueno con mi hijita porque... Ahora sí que de una casa a otra... cargando 


con hija y pañaleras y, en fin, ya sabrán” (Casas, comunicación personal, 16 de agosto de 2020). 
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otras personas presenciaban la escena, la dejó escapar del lugar. Casas sufrió 
una agresión que viene de un mandato de violación patriarcal, según el cual 
los hombres genéricamente usan la violencia sexual como castigo o disci- 
plinamiento de aquellas mujeres que han transgredido el orden de género.*” 
A Casas lo que más le dolió no fue el divorcio ni el intento de violación del 
que fue víctima, sino que le pesaba perder a su hija, situando un problema 
de género importante, pues de acuerdo con la hegemonía patriarcal “la mu- 
jer debe ser madre”. Para ella perder a su hija significaba caer en el terrible 
estigma de la “mala madre” que a su vez significaba ser “mala mujer”.* A 
continuación veremos cómo este estereotipo de mujer y de madre afectaría 
su militancia política y la de sus hermanas. 

Casas compartía la militancia con su hermana Irene, pero había claras 
diferencias políticas entre ambas, que se remontaban a una violencia sutil en 
el seno familiar. Irene, al haber sido privilegiada en la familia, cumplía con el 
estereotipo familiar de una mujer blanca, estudiosa e inteligente que se inclinó 
por la formación teórica y el trabajo político e intelectual. Mientras que Yo- 
landa, al haber sido menospreciada, se alejó de la escuela para reivindicarse 
como una mujer “práctica”.*” Yolanda veía a Irene como aburguesada, pedan- 
te y frecuentemente tenía discusiones con ella. Fue su propia historia familiar 
la que le llevó a tener desconfianza y rechazo hacia los “intelectuales”, pues 
explica que ella “siempre quiso ser de base”, y prefería el trabajo político prác- 
tico como brigadista, pues consideraba que el aprendizaje mayor estaba en las 
calles o fábricas, en el trato directo con la gente y con los obreros. 


57  “[...] la violación se percibe como un acto disciplinador y vengador contra una mujer genéricamente 
abordada. El mandato de castigarla y sacarle su vitalidad se siente como una conminación fuerte 
e ineludible. Por eso la violación es además un castigo y el violador, en su concepción, un 
moralizador” (Segato, 2003, p. 31). 


58 “Mujer es la que es madre. Por eso parir al “dar a luz”, al “dar la vida”, al “traer hijos al mundo”, 
la mujer nace como y para la sociedad y para el Estado, en particular para la familia y el cónyuge 
(existente o ausente), y para ella misma.” [...] Así como la madre es un personaje bueno, es 
necesario precisar que en la relación directa, todas las madres son malas porque las mujeres nunca 
logran ajustarse al estereotipo, y aun cuando se acerquen a él son malas madres porque nunca 
logran satisfacer el deseo real e imaginario, consciente e inconsciente, del otro” (Lagarde, 2019, p. 
295 y 301). 


59 “Entonces, era también decirle a mi hermana, porque para ella yo era la practicista: “por eso no se 
va a lograr nada, Yolanda. Porque no estudian, casi no estudian, no se forman... y la vanguardia”. 
Entonces, era la vanguardia de la vanguardia, le decía yo; entonces, hasta en eso teníamos unos 
roces fuertes mi hermana y yo, porque ella de los intelectuales, desde entonces los intelectuales, 
yo desde entonces los intelectuales, por eso bromeamos Carlos y yo, le digo: “¡ay, es que los 
intelectuales me caen regordos! El caso es que mi hermana era de la vanguardia y yo era practicista 
y nos decía: “no, bola de practicistas” (Casas, b, 2020). 
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Para Yolanda Casas el distanciamiento con aquellos militantes que se 
decían “teóricos” también venía de la actitud divisionista de algunos líderes 
de su organización, pues en la LCE había fuertes pugnas político-1deológicas, 
existiendo una competencia entre algunos líderes (varones), cuestión que 
llevó a una cadena de purgas que terminaron disolviendo al espartaquismo 
(Moreno, 2020, p. 1125), al grado de que llegó a haber un caso de asesinato 
político al interior de la Liga Comunista Espartaco. Producto de dichas 
tensiones, entre 1967 y 1968, la LCE se dispersó. 

Hacia 1968, Eugenia, Irene y Yolanda Casas se salieron de su orga- 
nización, pero las dos primeras, que ya tenían varios hijos, decidieron dejar 
la militancia política y en cambio se dedicaron al hogar y al cuidado de sus 
hijos, y, poco a poco, estudiaron una carrera universitaria: la primera, en la 
Facultad de Filosofía y Letras; la segunda, en la Facultad de Economía de 
la UNAM. Yolanda Casas recuerda que sus hermanas abandonaron principal- 
mente la militancia “por la familia” y empezaron a presionarla a ella para 
que dejara el movimiento, argumentándole que ya tenía una responsabilidad 
como madre. Ella tuvo conflicto con sus hermanas, pues decidió continuar 
con la lucha política, pues su realización personal no dependía de su papel 
como progenitora, sino que su identidad había cambiado, y se asumía como 
“luchadora”, como una sujeta política que pugnaba por una transformación 
social. La lucha revolucionaria significó para Casas la posibilidad de ser una 
mujer empoderada, y pudo dejar a un lado sus miedos para demostrarse a sí 
misma que podía ser autónoma y que “sí puedo”.% 


60 “Como en el 67, dijimos ya basta de dividirnos... que si la paz de Brest-Litovsk, que si estalinistas, 
que si trotskista... ¡ahí se ven, bye! Cada quien se fue por su lado, no sé si siguieron, no tengo la 
menor idea, pero aquello era ridículo ya. La división al infinito” (Quiñones, 2020). “Yo no estoy 
en una organización de estas para estar peleando, yo no me integré para eso, yo me integré para 
participar en lucha, no entre nosotros, ¿no? Entonces, esto ya me desilusionó mucho y poco a poco 
dije: “no, yo ya no quiero”” (Casas, b, 2020). 


61 “Pero déjame decirte, antes del 68, este... Irene y Eugenia ya no participaban. Y te digo lo que yo 
recuerdo, porque no recuerdo todo ni me consta... digo, yo sé que había varios factores que influían 
en esta dispersión real, efectivamente. Entonces, pues eso también hacía que mucha... sobre todo 
mujeres, se retrajeran en el sentido de... pues la familia, ¿no?, los hijos. Hemos abandonado a 
la familia, todo por... Y la situación está dispersa; entonces, fue así, como retomar y decir: “me 
dedico a mi familia”” (Casas, b, 2020). 


62 “Porque le dio sentido a mi vida, la inútil, buena para nada, miedosa, pues resulta que no era. 
Resulta que sí está convencida y puede estar convencida de algo; entonces, le atora a todo y se 
mete de lleno. Entonces, eso me rescató a mí, pero no quiere decir que no sintiera miedo muchas 
veces y que no me traumara la represión, claro que me traumó, fue terrible vivirla... pero se estaba 
luchando por una causa que para mí era lo máximo. Bueno, no solo para mí, mi sentir, mi pensar... 
era para toda una generación, pero como individualmente la viví, me estaba dando una razón de 
ser, me estaba diciendo sí puedes, cuando quieres algo, sí puedes” (Casas, b, 2020). 
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Fue así que se incorporó de lleno al movimiento estudiantil, y aun- 
que ella ya no estudiaba, se identificó con el comité de huelga del Instituto 
Politécnico Nacional (IPN) por su radicalismo, y se integró como brigadista 
de base.*% Ella iba “cargando con hija y pañaleras” y vivía en la casa de 
su hermana Irene y en otras temporadas con su hermana Eugenia, pero las 
tensiones con estas hizo que se mudara con su hermana menor, Marcela, 
quien también ya estaba casada y además decidió integrarse a un grupo 
espartaquista que lideraba Carlos Salcedo. Yolanda Casas, en ese con- 
texto, se rehusaba a volver a militar con los espartaquistas y rechazaba 
las invitaciones de su hermana menor para que se reintegrara a su grupo, 
pues recuerda que se sentía desilusionada e intoxicada de la experiencia 
de divisiones políticas. 


63 “Las brigadas que se hacían, se hacían en el casco de Santo Tomás, yo conocía bien ahí, o en 
Zacatenco. Yo empiezo a participar en las brigadas que conforman los compañeros del politécnico. 
Obviamente que sí había más radicalidad en los compañeros del poli, estoy hablando en términos 
generales, que en los de la universidad, por la extracción de clase. Sí hay una diferencia: los 
politécnico son más proobreristas, procampesinos, son más populares, entonces, a mí eso me jaló 
muchísimo” (Casas, b, 2020). 
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LA MASACRE DE 1968 Y LA DECISIÓN DE INTEGRARSE 
A LA GUERRILLA 


En los años sesenta y setenta del siglo xx en México, el Partido 
Revolucionario Institucional (PRI) controló los puestos de elección popular 
desde las alcaldías municipales, pasando por las gubernaturas, hasta los 
cargos federales en el Congreso de la Unión y el Poder Ejecutivo. El presi- 
dencialismo y el corporativismo se sustentaron en prácticas de control po- 
lítico como el “clientelismo”, el caciquismo regional y el “compadrazgo”, 
constituyéndose un gobierno autoritario, en el que “el señor presidente” 
era una figura mítica y omnipotente, pues personificaba el poder del Es- 
tado y decidía por “dedazo” quiénes serían los próximos gobernantes, así 
como a su sucesor.** 

El monopolio de los hombres en el gobierno habla de una larga tra- 
dición en México, en la que han predominado los “mesías”, los caudillos y 
los caciques, dotando al poder del Estado de un contenido patriarcal,* pues 
en las subjetividades que lo legitiman, se encuentra una serie de mandatos 
de género, según los cuales se hace necesario encomendar la dirección de la 
nación a los “hombres fuertes”. 


64 Will Fowler (2015) compiló un amplio número de investigaciones sobre el fenómeno del 
presidencialismo a lo largo de la historia de México, que demuestra que la existencia de hombres 
fuertes en el gobierno ha sido una constante en la historia del país. 


65 Marcela Lagarde (2019) plantea que en México “el machismo estructura el funcionamiento del Estado 
y caracteriza de manera específica y diferencial a instituciones y grupos que confluyen en él: desde 
el presidencialismo, el charrismo en el control corporativo de los trabajadores, de los campesinos, de 
los obreros y el caudillismo en todas ellas, y en los partidos, mafias, sectas y agrupaciones políticas 
e intelectuales, hasta el machismo como ley del padre en la sociedad civil y en sus instituciones [...] 
se trata del complejo machista conformado por la posesión, uso y ostentación en la competencia con 
otros hombres, de: machos-viejas-pistolas-dinero-alcohol = poder” (p. 319). 


66 “No debe subestimarse el peso del presidencialismo en México ni el hecho de que la importancia 
concedida a la figura del presidente, surgió de una necesidad, o al menos de la percepción de una 
necesidad, por parte del pueblo. Sin importar las normas constitucionales que rigen al país, hay 
una predisposición a creer que un individuo puede gobernarlo por sí solo. Las decepciones que 
sobrevienen a partir de esta excesiva confianza en un solo individuo son, como sería de esperarse, 
mayúsculas. Las tragedias de Maximiliano y Madero sirven de ejemplos perfectos. De la misma 
manera se simplifican los problemas que afectan a un país: culpando al gobernante de todos los 
males experimentados en carne propia, como si una persona pudiera ser la causante de todo cuanto 
sucede en México” (Fowler, 2015, p. 26). 
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El Estado mexicano está regulado por un contrato social y sexual,” 


que expresa aquello que Celia Amorós (1990, p. 11) llama pactos patriarca- 
les serializados, los cuales están consensuados por corporaciones, institucio- 
nes y grupos juramentados* —como la llamada “familia revolucionaria” del 
PRI— , que producen y reproducen una identidad masculina hegemónica.” 
Cabe resaltar que el problema de género al interior del Estado no es un tema 
accesorio, sino que —como lo señala Joan W. Scott (2012) —, “la política 
construye al género y el género a la política” (p. 69). Por esta razón es 
importante estudiar la masculinidad hegemónica del Estado, pues como ve- 
remos más adelante, está en constante tensión y confrontación con grupos 
subalternos que pugnan por otras formas de “ser hombre” y “ser mujer”, 
que desafían el dominio del PRI al proponer relaciones más democráticas o 
igualitarias. Veremos este aspecto a continuación. 


67 “La libertad de los varones y la sujeción de las mujeres se crea a través del contrato original, 
y el carácter de la libertad civil no se puede entender sin la mitad despreciada de la historia la 
cual revela cómo el derecho patriarcal de los hombres sobre las mujeres se establece a partir del 
contrato. La libertad civil no es universal. La libertad civil es un atributo masculino y depende del 
derecho patriarcal” (Pateman, 1995, p. 11). 


68 “Los pactos patriarcales pueden tener, pues, diferentes grados de tensión sintética. [...] lo que 
hemos llamado pactos seriales [...] son los más laxos, y la misoginia que le es correlativa se 
expresa como violencia en forma de exclusión de las mujeres no espacialmente represiva, es más 
bien como un “no tener en cuenta” [...] Pero en determinadas circunstancias —relacionadas sobre 
todo con relevos históricos del poder patriarcal: conflictos generacionales fuertes, situaciones 
revolucionarias— estos pactos pueden perder fluidez y estrechar sus mallas: nos encontramos 
entonces ante lo que Sartre ha llamado “el grupo juramentado” [...] el propio grupo es percibido 
como condición sine qua non del mantenimiento de la identidad, los intereses y los objetivos de 
sus miembros. [...] su carácter patriarcal entra como un presupuesto constitutivo del juramento: 
se exteriorice o no en la ceremonia o ritual, la hombría” o la “caballerosidad” son un componente 
esencial que hace de la “palabra dada” un compromiso serio y solemne” (Amorós ,1990, p. 10). 


69 “La masculinidad hegemónica se construye mediante el sexismo y la homofobia. Las mujeres 
y los homosexuales (pero también los minusválidos o los miedicas) son los otros a quienes se 
atribuye un estatus social inferior. La masculinidad dominante es una forma de complicidad entre 
varones basada en la exteriorización ritual y verbal del sexismo, de la misoginia y de la homofobia 
[...] Hay que entender la masculinidad como el resultado de estructuras de género que organizan 
la identidad y los roles de los varones, al margen de que cumplan o no los modelos socialmente 
previstos para ellos” (Guasch, 2006, p. 21). 


70 “El género es una de las referencias recurrentes a través de las cuales el poder político ha sido 
concebido, legitimado y criticado. El género se refiere a la oposición hombre/mujer, pero al mismo 
tiempo también establece el significado de esta. Para reivindicar el poder político la referencia debe 
parecer segura y fija, fuera de cualquier construcción humana, y debe formar parte del orden natural 
o divino. En este sentido, la oposición binaria y el proceso social de las relaciones de género pasan 
a formar parte del significado del propio poder; y el hecho de cuestionar o alterar algún aspecto del 
mismo representa una amenaza para el conjunto del sistema” (Scott, 2012, p. 73). 
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En 1968 los jóvenes y estudiantes del país y de muchas otras partes del 
mundo irrumpieron masivamente en el escenario público, formaron parte 
del movimiento de contracultura, protagonizaron la revolución sexual que 
acontecía a nivel internacional, cuestionaron el autoritarismo estatal y el 
imperialismo norteamericano. Muchas mujeres”' y hombres se agruparon en 
un robusto movimiento estudiantil que tenía reivindicaciones democráticas, 
pero la respuesta del Estado fue dar un castigo ejemplar a los jóvenes rebel- 
des, perpetrando uno de los crímenes más sanguinarios de la segunda mitad 
del siglo xx, en la que decenas de mujeres y hombres fueron emboscados y 
masacrados por el ejército y las policías políticas, el 2 de octubre de 1968, en 
la Plaza de las Tres Culturas de Tlatelolco.”? 

Yolanda Casas estaba en el centro del mitin cuando de repente per- 
cibió mucha tensión entre sus compañeros, luego vio una luz de bengala y 
los manifestantes comenzaron a recibir disparos de diversos flancos. Ella 
entró en shock, pero recuerda haber visto a una mujer con su bebé tratando 
de resguardarse de las balas con una delgada rama de un árbol, y quizás esta 
imagen le impactó porque ella misma estaba embarazada en ese momento. 
Casas, tirada en el suelo, vio de cerca cómo dos muchachos entraron en 
pánico y al tratar de correr fueron aniquilados. Al sentir que su muerte era 
inminente pensó en su hija Tania de cuatro años: “de repente te da un motivo 
de que hay alguien que te espera, que hay alguien que sí te quiere”, se sintió 
responsable de “ese ser pequeñito” y eso la hizo reaccionar para buscar una 
salida y fue así que se comunicó con un joven que estaba a su lado para 
pedirle que si la mataban fuera a su casa a avisarle a su familia. Yolanda 
y algunos jóvenes que estaban con ella tuvieron la fortuna de encontrarse 
con dos militares que se rehusaron a disparar en contra de la multitud y les 
ayudaron a escapar de la plaza. 


71 Las mujeres participaron masivamente en el movimiento estudiantil de 1968. Véase: Verónica 
Oikión (2018), Gloria Tirado (2005), Mónica García (2015), Beborah Cohen y Lessie Jo Frazier 
(2009, pp. 145-172). 


72 De acuerdo con el informe de la Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos del 
Pasado (FEMOSPP), basado en testimonios orales de estudiantes, ciudadanos y algunos policías, 
así como de los documentos de las policías políticas (DFS, IPS y SDN), se calcula que hubo niños 
muertos, el caso de una mujer embarazada masacrada, violación sexual de estudiantes, incluso 
de sus cadáveres, torturas en el Campo Militar número 1 y se registraron desapariciones forzadas 
(FEMOSPP, 2008, pp. 158-167). 
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Para Yolanda Casas quedó claro que las mujeres y hombres que se 
manifestaban y que fueron víctimas de la represión “eran tratados como 
enemigos del Estado”, cuando solo eran adolescentes que luchaban por de- 
mandas democráticas. Dicha masacre fue una respuesta contundente, cuya 
decisión provino directamente del presidente Gustavo Díaz Ordaz y del se- 
cretario de gobernación, Luis Echeverría Álvarez, con la complicidad de las 
más altas esferas del poder político.” Casas agrega que dicha ignominia fue 
producto del miedo que sintió la burguesía mexicana por el supuesto peligro 
comunista que representaba el movimiento estudiantil. También reconoce 
que pesaron los intereses económicos y políticos que se jugaban en las olim- 
piadas en las que México era el anfitrión. En el nivel subjetivo Casas subra- 
ya: “yo siento que había mucha ignorancia y muchos complejos de quienes 
nos gobernaban, mucha inconsistencia, mucho miedo de que efectivamente 
nos fuéramos a tomar el cielo por asalto”. Para ella el entonces presidente 
Díaz Ordaz “estaba enojado y acomplejado porque era feo”, y en su afán de 
imponer su autoridad, que públicamente estaba siendo cuestionada por el 
movimiento estudiantil, decidió descargar la fuerza represiva en contra de 
jóvenes que como ella luchaban por demandas democráticas.”* 

En la narrativa de Díaz Ordaz se puede observar cómo el género es 
parte de las relaciones simbólicas del poder,” pues el expresidente hizo una 
representación patriarcal de la investidura presidencial, enmarcada en los 
mandatos de la masculinidad hegemónica que dotan al presidente de una 


73 Gustavo Díaz Ordaz (2021a) en su Quinto informe de gobierno, de 1969, dijo: “Por mi parte, 
asumo íntegramente la responsabilidad: personal, ética, social, jurídica, política, histórica, por 
las decisiones del Gobierno en relación con los sucesos del año pasado [...] Podemos considerar 
que, en lo esencial, destruimos las asechanzas; pero sabemos que estos fenómenos tienden a ser 
recurrentes”. 


74  “[...] además enojado, acomplejadísimo el Díaz Ordaz porque era feo, y ya sabes que los estudiantes 
no se tocan el corazón para sacar otras cosas, el bocón y el feo y [le hicieron] caricaturas y yo creo 
que hasta eso lo tenía bien encabronado al Díaz Ordaz, muy dañadito, independientemente de los 
intereses de clase, entonces se conjugan los intereses de clase y este tipo no perdona, cuál diálogo, 
estaba esperando el momento para decir: “¡riata!, ¡ahí les damos con todo! A ver si como roncan 
duermen, “estupiditos, niños babosos, no me van a venir a imponer nada”, y se fueron con todo, fue 
una masacre, fue una violencia fuera de... impensable” (Casas, c, 2020). 


75 “Mi definición de género consta de dos partes y algunos subconjuntos que están interrelacionados 
pero deben analizarse de forma distinta. El núcleo de la definición depende de su conexión integral 
entre dos propuestas: el género es un elemento constitutivo de las relaciones sociales, las cuales 
se basan en las diferencias percibidas entre los géneros, y el género es una forma primaria de las 
relaciones simbólicas del poder. Los cambios en la organización de las relaciones sociales siempre 
corresponden a cambios en las representaciones del poder, pero la dirección del cambio no es 
necesariamente única.” (Scott, 2012, p. 65). 
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figura mítica como el “salvador de la patria”.”* Un mes antes de que se con- 
sumara la matanza de Tlatelolco, Díaz Ordaz (2021b) en su Cuarto informe 
de Gobierno dijo: 

Se ha llegado al libertinaje en el uso de todos los medios de expresión 
y difusión; se ha disfrutado de amplísimas libertades y garantías para hacer 
manifestaciones [...] hemos sido tolerantes hasta excesos criticados; pero 
tiene su límite y no podemos permitir ya que siga quebrantando irremisible- 
mente el orden jurídico [...] en México no hay ni debe haber más poder que 
el del pueblo. Defendamos como hombres todo lo que debemos defender: 
nuestras pertenencias, nuestros hogares, la integridad, la vida, la libertad y 
la honra de los nuestros y la propia. ” 

En su discurso hay una alusión a la virilidad que sitúa al presidente 
como el “gran hombre” —el más macho— que es el centro del poder del 
Estado y de toda la sociedad.” Hay un llamado al “grupo juramentado” —la 
“familia revolucionaria” del PRI— que fundamenta su identidad política y 
genérica en torno a la masculinidad hegemónica, situando a los hombres 
con el deber y el privilegio de “defender” el orden público. Sin embargo, 
también incita para salvaguardar el orden en la esfera privada, en el ámbito 
familiar, en donde los varones debieran restituir su autoridad, “guardar la 
honra”, “su integridad” que conforma la base de pactos serializados que 
legitiman el uso de la violencia política en todos los niveles del gobierno. 


76  “[...] estoy muy muy contento de haber podido servir a mi país en tantos cargos como lo he 
hecho, estoy muy orgulloso de haber podido ser presidente de la República y haber podido así 
servir a México. Pero de lo que estoy más orgulloso de esos seis años es del año de 1968 porque 
me permitió servir y salvar al país, ¡les guste o no les guste!, con algo más que horas de trabajo 
burocrático, ¡poniéndolo todo!, vida, integridad física, horas, peligros, la vida de mi familia, mi 
honor y mi paso de mi nombre a la historia, todo se puso en la balanza...” Declaración de Gustavo 
Díaz Ordaz en 1977. (Aristegui Noticias, 2013, octubre 1). 


77 En el texto se agrega: “El otro camino está abierto. No quisiéramos vernos en el caso de tomar 
medidas que no deseamos, pero que tomaremos si es necesario; lo que sea nuestro deber hacer, lo 
haremos; hasta donde estemos obligados a llegar, llegaremos” (Díaz Ordaz, 2021 b). 


78 “El machismo estructura el funcionamiento del Estado y caracteriza de manera específica y 
diferencial a instituciones y grupos que confluyen en él: desde el presidencialismo, el charrismo 
en el control corporativo de los trabajadores, de los campesinos, de los obreros, y el caudillismo 
en todas ellas, y en los partidos, mafias, sectas y agrupaciones políticas e intelectuales, hasta el 
machismo como ley del padre en la sociedad civil y en sus instituciones. En cada uno de estos 
espacios el machismo tiene peculiaridades y manifestaciones diferentes, pero en todas tiene 
un común denominador. Se trata del complejo machista conformado por la posesión, uso y 
ostentación en la competencia con otros hombres, de: machos-viejas-pistolas-dinero-alcohol = 
poder.” (Lagarde, 2019, p. 319). 
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A Yolanda Casas aquella violencia inaudita le generó un gran senti- 
miento de tristeza y coraje, después se convirtió en una convicción de re- 
belarse (de manera similar a cuando se reveló de sus padres y buscó un 
trabajo como secretaria),”? y fue a principios de 1969 que decidió participar 
en el grupo espartaquista que lideraba Carlos Salcedo, el cual se proponía 
construir una organización armada revolucionaria que fuera el brazo armado 
del Partido del Proletariado (organización que posteriormente se conocería 
como los Lacandones).* 

Para Casas su ingreso a la guerrilla significó una continuación de una 
serie de rebeliones en niveles familiares y sociales asociados con la traición 
de los símbolos masculinos a nivel familiar y social (el padre y el presidente 
de la República). Primero se rebeló en contra de la familia y del padre, pero 
la experiencia de la masacre del 2 de octubre le hizo nuevamente reaccionar 
en contra de lo que consideró era una gran injusticia, cuestión que la llevó a 
decidirse por luchar a muerte en contra del Estado. Fue así como inició un 
nuevo proceso de empoderamiento como guerrillera.*' 

Para Yolanda Casas la guerrilla sería una “escuela” que le daría una 
nueva identidad, que le permitiría “salir a la vida”, pues se convirtió en su- 
jeta política. Su militancia sería la de una mujer segura, decidida y dueña de 
su propio destino y una vez que entró a la guerrilla experimentó un nuevo 
proceso de empoderamiento.** 


79 “Algo muy similar como cuando dije: “pos ahora trabajo porque me traiciona”... Ahora nada 
más en otro momento, por otras circunstancias y en otras proporciones. Fue así entones como, 
ahora, voy con todo, ¿no? Voy con todo y pos me seguí. Desde luego acepté participar y ya me 
empezaron a dar algunas lecciones de lucha armada” (Casas, a, 2020). 


80  “[...] entre ellos estaban Yolanda Casas Quiroz, Uriel Cervantes, Mario Ledesma Flores, Miguel 
Domínguez, Roberto Sánchez Ench, Isaías Ench Fregoso, Carlos Salcedo García, Arturo 
Alarcón, Valente Irena Estrada, Raúl Irena Estrada, José Pacheco, Jorge Poo Hurtado, entre otros 
compañeros” (Salcedo, 2013, p. 61). 


8l El poema de su autoría titulado Mariposa es revelador: “Frágilmente hermosa y libre como 
el viento libre que te mece en armonías sin fin... Resultado de una metamorfosis sin aparente 
salida... Pero tú no sabes vivir en las tinieblas y te hiciste mariposa de luz y de vuelo libertario 
sin fon... Rompiste las cadenas de los miedos grilletes y surgiste victoriosa con vuelo libre 
encantadoramente frágil y llegaste a las alturas que tú no imaginabas...” (Casas, 2018, p. 27). 


82 “La guerrilla fue una escuela para mí importantísima, insisto la guerrilla, la lucha revolucionaria a 
mí me permitió realmente salir a la vida, tener una vida [...] El movimiento revolucionario me dio 
identidad, me dio herramientas muy, muy importantes para vivir la vida, para enfrentar lo que tenía 
que enfrentar, incluidos traumas y demás, y para irme demostrando a mí misma mis posibilidades 
y mis no posibilidades, mis sí y mis no, pero ya tenía yo de donde escoger” (Casas, b, 2020). 
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CONCLUSIONES 


El estudio y contextualización histórica de la biografía de Yolanda 
Casas permite entender cómo en los movimientos sociales, así como en las 
organizaciones clandestinas armadas, la ideología no siempre es el elemento 
central que articula la militancia o la práctica política de sus integrantes. En 
este sentido se observó que en la LCE y en el movimiento estudiantil de 1968, 
los objetivos políticos democráticos o revolucionarios no son la única razón 
que define la participación política de sus militantes, sino que estos están 
articulados con las subjetividades sociales y con los mandatos de género. 

Las relaciones de género son un elemento muy importante a estudiar 
en los procesos de rebelión o de insurrección política, pues las tensiones o 
disputas al interior de los movimientos sociales están articuladas a estereotl- 
pos que definen lo que es ser “mujer” y “hombre”. Estas tensiones políticas 
se manifestaron en la rivalidad entre militantes, que en el caso estudiado se 
trata de las hermanas-militantes (Yolanda e Irene), en la que se mezclaron 
problemas personales con discriminaciones raciales o clasistas. Las jerar- 
quías que la estructura de genero impone impactan negativamente en los 
movimientos sociales, pues en niveles privados se contraponen los poderes 
personales con los ideales igualitarios o programas políticos democráticos. 

La masacre de 1968 en Tlatelolco no puede ser explicada sin conside- 
rar el problema de la masculinidad hegemónica que encarna el presidente de 
la República. En este sentido apenas se abrió una brecha de análisis sobre 
el significado que tuvo esa fuerza excesiva y aparentemente irracional del 
gobierno de Gustavo Díaz Ordaz. Como se adelanta aquí, dicha represión, 
además de las dimensiones política y económica que es importante estudiar, 
también tuvo una lógica de género, pues la violencia no solo responde a la 
desestabilización que pudiera haber causado el movimiento estudiantil a un 
régimen monolítico y autoritario, sino que se articulan también una serie de 
pactos patriarcales y grupos juramentados que legitimaron la violencia polí- 
tica como una forma de dar un castigo ejemplar, en la que los patriarcas mo- 
ralizadores del Estado, simbólicamente, buscaron restaurar el pacto sexual. 
La decisión de levantarse en armas responde a una respuesta de muchas 
mujeres y hombres que veían en la igualdad una nueva forma para construir 
un México más democrático, pero les quedaba claro que el Estado mexicano 
y el PRI, con su estructura corporativa, clientelar y machista no permitiría por 
ningún medio que se flexibilizara el juego político. 
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Resumen 


Este trabajo investiga las interrelaciones entre la regulación y los as- 
pectos económicos y ambientales en una comunidad de agricultores 
familiares en la región conocida como Zona da Mata Mineira, en el 
estado brasileño de Minas Gerais. El estudio es producto de una acti- 
vidad de extensión realizada entre 2016 y 2018, y tuvo como objetivo 
asesorar a los pequeños productores en el proceso de adecuación legal 
de la producción. Durante este período se realizaron cerca de cinco 
reuniones entre investigadores y comuneros, en las que se analizaron 
las dificultades encontradas por los pequeños productores en relación 
con el referido proceso. Las experiencias reportadas fueron confron- 
tadas con el régimen legal regulatorio para la actividad acuícola en 
Brasil, tomando como categorías de análisis los atributos de norma- 
tividad y facticidad del sistema legal. Se concluyó que la regulación 
ambiental en el área de la acuicultura en Brasil, diseñada para grandes 
productores, carga de manera desproporcionada a los pequeños pro- 
ductores, generando un desequilibrio económico injustificado. Como 
aporte a la teoría, se propone, en definitiva, la formulación de un con- 
cepto de regulación jurídica inclusiva, cuyos rasgos distintivos inclu- 
yen la participación social y la promoción de la alfabetización jurídica 
como derecho fundamental. 


Palabras clave: derecho ambiental, acuicultura, peces ornamentales, 
alfabetización jurídica. 


Abstract 


476 


This work investigates the interrelations between regulation, econo- 
mic and environmental aspects in a community of family farmers in 
the region known as Zona da Mata Mineira, in the Brazilian state 
of Minas Gerais. The study is the product of an regular university 
extension activity carried out between 2016 and 2018, and its objec- 
tive was to advise small producers in the process of legalization of 
their production. During this period, about five meetings were held 
between researchers and community members, in which the difficul- 
ties encountered by small producers in relation to the referred process 
were analyzed. The reported experiences were confronted with the 
legal regulatory regime for aquaculture activity in Brazil, taking as 
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categories of analysis the attributes of normativity and factuality of 
the legal system. It was concluded that the environmental regulation 
in aquaculture in Brazil, designed for large producers, disproportio- 
nately burdens small producers, generating an unjustified economic 
imbalance. As a contribution to the theory, the formulation of an in- 
clusive legal regulation concept is proposed, whose distinctive featu- 
res include social participation and the promotion of legal literacy as 
a fundamental right. 


Keywords: environmental law, aquaculture, ornamental fish, legal 
literacy 


Resumo 


Este trabalho investiga as relagóes entre regulacáo jurídica e econo- 
mia e o aspectos ambientais em uma comunidade de agricultores fa- 
miliares na Zona da Mata Mineira, Brasil. O estudo é fruto de uma 
atividade de extensáo realizada entre 2016 e 2018, e teve como obje- 
tivo assessorar pequenos produtores no processo de legalizacáo de 
sua produgáo. Nesse período, foram realizados cerca de cinco encon- 
tros entre pesquisadores e membros da comunidade, nos quais foram 
analisadas as dificuldades encontradas pelos pequenos produtores em 
relacáo ao referido processo. As experiéncias relatadas foram com- 
paradas com o regime jurídico regulatório da atividade aquícola no 
Brasil, tomando como categorias de análise a normatividade e a fac- 
ticidade do ordenamento jurídico. Concluiu-se que a regulamentacáo 
ambiental na área de aquicultura no Brasil, destinada aos grandes 
produtores, onera desproporcionalmente os pequenos produtores, ge- 
rando um desequilíbrio económico injustificado. Como contribuigáo 
á teoria, propóe-se a formulagáo de um conceito de regulagáo jurídica 
inclusiva, cujos tragos distintivos incluem a participagáo social e a 
promogáo da alfabetizagáo jurídica como direito fundamental. 


Palavras-chave: direito ambiental, aquicultura, piscicultura orna- 
mental, educacáo jurídica. 
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INTRODUCCIÓN 


La regulación estatal de una determinada actividad económica es 
necesaria al menos en dos contextos: ya sea para evitar una situación de 
desequilibrio que dé lugar a una competencia desleal; o para evitar que una 
actividad que potencialmente tenga un impacto en el medio ambiente cause 
un daño ambiental significativo e irreparable. En Brasil esta doble com- 
petencia regulatoria, ambiental y económica, puede verse en los artículos 
170 y 225 de la Constitución Federal. En el primero, el texto constitucional 
fundamenta el orden económico, basado, entre otros valores, en la función 
social de la propiedad, en la libre competencia y en la reducción de las des- 
igualdades sociales y regionales. En el segundo, se organiza la denominada 
constitución ambiental, que impone al Estado el deber de preservar el medio 
ambiente para las generaciones presentes y futuras a través de instrumentos 
como las políticas ambientales y el licenciamiento ambiental. La producción 
de peces ornamentales para la afición del acuario es una actividad sujeta a 
esta doble regulación en Brasil. 

La producción y el comercio de peces ornamentales para el pasatiem- 
po del acuario es un mercado multimillonario. Aunque no se dispone de 
datos actualizados, el último informe del proyecto Globefish de la Organi- 
zación de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación - FAO 
para monitorear el mercado mundial de pescado, indica que en la década en- 
tre 2000 y 2011 aproximadamente se manejaron US$ 372 millones en expor- 
taciones (FAO Globefish, 2018). Según datos de ese informe, en 2011 Brasil 
no ocupó un lugar destacado entre los exportadores e importadores mundia- 
les, aunque figuraba, junto a Perú, como el principal exportador de América 
del Sur. Lo que no significa, sin embargo, la irrelevancia de la actividad en 
el escenario brasileño. 

Una característica que parece repetirse en diferentes países en la 
lonja de peces ornamentales es el papel que juegan las pequeñas empresas 
y las organizaciones familiares en la cadena productiva. Este es el caso de 
países que figuran como principales exportadores: Singapur, República 
Checa, algunas localidades de Estados Unidos (Monticini, 2010), y ocurre 
lo mismo en países sin mucha participación en el mercado internacional, 
como el caso de India (Ghosh et al., 2003) o Mozambique (Whittington et 
al., 2000). En Brasil el escenario no es diferente. A pesar de la falta de da- 
tos públicos abiertos a nivel federal sobre la participación de la acuicultura 
familiar en la producción y comercialización de peces ornamentales, se 
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han dedicado varios estudios a investigar el papel del pequeño productor 
(Chao et al., 2001; Souza y Mendonga, 2010; Silva, 2014; Bueno, 2014; Sil- 
va y Matos, 2016; Sobreiro, 2016; Lugo-Carvajal, 2016; Faria, 2018; Silva, 
2019;) y, en consecuencia, la relevancia de la actividad como generadora 
de ingresos para agricultores familiares (Magalháes y Jacobi, 2010; Car- 
neiro y Souza, 2011; Ferreira et al., 2017; Gusmáo, 2015; Bosisio et al., 
2017; Ribeiro Júnior et al., 2018; Arauto et al., 2013). La Zona da Mata 
Mineira de Minas Gerais se destaca como un importante centro para la 
producción de peces ornamentales, en este contexto, donde la acuicultura 
familiar ocupa un lugar importante. 

La Zona da Mata Mineira es uno de los principales centros de produc- 
ción de peces ornamentales en el país, en el que se destaca la prevalencia 
de pequeños productores (Cardoso, 2011; Cardoso et al., 2018; Santos et 
al., 2017). Los desafíos que enfrenta esta producción, sin embargo, cuestio- 
nan el papel regulador que se espera del Estado brasileño. Por un lado, la 
acuicultura, aunque a pequeña escala, es una actividad que potencialmente 
causa un impacto ambiental, estando sujeta a las reglas del artículo 225 de 
la Constitución brasileña. Magalháes y Jacobi (2010) y Mendonga y Thomé 
(2019) llaman la atención sobre el impacto ambiental que la introducción de 
especies exógenas ha causado en la fauna de la región. 

Por otro lado, como señalan Magalháes y Jacobi (2010) la actividad 
de los pequeños productores acuícolas se encuentra devaluada, ya sea por la 
acción de intermediarios, por el desconocimiento o falta de conocimientos 
técnicos o por falta de asistencia para la solicitud de licencia ambiental. 
Forzada a la informalidad, la acuicultura familiar de peces ornamentales 
en la Zona da Mata Mineira —una actividad con potencial de desarrollo 
sostenible— comienza a reproducir una lógica que, lamentablemente, ha 
marcado las relaciones en el campo en Brasil: exclusión, criminalización 
y reproducción de desigualdades. El objetivo de este estudio es analizar la 
regulación ambiental estatal de una comunidad acuícola familiar, a partir de 
la percepción de los acuicultores involucrados en un proyecto de extensión 
rural realizado por el Grupo de Estudio de Agricultura Familiar (GEAF) de 
la Facultad de Veterinaria de la Universidad Federal de Minas General, con 
el fin de evaluar los impactos en la producción local. A partir del análisis 
realizado, se espera construir propuestas para la mejora de la actividad regu- 
ladora del Estado en la actividad en cuestión. 
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METODOLOGÍA 


Para el desarrollo del trabajo se utilizaron datos de campo recolecta- 
dos a través de actividades de extensión universitaria, realizado con una co- 
munidad de agricultura familiar dedicada a la producción de peces ornamen- 
tales en un municipio de la Zona da Mata Mineira, entre los años de 2016 
y 2018. Se decidió no identificar el municipio o la comunidad ya que los 
productores no llegaron a la formalización de los proyectos y están sujetos 
a inspección y sanción mediante multas. Siendo este un requisito impuesto 
por la comunidad para autorizar elaboraciones académicas basadas en la 
experiencia aquí reportada. Por lo tanto, en este trabajo se hace referencia 
a la comunidad solo como “una comunidad de piscicultura / acuicultura en 
la Zona da Mata Mineira”. La Zona da Mata Mineira fue elegida como es- 
cenario para este análisis por ser uno de los centros de producción de peces 
ornamentales más importantes del país. La discusión de los impactos de los 
requisitos para formalizar proyectos en esta región puede, en gran medida, 
extenderse a otras regiones del país. Las actividades de campo, fuentes de 
datos para el análisis, se realizaron a través de reuniones comunitarias, vi- 
sitas a predios y trabajo de asistencia técnica con productores, siguiendo 
la metodología propuesta por Prado e Ramirez (2011) para el desarrollo de 
actividades de extensión rural con comunidades de agricultura familiar. 

La comunidad está conformada por doce propiedades que se dedican 
a la producción de peces ornamentales. La producción semanal de la co- 
munidad se estima en 24.000 peces, con un ingreso aproximado de 28,8 mil 
reales. Todas las propiedades pueden considerarse pequeñas, al tener menos 
de un módulo fiscal, también son fincas familiares. 


PRODUCCIÓN DE PECES ORNAMENTALES Y AGRICULTURA 
FAMILIAR 


Gran parte de la producción de peces ornamentales en Brasil provie- 
ne de la agricultura familiar. Este, que se configura como un sector social 
excluido del medio rural, con acceso marginal y precario a la propiedad de 
la tierra, puede ser considerado víctima de la mala distribución de la tierra. 
En datos oficiales de 2006, las pequeñas propiedades representan el 85 % del 
total, aunque ocupan solo el 24 % de toda la tierra cultivable (IBGE, 2006) — 
hay poca evidencia para creer que esta realidad haya cambiado—. Este es un 
grupo excluido de los beneficios de las políticas de modernización agrícola 


480 [Revista Ratio Juris Vol. 16 N.* 33 + UNAULA | ¡SN 1794-6838 


Regulación de la producción de peces ornamentales y sus efectos excluyentes en la agricultura 
familiar en Minas Gerais, Brasil 


en Brasil, con dificultades de acceso a tecnologías y restricciones en el al- 
cance de la asistencia técnica y extensión rural. Los piscicultores familiares 
están en desventaja en relación a la obtención de crédito rural y otras formas 
de incentivos y subsidios que brinda el Estado. Así, la producción familiar 
de peces ornamentales puede caracterizarse por pequeña propiedad, peque- 
ño volumen producido en cada unidad de producción, pequeños ingresos y 
poca inversión en tecnología (Cardoso, 2011; Cardoso et al., 2018). 

Al hablar de la producción de peces ornamentales en la agricultura 
familiar, se debe tener en cuenta que estos sistemas se desarrollan a partir 
del conocimiento campesino: en la mayor parte, estos son sistemas alterna- 
tivos en mayor armonía con el medio ambiente y con un uso más racional 
de los recursos naturales (Souza et al., 2018). También se debe tener en 
cuenta el vínculo con los mercados y las estrategias internas de los grupos 
familiares, siendo la actividad de producción de peces una forma importante 
de diversificar las entradas de ingresos (Cardoso et al., 2018). Así, existen 
sistemas con un bajo nivel tecnológico, lo que se traduce en poco uso de 
Insumos, poca contaminación ambiental, pequeño volumen producido y una 
importante fuente de diversificación de ingresos para estas comunidades. 
Sin embargo, cabe señalar que este perfil de propiedad representa la mayor 
fracción de la oferta de peces ornamentales en el mercado brasileño. 

Guiados por la lógica modernizadora de la difusión de las innovacio- 
nes tecnológicas, las producciones académicas sobre el mercado de peces 
ornamentales son escasas en el tema de la producción familiar. El tema suele 
aparecer de manera incidental en estudios que proponen investigar arreglos 
productivos locales de piscicultura ornamental (Araújo et al., 2018; Gusmáo, 
2015; Ferreira et al., 2017). Por lo tanto, existe poca información sobre los 
aspectos ambientales, sociales, culturales y de mercado relacionados con la 
producción de peces ornamentales por parte de estos productores. Esta falta 
de información afecta la formulación de reglamentos y resoluciones en ma- 
teria de licenciamiento ambiental y regularización de proyectos. 

Hay que tener en cuenta que las leyes altamente específicas, además 
de las cuestiones relativas al juego político, se elaboran a partir de produc- 
ciones técnico-científicas. Si no se identifican las formas de producción en 
la agricultura familiar, con sus particularidades, los expertos no son capaces 
de aprehender y proponer normativas capaces de contemplar la diversidad 
productiva del medio rural. Dado que la información publicada favorece a 
las grandes empresas, entendidas como agronegocios (Igarashi et al., 2004; 
Ribeiro et al, 2008), es previsible que la legislación basada en esta lógica 
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de producción científica también se oriente a atender las particularidades 
de esos productores. Esto se traduce en la construcción de una legislación 
que se adhiere al modelo agroindustrial, pero que desconoce la condición 
de otros segmentos del mundo rural. En los últimos años ha surgido cierto 
interés en el tema, como los estudios realizados por Carneiro y Souza (2011) 
y por Bosisio et al. (2017). Este movimiento todavía está en pañales, sin em- 
bargo, brinda una expectativa de cambios sustanciales en el estado del arte, 
que se pueden ver reflejados en mejoras en el marco normativo. 


EL PROCESO DE FORMALIZACIÓN DE CULTIVOS DE PECES 
PARA LA PRODUCCIÓN DE PECES ORNAMENTALES Y SUS RETOS 


La regularización de las empresas dedicadas a la producción de peces 
ornamentales se realiza a través de ritos similares a los de otras especies de 
propiedades rurales en Brasil, con énfasis en la autorización para el uso del 
agua y las licencias ambientales. Dado que las áreas explotadas por la agri- 
cultura familiar y el impacto ambiental potencial de la actividad derivada de 
ellas son previsiblemente pequeños, estas propiedades caen bajo versiones 
simplificadas de estos ritos, incluido el procesamiento virtual de las peticio- 
nes. Este factor potencialmente incluyente se convierte, en ciertas Ocasio- 
nes, en un obstáculo más para la formalización en la comunidad escuchada, 
debido a la falta de alfabetización de sus miembros. Sin embargo, este no es 
el peor problema. 

Muchas pequeñas propiedades familiares en Brasil no pueden, al me- 
nos, ejercer su derecho de petición. Esto se debe a que, según datos del IBGE 
(2006), alrededor del 20 % de los agricultores familiares en Brasil no tienen 
lo que el Código Civil brasileño (artículo 1208) define como “posesión justa 
de la tierra”. Este porcentaje aumenta en los estratos donde el tamaño de la 
tierra es menor. Por lo tanto, no se puede omitir el hecho de que el Estado 
brasileño no brinda un acceso justo a la tierra, ya sea por la falta de tiempo 
para formas de distribución equitativa de la tierra o por su tímida acción en 
el proceso de regularización de la tenencia precaria de la tierra por parte del 
campesinado. Muchos pequeños piscicultores terminan sin poder buscar la 
regularización porque están incluidos en este porcentaje de la población ru- 
ral condenada a vivir bajo la inseguridad jurídica de la marginación forzada. 

El proceso de licenciamiento ambiental para la acuicultura en la Zona 
da Mata Mineira está reglamentado por un amplio marco regulatorio, que 
incluye la Constitución Federal brasileña (CF), la Ley Complementaria 140 
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(una especie de ley “casi constitucional” en el sistema legal brasileño), al- 
gunas leyes ordinarias y otros actos normativos infralegales emitidos prin- 
cipalmente por el Consejo del Sistema Nacional del Ambiente (CONAMA) 
—el organismo regulador central del Sistema Nacional del Ambiente— y, 
en el caso de Minas Gerais, por el Consejo Regional de Política Ambiental 
(COPAM). El principal instrumento que deben conocer los agricultores al mo- 
mento de la legalización es la Resolución CONAMA núm. 413/09, modificada 
por la Resolución núm. 459/2013. 

Además de la legislación federal, existe una legislación regional que 
también debe ser observada, debido al régimen jurisdiccional en materia 
ambiental adoptado por el federalismo brasileño. Este régimen se caracte- 
riza por una competencia concurrente en el ámbito legislativo (artículo 21 
de la CF) y común en el ámbito administrativo (artículo 23 de la CE). Así, 
además de una serie de reglamentos administrativos emitidos por la autori- 
dad ambiental estatal y municipal, los piscicultores, eventualmente, también 
están sujetos a la legislación estatal, elaborada a través de la delegación de 
poderes legislativos. Este es el caso, por ejemplo, de la concesión del dere- 
cho de uso de los recursos hídricos, acto administrativo establecido por la 
Ley 9.433/97 (ley federal). Esta donación es un instrumento a través del cual 
el gobierno tiene como objetivo asegurar el control cuantitativo y cualitativo 
de los usos del agua y el ejercicio efectivo de los derechos de acceso al agua 
(artículo 11). Esta subvención es impuesta por ley en situaciones en las que, 
en general, el uso de los recursos hídricos tiene un impacto potencial en el 
régimen hídrico.” 

El órgano competente para el otorgamiento de la concesión será siem- 
pre la unión, los estados o el distrito federal (según la jurisdicción sobre el 
cuerpo de agua de que se trate). En el caso de Zona da Mata Mineira, en la 
mayoría de los casos, el otorgamiento de la concesión es responsabilidad de 
la entidad estatal. En el momento de la ejecución del proyecto de ampliación 
que dio origen a esta investigación, el organismo encargado de otorgarlo 
era la Superintendencia Regional de Medio Ambiente (SUPRAM). Actual- 


7 Son las situaciones previstas por la Ley 9.433/97 (art.12): derivación o extracción de una porción 
del agua existente en un masa de agua para consumo final, incluido el suministro público, o in- 
sumo para el proceso de producción; extracción de agua, del petróleo subterráneo para consumo 
final o insumo al proceso productivo; vertido en un cuerpo de aguas residuales y otros residuos 
líquidos o gaseosos, tratados o no, con el propósito de su dilución, transporte o disposición final; 
IV - aprovechamiento de potenciales hidroeléctricos; otros usos que alteren el régimen, la cantidad 
o la calidad del agua en una masa de agua. 
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mente, de acuerdo con la Ley Estatal núm. 21.972 y el Decreto Estatal núm. 
47.042/2016, modificado por el Decreto Estatal núm. 7.866/2020, el organis- 
mo encargado de otorgar la concesión es el Instituto de Gestión del Agua 
de Minas Gerais (IGAM), que ejerce la autoridad a través de las Unidades 
Regionales de Gestión del Agua. 

La Ley 9433 establece la reserva (artículo 11) de que los pequeños 
usos, tales como derivaciones, colectas, vertidos y acumulaciones de efluen- 
tes considerados insignificantes, así como el uso para satisfacer las necesi- 
dades de pequeños núcleos de población distribuidos en zonas rurales no 
dependen de la subvención. La ley es deliberadamente vaga y deja en manos 
de la regulación ejecutiva el establecimiento de criterios para la exención de 
la subvención. En el Estado de Minas Gerais estos criterios se encuentran 
actualmente definidos en la Ordenanza IGAM 48/2019.* La mayoría de las 
empresas familiares de acuicultura de peces ornamentales quedan exentas 
de conceder el uso de los recursos hídricos por entrar en la categoría de uso 
insignificante; por tanto, una acreditación ante el 1IGaM (en el momento de la 
investigación, con SUPRAM) es suficiente. 

Una vez finalizada la etapa de solicitud de subvención o exención por 
parte del pequeño productor, se inicia el propio trámite de licenciamiento 
ambiental. El productor, entonces, puede enfrentarse a tres situaciones: el 
procedimiento ordinario de licencia ambiental, la licencia ambiental por el 
procedimiento simplificado o la renuncia a la licencia. La mayoría de los 
sistemas familiares para la producción de peces ornamentales en la región 
estudiada encajan en estos dos últimos casos, prevaleciendo propiedades 
menores a 2 hectáreas de área inundada. 


8 Según la Ordenanza IGaM 48/2019 (art. 36), se encuentran los siguientes casos de renuncia a la conce- 
sión, dejando la necesidad de registrar la actividad en la agencia: Art. 36: Están exentos de obtener la 
concesión del derecho de uso de los recursos hídricos, sin embargo, están sujetos al registro en el IGAM: 
las acumulaciones, derivaciones, capturas y liberaciones de efluentes considerados insignificantes; el 
aprovechamiento de los recursos hídricos para atender las necesidades de pequeños núcleos de pobla- 
ción distribuidos en zonas rurales; cruces sobre cuerpos de agua como pasarelas, oleoductos y puentes, 
que no alteren el régimen fluvial durante un período de crecida con un tiempo mínimo de recurrencia 
de 50 años; cruces de cables y conductos de cualquier tipo, instalados en estructuras de puentes y re- 
llenos sanitarios, siempre que estas instalaciones no den lugar a una reducción de la capacidad máxima 
de la sección de flujo del cruce existente; cruces subterráneos de cables, conductos, túneles y similares 
construidos bajo cursos de agua; alcantarillas que sirvan de cruces o que formen parte del sistema de 
desagiie de la carretera o ferrocarril, con la finalidad de que el agua circule libremente; dragado para la 
eliminación de diferentes materiales de cuerpos de agua, excepto con fines de extracción de minerales; 
contención de taludes con fines de control de la erosión, para mantener la sección original del curso de 
agua, con una extensión máxima de 50 metros; pozos de monitoreo de aguas subterráneas, aislados o 
insertados en un programa específico de monitoreo de aguas subterráneas. 
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El licenciamiento ambiental de la acuicultura tiene su propio regla- 
mento, actualmente otorgado por la Resolución CONAMA 413/2009. Los pro- 
yectos de acuicultura se dividen en nueve clases, que combinan el tamaño 
del proyecto y la gravedad potencial de la especie. Para que la empresa 
califique para el procedimiento de licencia simplificado, debe ser pequeña o 
mediana con un potencial de gravedad bajo. Las piscifactorías de pequeño 
tamaño se excavan en menos de cinco hectáreas, o en tanques de red o reves- 
tidos, con un volumen inferior a 1.000 m3. Las pequeñas empresas con bajo 
potencial de severidad, por otro lado, se encuadran en un caso más específ1- 
co, que es la concesión de licencias ambientales simplificadas con una única 
licencia ambiental. Si bien los criterios base los define la agencia federal, la 
regulación estatal tiene una especial relevancia en este punto. 

Lo anterior se debe a que, de acuerdo con la Resolución CONAMA 
413/09, al organismo responsable del licenciamiento le corresponde defi- 
nir los casos de exención del licenciamiento. Por lo tanto, la Deliberación 
Normativa COPAM núm. 217/2017 complementa la regulación federal que 
define los proyectos de acuicultura a pequeña escala (excepto los tanques de 
red) entre 2 y 5 hectáreas de área inundada. Esto significa que los proyectos 
por debajo de este límite no clasifican, a los efectos de la legislación, como 
posibles causantes de impacto ambiental y, por lo tanto, están exentos del 
procedimiento de autorización, situación en la que se incluyen todos los 
participantes de la investigación. En este caso, incluso si están exentos del 
proceso de licenciamiento, los productores están sujetos a registro con la 
agencia ambiental estatal (SUPRAM al momento de la encuesta, pero actual- 
mente bajo la responsabilidad del IGaM). Al recibir la exención de licen- 
cia, el productor debe presentar documentos de identificación personal, así 
como la declaración de aptitud ante el PRONAF (DAP), que requiere una nueva 
ronda burocrática para los pequeños productores acuícolas, de acuerdo con 
la Ley 11.326 del 24 de julio de 2006. 

Otro requisito legal de suma importancia en el proceso de formaliza- 
ción de la acuicultura es la inscripción en el Registro General de Actividad 
Pesquera (RGP). La Ley 11.595/2009 —Ley General de Pesca— determina que 
el registro en el RGP es un requisito previo para obtener una concesión, per- 
miso, autorización y licencia en materias relacionadas con el ejercicio de las 
actividades pesqueras. Un hecho que se destaca en este tema: la ley impone la 
obligación de registrarse en el RGP a los pescadores y embarcaciones pesque- 
ras, pero no dice nada sobre los acuicultores. Dicha determinación es respon- 
sabilidad exclusiva del Decreto 8.245/2015, que regula la ley. Considerando 
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que la ley es muy específica al distinguir, en su artículo 2, el concepto de pesca 
y acuicultura —y pescador profesional solo sería quien practica la pesca con 
fines comerciales—, se puede cuestionar la obligación impuesta a la acuicul- 
tura por decreto donde la ley calla, desde el punto de vista de su legalidad. Así 
los acuicultores familiares están sujetos a un conjunto de cuatro microsistemas 
regulatorios superpuestos: agricultura familiar, pesca, medio ambiente y agua. 
Cada uno de estos sistemas juega un papel importante en las respectivas regu- 
laciones sociales, ambientales y económicas que no pueden ser ignoradas. Sin 
embargo, la superposición de microsistemas genera zonas de intersección que 
terminan por cargar demasiado al pequeño productor, incluso frente a la flex1- 
bilización, como en el licenciamiento ambiental simplificado. Esto, sin tener 
en cuenta el 20 % de los pequeños agricultores anteriormente marginados por 
no tener acceso a una tenencia de la tierra “justa”; e incluso entre el aproxi- 
madamente 80 % que ha regularizado la forma territorial, no pasan fácilmente 
por el sistema legal. 

En la comunidad donde se originó la investigación participante no 
hubo conflictos relacionados con la tenencia de la tierra. Sin embargo, este 
factor no se verificó como garantía de seguridad jurídica: ninguna de las em- 
presas familiares de acuicultura ornamental que participaron en la investiga- 
ción se declaró formalizada. Este resultado, en cierto modo, ya se esperaba. 
En una encuesta anterior, también en Zona da Mata Mineira, Cardoso (2011) 
entrevistó a 80 productores de peces ornamentales e informó que solo el 8,75 
% tenía licencia ambiental para la empresa. Esta realidad refleja la identifi- 
cada por otras investigaciones en diferentes regiones de Brasil. Dotti, Valejo 
y Russo (2012) señalaron el alto grado de informalidad entre los acuicultores 
familiares en la región de Grande Dourados, en el estado de Mato Grosso, 
y Mazzoto et al. (2015) identificaron el mismo escenario en el municipio de 
Gaspar, en el estado de Santa Catarina. 

La marginación que brinda la falta de licencias genera otros proble- 
mas para los pequeños productores acuícolas, que implican su exclusión del 
mercado formal. Esto se debe a que para que los productores puedan llevar 
el pescado a las regiones de compra es necesario emitir la guía de transporte 
de animales (GTA), acompañada de la documentación fiscal del producto. 
Sin embargo, estos documentos solo son accesibles para productores lega- 
lizados. Si los productores son abordados por inspectores y no presenta la 
documentación, están sujetos a multas y les embargan a sus animales. Para 
emitir el GTA, el productor debe estar registrado en la Agencia Ejecutora de 
Sanidad Agropecuaria (OESA), que puede variar según el estado, en el caso 
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del estado de Minas Gerais, con el Instituto Mineiro de Agropecuária (IMA), 
lo que implica otra capa burocrática para el pequeño productor de la Zona 
da Mata Mineira. 

Los informes recogidos durante el proyecto de ampliación en la Zona 
da Mata Mineira revelan que, en general, la falta de información y el desco- 
nocimiento de la normativa que regula la actividad son barreras para que este 
proceso se lleve a cabo. Un problema que no enfrentan los productores con 
mayor poder adquisitivo y disposición de capital cultural. Y parece que esta 
no es una característica aislada de la región minera. Según el informe de Dotti, 
Valejo y Russo (2011), el 75 % de los pequeños acuicultores entrevistados en 
la región de Grande Dourados, en Mato Grosso do Sul, declararon que la falta 
de información era la principal dificultad para formalizar la empresa. 

El resultado de este proceso en la comunidad participante de la in- 
vestigación es el direccionamiento de la producción local hacia los mer- 
cados informales, con la intensa acción de los intermediarios. Todos los 
productores que participan en la recolección de datos declararon comer- 
cializar su producción a través de intermediarios. Otro estado de cosas 
que tampoco sorprende, ya que una investigación previa, también en la 
Zona da Mata Mineira (Cardoso et al., 2018), había obtenido de casi to- 
dos los productores entrevistados una respuesta afirmativa sobre la de- 
pendencia de intermediarios para el flujo de producción. Estos agentes 
asumen una posición de poder frente a los pequeños productores, quienes 
se ven obligados a aceptar las condiciones desventajosas que imponen los 
intermediarios. La situación de informalidad en la que se encuentran los 
participantes del proyecto revela un fuerte indicio de que los instrumentos 
regulatorios han servido más de barrera para el acceso al mercado que 
como garantía de equidad, libre competencia y desarrollo sustentable para 
los productores acuícolas familiares. 


IMPACTOS DE LOS REQUISITOS FORMALES 
PARA LA COMERCIALIZACIÓN DE PESCADOS ORNAMENTALES 

El principal efecto de la falta de licencia ambiental para los pequeños 
productores en la comunidad estudiada es la imposibilidad de vender su pro- 


ducción en el mercado formal. Por tanto, las familias dependen de la acción 
de los intermediarios. 
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De las doce familias que participan en el proyecto de ampliación, to- 
das venden su producción sin emitir factura ni expedir guía de transporte de 
los animales; esto, a pesar de la importante producción de pescado. Todos 
los productores de la comunidad dependen de las acciones de los interme- 
diarios, lo que deprecia el valor de sus mercancías. Esta característica cons- 
tituye una imperfección en el mercado, ya que, como resultado, los montos 
pagados a los productores son forzados a la baja, mientras que el valor del 
pescado para el consumidor final es forzado al alza (Araújo et al., 2018). En 
la investigación se identificó que los animales producidos por la comunidad 
se vendían a los consumidores finales a precios de quince a veinte veces más 
altos que los que se les pagaban a los productores. En algunos casos, esta 
diferencia fue cuarenta veces mayor. 

Desde una perspectiva de mercado, este desempeño demuestra la 
devaluación de la producción campesina, favoreciendo la acumulación de 
otros eslabones en la cadena productiva. Además de la menor remuneración 
a los productores, el desempeño de los intermediarios se refleja en plazos 
de pago extendidos por la producción, que suele ser un promedio de ciento 
veinte días. Sin embargo, en épocas de menor demanda de peces ornamenta- 
les en el mercado, el plazo de pago llega a los ciento ochenta días. El impago 
es un riesgo que corren los productores al vender su producción en merca- 
dos informales. El papel de los intermediarios, al final, implica una mayor 
concentración de ingresos en estos agentes en detrimento de los productores 
de peces ornamentales, afectando también la disponibilidad de capital para 
ellos. El resultado es la reproducción del cuadro de desigualdad y depen- 
dencia económica y social de los pequeños acuicultores, en relación con los 
intermediarios. Esta configuración también puede afectar la capacidad de 
inversión y el entorno de innovación empresarial, perjudicando la economía 
local en su conjunto. 

La solución para evitar la acción de los intermediarios es la venta di- 
recta de la producción de los agricultores familiares a las tiendas, que reven- 
den a los consumidores finales. Solución inviable por la no formalización 
de la producción. La actuación de los intermediarios se da en este vacío, a 
través de una práctica que en el derecho internacional para la protección de 
la vida animal se denomina “lavado de vida silvestre” (Lyons y Natusch, 
2011). Esta práctica, análoga al lavado de capitales, consiste en crear un 
registro de origen ficticio de un ejemplar obtenido ilegalmente con el fin de 
colocarlo en el mercado legal. Los intermediarios logran “calentar” la pro- 
ducción de los pequeños productores porque ellos mismos están registrados 
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como productores de peces ornamentales ante los organismos reguladores. 
Algunos intermediarios tienen piscifactorías activas, incluida la producción 
de peces ornamentales, pero hay intermediarios que no producen nada, a 
pesar de tener el registro, obteniendo sus ganancias únicamente de la explo- 
tación de la mano de obra de los pequeños agricultores. Al final, la labor de 
los intermediarios dentro del ordenamiento productivo de los peces orna- 
mentales es legalizar un producto elaborado fuera del sistema regulatorio. 
El valor que agregan los intermediarios a la cadena de producción es simple- 
mente el acceso de los pequeños productores al sistema legal, que debe ser 
garantizado, por ley, por el Estado brasileño. 

En este caso, se puede inferir que los requisitos para la formaliza- 
ción de empresas, además de no obstaculizar los impactos productivos y 
ambientales, favorecen la subordinación de los pequeños productores a los 
intermediarios. La forma en que el Estado maneja efectivamente la forma- 
lización de los sistemas de producción de peces ornamentales perjudica a 
los grupos más pobres y beneficia a los sectores dominantes del medio ru- 
ral, pero sin tener ningún control sobre los impactos de la producción en el 
medio ambiente. Guiado por la perspectiva punitiva y represiva, el Estado 
está presente en la vida de la comunidad escuchada a través del ejercicio del 
poder de la policía ambiental. A pesar de que la informalidad de los peque- 
ños productores no es una consecuencia prioritaria de sus elecciones, sino 
la falta de acceso al capital cultural necesario para la operación del sistema 
legal, la regulación ambiental rara vez se percibe en la comunidad a través 
de sanciones positivas. En lugar de brindar apoyo técnico, legal e informa- 
tivo para transformar la realidad y promover el desarrollo local (como así lo 
determina el artículo 3 de la Constitución Federal de Brasil), el Estado, que 
se presenta exclusivamente a través de la fiscalización, refuerza la posición 
del grupo social históricamente excluido en el medio rural. 
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LA EXPERIENCIA DE LA COMUNIDAD DE ACUICULTURA 
PRODUCTORA DE PESCADOS ORNAMENTALES EN LA ZONA 
DA MATA MINEIRA, INSPIRACIÓN PARA UN CONCEPTO 

DE REGULACIÓN LEGAL INCLUSIVA 


La vigencia de un orden jurídico está relacionada con su efectividad. Un 
estándar solo existe si es válido y efectivo (Kelsen, 2009). El derecho vigente 
en una sociedad determinada no puede inferirse únicamente de la interpreta- 
ción apócrifa del derecho positivo, sino de la observación de la aplicación del 
derecho por parte de la autoridad competente. El orden jurídico es producto 
de la tensión constante entre la normatividad (debería-ser) y la facticidad (ser) 
del sistema jurídico. En el caso de la comunidad piscícola de la Zona da Mata 
Mineira que participa en el proyecto de extensión promovido por el GEAF, se 
observa que la orden jurídica experimentada por las doce familias que lo in- 
tegran se desvía del ideal positivado; por un lado, por el microsistema econó- 
mico constitucional y, por otro, por el microsistema constitucional ambiental, 
ambas en la Constitución brasileña. Cabe preguntarse: ¿qué se puede aprender 
de la experiencia de extensión para el mejoramiento de la capacidad regulato- 
ria estatal, considerando una perspectiva incluyente y no excluible? 

La actividad reguladora del Estado es fundamental en la etapa actual del 
capitalismo. Esto se debe a que el aumento de la capacidad tecnológica de la 
humanidad ha permitido que grupos, estados o los mismos individuos actúen 
de tal manera que produzcan un daño irreparable a los bienes públicos univer- 
sales. La responsabilidad que surge de esta capacidad inspira el principio del 
deber de precaución (Jonas, 2006), que otorga a la ley un grado de eticidad en 
la denominada sociedad del riesgo (Beck, 2018), que subyace a este deber re- 
gulatorio. A favor de la acción estatal identificada en el caso de la comunidad 
acuícola de la Zona da Mata Mineira, podría invocarse el argumento de que 
el Estado brasileño tiene el deber de garantizar la protección del mercado y el 
medio ambiente como bienes públicos (artículos 170 y 225, respectivamente, 
de la Constitución Federal brasileña). Este celo debe darse, por tanto, dentro 
de una supuesta neutralidad estatal (Carneiro, 2015), traducida por el ordena- 
miento jurídico como los principios de impersonalidad e imparcialidad de la 
gestión pública (Vieira, 2011). De esta forma, actuar por parte de la adminis- 
tración para no multar a los pequeños productores o promover su legalización 
a través de acciones de asistencia técnica, podría, en principio, ser visto como 
un favorecimiento ilegal de los piscicultores de esa comunidad, en detrimento 
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de otros productores que no tendrían la misma atención. La mejor acción de 
los agentes estatales, por tanto, sería insistir en los avisos, aumentar las mul- 
tas, incautar la mercadería, hasta que esas personas se den por vencidas en el 
mercado y dejen de causar hipotéticos daños ambientales. ¿Se esperaría nor- 
mativamente del Estado brasileño este tipo de acción reguladora excluyente? 
¿Impedir, en nombre de la regulación ambiental, que la comunidad productora 
en cuestión acceda de manera equitativa al mercado de peces ornamentales es 
exactamente una acción neutral del Estado brasileño? 

El problema de invocar la neutralidad estatal para justificar el estado 
de cosas relacionado con el caso en cuestión implica comprender: ¿qué tipo 
de neutralidad se espera del Estado en una situación como esta? Zellentin 
(2009) señala que el concepto de neutralidad no es unívoco; por el contrario, 
entre los defensores de la neutralidad como valor inherente al orden estatal 
democrático, hay tres posiciones distintas sobre la neutralidad: neutralidad de 
impacto, neutralidad como igualdad de oportunidades y neutralidad justifica- 
ble. En común, las tres posiciones entienden la neutralidad como una situación 
en la que dos partes están en conflicto y un tercero cumple dos condiciones: 
a) no es parte del conflicto; b) su acción tiene la capacidad de influir en el 
conflicto. Así, una situación donde se espera neutralidad conduce a una acción 
compuesta por dos elementos: a) lo que el autor llama “manos libres” o qui- 
tarse las manos, dejando que la situación ocurra sin interferencias; b) asegurar 
la igualdad de trato para las partes involucradas, evitando beneficiar a una u 
otra parte. Lo que diferencia a las tres posiciones respecto a la neutralidad 
es la respuesta que dan a esta situación; por tanto, entre los defensores de la 
neutralidad de impacto, el argumento es que la neutralidad se logra cuando se 
previene o ayuda en la misma medida a las partes en conflicto. 

Las limitaciones de la posición anteriormente planteada, según Ze- 
llentin, radican en dos incertidumbres inevitables: casi siempre es impo- 
sible estar seguro de cómo una acción acaba influyendo en la situación de 
sus destinatarios; y que, en una sociedad pluralista, la definición de la base 
sobre la que se debe igualar el impacto es siempre una cuestión abierta. 
Sobre esta segunda indeterminación se construye la posición que defiende 
la neutralidad como igualdad de oportunidades, cuyo principal referente es 
John Rawls (2018). Tres limitaciones de esta posición son: a) la dificultad de 
definir qué oportunidades deben garantizarse por igual; b) definir qué injus- 
ticia se considera moralmente arbitraria y cuál no; y c) enfrentarse a alegatos 
que defienden que el Estado obstaculiza y desalienta formas de vida más 
sencillas, bajo pena de garantizar un beneficio indebido a sus adherentes. 
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El autor denomina a estas dos posiciones neutralidades orientadas a 
resultados, que chocan con la neutralidad de la justificación en la medida en 
que esta última no busca precisamente una justicia de los resultados, sino una 
justicia procesal. Justificar la neutralidad pasa al proceso de formación de la 
voluntad estatal y considera tres elementos: a) la inevitabilidad o no de un 
inconveniente causado por una acción estatal; b) sí un grupo de ciudadanos 
se verá significativamente más afectado por el inconveniente que otros; c) 
la oportunidad para que los inconvenientes se manifiesten antes de que se 
implemente la acción para proponer alternativas. A pesar de mostrar simpatía 
por esta última posición, Zellentin cree que, por sí sola, no es suficiente para 
garantizar un acceso equitativo a las acciones estatales, ya que, sin embargo, 
las razones están debidamente justificadas, no hay garantía de que la imple- 
mentación de las políticas sea equitativa. La solución, para el autor, sería el 
equilibrio de los tres “tipos” de neutralidad frente a la situación concreta. 

La situación de la comunidad piscícola en la Zona da Mata Mineira 
invoca una profunda reflexión sobre el papel de la regulación estatal y sus 
impactos en la sociedad. El quid de la cuestión radica en un aparente con- 
flicto entre la regulación económica, basada en el artículo 170 de la Consti- 
tución brasileña, y la regulación ambiental, en el artículo 225. Por un lado, 
entre los principios que rigen el orden económico están la función de la pro- 
piedad, la protección del medio ambiente, la reducción de las desigualdades 
y el tratamiento diferenciado de las pequeñas empresas; por otro, el deber 
difuso de cuidado del medio ambiente (que obliga al Estado, pero también 
a la comunidad piscícola), la obligatoriedad de las políticas ambientales y 
la aplicación de sus instrumentos (como el licenciamiento ambiental). Entre 
estos dos extremos, el artículo 186 atraviesa el tema, imponiendo la función 
social de la propiedad rural, caracterizada, entre otros elementos, por el uso 
racional y adecuado de los recursos y por la explotación que brinda bienestar 
a propietarios y trabajadores, que incluye interpretaciones a favor y en con- 
tra de la situación de la comunidad piscícola. El problema es definir, por lo 
tanto, cuál es la acción legítima de la regulación estatal en el caso específico, 
considerando que la aplicación ¡psi litteris de la legislación ambiental está 
implicando el acceso inequitativo de la comunidad acuícola de la Zona da 
Mata Mineira al mercado. 

El caso revela una paradoja local (Pérez, 2005) entre la constitución 
económica y la constitución ambiental, cuya solución más simple, la que 
ha sido adoptada por el ente regulador, abandonando el derecho económico 
a favor del derecho ambiental, no ha demostrado ser la mejor solución. La 
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insuficiencia de esta solución se evidencia por dos razones: primero, porque 
ante un conflicto de principios, no parece lícito negar simplemente la vali- 
dez a un microsistema constitucional en detrimento de otro; en segundo lu- 
gar, porque esta decisión ni siquiera garantiza la efectividad de la legislación 
que busca reservar. La aplicación de la ley ambiental en este caso no está 
impidiendo la producción de peces ornamentales, sino simplemente está ha- 
ciendo que la comunidad se esconda. En esta condición, no hay garantías de 
que la producción realmente se lleve a cabo dentro de parámetros seguros 
para el medio ambiente (garantía de la sociedad y comunidad en cuestión). 
Esta precariedad no solo está impidiendo que la función social de la propie- 
dad rural se vea afectada en la materia, sino que también está generando un 
desequilibrio de mercado, al reducir el valor del producto vendido por la 
comunidad. Finalmente, este desequilibrio es también fuente de valor para 
el trabajo de los intermediarios, que solo aportan valor agregado al producto 
dotando a la comunidad de algo que, por derecho, debe ser provisto por el 
Estado: la legalidad. Al final, la aplicación de la ley ambiental está garanti- 
zando efectivamente la ineficacia tanto de la constitución económica como 
de la propia constitución ambiental. 

Pensando en términos de la neutralidad estatal como un supuesto de 
regulación legítima, un examen de las tres posiciones de neutralidad, como 
lo señala Zellentin (2009), muestra que, más que una regulación equitativa, el 
trato que el Estado brasileño da a esa comunidad está lejos de serlo. Pero no 
todo es desesperanza. Por un lado, los resultados entregados por el Estado al 
grupo en cuestión no son equitativos en cuanto a los impactos (la dificultad de 
acceso a la formalización por parte de la pequeña comunidad acuícola genera, 
en términos de impacto, una ventaja económica para los intermediarios, quie- 
nes, por el contrario, provocan una desventaja ilegítima para el consumidor 
final). Por otro lado, la ecuanimidad en relación con las oportunidades tam- 
poco es efectiva en relación con la comunidad, tanto en términos de acceso 
al mercado como de regularización con la agencia ambiental. Esto se debe a 
una situación histórica de marginación y exclusión asociada al capital cul- 
tural, que hace que la comunidad ingrese al mercado de peces ornamentales 
ya en una desventaja inicial. Finalmente, el impacto de la acción regulatoria, 
especialmente en la fiscalización de las agencias ambientales, desmantela la 
neutralidad justificable, ya que toda acción del Estado es únicamente punitiva, 
pero nunca promocional. Sin embargo, el caso de la comunidad piscícola en la 
Zona da Mata Mineira revela una oportunidad interesante para el uso creativo 
de paradojas legales (Luhmann, 1988). 
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La clave para comprender la insuficiencia de la acción estatal en el 
caso implica dos distinciones fundamentales para delinear qué neutralidad 
se espera de la regulación estatal, según el caso en cuestión. La primera, 
propuesta por Kelsen (2009), entre validez y efectividad del estándar. La 
segunda, la distinción entre lo legal y los conceptos de bien, destacada por 
Zellentin (2009). A partir de estas dos distinciones, es posible establecer, 
como lo hace Rehbinder (1981), tres líneas epistemológicas para entender el 
caso en cuestión: la de la idealidad de la regulación, la de la normatividad 
de la regulación y la de su facticidad. Desde un punto de vista normativo, 
los órdenes ambientales y económicos en conflicto indican que el Estado 
no debe, ejerciendo uno de ellos, hacer inviable el otro. Desde el punto de 
vista de la facticidad, el ejercicio del poder está contribuyendo, de hecho, a 
la ineficacia de ambos órdenes. Idealmente, se podría argumentar que este 
no es un problema legal, sino político o moral. Sin embargo, la Constitu- 
ción brasileña se caracteriza por la positivización de ciertos valores y políti- 
cas, especialmente previstas en el artículo 3, bajo el concepto de “objetivos 
fundamentales de la República”, que regulan un determinado concepto de 
sociedad justa (particularmente aplicado al caso son la constitución de una 
sociedad libre, justa y solidaria y la erradicación de la pobreza y la margina- 
ción, y la reducción de las desigualdades sociales y regionales). 

La regulación inclusiva debe tener en cuenta tanto el impacto de la 
acción reguladora como la igualdad de oportunidades y el trato equitativo 
de aquellos que están sujetos a su jurisdicción. Por tanto, es fundamental que 
los órganos reguladores —en el caso de la comunidad en cuestión, los órga- 
nos ambientales— estén abiertos a la reflexividad en relación con sus accio- 
nes y a la innovación democrática. Tres cambios en el comportamiento del 
Estado, respecto a las pequeñas comunidades agrícolas, como la comunidad 
acuícola en la Zona da Mata Mineira de este estudio, tendrían, por tanto, el 
potencial de transformar las relaciones locales: en relación con la neutra- 
lidad de impacto, la adopción de un paradigma mediador, bajo la noción 
de foros de puertas múltiples (Sander, 1976). El concepto fue inicialmente 
diseñado para el poder judicial, nada impide todavía que la administración 
pública, basada en disposiciones constitucionales que autorizan el trato dife- 
renciado a los pequeños productores, así como el carácter progresivo de las 
sanciones previstas en la legislación ambiental brasileña, realice esfuerzos 
para prever la regularización de los pequeños productores. 
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En este sentido, la postura punitiva de la agencia puede ser sustituida 
por una postura mediadora, donde las multas se reemplazan por adverten- 
cias y se escucha a la comunidad para que la agencia pueda entender las 
razones de la informalidad y promover acciones de regularización. Consi- 
derando la equidad de oportunidades, el concepto de alfabetización jurídica 
(White, 1982; Zariski, 2014) puede aplicarse bien a este caso. Originario del 
mundo anglófono, el término indica, de manera simplificada, la capacidad 
de comprender y aplicar la ley (Ax-Fultz, 2015). Las experiencias en In- 
dia (Upadhyay, 2005; Pandey y Shukkur, 2017) y Bangladesh (Hasan, 1994; 
Harrold, 2007) han demostrado cómo las acciones destinadas a promover 
la alfabetización jurídica en comunidades históricamente discriminadas son 
potencialmente inclusivas, también en lo que respecta a la justicia ambiental 
(Cha, 2007). Finalmente, la materialización de la neutralidad de la justifica- 
ción exige el aumento de la calidad democrática a través de políticas bien 
definidas que inviten a la participación social en los órganos ambientales. 

Recordando que, desde el informe Nuestro futuro común (Brundtland, 
1987), existe un consenso internacional de que la promoción de un medio 
ambiente saludable y sostenible solo es posible con la inclusión social, eco- 
nómica y cultural. La participación social ha sido una norma internacional 
de política ambiental desde la Declaración de Río, promulgada en 1992 en 
la Cumbre de la Tierra y de la cual Brasil es signatario. Por tanto, es funda- 
mental que los organismos reguladores ambientales estén abiertos a la part1- 
cipación de la sociedad civil y la comunidad local. Está más que establecido, 
tanto en la literatura como en los documentos legales internacionales, que 
la instrumentación técnica de las comunidades locales es la mejor política 
de preservación ambiental, ya que genera ingresos e inclusión, al mismo 
tiempo que sensibiliza y empodera a los más interesados en la preservación 
ambiental: aquellos quienes dependen del medio ambiente en el que viven 
para su sustento. Un marco en el que los agricultores familiares a los que se 
dirige este trabajo encajan perfectamente. 
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CONCLUSIONES 


En este estudio se presentó el caso de una comunidad piscícola en 
la Zona da Mata Mineira. La comunidad, cuyo anonimato se conserva a 
pedido de los participantes, está conformada por doce familias cuya super- 
vivencia depende de la acuicultura familiar. La recolección de datos se llevó 
a cabo durante la ejecución del proyecto de extensión del Grupo de Estudio 
de Agricultura Familiar (GAEF), de la Universidade Federal de Minas Gerais. 
Durante el proyecto de extensión, buscamos identificar las dificultades que 
la comunidad enfrentaba en su actividad productiva. En medio de las reu- 
niones promovidas entre la comunidad y el grupo de extensión, se destacó 
la dificultad en materia de regulación ambiental. 

En el caso de los pequeños acuicultores comunitarios, la regulación con- 
siste en una superposición de microsistemas legales: pesca, agua, agricultura 
familiar y ambiental. El trámite en busca de legalización en sí no es muy com- 
plejo, considerando que, en el caso de las licencias ambientales, los pequeños 
agricultores tienen la posibilidad de cumplir con un rito simplificado o incluso 
ser liberados de él. El problema en el caso estudiado es que la falta de alfabe- 
tización jurídica, asociada a las dificultades relacionadas con el acceso a in- 
ternet y al dominio del lenguaje digital, dificulta la obtención de las licencias, 
subvenciones o inscripciones necesarias en los registros. El resultado es que 
ninguna de las doce familias que participaron en el proyecto tiene su producción 
debidamente legalizada. Marginadas del mercado legal, las familias quedan a 
merced de intermediarios, comerciantes (algunos también productores) de peces 
ornamentales que se integran en la cadena productiva al proveer el “lavado” de 
los ejemplares. La posición privilegiada de estos agentes los coloca en ventaja 
tanto en relación con los productores como con los consumidores finales. 

Desde una perspectiva dogmática, se identificó un conflicto entre los 
órdenes económico y ambiental en el caso reportado. Por un lado, el deber 
de cuidado en relación con el medio ambiente impone a las autoridades pú- 
blicas la obligación de ser cuidadosas en relación con la normativa ambien- 
tal, lo que incluye el deber de inspeccionar. Por otro lado, el producto de 
esta inspección ha sido únicamente la marginación de la comunidad, perte- 
neciente al grupo de agricultores familiares, una población históricamente 
atravesada por una serie de opresiones interseccionales. Ni siquiera las leyes 
ambientales, en definitiva, están protegidas contra la aplicación denunciada, 
ya que la falta de formalización de ninguna manera significó la exclusión de 
estos pequeños agricultores del mercado, sino solo su participación en con- 
diciones extremadamente desfavorables, y sin garantía de que la producción 
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se lleva a cabo dentro de los estándares de seguridad ambiental. Una garan- 
tía que, según el concepto constitucional de la función social de la propiedad 
rural, pertenece tanto a la sociedad como a los propios productores. 
Pensando en términos de neutralidad de la regulación legal, se conclu- 
yó que la acción estatal, definida como una regulación excluyente, no alcanza 
el supuesto ideal de neutralidad regulatoria, ya que, al no adaptarse al caso de 
los pequeños acuicultores de la Zona da Mata Mineira, produce resultados in- 
justificadamente desventajosos, no brinda igualdad de oportunidades y otorga 
un trato diferente a sus miembros, sin una razón justificable. Buscando apre- 
hender de la experiencia insights que permita la innovación institucional para 
superar tales problemas, se propone el concepto de regulación inclusiva que 
busca adecuar la acción de los agentes reguladores estatales a tres “dimensio- 
nes” de neutralidad: a) la neutralidad de los resultados a través de la reflexión 
y la adopción de posiciones mediadoras por parte del organismo regulador; b) 
la neutralidad de la igualdad de oportunidades a través del asesoramiento téc- 
nico y la promoción de la alfabetización jurídica; y c) mediante el incremento 
de los mecanismos de participación y aproximación entre los órganos de fisca- 
lización y los ciudadanos inspeccionados, buscando implementar soluciones 
creativas e inclusivas con miras a la formalización de las comunidades locales. 
Algunas cuestiones reportadas por la comunidad permanecen abiertas 
en la investigación, como la inadecuación de la legislación aplicada a la acui- 
cultura ornamental basada en la acuicultura de engorde, que es potencialmente 
más contaminante; la percepción de que los órganos de control son más rígidos 
con la comunidad que con los intermediarios; y la dificultad técnica encontrada 
para apelar multas y otras medidas. Así como otras cuestiones descubiertas de 
manera incidental durante la fase de investigación documental, como una apa- 
rente ilegalidad en el requisito de inscripción de los acuicultores en el Registro 
General de Pesca. Se decidió dejar de lado o no profundizar en estos temas en 
aras del recorte y alcance, pero siguen siendo asuntos que merecen un mayor 
estudio. Finalmente, la observación de conflictos entre la comunidad acuícola 
de la Zona da Mata Mineira y los organismos reguladores puede brindar un 
apoyo importante al derecho y a la política cuando se enfrentan otros temas 
como el conflicto entre el Estado y las comunidades mineras del interior de 
Bahía o con los invasores de tierras en la Amazonía. Asegurar el uso sostenible 
de los recursos naturales y reinventar la relación humana con la tierra es el 
mayor objetivo del siglo XXI. Este desafío, sin embargo, no puede llevarse a 
cabo mientras viejas fórmulas de criminalización, exclusión y reproducción de 
desigualdades injustificadas sean el camino elegido por la sociedad. 
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Resumen 


El Estado de derecho y el Estado social de derecho son dos mode- 
los estatales que se encuentran estrechamente ligados por diversos 
principios, objetivos y elementos configurativos que comparten. Sin 
embargo, entre los dos modelos existen diferencias que surgieron a 
causa de hechos históricos que ocurrieron entre los siglos XIX y XX, 
y que provocaron una oleada de demandas sociales que no fueron 
satisfechas por el Estado de derecho; por esta razón, fue necesaria la 
implementación de un nuevo modelo estatal que solventara las exi- 
gencias de la época, surgiendo así el Estado social de derecho. 
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Abstract 


The rule of law and the social rule of law are two state models that 
are closely linked by various principles, objectives and configurative 
elements that they share. However, between the two models there are 
differences that arose due to historical events that occurred between 
the 19th and 20th centuries, and which caused a wave of social de- 
mands that were not satisfied by the rule of law; For this reason, it 
was necessary to implement a new state model to meet the demands 
of the time, thus giving rise to the social state of law. 


Keywords: rule of law, social State of Law, collective rights, histori- 
cal evolution, liberalism. 
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O estado de direito e o estado de direito social sáo dois modelos de es- 
tado intimamente ligados por vários princípios, objetivos e elementos 
configurativos que compartilham. No entanto, entre os dois modelos 
existem diferencas que surgiram devido a eventos históricos ocorri- 
dos entre os séculos 19 e 20, e que geraram uma onda de demandas 
sociais que náo foram satisfeitas pelo Estado de Direito; Por isso, fol 
necessário implantar um novo modelo de Estado para atender ás de- 
mandas da época, dando origem ao estado social de direito. 


Palavras-chave: Estado de direito, Estado social de direito, direitos 
coletivos, evolucgáo histórica, liberalismo. 
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INTRODUCCIÓN 


El presente trabajo investigativo estudia y explica la evolución con- 
ceptual e histórica que se dio entre el Estado de derecho y el Estado social de 
derecho; además, describe los fenómenos que los impulsaron y demarcaron 
la ruta para la imposición de estos modelos estatales. 

La investigación centra su atención en la última parte del siglo xIx y el 
en siglo xx, con el fin de encontrar respuestas sobre los acontecimientos que 
surgieron durante esta época, y reconocer su influencia en la creación de un 
nuevo modelo de entendimiento estatal que ayudó a resolver las exigencias so- 
ciales que para ese entonces se hacían de forma álgida y hasta violenta, debido 
a la enorme desigualdad y el desconocimiento de la dignidad de las personas. 

Esta evolución conceptual es fundamental para el entendimiento de 
las sociedades modernas, toda vez que, como lo vemos consagrado en nues- 
tra carta política, en el artículo 1, el Estado social de derecho es el nuevo 
modelo de Estado que se emplea de forma unánime en el mundo occidental. 

Sin embargo, esta nueva forma sigue teniendo una enorme conexión 
con el Estado de derecho liberal que se estableció después de las revolucio- 
nes del siglo xvIII, pues los elementos configurativos del Estado de derecho 
siguen estando igual de presentes, sin desconocer la integración de nuevos 
derechos que matizan y hasta brindan nuevas formas de entendimiento sobre 
la dimensión de los derechos fundamentales. 

Por esta razón, este trabajo es necesario y pertinente para su estudio, 
toda vez que pretende brindar luces sobre las nuevas dimensiones estatales 
que se aplican en la actualidad, comprendiendo los elementos que caracte- 
rizan a estos dos modelos estatales, sus objetivos, diferencias y los compo- 
nentes ideológicos que los enmarcan. 

El artículo está dividido en tres capítulos. Inicialmente, se realizará 
una diferenciación conceptual entre el Estado de derecho y el Estado social 
de derecho; en un segundo momento, se identificarán los acontecimientos 
históricos que provocaron el cambio de Estado de derecho a Estado social 
de derecho, no sin antes hacer un breve recuento de los fenómenos que es- 
tablecieron el Estado de derecho como modelo imperante. Por último, se 
realizará una interpretación de los sucesos históricos que llevaron a la im- 
plementación del Estado social de derecho y se explicarán las razones por 
las cuales las demandas que se realizaron en la época condujeron a la crea- 
ción de un nuevo modelo estatal que solventó las exigencias sociales de ese 
momento histórico. 


[Revista Ratio Juris Vol. 16 N.” 33 +. UNAULA | ISSN 1794-6638 505 


Juan Pablo Angarita Úsuga 


CONCEPTUALIZACIÓN, ENTRE EL ESTADO DE DERECHO 
Y EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO 


El Estado social de derecho y el Estado de derecho son fenómenos 
conceptuales que han tenido una enorme trascendencia en el desarrollo de la 
sociedad moderna. Su entendimiento y aplicación han sido objeto de estudio 
de diversos teóricos a lo largo de la época moderna, quienes han señalado de 
forma tajante las diferencias y necesidades a las que atiende cada modelo; 
sin embargo, a su vez, se ha reiterado la conexión que se establece entre es- 
tos conceptos, donde más que presentarse una dicotomía, se presentan unos 
objetivos específicos que responden a las necesidades actuales. 

El presente artículo empieza la conceptualización de estos fenómenos 
con el estudio del Estado de derecho, el cual goza de una mayor antigijedad; 
además, fue una fase necesaria para el establecimiento del Estado social de 
derecho. El Estado de derecho es, entonces, un fenómeno de reciente sur- 
gimiento: sus raíces filosóficas fueron propuestas por varios pensadores de 
corte liberal, los cuales otorgaron el sustento epistémico para el nacimiento 
de este modelo. 

Kant, Locke, Montesquieu y Rousseau son algunos de los teóricos 
que forjaron las bases filosóficas para el inicio de este modelo estatal, en 
donde el ¡usnaturalismo fue el antecedente histórico directo del Estado de 
derecho. Lo anterior partió de la necesidad de que existiera la ley para que 
regulara las libertades y garantizara el “orden natural” de las cosas en la so- 
ciedad, lo que favoreció el surgimiento de ideas liberales que fueron la base 
del Estado liberal, que fue el paso previo al Estado de derecho. 

La Revolución Francesa institucionalizó el modelo de Estado de de- 
recho, aunque no fue adoptado como termino científico sino hasta 1832 por 
Robert von Mohl en su Tratado de derecho administrativo. Después de esto 
el termino gozó de una amplia aceptación a nivel internacional hasta 1914, 
cuando a causa de las diversas crisis sociales tuvo que ser replanteado. 

Durante este tiempo el Estado de derecho alcanzó su desarrollo con- 
ceptual y definió sus características y objetivos de forma clara y expresa, 
lo que permite diferenciarlo de otros modelos estatales que se sirven de un 
ordenamiento jurídico, pero que no son Estados de derecho, tal y como lo 
afirma Elías Díaz (1963): 
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No todo Estado es Estado de Derecho. Por supuesto que todo Estado 
genera, crea, un Derecho, es decir, produce normas jurídicas; y que, 
en mayor o menor medida, las utiliza, las aplica y se sirve de ellas 
para organizar y hacer funcionar el grupo social, así como para resol- 
ver conflictos concretos surgidos dentro de él. (p. 21). 


A raíz de esta oportuna diferenciación, surge entonces la necesidad de 
establecer cuáles son esas características esenciales que logran configurar la 
existencia de un Estado de derecho, logrando establecerse como vitales el 
imperio de la ley, la división de poderes, la legalidad de la administración, 
el establecimiento de derechos fundamentales y la presencia de una consti- 
tución escrita (Villar, 2007). 


a) El imperio de la ley: El imperio de la ley, tal y como lo afirma Elías 
Díaz (1963), hace referencia a la prevalencia de la ley formal por enci- 
ma de la ley material, esto es que existe una jerarquía en donde prima 
la ley creada por el órgano legislativo escogido por voto popular (ley 
en sentido formal) sobre cualquier otra expresión normativa expedida 
por el Estado (ley en sentido material). 


b) División de poderes: La división de poderes adoptada por el Estado 
de derecho proviene de las ideas señaladas por Montesquieu, quien 
estableció la triada de poder como la forma efectiva de controlar y 
limitar la concentración de poder estatal en una sola figura o autoridad. 
La división se crea entre la rama legislativa que se encarga de crear las 
leyes; la rama ejecutiva que se ocupa de ejecutar las leyes expedidas; y 
la rama judicial, la cual tiene como tarea sancionar a aquellas personas 
que inaplican las normas. 


c) Legalidad de la administración: Para Picard y Useche (2006) la legali- 
dad de la administración es la “actuación según la ley y suficiente con- 
trol judicial”. Este sometimiento se refiere a la ley formal que es ex- 
pedida por la rama legislativa, viéndose la administración supeditada 
al actuar de forma reglada y apartándose de los actos discrecionales de 
los cuales gozaba antes del Estado de derecho. El control judicial, por 
su parte, hace referencia a la tarea de los jueces que deben velar por el 
cumplimiento de los deberes estatales, razón por la cual a medida que 
avanza el siglo xIx se ve un mayor crecimiento de la responsabilidad 
estatal a causa de la jurisprudencia de los jueces administrativos. 
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d) Constitución política escrita: La constitución política escrita se esta- 
bleció como forma de garantizar la protección de los derechos funda- 
mentales de los ciudadanos, también como forma de control del órga- 
no legislativo, el cual, por su función de expedir la ley formal, goza de 
una posición privilegiada en el Estado de derecho. 

e) Establecimiento de libertades y derechos fundamentales: Todo lo an- 
terior tiene como finalidad la protección de las libertades y derechos 
de los ciudadanos que componen el Estado, la visión individualista del 
pensamiento liberal conlleva a establecer garantías de protección del 
ciudadano frente al ejercicio del poder estatal, razón por la cual es la 
institución de los derechos la llamada a regular y someter al Estado 
en su ejercicio, consagrando derechos individuales erga omnes que 
tienen aplicabilidad inmediata y universal. 


Las características anteriormente mencionadas son, entonces, los ele- 
mentos configurativos necesarios para el desarrollo del Estado de derecho, 
pero estas características, a su vez, deben verse incorporadas dentro del Esta- 
do social de derecho, el cual es el modelo que prosigue al Estado de derecho. 

El Estado social de derecho es, entonces, un fenómeno conceptual e 
histórico que surge a inicios del siglo xx, aunque tiene antecedentes histórl- 
cos desde mediados del siglo xIx con la Revolución Francesa de 1848, época 
en que sus postulados empezaron a ser exigidos por parte de la ciudadanía; 
sin embargo, su institucionalización se dio mucho tiempo después, a causa 
de la crisis económica de 1928 y de la Segunda Guerra Mundial. 

Hermann Heller (1933) fue el primer académico que planteó de forma 
teórica el concepto de Estado social de derecho en 1928, sustentado su tesis 
en la necesidad de establecer una salida efectiva al “fascismo y la dictadura 
económica” que parecía imponerse durante esa época, a causa del surgi- 
miento de los discursos nacionalistas resultantes de la postguerra. 

El Estado social de derecho cuenta con diversas definiciones, una de 
las más pertinentes es la de Villar Borda (2007) que señala al Estado social 
de derecho: 


Como Estado social se define aquel que acepta e incorpora al orden 
jurídico, a partir de la propia Constitución, derechos sociales funda- 
mentales junto a los clásicos derechos políticos y civiles. Se habla de 
derechos de segunda generación y más adelante se vendrán a com- 
plementar aún con los de tercera generación. Los derechos civiles 
no buscan la protección de libertades individuales, sino la prestación 
social del Estado en diversos aspectos (p. 82). 
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De la definición planteada por Villar Borda se desprenden varios ele- 
mentos característicos del Estado social de derecho, entre los cuales prima- 
riamente se encuentra el establecimiento de derechos sociales y económicos 
que protegen el colectivo; estos derechos, entonces, cuentan con un carácter 
positivo —que es distinto al carácter negativo de los derechos fundamen- 
tales—, en razón a la necesidad del Estado de emplear acciones que vayan 
encaminadas a la realización de estos derechos; es decir, el Estado debe 
facilitar las herramientas (proveer empleo, educación, salud, seguridad so- 
cial) a los ciudadanos, distinto a los derechos fundamentales a los cuales se 
le adjudica un sentido negativo, toda vez que el Estado debe abstenerse de 
realizar acciones que vulneren dichos derechos. 

Su materialización cuenta con otros elementos esenciales para su de- 
bida existencia, entre los cuales se destaca la lista realizada por Alfred Katz 
(1987), quien señaló los objetivos y elementos integrativos del Estado social 
de derecho, enumerándolos de la siguiente forma: 


a) Condiciones de vida digna: El Estado social de derecho se caracteriza 
por establecer condiciones de vida digna para todos los habitantes, 
por lo cual adquiere un factor intervencionista y se aleja del carácter 
abstencionista e individualista del Estado de derecho. 


b) Igualdad social: El Estado social de derecho busca proveer una ver- 
dadera igualdad, no solo formal, sino material, en donde todos los ciu- 
dadanos cuenten con igualdad de oportunidades y trato frente a las 
autoridades; además, genera acciones positivas que buscan ayudar a la 
clase social menos favorecida. 


c) Equidad social: El Estado penetra en todas las esferas públicas y de 
relacionamiento económico, buscando establecer un orden justo y ar- 
monioso entre los individuos, por lo cual señala el establecimiento de 
una protección reforzada. 


d) Sistema jurídico de indemnizaciones: El Estado establece un amplio 
régimen de indemnizaciones por el actuar estatal, este se ve reforza- 
do, en gran medida, por la actuación de los jueces, quienes amplían 
el campo de la responsabilidad estatal y lo llevan a un crecimiento 
general, en donde ya no solo se sanciona el actuar o la omisión de la 
administración, sino que, a su vez, se castiga el mal proceder de la 
rama judicial y la rama legislativa. 
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Por último, el concepto de Estado social de derecho se compone tam- 
bién de un aplicativo cuantitativo; esto es, la aparición de un Estado democrá- 
tico, el cual establece la creación de mecanismos de participación ciudadana, 
en donde los habitantes pueden participar y avocar por la protección de los 
derechos consagrados en su carta magna. (Corte Constitucional, 1992). 


FENÓMENOS HISTÓRICOS DE FINALES DEL SIGLO XIX Y DEL SIGLO 
XX QUE PROVOCARON EL CAMBIO DE ESTADO DE DERECHO A 
ESTADO SOCIAL DE DERECHO 


Los fenómenos históricos que propiciaron el surgimiento del Estado 
social de derecho ocurrieron a partir del siglo xIx con la Revolución France- 
sa de 1848, y van hasta casi la mitad del siglo xx cuando se logró institucio- 
nalizar el Estado social de derecho, después de la Segunda Guerra Mundial, 
a causa de la crisis definitiva del Estado liberal de derecho. 

Sin embargo, para mencionar los fenómenos históricos que dieron 
paso al Estado social de derecho; primero, se debe hacer un breve recuento 
sobre los hechos a través de los cuales se estableció el Estado de derecho, 
antecesor directo del Estado social de derecho. 

El Estado de derecho nació de la evolución del iusnaturalismo racio- 
nal preponderante durante los siglos XVI y XVIII; a partir de ese momento se 
empezó a establecer la idea de un sistema normativo escrito que protegiera 
las libertades individuales y asegurara el orden justo de la sociedad a través 
de leyes racionales que emanaran de la voluntad popular de la ciudadanía, 
relacionado, de esta forma, con la democracia liberal que se proponía por 
esos días. 

El Estado de derecho tuvo, entonces, enormes sustentos filosóficos 
que se instauraron a través del pensamiento filosófico liberal, que buscaba 
el individualismo, el establecimiento de garantías fundamentales, el absten- 
cionismo del Estado en materia comercial (y personal), además de la imple- 
mentación del sistema racional. 

Todos estos postulados se consagraron con la Revolución de las Tre- 
ce Colonias que se dio entre 1775 y 1783, y la Revolución Francesa de 1789, 
en donde quedó plasmado en diversos documentos (entre ellos la Declara- 
ción Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano) la consigna de 
las libertades fundamentales y la materialización del componente filosófico 
liberal que dominaba para la época. 
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A pesar de que estos fenómenos históricos ayudaron a concretar el 
Estado de derecho, este solo fue institucionalizado hasta la adopción del 
término teórico que estableció Robert von Mohl en 1832; desde ese momen- 
to y hasta inicios del siglo xx el Estado de derecho gozó de una auténtica 
unanimidad y aceptación dentro del mundo jurídico. 

Sin embargo, las constantes crisis sociales, económicas y políticas del 
álgido siglo XIX llevaron a que desde mediados del mismo se empezaran a 
hacer demandas sociales que buscaban establecer una mayor igualdad y una 
nueva forma de entender al individuo dentro de la sociedad; por esta razón, 
el Estado de derecho comenzó a ser inoperante y, finalmente, su decadencia 
derivó en la implementación del Estado social de derecho. 

En 1848, durante la segunda Revolución Francesa, se empezaron a 
realizar demandas de tipo social que exigían la modificación o el estableci- 
miento de un nuevo modelo estatal, lo anterior se deduce por los reclamos de 
pequeños burgueses y trabajadores que pedían que se garantizara el trabajo a 
través de una intervención estatal que protegiera los mercados. 

Este fenómeno concuerda con lo señalado por diversos académicos 
sobre el reto teórico que asumía el Estado de derecho, el cual buscaba man- 
tener el derecho a la propiedad y a la libertad contractual, pero con una 
intervención estatal necesaria que apoyara a los grupos marginales que solo 
ostentaban su fuerza de trabajo. Se buscó, entonces, la reinterpretación del 
concepto de igualdad, en donde el Estado debió convertirse en una “organi- 
zación necesaria para el equilibrio de las relaciones sociales” (Isaza, 2011). 

A este suceso histórico —que, a su vez, denotaba un conflicto teórico 
que iba tomando fuerza en el mundo occidental— se sumó el surgimiento 
de nuevas corrientes de pensamiento que incentivaron la propagación de 
nuevos grupos sociales que veían invisibilizados sus derechos y buscaban 
otras condiciones de vida. 

El pensamiento socialista de Marx se mezcló con las ya inconformes 
necesidades que ostentaba la clase trabajadora para finales del siglo xIx, 
fomentando la creación de los sindicatos de trabajadores que empezaron a 
exigir demandas de tipo social que el Estado de derecho no lograba proveer. 

Debido a estas demandas, en 1883, se creó la ley de seguridad contra 
enfermedad de Otto von Bismarck, que fue pionera de la seguridad social y 
la protección de los derechos laborales de los ciudadanos. Esta ley se pro- 
mulgó en medio de una de las mayores crisis de deflación, que tuvo su punto 
más álgido en 1868 (además de la enorme industrialización que había para 
la época). 
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La crisis se agudizó hasta llegar al siglo xx. La hiperindustrialización 
y el colonialismo del siglo xIx empezaron a generar grietas a nivel interna- 
cional, desatando la Gran Guerra (que después se conoció como la Primera 
Guerra Mundial), una hecatombe social, económica y política para la época. 

Durante la guerra y la postguerra sucedieron, entonces, varios de los 
fenómenos cruciales para la implementación del nuevo modelo, entre los 
cuales se resaltan: 

La Constitución mexicana de 1917, la primera del mundo, estableció 
derechos laborales; además, reconoció el derecho a la huelga, estableció el 
derecho a la educación primaria gratuita para todos los ciudadanos y dictó 
medidas de protección a favor de los niños. Esta primera Constitución am- 
plió la carta de derechos individuales y abrió un nuevo espacio de derechos 
colectivos que surgieron producto de las exigencias sociales de las clases 
trabajadoras menos favorecidas. 

En 1919 se creó la Organización Internacional del Trabajo (Orr) como 
una entidad interestatal que buscaba la protección y la creación de nuevas 
garantías para los trabajadores; su propósito era ofrecer una mayor emplea- 
bilidad, reducir las horas de trabajo, garantizar educación y salud para los 
trabajadores, además de facilitar los medios para que la clase obrera pudiera 
tener un mayor poder adquisitivo. 

El mismo año comenzó la Revolución rusa que estableció un nuevo 
modelo estatal socialista encabezado por Lenin, quien instauró un discurso 
enfocado en el ataque a la burguesía y los capitales privilegiados. Se im- 
plementó una reforma estatal profunda con la expedición del decreto de la 
tierra que permitió la redistribución de la tierra a los campesinos; además, se 
expulsaron los capitales internacionales y se privatizaron las empresas como 
consigna de nuevas ideas que buscaban favorecer a las clases marginadas. 

En 1919 también se estableció la República de Weimar, un régimen 
político en el que se proclamó una nueva Constitución para Alemania, que 
implementó derechos colectivos tales como la protección a la familia, a la 
educación y al trabajo, los cuales surgieron producto de la enorme crisis que 
vivió este país después perder la Primera Guerra Mundial. 

Durante la época de la postguerra se vivieron grandes crisis econó- 
micas y sociales a causa de las enormes pérdidas que provocó la guerra. 
Alemania, señalada como “culpable”, tuvo que asumir las indemnizaciones 
que le impusieron, las cuales eran reclamadas por los países aliados que, 
para solventar la guerra, adquirieron enormes deudas Estados Unidos, país 
que se rehusaba a condonar dichos préstamos y exigía su pago. 
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Para la época, las demandas sociales se agudizaron por el abandono 
del patrón oro, la reducción de la productividad en diversos sectores, la pér- 
dida de inversiones extranjeras (caso de Francia y Rusia) y la implementa- 
ción de un modelo de economía proteccionista que controlaba el libre cam- 
bio. Lo anterior se sumó a la mayor crisis económica del mundo moderno 
que estalló en 1928. 

Ese año ocurrió la Gran Depresión, la cual inició en Estados Unidos 
y se propagó rápidamente por el resto del mundo. Esta situación provocó 
que en 1932 la tasa de inflación y desempleo en varias naciones occidentales 
fuera enorme, si se comparaba con los registros históricos, lo que conllevó a 
la implementación de discursos nacionalistas y fascistas que le adjudicaban 
la crisis a enemigos externos (como los judíos para el caso alemán); además, 
buscaban reivindicar e imponer sus visiones del mundo, lo que desató, final- 
mente, la Segunda Guerra Mundial. 

Con la llegada de Roosevelt al poder, en 1933, Estados Unidos imple- 
mentó un nuevo modelo estatal y económico inspirado en el keynesianismo. 
Roosevelt estableció el New Deal, una política intervencionista con la que 
intentó solventar la crisis social y económica de la época: adoptó medidas 
sociales como los subsidios, garantizó la educación pública gratuita, la salud 
y otros derechos colectivos que buscaban proteger e incentivar el crecimien- 
to económico a través del gasto público. 

Durante esta época, Colombia también adoptó medidas transforma- 
doras en el campo social, que se implementaron con la república liberal 
de López Pumarejo, quien, a través de la reforma constitucional de 1936, 
propuso la “Revolución en marcha” como su proyecto de gobierno, que bus- 
caba establecer derechos sociales y colectivos para la población; además, 
instauró la “función social” de la propiedad privada. 

Todo esto conllevó a que después de la Segunda Guerra Mundial, con 
un Estado de derecho desgastado y unas exigencias sociales al límite, se im- 
plementara de forma progresiva en la mayoría de los países el Estado social 
de derecho como respuesta a la constante amenaza que sufrían las elites de 
ser despojadas de sus privilegios, las cuales buscaron la socialización del 
Estado para frenar las diversas amenazas del proletariado militante y de los 
colectivos comunistas que representaban a los sectores más necesitados y 
olvidados de la sociedad (Lamo de Espinoza, 2002). 
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INTERPRETACIÓN DE LOS FENÓMENOS HISTÓRICOS 
QUE GENERARON EL CAMBIO DEL MODELO ESTATAL 


Los elementos que se presentan en el plano material de la realidad sir- 
ven como sustentos para el desarrollo de ideas, conjeturas y tesis que luego, 
provistos de un componente mucho más teórico e ideológico, servirán como 
forma de explicación del mundo material, o también funcionarán como ins- 
trumento transformador que pretende, en la mayoría de las veces, ser útil 
para los sujetos que habitan y conviven en el mundo. Muchas veces estas 
conjeturas suelen ser delimitadas a ciertos espacios territoriales, atendiendo 
a diversos fenómenos que acompañan el entorno. 

Para el caso actual, los fenómenos históricos que generaron el cambio 
de Estado de derecho a Estado social de derecho deben ser interpretados 
de tal forma que logren dar luces sobre el relacionamiento que tuvieron los 
hechos con el surgimiento del concepto de Estado social; a su vez, deben 
orientar a una explicación que muestre por qué se establecieron esos com- 
ponentes, sus finalidades y su vinculación al desarrollo del Estado social. 

Por lo anterior, se resalta que los diversos fenómenos históricos que 
se presentaron a lo largo de los siglos XIX y xx comparten demandas sociales 
similares; esto es, en la mayoría de los eventos que acontecieron durante 
dicha época se resalta el sentimiento generalizado de una clase marginada 
que buscaba un reconocimiento y un mejoramiento de las situaciones de 
vida que padecían. La constante lucha que se presentaba entre estas clases 
marginadas se enfocaba en obtener una garantía del desarrollo de una vida 
digna; razón por la cual sus banderas de lucha se enfocaban en exigirle al 
Estado una mayor empleabilidad que garantizara una mayor capacidad ad- 
quisitiva al proletariado que solo tiene su fuerza de trabajo como medio de 
subsistencia. 

La exigencia social no paró ahí: las clases menos favorecidas le re- 
clamaron al Estado que proveyera salud y educación (esto lo hicieron con 
la intención de subir en la escala social establecida, en donde se entiende la 
educación como forma de progreso y ascenso). En la lucha por la emplea- 
bilidad, exigieron un recorte en las horas de trabajo y condiciones dignas 
para poder laborar; además, pedían un mejor sistema de reproducción de la 
riqueza que favoreciera a los trabajadores. 

Lo anterior llevó a la creación de movimientos sindicales que también 
fueron influenciados por las corrientes teóricas de la época (como el marxis- 
mo), pues sus ideas se veían reflejadas en los postulados de esas corrientes. 
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Las constantes exigencias sociales provocaron el replanteamiento del 
Estado liberal de derecho, el cual no logró satisfacer las demandas plantea- 
das por los grupos marginados, a causa de su inoperancia y del predominio 
de intereses capitalistas que coaccionaban el aparato estatal. En este mo- 
delo primaban las dinámicas del mercado, donde todos los individuos eran 
iguales y no gozaban de ventaja económica al momento de competir, lo que 
favorecía el carácter individualista de los sujetos. 

El reto, entonces, era seguir privilegiando el derecho a la propiedad y 
a la libertad de mercado, pero, a su vez, garantizando la intervención estatal 
en aquellos grupos que eran menos favorecidos; por esa razón, era necesario 
reestructurar todo el sistema de valores que ostentaba el Estado de derecho, 
y pasar de un modelo abstencionista a un modelo que interviniera en su justo 
medio, dando progreso a las poblaciones marginadas. 

La filosofía liberal del Estado de derecho debía acoplarse a los fenó- 
menos sociales que se presentaban para la época, de lo contrario su existen- 
cia se vería amenazada, de esta forma lo describe Gómez (2006): 


En la historia de la socialización del Estado, previa a la consagra- 
ción del Estado social de Derecho, la filosofía política del libera- 
lismo necesariamente tuvo que ser adaptada a la necesidad de un 
Estado que debe asumir funciones de intervención en la esfera de 
lo social (p. 81). 


Por esta razón, la integración de los derechos sociales y económicos 
y la relevancia del componente de dignidad humana son elementos obliga- 
torios en el nuevo modelo estatal hegemonizante, que busca reconocer el 
malestar social, pero mantiene las bases del modelo liberal —aunque de 
forma atenuada— como garantía de la primacía de intereses económicos 
que salvaguarden el modelo. 

Otro de los acontecimientos importantes que sirve como fundamento 
de interpretación para la materialización del Estado social de derecho es el 
surgimiento de los discursos totalitaristas y su repercusión en la época. Estos 
discursos cargados de nacionalismo y antisemitismo, que acudían al conflic- 
to bélico dentro del panorama político, mostraban la crisis de representación 
que permitía el modelo de Estado de derecho, y que debía ser solucionada 
por el Estado social. 
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La aparición de la democracia participativa fue la solución que esta- 
bleció el Estado social de derecho para solventar las demandas de represen- 
tatividad que exigía el pueblo, las cuales buscaban eliminar la ausencia de 
representación y el abuso de poder por parte de los representantes del pueblo 
en pro de intereses personales. 

La democracia participativa surgió como el aspecto cuantitativo del 
Estado social de derecho, su formulación nació de la idea de crear un siste- 
ma estatal donde todos se vieran representados, y los ciudadanos pudieran 
participar activamente del ejercicio decisorio del Estado, otorgando legiti- 
midad y adoptando un sistema mucho más integral que protegiera y repro- 
dujera la diversidad cultural que compone a las sociedades. 

Por último, otro de los fenómenos históricos que impactó de forma 
considerable la constitución del nuevo modelo estatal fue la transformación 
que sufrió el concepto de justicia a causa de los hechos desatados durante la 
Segunda Guerra Mundial y su encubrimiento en el marco legal. 

El Estado liberal de derecho adoptaba dentro de sus componentes el 
imperio de la ley como máxima para el desarrollo; a través de este método, 
integraba la legalidad y la justicia en un solo fenómeno, y era la expresión 
de la voluntad popular a través del congreso. El Estado de derecho entendía 
como justa toda aquella ley que fuera expedida por el órgano legislativo que 
fuese escogido por el voto popular, independiente de si esta ley respetaba o 
no la dignidad humana y el concepto filosófico de justicia. 

Ese sistema de pensamiento permitió algunos sucesos que ocurrieron 
durante la Segunda Guerra Mundial, en donde varios de los delitos come- 
tidos contra los grupos más discriminados —como el caso de los judíos— 
eran permitidos por la ley y, por ende, su aplicación no era entendida como 
delito ni como injusticia. 

La vulneración de derechos, la degradación y la cosificación del ser 
humano que permitía este postulado fueron suprimidas por el Estado social 
de derecho, que planteó entre sus objetivos, principios y valores un concep- 
to de justicia distinto al modelo clásico que proponía el Estado de derecho. 
Este nuevo modelo no confunde ni integra la legalidad como justicia, sino 
que reconoce el contexto, las circunstancias que rodean a los sujetos y las 
diversas necesidades que tiene cada uno de ellos, y desde allí procede con 
su aplicación. 
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CONCLUSIONES 


A través del análisis que se realizó durante la investigación, se pue- 
de evidenciar la evolución histórica y conceptual que ha sufrido el Estado 
de derecho, hasta el punto de convertirse en un Estado social de derecho; 
sus planteamientos filosóficos, objetivos, elementos configurativos y prin- 
cipios rectores han sido transformados con la finalidad de garantizar una 
mayor protección social y la preservación de la propiedad privada y de los 
grandes capitales, como medidas adoptadas para el beneficio de ciertos 
individuos. 

El Estado de derecho ha demostrado su inoperancia a lo largo de la 
historia: su abstencionismo y visión individualista han permitido que se 
establezcan desigualdades sociales que afectan a los sujetos, incentivan 
el resentimiento a las clases marginadas y llevan al establecimiento de 
procesos económicos que muchas veces no son adecuados para el desa- 
rrollo social. 

Los hechos históricos son elementos que siempre deben ser estudia- 
dos a la hora de entender los fenómenos económicos y sociales. Esta visión 
permite realizar un análisis que logra brindar luces sobre el porqué se generó 
el cambio desde una perspectiva interdisciplinaria, que abarca el objeto de 
estudio de una forma amplia. 

Estos acontecimientos permiten analizar la delimitación conceptual 
que se establece entre los dos modelos estatales, en donde se resalta el ca- 
rácter abstencionista del Estado de derecho, contrario al carácter interven- 
cionista del Estado social. También se resalta la implementación de dere- 
chos fundamentales como forma de protección de los individuos frente al 
Estado; sin embargo, para el Estado social estos derechos se quedan cortos 
y no son garantía de equidad social, por ende, integra derechos colectivos, 
sociales y económicos que buscan un mejor desarrollo de la sociedad. 

Los acontecimientos históricos fueron necesarios para la transforma- 
ción que permitió el surgimiento del Estado social de derecho, los cuales, en 
su momento más álgido (comienzos del siglo XX), sirvieron como mecanis- 
mo de presión. Estos hechos de los cuales se resalta la Revolución Francesa 
de 1848, la Constitución mexicana de 1917, la creación de la orr en 1919, La 
Gran Depresión de 1928 y la Segunda Guerra Mundial (1939-1945), institu- 
cionalizaron el Estado social de derecho. 
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La comprensión de estos hechos ayuda a tener un mayor entendi- 
miento de la realidad. Comprender y problematizar los fenómenos estatales 
que se han desarrollado a lo largo de la historia sirve como sustento para un 
posible planteamiento de futuros modelos estatales que busquen solucionar 
las problemáticas económicas, sociales, jurídicas o de cualquier otra índole 
que padecen las sociedades modernas. 

Por último, se resalta la necesidad de proponer modelos estatales que 
no partan de una dogmática incuestionable que no permita la flexibilidad y 
el debido desarrollo del modelo estatal, como queda evidenciado con el Es- 
tado de derecho. El fracaso de aquellos modelos estatales que se surten de su 
componente filosófico, sin realizar un debido cuestionamiento que busque 
ayudar al progreso de las sociedades que pretenden regular, es un problema 
social que trae consecuencias. 
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Resumen 


La internacionalización de las economías exige de los gobiernos el 
fortalecimiento de las relaciones comerciales con otros países en todo 
el planeta. Las herramientas más utilizadas en las últimas décadas han 
sido los tratados de libre comercio que, además de la desgravación to- 
tal o parcial y progresiva, implican cambios en las condiciones inter- 
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nas relativas a la normatividad aplicada, con el ánimo de facilitar las 
relaciones de comercio, la búsqueda de un lenguaje aduanero común, 
así como la estandarización de las operaciones aduaneras. Es una exi- 
gencia cada vez mayor que obliga a que se hagan ajustes a los pro- 
cesos y procedimientos internos; aunado a ello, están los organismos 
multilaterales a los que cada vez se unen más países, con el propósito 
de buscar mejores condiciones económicas, políticas y sociales para 
sus administrados, pero es necesario prestar atención a las afectacio- 
nes que tales exigencias e implementaciones presuponen no solo en 
el ordenamiento interno, sino en la aplicación misma de las normas. 


Palabras clave: cambios, inseguridad jurídica, organismos multila- 
terales, integración económica, imposición, reglas, normatividad, es- 
tandarización de normas, procesos aduaneros, procedimientos adua- 
neros, normatividad aduanera. 


Abstract 


522 


The internationalization of economies requires governments to stren- 
gthen trade relations with other countries around the world; the most 
widely used tool in recent decades has been the Fee Trade Agree- 
ments, which in addition to total or partial and progressive tax relief, 
imply changes in the internal conditions related to the regulations 
applied, with the aim of facilitating trade relations; the search for a 
common customs language, as well as the standardization of customs 
Operations, is a growing requirement that forces adjustments to be 
made to internal processes and procedures; in addition to this, there 
are the multilateral organizations that more and more countries are 
joining, with the aim of seeking better economic, political and social 
conditions for their citizens, but it is necessary to pay attention to 
the effects that such requirements and implementations presuppose 
not only int the internal order, but also in the application of the rules 
thenselves. 


Keywords: changes, legal insecurity, multilateral organizations, eco- 
nomic integration, taxation, rules, standards, regulations, standardi- 
zation of rules, customs process, customs procedures, customs regu- 
lations. 
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Resumo 


A internacionalizagáo das economias exige que os governos forta- 
legam as relagóes comerciais com outros países do planeta; A ferra- 
menta mais utilizada nas últimas décadas tém sido os Tratados de 
Livre Comércio, que, além da redugáo total ou parcial e progressiva, 
implicam mudangas nas condigdes internas relacionadas á regula- 
mentacáo aplicada, com o objetivo de facilitar as relagdes comerciais; 
a busca de uma linguagem aduaneira comum, bem como a padroni- 
zacáo das operacóes aduaneiras. É um requisito cada vez maior que 
requer ajustes nos processos e procedimentos internos; Além disso, 
existem os organismos multilaterais aos quais cada vez mais países 
estáo aderindo, com o objetivo de buscar melhores condigóes econó- 
micas, políticas e sociais para suas administragOes, mas é preciso es- 
tar atento aos efeitos que tais demandas e implementacóes, pressupóe 
náo apenas na ordem interna, mas na própria aplicacáo das normas. 


Palavras-chave: mudancas, incerteza jurídica, organizagóes multi- 
laterais, integragáo económica, imposigáo, as regras, normatividade, 
padronizacáo de normas, processos alfandegários, procedimentos al- 
fandegários, regulamentos alfandegários. 
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INTRODUCCIÓN 


El 9 de noviembre de 1989 el mundo cambió. Le llamaban “el muro 
de la infamia”. No solo dos naciones que habían sido separadas por él espe- 
raban de forma silenciosa, pero anhelante, poder ver un día su caída. Y ese 
día por fin llegó. 

Habían transcurrido casi 30 años. Ese muro no solo había tenido di- 
vidas a las dos Alemanias, sino que, en realidad, había fortalecido la sepa- 
ración de todo un continente a partir de la Segunda Guerra Mundial, con 
lo que se conocería como “la cortina de hierro”. Y ese distanciamiento se 
dio en términos económicos, políticos y sociales entre la Europa del Este 
o como se le conocía, en general, la Europa comunista porque hacía parte 
del “bloque soviético”; y la otra, la Europa del Oeste o como se le llamaba 
entonces, la del “bloque capitalista”. Dicha división no se quedó en lo local, 
trascendió al mundo entero. 

El planeta vivía una interminable Guerra Fría desde finales de 1945, 
que mantenía en vilo la seguridad, la tranquilidad y la estabilidad del mundo 
entero. Dos hegemones: uno, Rusia y sus aliados; y el otro, Estados Unidos 
y los suyos. Esa no era solamente una lucha de poder, también determinaba 
los sistemas políticos imperantes en el mundo en aquella época. Como bien 
es sabido, Rusia representaba el comunismo y Estados Unidos, el capita- 
lismo; dos concepciones de la producción, de las relaciones sociales, del 
crecimiento económico interno, del consumo, del comercio interno e inter- 
nacional, diametralmente opuestas. 

Con la caída del Muro de Berlín se produjo un efecto dominó sobre 
el bloque soviético y los países que lo conformaban, más conocido como 
la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas —URSS—, que finalizó con 
su disolución en 1991, surgiendo así un solo hegemón: Estados Unidos de 
Norteamérica. 

Con la caída de ambos, el Muro de Berlín y la cortina de hierro, las 
condiciones comerciales, políticas y económicas a nivel mundial cambiaron 
radicalmente, y Colombia no estaría exenta de ello. 

Por imposición directa del Banco Mundial se hizo necesaria la im- 
plementación de cambios estructurales a la economía colombiana y a sus 
dinámicas de modernización del Estado, obligándose así a eliminar gradual- 
mente el intervencionismo por parte del gobierno, mediante el desmonte 
de subsidios, entre otros beneficios, y dejando en cabeza de los privados la 
solución a las condiciones de bienestar. 
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La forma como se implementaron aquellas imposiciones del Banco 
Mundial, que ya venían haciéndose desde el gobierno de Virgilio Barco, aun- 
que de forma incipiente, fue mediante el modelo neoliberal promovido por 
Margaret Thatcher, primera ministra del Reino Unido, a quien se le atribuye 
su creación. Cabe resaltar aquí que, aunque esa política fue modelada bajo 
diferentes componentes, para efectos de este trabajo, se abordará solo desde 
lo que compete al comercio internacional, la armonización del comercio y la 
internacionalización de la economía; cambios que se introdujeron y tuvieron 
su “ópera prima” durante el gobierno de César Gaviria, y no es porque hubiese 
sido el autor, sino porque fue él quien, a partir de 1990, implementó la “Aper- 
tura económica”, época desde la que se han venido dando todos los cambios 
introducidos a la legislación aduanera colombiana y, en general, a todo el 
sistema jurídico que regula el comercio exterior colombiano. 

Hasta el inicio de la década de 1990, la de Colombia era una economía 
cerrada, proteccionista y enfocada en la sustitución de las importaciones, 
pero estas condiciones tampoco habían generado crecimiento económico 
interno, diversificación de la producción y mejoramiento de las condiciones 
de consumo de la población en general. 

Entre los mecanismos de cierre de la economía se encuentran las ba- 
rreras al comercio, unas son de tipo arancelario, representadas en porcenta- 
jes ad valorem que para la época, en varios de los capítulos, eran del 50 % 
o incluso superiores a este, gravámenes aplicados al valor de las mercancías 
en aduana, es decir, el valor CIF por sus siglas en inglés (cost, insurance, 
freigth); y las otras, de tipo no arancelario, correspondientes, entre otras, a 
las licencias y registros de importación; en este sentido, es importante tener 
en cuenta que, para ese momento, estaban establecidos tres regímenes de 
importación dentro del sistema armonizado, así: licencia previa, régimen de 
prohibida importación y libre importación. 

En el caso del régimen de prohibida importación, el Instituto Colombia- 
no de Comercio Exterior —Incomex— no emitía documento respecto de este, 
porque el solo hecho de la clasificación no habilitaba procedimiento alguno. 

En consideración al fenómeno de apertura económica, a partir de 
1990, el gobierno estableció la política de comercio exterior, enfocada en 
el desmonte de los altos porcentajes arancelarios o porcentajes ad valorem, 
que fueron reducidos a niveles del 0 %, 5 %, 10 %, 15%, 20% y 35%; este 
último, en el caso de los vehículos, debido a que Colombia tiene sector 
ensamblador, y esta ha sido una forma de protegerlo y desincentivar el in- 
terés en la importación de este tipo de bienes. A la par, se desmontaron gra- 
dualmente las barreras no arancelarias y el sistema armonizado pasó a una 
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composición inversa, convirtiéndose el universo arancelario en un 98 % de 
libre importación (incluye libre importación con requisitos y libre importa- 
ción sin requisitos), y el 2 % en el de licencia previa; desapareciendo, como 
régimen, el de prohibida importación. 

En el caso específico de las mercancías que por clasificación estaban 
contenidas en el régimen de prohibida importación, estas pasaron a un con- 
trol documental con el fin de que al momento de importar determinados bie- 
nes fuera necesario tramitar la licencia, proceso previo que rechazará la so- 
licitud cuando así esté establecido en las normas que regulan la materia; por 
ejemplo, en la importación de armas, cuyo trámite de solicitud de licencia 
previa se realiza a través de la Industria Militar Colombiana —Indumil—. 

Uno de los principales objetivos de la reducción progresiva de las ba- 
rreras arancelarias y no arancelarias era permitir el ingreso de maquinaria y 
equipos altamente tecnificados, así como de materias primas, materiales e in- 
sumos para desarrollar la industria, fabricar bajo estándares internacionales de 
calidad, producir a escala para reducir los costos de producción; cambios que 
conducirían a la implementación del fenómeno de apertura comercial; es decir, 
la penetración de mercados internacionales producto del fortalecimiento del 
sector exportador y del crecimiento de la oferta exportable, como consecuencia 
de una apertura económica debidamente estructura y correctamente aplicada. 

Como se puede ver, en ese lapso se llevaron a cabo grandes transfor- 
maciones de la economía colombiana: apertura económica, apertura comer- 
cial, eliminación de la banda cambiaria por un tipo de cambio flexible que 
establece el valor de la moneda por la ley de oferta y demanda. Todo esto 
condujo, como era de esperarse, a que el país se abriera también a la posi- 
bilidad de negociar con otras economías no solo en el continente, sino en 
cualquier lugar del mundo, porque, como se explicó en apartados anteriores, 
ya no existían las barreras políticas que otrora se daban por el control que 
ejercían Rusia y Estados Unidos, y sus respectivos aliados en el mundo. 

Cabe aclarar que el que Colombia fuera una economía cerrada no sig- 
nificaba que no tuviera relaciones de comercio exterior, de hecho, hacía parte, 
desde la firma del Acuerdo de Cartagena, el 26 de mayo de 1969, de la Comu- 
nidad Andina de Naciones —CAN—, mecanismo de integración económica 
de carácter subregional, que le ha permitido el intercambio de bienes con los 
demás países miembros —Ecuador, Perú y Bolivia—, con cero arancel (0 %). 
La CAN emite decisiones en relación con los procesos instaurados al interior 
del organismo; por ejemplo, la decisión 679 del 2008 estableció “la políti- 
ca arancelaria de la CAN” y dictó resoluciones de obligatorio cumplimiento 
a partir de la publicación en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena, un 
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ejemplo de ello es la resolución núm. 2195 de Precios de Referencia del Siste- 
ma Andino de Franjas de Precios para la primera quincena de mayo de 2021. 

Así las cosas, Colombia, como miembro de la CAN, está obliga a aca- 
tar, adoptar y adaptar lo dispuesto por el ordenamiento jurídico andino, de 
lo cual se infiere que la soberanía del país queda relegada frente a las deci- 
siones emanadas por este organismo. 

Adicional a lo anterior, se evidencia cómo a partir de la década de 
1990, el país ha venido suscribiendo tratados y acuerdos comerciales con 
diferentes países y bloques de países que se listan de acuerdo con el Sistema 
de Información sobre Comercio Exterior que se encuentra en la página web 
de la Organización de Estados Americanos —OEA—: 


Tabla 1 Tratados y acuerdos suscritos por Colombia 


Sistema de integración y vigencia 


Comunidad Andina 26 de mayo de 1969 
Tratados de libre comercio y vigencia 
Alianza Pacífico 1 de mayo del 2016 


Asociación Europea de Libre 1 de julio del 2011 
Comercio (AELC) 


Canadá 15 de agosto del 2011 
Chile 8 de mayo del 2009 
Corea 15 de julio del 2016 
Costa Rica 1 de agosto del 2016 
Estados Unidos 15 de mayo del 2012 
Israel 11 de agosto del 2020 
MERCOSUR APP.CE núm.72 Argentina y Brasil, 20 de diciembre del 2017; Uruguay, 
11 de junio del 2018; Paraguay, 29 de enero del 2019 
México 1 de enero de 1995 
Triángulo del Norte: Salvador, Guatemala, 13 de noviembre del 2009; Salvador, 1 de 
Guatemala y Honduras febrero del 2010; Honduras, 27 de marzo del 2010 
Unión Europea 1 de agosto del 2013 
Acuerdos comerciales preferenciales y vigencia 
CARICOM Acuerdo de Alcance 1 de enero de 1995 (información no aportada por la 
Parcial página de la OEA, se tomó de tlc.gov.co) 
Colombia-Ecuador-Venezuela- | 1 de abril del 2005 
MERCOSUR 
Panamá (AAP.AT25TM No.29) | 18 de enero de 1993 
Venezuela (AAP.C No.28) 19 de octubre del 2012 


Fuente: elaboración propia con información del Sistema de Información sobre Comercio 
Exterior. 
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En relación con los organismos multilaterales de los que hace parte 
Colombia, por tratarse del tema específico de este trabajo, solo se hace refe- 
rencia a los que dictan normas en asuntos aduaneros: 


Acuerdos multilaterales 


Organización Mundial del Comercio —OMCc—. 
Organización Mundial de Aduanas —OMA—. 
Organización Marítima Internacional —OMI—. 


Organización de Naciones Unidas —ONU — AMUMAS (Acuerdos Multi- 
laterales del Medio Ambiente). 


Como se puede observar, no son pocos los tratados de libre comer- 
cio, los acuerdos comerciales suscritos o los organismos multilaterales de 
los que Colombia hace parte, y que, según el artículo 3 de la Ley Marco de 
Aduanas, Ley 1609 del 2013, tienen, entre otros, los siguientes objetivos: 


Artículo 3. a) Facilitar el desarrollo y la aplicación de los Convenios 
y Tratados Internacionales suscritos y vigentes para Colombia, y la 
participación en los procesos de integración económica [...] c) Faci- 
litar y agilizar las operaciones de comercio exterior, para garantizar 
la dinámica del intercambio comercial, el acceso de los productos y 
servicios a los mercados internos y externos y la competitividad de 
los productos y servicios colombianos en el mercado internacional 
(Congreso de la República, 2013, párrafos 9-14). 


Tomando como referente solo los dos literales anteriores, se evidencia, 
a partir de la promulgación de la Ley Marco de Aduanas, cómo Colombia se 
ha comprometido no solo a acatar, respetar, implementar y cumplir las condi- 
ciones en virtud de tratados, acuerdos y convenios suscritos y vigentes, sino 
que está dispuesta a adaptar y adecuar sus sistemas informáticos, así como los 
procesos aduaneros a las exigencias emanadas de dichos compromisos. 

Surge aquí un asunto de fondo sobre la posibilidad de que el gobierno 
colombiano, en cabeza de las entidades correspondientes, en este caso, el 
Ministerio de Hacienda que tiene a cargo la formulación, modificación y 
promulgación del decreto que contiene el régimen aduanero colombiano, 
adapte una norma que incluya todas las condiciones emanadas de cada uno 
de los acuerdos, tratados o convenios —bilaterales o multilaterales—, así 
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como de los sistemas de integración, sin que ello altere los procesos y los 
procedimientos aduaneros, con miras a crear un ambiente seguro para todos 
los operadores del sistema; incluso, cuando se trata de aquellos que no sur- 
gen de un importador o un exportador colombiano, sino que condicionan 
el cumplimiento de los compromisos de los proveedores desde el exterior. 
Como es sabido, los Inconterms son los términos utilizados internacional- 
mente para definir tanto el lugar donde se lleva a cabo la entrega de la mer- 
cancía por parte del exportador, como las responsabilidades y obligaciones 
que asumen ambos, según lo establecido en el término acordado. En el caso 
de las negociaciones realizadas en el Incoterms entregado por el exportador 
con todos los derechos y obligaciones pagos —DDP por sus siglas en inglés 
(delivery duty paid)— en el lugar de destino acordado con el importador. 
Este es un caso que evidentemente genera muchos interrogantes, en espe- 
cial, el que se ha planteado para el desarrollo de este trabajo: ¿son gene- 
radores de inseguridad jurídica, para los exportadores e importadores, los 
cambios estructurales introducidos a la legislación aduanera colombiana, en 
el periodo comprendido entre marzo del 2016 y julio del 2019? 

Sí bien es cierto que la delimitación temporal de este trabajo está 
circunscrita al lapso mencionado al final del párrafo anterior, es importan- 
te evidenciar que durante su realización, en abril del 2021, se introdujeron 
cambios sustanciales al Decreto 1165 de 2019, mediante el Decreto 360 que 
de por sí ya es complejo para los operadores del sistema en Colombia. Si se 
tiene en cuenta esta dificultad, cuáles podrán ser, entonces, las pretensiones 
del proveedor o el cliente que está en el exterior y que no tiene claro cuál 
es la normatividad que le será aplicada a la mercancía en Colombia durante 
el proceso de exportación o a la que tendrá que someterse al ingreso de sus 
bienes al territorio aduanero nacional —TAN— por el proceso de importa- 
ción. La modificación en comento no será motivo de análisis ni será parte 
del contenido de este documento. 

Es importante considerar que, a la fecha, se han producido los si- 
guientes cambios: 


» Decreto 2685 de 1999, derogado parcialmente por el Decreto 390 del 
2016, que se aplicaría escalonadamente durante cuatro años, finalizan- 
do en marzo del 2020, año en el que tendría aplicación plena. 


» Decreto 349 de 2018 que introdujo 202 artículos al Decreto 390 del 
2019, sin contar derogatorias y vigencia. 
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» Decreto 1165 de 2019, mediante el cual se derogan todos los anterio- 
res, sin haberse cumplido el término de los cuatros años de implemen- 
tación que se había determinado para el Decreto 390 de 2016, y se 
reasume, casi en su totalidad, el Decreto 2685 de 1999. 


Esta investigación es de carácter cualitativo, del tipo descriptivo-ana- 
lítico-hermenéutico, cuyo objeto de estudio es la legislación aduanera co- 
lombiana, soportada en la recolección de datos de fuentes primarias y secun- 
darias de información, con el fin de evidenciar y dejar expuesto, a través de 
un recorrido por cada uno de los decretos que derogan o modifican el objeto 
de estudio y mediante un comparativo sustancial, los cambios estructurales 
introducidos que pueden generar inseguridad e incertidumbre jurídica, tanto 
para los importadores como para los exportadores colombianos. 


LA LEGISLACIÓN ADUANERA COLOMBIANA Y LOS CAMBIOS 
INTRODUCIDOS DESDE EL 2016 HASTA EL 2019 


Antes de dar paso al desarrollo de los temas propuestos, se plantean 
algunas consideraciones previas que de alguna manera deberían ser moti- 
vo de análisis por la incidencia que tienen los organismos multilaterales, 
los acuerdos internacionales, los tratados de libre comercio, así como los 
sistemas de integración económica en las modificaciones a la legislación 
aduanera colombiana, que impactan directamente el sistema aduanero y se 
convierten en el sustento jurídico de dichos actos administrativos. 

A partir de la década de 1990 iniciaron una serie de transformaciones 
globales que han incidido directamente en el modelo económico y de desa- 
rrollo del país; entre otros, el desmonte de los mecanismos de protección y 
barreras al comercio internacional. 

Es así como en esta década convergieron dos fenómenos que incidie- 
ron categóricamente en la transformación del comercio exterior colombia- 
no: el primero fue la promulgación de la Constitución política que obligó al 
Estado a promover políticas económicas que transformaran el comercio ex- 
terior, así como las relaciones comerciales con el resto del mundo; el segun- 
do fue la creación de la Organización Mundial del Comercio —omc— en el 
año de 1995, que migró del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y 
Comercio —GATT— a este organismo de carácter multilateral, cuyo propó- 
sito fundamental es regular las condiciones que rigen el comercio de bienes 
entre los países miembros. 


530 [Revista Ratio Juris Vol. 16 N.? 33 « UNAULA | ISSN 1794-6638 


Revisión a los cambios introducidos a la legislación aduanera colombiana 
que generan inseguridad jurídica 


Quizás, el de mayor impacto a considerar de forma tangencial en este 
trabajo es el fenómeno de la apertura económica, anterior, incluso, a la pro- 
mulgación de la Constitución de 1991, el cual redujo las barreras al comer- 
cio, tanto arancelarias —con el desmonte de porcentajes ad valorem, debido 
a que un importante número de posiciones del universo arancelario estaban 
en niveles superiores al 50 %o— como no arancelarias; esto es la eliminación 
gradual de requisitos, permisos, vistos buenos, autorizaciones. Este proce- 
so también implicó el desmonte del régimen de prohibida importación y la 
transformación del régimen de previa —que pasó del 99 %—, al régimen de 
libre importación (con o sin requisitos), transformando el sistema en sentido 
inverso; es decir, pasando de una economía que implementaba como meca- 
nismo de cierre las barreras no arancelarias de tipo documental, a un sistema 
económico abierto en el que solo el 2 % está sometido al régimen de previa, 
el cual exige la aprobación de la respectiva licencia, antes de que se lleve 
a cabo la introducción de los bienes al territorio aduanero nacional, cuyo 
incumplimiento es causal de decomiso de la mercancía, sin lugar a recursos 
ni legalización a través del rescate. 

Producto de lo anterior, en Colombia surgen una serie de transforma- 
ciones en cuanto a la regulación aduanera, tendientes a controlar el ingreso 
ilegal de mercancías, con el propósito de disminuir las graves afectacio- 
nes económicas producidas por el contrabando y de facilitar el ingreso de 
bienes; adicionalmente, estas modificaciones permiten evidenciar cómo se 
adapta gradualmente la fundamentación de las normas locales con base en 
los protocolos, convenios, convenciones y acuerdos de carácter internacio- 
nal, algunos vinculantes; otros, carecen de tal fuerza, pero que, en la mayo- 
ría de los casos, son de obligatorio cumplimiento, lo que le exige al gobierno 
traerlos al ordenamiento jurídico, como se evidencia en el Decreto 2685 de 
1999, cuyo sustento legal está contenido en el segundo inciso de los conside- 
randos, estableciendo que: “con el propósito de brindar transparencia, clari- 
dad y certeza a los usuarios del comercio exterior, las operaciones aduaneras 
deben armonizarse y simplificarse a través de una legislación que las recoja 
en su integridad y consulte las tendencias legislativas internacionales” (Mi- 
nisterio de Hacienda y Crédito Público, 1999, p. 1). 

Sí bien es cierto que esta norma reguló durante algo más de 16 años 
los procesos de importación, exportación y de tránsito aduanero, tuvo una 
gran cantidad de decretos modificatorios durante ese período que, como bien 
lo manifiesta Juan José Lacoste (2019), especialista en derecho aduanero, 
en el texto El tortuoso camino de la nueva regulación aduanera: “hicieron 
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de la misma un instrumento jurídico desarticulado, incoherente y difícil de 
aplicar”, documento en el que además realizó un análisis certero acerca de 
“la crisis en la que había entrado el dicho decreto, incluso por los defectos de 
fondo de los que adolecía, desde el mismo origen de la norma”. 

Debido a lo anterior, es importante tener en cuenta que, con el paso 
del tiempo, Colombia ha venido adquiriendo grandes compromisos ante or- 
ganismos multilaterales que le imponen el cumplimiento de obligaciones 
de carácter legal, lo que se puede evidenciar en los primeros cuatro incisos 
de los considerandos en el Decreto 390 de 2016, en los que se hace referen- 
cia a: “la necesidad de armonizar la regulación aduanera con los convenios 
internacionales, dando una mayor trascendencia a las normas que emanan 
de la Comunidad Andina de Naciones ——CAN—, así como, al Convenio de 
Kyoto Revisado de la Organización Mundial de Aduanas” (Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, 1999, p. 76) 

Llama la atención que aun cuando para la época en la que se llevó a 
cabo el proceso de construcción legal de la citada norma y como está conte- 
nido en el inciso segundo de sus considerandos, Colombia no hacía parte de 
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo —OCDE—, se acoglera 
y diera cumplimiento a sus condicionamientos, según lo indicado por ese 
organismo multilateral: “al revisar la política comercial del país, recomendó 
que se promulgara e implementara una nueva regulación aduanera” (Minis- 
terio de Hacienda y Crédito Público, 2016, p. 1). 

En relación con el Decreto 390 de 2016, se considera necesario de- 
tenerse un poco más en él, por lo que significa el hecho de que Colombia 
introduzca normas o modificaciones a las mismas, como resultado de: “la 
revisión de la política comercial del país”. Revisión hecha por el organismo 
multilateral al que Colombia fue invitada a afiliarse en 2018, esto es dos 
años después de emitirse el Decreto 390, sustentado en las recomendaciones 
hechas por la OCDE, cuya admisión fue reconocida en el 2020, máxime si 
se tiene en cuenta que dentro de dicho proceso existen condicionamientos 
establecidos a través de los comités para el estudio de la obligatoriedad de 
introducir estos cambios a la legislación aduanera colombiana, a pesar de 
que el país no era miembro activo, había presentado su hoja de ruta desde el 
2013 y estaba en estudio. 
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nr. Technical Reviews by OECD Committees [...] 11. The Council may 
also take into account the evaluations of Colombia by other OECD bodies, 
not requested to undertake specific accession reviews, in order to com- 
pare Colombia's policies with OECD best practices [...] 13. As part of 
their reviews, committees may recommend changes to bring Colombia”s 
legislation, policy and/or practices into line with OECD instruments or to 
bring Colombia”s policies closer to OECD best practices. In their formal 
opinions, committees may make recommendations for follow-up action 
by Colombia after accession and may also recommend to Council that 
Colombia be requested to report back to the committee after accession 
on progress made in the implementation of these recommendations or 
on other relevant issues” (OCDE, 2013, pp. 3-4; cursivas fuera del texto). 


El contenido en cursivas dice claramente: “En sus dictámenes for- 
males, los comités pueden hacer recomendaciones para el seguimiento de 
Colombia después de la adhesión [...)” (OECD, 2013, pp. 3-4). 

Así las cosas, los comités técnicos de la OCDE le hacen recomendacio- 
nes y seguimiento a un país después de haber sido admitido como miembro 
de dicho organismo; en ese orden de ideas, las revisiones hechas a la hoja de 
ruta como requisito previo a la admisión no eran de obligatoria aplicación y 
cumplimiento para el gobierno colombiano, toda vez que las recomendacio- 
nes son directrices que no tienen carácter vinculante, más tratándose de países 
que no hacen parte formal de un organismo multilateral; adicionalmente, el 
gobierno colombiano estaría obligado a realizar una verificación profunda en 
cuanto a las transformaciones, tanto de fondo como de forma, que afectan el 
ordenamiento legal interno y alteran los procesos contenidos en el decreto que 
reglamenta las operaciones del sistema aduanero, como en este caso concreto. 

De lo anterior, surge un interrogante frente a la legalidad de una medi- 
da que genera cambios a la legislación aduanera colombiana, sustentada en 
unos compromisos que para la fecha adolecían, como ya se dijo, de carácter 
vinculante. 

Entre otras, los cambios introducidos mediante el Decreto 390 de 2016 
afectaron la estructura de la legislación aduanera, que pasó de estar constituida 
por los regímenes de importación, exportación y tránsito, a contener uno adi- 
cional: el régimen de depósito aduanero, que coincide con lo establecido en el 
Convenio de Kioto, revisado en el capítulo 1, anexo específico d, que determina 
el funcionamiento de los lugares habilitados para el almacenamiento de mer- 
cancías, en este caso específico, la norma estableció, además de las operaciones 
autorizadas, el término de permanencia de un año prorrogable por igual periodo. 
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Puede observarse que en una misma norma inciden las imposiciones 
que emanan de diferentes organismos multilaterales, lo que le impide al 
país diseñar y consolidar la estructura del sistema aduanero, acorde con las 
necesidades de crecimiento y estabilidad para ambos subsectores del sector 
externo de la economía. 

Trascienden las afectaciones no solo por los procesos que fueron des- 
montados por el Decreto 390 de 2016 y la implementación de nuevos siste- 
mas, sino por la dificultad para la interpretación de la norma y su correcta 
aplicación por parte de los usuarios operadores del sistema aduanero. 

Bien vale preguntarse qué tan favorables son para Colombia las con- 
diciones que adopta y adapta en su regulación aduanera, que tienen origen 
en organismos como la OCDE, cuyos miembros, 37 en total, en su gran mayo- 
ría, son países con altos estándares de calidad de vida, desarrollos tecnológi- 
cos, niveles de empleo y un ingreso per cápita como el de Alemania que para 
el 2019 era de 46.445.25 dólares; mientras que el de Colombia era de 6.428.68 
dólares. Se toma como referencia dicho año en consideración a la afectación 
causada a todas las economías del planeta durante el 2020, por efectos de la 
declaratoria de la pandemia de covid-19 por parte de la Organización Mun- 
dial de Salud —oms—. Así las cosas, es evidente que no solo Alemania, que 
por décadas ha sido considerada la potencia industrial de Europa, sino Aus- 
tralia, Austria, Bélgica, Canadá, Dinamarca, Estados Unidos, Japón, Norue- 
ga, entre otros, han aplicado grandes desarrollos tecnológicos que les han 
facilitado implementar las transformaciones a sus sistemas aduaneros, tanto 
en el ingreso como en la salida de mercancías de sus territorios, cambios que 
le han sido impuestos a Colombia no solo en un lapso de tiempo muy corto, 
sino que son emanados de diferentes fuentes y con múltiples características 
que no permiten la debida aplicación al sistema aduanero colombiano. 

Contrario a los decretos posteriores al 2685 de 1999, este es el único 
que hace referencia, en su sustento legal, a que se “consulte las tendencias 
legislativas internacionales”, no a la obligatoriedad de acogerse a las que le 
sean exigidas por otros estados, Órganos, organismos, sistemas de integra- 
ción económica u otros, para modificar la legislación aduanera interna. 

Iguales imposiciones se evidencian en el Decreto 349 de 2018, mo- 
dificatorio del Decreto 390 de 2016, emanadas, en esta oportunidad, de la 
Organización Mundial de Aduanas, que le exige a la Unidad Administrativa 
Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales —DIAN—, incorpo- 
rar las modificaciones a los modelos de datos que permiten el intercambio 
de información, tanto en lo normativo como en lo que al modelo de sistema- 
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tización de la información electrónico aduanero se refiere, con el fin de: “dar 
cumplimiento a los compromisos internacionales de armonización, facili- 
tación y control al comercio exterior adquiridos por el Gobierno nacional” 
(Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 2016, p. 2). 

Como puede observarse, el gobierno nacional se acoge a condicio- 
nes que tienen origen no solo en el sistema de integración económica del 
que hace parte en la unión aduanera, conocida como la Comunidad Andina 
de Naciones —CAN—, sino también en organismos multilaterales como la 
Organización Mundial de Aduanas —OMA—, la Organización Mundial del 
Comercio —OMC—, la Organización Marítima Internacional —omi—, la 
Organización Mundial del Trabajo —orr—, la Organización para la Coo- 
peración y el Desarrollo Económico —OCDE, así como el cumplimiento a lo 
acordado en los tratados de libre comercio suscritos por Colombia y que le 
imponen al gobierno nacional ajustes a la normatividad aduanera. 


LA LEGISLACIÓN ADUANERA 


Desde antes de su ingreso a la OCDE, el gobierno colombiano acogió 
las recomendaciones hechas por dicho organismo para que se implementara 
un nuevo modelo que compilara en un solo documento la normatividad tan 
amplia que, sobre un mismo tema, expiden los diferentes ministerios y enti- 
dades del Estado; debido a ello, en el 2014, mediante el CONPES 3816, que tie- 
ne por objeto “sentar las bases para generar las capacidades institucionales 
para la implementación de la metodología de análisis de impacto normativo 
en el proceso de emisión de la normatividad en la Rama Ejecutiva del orden 
nacional”, se reglamentó, tal como está contenido en la página web del De- 
partamento Nacional de Planeación, la hoja de ruta para la implementación 
de la política de mejora regulatoria en Colombia. 

En cumplimiento a lo establecido en el documento CONPES 3816, se 
seleccionaron algunas entidades reguladoras, entre las que se encuentra 
el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, eje y articulador de las 
políticas comerciales de Colombia con el exterior, para la realización de 
las respectivas pruebas piloto de análisis de impacto normativo, conocidas 
como pilotos AIN OCDE, que darían lugar a la creación de los decretos úni- 
cos reglamentarios —DUR—, que tienen por objeto que el ejecutivo pueda 
compilar en un solo contenido reglamentario todas las modificaciones o 
derogatorias introducidas a dichas normas, evitando así la expedición de 
un sinnúmero de decretos, cuyo análisis, conocimiento y aplicación se ha- 
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cen prácticamente inaccesibles a quienes está dirigida la normatividad es- 
pecífica e, incluso, para quienes estudian los temas relacionados con fines 
académicos o de investigación. 

Es así, como surge el DUR 1165 de 2019 que contiene el régimen de 
aduanas colombiano. Este decreto regula todas las operaciones aduaneras 
de mercancías, desde y hacia el TAN, así como los lugares habilitados para 
realizar dichas operaciones; establece las condiciones, tanto antes, duran- 
te como después que se deben cumplir en los procesos de importación, de 
exportación y de tránsito aduanero; determina las responsabilidades y obli- 
gaciones de todos los usuarios del sistema, de acuerdo con las actividades 
que realizan en función del objeto para el que se crearon y fueron bien sea 
autorizados O habilitados por la Unidad Administrativa Especial DIAN, en- 
tre ellos se encuentran las agencias de aduana, las agencias de carga inter- 
nacional, los depósitos habilitados —sean estos públicos o privados—, los 
importadores —en relación con la presentación y pago de las obligaciones, 
tributos, sanciones, intereses y demás cargas a que haya lugar, aun cuando 
sus actuaciones las realicen a través de un tercero—, así como los exporta- 
dores —en todas las operaciones y trámites previos a la solicitud de autor1- 
zación de embarque, durante el traslado a puerto o aeropuerto para la salida 
temporal o definitiva de sus mercancías del TAN; al igual que sucede con los 
importadores, deben realizar los trámites de obligatorio cumplimiento, pos- 
teriores al proceso de exportación, aun cuando los hayan realizado a través 
de terceros—. 

En su estructura, el DUR 1165 de 2019 está conformado por tres regí- 
menes, a saber: 


+ El régimen de importaciones, constituido por doce modalidades. 
+ El régimen de exportaciones, constituido por diez modalidades. 


» El régimen de tránsito, constituido por cuatro modalidades. 


Además de otros asuntos, este decreto contiene la regulación de las 
zonas francas, así como el régimen sancionatorio, pero estos temas no serán 
motivo de estudio en este trabajo. 

Las modalidades hacen referencia a las diferentes formas que pueden 
ser utilizadas para el ingreso —vía importaciones—, la salida —vía expor- 
taciones— o el tránsito de mercancías. 

En cuanto a las modalidades de importación, están contenidas en él: 
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» Título 5. Régimen de importación. 
» Capítulo 3. Proceso de importación: artículos 168 al 172. 


» Capítulo 4. Importación ordinaria: artículos 173 al 191; artículo 192 
importación de muestras sin valor comercial. 


» Capítulo 5. Importación con franquicia: artículos 193 al 195. 


» Capítulo 6. Reimportación por perfeccionamiento pasivo: artículos 
196 y 197. 


» Capítulo 7. Reimportación en el mismo Estado: artículo 198. 
» Capítulo 8. Importación en cumplimiento de garantía: artículo 199. 


» Capítulo 9. Importación temporal para reexportación en el mismo Es- 
tado: artículos 200 al 221. 

» Capítulo 10. Importación temporal para perfeccionamiento activo. 
Sección 1: Clases de importación temporal para perfeccionamiento 
activo: artículo 222; Sección 2: Importación temporal para perfeccio- 
namiento activo de bienes de capital: artículos 223 al 227; Sección 
3: Importación temporal de desarrollo de sistemas especiales de im- 
portación-exportación: artículos 228 al 243; Sección 4: Importación 
temporal para procesamiento industrial: artículos 244 al 249. 

» Capítulo 11. Importación para transformación y/o ensamble: artículos 
250 al 252. 


» Capítulo 12. Tráfico postal y envíos urgentes: artículos 233 al 264. 
» Capítulo 13. Entregas urgentes: artículo 265. 
» Capítulo 14. Viajeros: artículos 266 al 287. 


Las modalidades de exportación están contenidas en: 


» Régimen de exportación. 
» Capítulo 1. Disposiciones generales: artículos 340 al 345. 


» Capítulo 2. Exportación definitiva. Sección 1: Exportación definiti- 
va: Embarque único con datos definitivos al embarque: artículos 346 
al 363; Sección 2: Exportación definitiva: Embarque único con datos 
provisionales: artículos 364 y 365. 


» Capítulo 3. Exportación temporal para perfeccionamiento pasivo: ar- 
tículos 366 al 373. 


» Capítulo 4. Exportación temporal para reexportación en el mismo Es- 
tado: artículos 374 al 379. 
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Capítulo 5. Reexportación: artículos 380 al 382. 
Capítulo 6. Reembarque: artículos 383 al 385. 
Capítulo 7. Exportación por tráfico postal: artículos 386 al 393. 


Capítulo 8. Exportación de muestras sin valor comercial: artículos 394 
al 397. 


Capítulo 9. Exportaciones temporales realizadas por viajeros: artícu- 
los 398 al 401. 


Capítulo 10. Exportación de menaje: artículos 402 al 403. 
Capítulo 11. Programas especiales de exportación: artículos 404 al 411. 
Las modalidades de tránsito están contenidas en: 


Título 7. Régimen de tránsito aduanero, transporte multimodal, cabo- 
taje y transbordo. 


Capítulo 1. Tránsito aduanero: artículos 432 al 449. 
Capítulo 2. Transporte multimodal: artículos 450 al 453. 
Capítulo 3. Cabotaje: artículos 454 al 464. 

Capítulo 4. Transbordo: artículos. 465 al 467. 


En relación con las importaciones, es necesario aclarar que, contrario 


a lo que se piensa en forma generalizada, las negociaciones realizadas con 
los proveedores en el exterior, el tránsito de las mercancías en el trayecto 
internacional, conocido como transporte principal, las demás operaciones 
relacionadas con la gestión de importaciones y la logística o la distribución 
física internacional no hacen parte del proceso de importación, en conside- 
ración a que este realmente inicia con los trámites previos a la llegada de las 
mercancías al TAN, realizados a través del sistema aduanero, y finaliza con el 
levante de las mercancías, autorización otorgada por la autoridad aduanera 
en el lugar habilitado en el que se encuentran, que puede darse en una de dos 
condiciones: 


538 


» En libre disposición, para aquellas mercancías que han cumplido con 


todas las obligaciones aduaneras, incluso, el pago de los tributos co- 
rrespondientes, de acuerdo con el porcentaje ad valorem establecido, 
acorde con la clasificación de las mercancías que, para el momento 
de este trabajo, está contenida en el Decreto 2153 de 2016, conocido 
como arancel de aduanas y sus modificaciones. 
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» En disposición restringida, como sucede con las importaciones tempora- 
les de corto plazo que no están sujetas al pago de tributos, aunque sí a su 
liquidación; y las importaciones temporales de largo plazo, cuyas obliga- 
ciones tributarias se difieren a la cantidad de periodos que permanecerá 
la mercancía en el TAN, que el DUR 1165 de 2019 ha establecido máximo 
por 5 años, es decir, 10 periodos, cuyas cuotas se pagan semestre vencido. 


En cuanto a las exportaciones, el proceso de exportación inicia con 
la solicitud de autorización de embarque, que tiene vigencia de un mes para 
que se lleve a cabo la salida efectiva de las mercancías del TAN. 

Cabe resaltar que el DUR 1165 de 2019 solo aplica para la importación y 
exportación de mercancías, en consideración a que los servicios, salvo la ener- 
gía eléctrica, no son susceptibles de clasificación arancelaria y están sometl- 
dos a otros procesos y condiciones legales que no hacen parte de este trabajo. 


EL SISTEMA ADUANERO EN VIRTUD DE LOS CAMBIOS 
QUE GENERAN INSEGURIDAD JURÍDICA 


Es usual que las normas tengan un nombre que, además del número y 
la fecha, sirve para identificarlas, incluso, cuando se les introducen cambios. 
La forma como se llama el código o la ley prevalece; es el caso del Código de 
Comercio; del Código Civil, del Código Penal, del Código de Procedimiento 
Penal, del Código General del Proceso. No es así con la legislación aduanera 
colombiana: 


» Decreto 2685 de 1999. Legislación Aduanera. 
» Decreto 390 de 2016. Regulación Aduanera. 
» Decreto 1165 de 2019. Régimen de Aduanas. 


No solo surge la incertidumbre en cuanto a qué norma regula el sis- 
tema aduanero y por cuánto tiempo estará vigente, hasta su nombre genera 
conflicto en el uso del lenguaje cotidiano en el ámbito de aplicación. 

La normatividad aduanera establece la forma cómo se tendrán que llevar 
a cabo los procesos de importación, exportación y tránsito, dependiendo de la 
modalidad a la que se someten las mercancías en cada uno de esos regímenes, 
permitiendo al usuario del sistema tener claro en qué momento debe proceder 
y a qué condiciones estará sometido al momento de presentar las mercancías, 
bien sea directamente o a través de la agencia de aduanas que haya contratado. 
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Cabe resaltar que, en la actual norma aduanera, es decir, el DUR 1165 
de 2019, luego de los cambios introducidos mediante el Decreto 390 de 
2016, los tres regímenes retomaron nuevamente la estructura y contenido 
del derogado Decreto 2685 de 1999 (no puede ser considerado para ningún 
efecto como DUR), y lo único que los diferencia es que, en este último, las 
modalidades estaban identificadas con literales; para una revisión del tema, 
remitirse a: 


+ Modalidades de importación: Título v, capítulo Iv, artículo 116 y si- 
guientes. 

» Modalidades de exportación: Título vH, capítulo 1, artículo 263 y si- 
guientes. 


+ Modalidades de tránsito aduanero: Título vi, capítulos 1, IL, MI, y IV, 
artículo 353 y siguientes. 


En relación con el tema de seguridad jurídica, es fundamental que, 
desde la creación misma de las normas, los criterios de aplicación sean cla- 
ros para que no quede ningún margen posible a interpretaciones erróneas, 
que seguramente conducirán a los usuarios del sistema no solo a la impo- 
sición de multas, sanciones, aprehensiones y decomisos, sino, incluso, a la 
pérdida de la habilitación, en el caso de los lugares, o de la autorización, 
cuando se trata de personas, bien sean jurídicas o naturales. 

Una de las razones por las que se dio trámite a la creación y promul- 
gación del Decreto 390 de 2016 fue, precisamente, que el Decreto 2685 de 
1999, desde que entró en vigencia, es decir, del 1 de julio del 2000 hasta junio 
del 2015, tuvo: 


+ 59 modificaciones mediante decretos. 

+ O9adiciones mediante decretos. 

» 5 derogatorias parciales mediante decretos. 

+ 3 desarrollos normativos mediante resoluciones. 


» 1 reglamentación mediante la resolución 4240 de la DIAN. 


La anterior compilación, de acuerdo con la información contenida 
en la página del Ministerio de Transporte, previa a los considerandos del 
Decreto 2685. 
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INCERTIDUMBRE JURÍDICA EN LA APLICACIÓN 
DE LA NORMATIVIDAD 


Con la entrada en vigencia del Decreto 390 de 2016 se generaron gra- 
ves inconvenientes, especialmente en lo que a la aplicación de la norma se 
refiere, en consideración a que, como se puede observar en el artículo 674, el 
Decreto 2685 de 1999 no fue derogado plenamente, sino de manera escalona- 
da, estableciendo tres reglas diferentes para su entrada en vigencia: 


1 Al momento de entrar en vigencia el decreto, también lo harían: 


* Los artículos: 1 al 4; 7; 9 al 34. 

+ Del artículo 35, el numeral 2.1. 

+. Los artículos 36 al 41; 43; 44; 111 al 113; 155 al 166; 486 al 503; 505 
al 510; 550 al 561; 611 al 673. 


2 Estableció que los artículos restantes regirían 180 días después de la 
fecha de publicación de la norma, término que se le había otorgado 
a la dian para reglamentarlos, pero le concedieron la prerrogativa a 
la entidad para mantener la reglamentación que estaba vigente en el 
momento: la resolución 4240 de 2000 y la resolución 1245 de 2005, 
siempre y cuando no fuera en contravía del decreto ejusdem. 


3 Además, le concedió a la dian un plazo de 24 meses para realizar todos 
los ajustes y pruebas al sistema informático utilizado por los usuarios 
para llevar a cabo todos los trámites aduaneros. 


Entre tanto, mediante el artículo 675 se establecieron cuatro disposi- 
ciones adicionales relacionadas con: 


1. Artículos y decretos correspondientes que continúan vigentes. 


2. La vigencia de las autorizaciones que le hubieran sido otorgadas a los 
usuarios altamente exportadores —Altex— y a los usuarios aduaneros 
permanentes —UAP— se mantendrían por 4 años más, y para aquellos 
que hubieren radicado la solicitud al momento de la entrada en vigen- 
cia del Decreto 390 y les fuera reconocida, solo se les otorgaría hasta 
el 22 de marzo del 2020. 


3. Hasta tanto se expida una regulación, se mantiene la vigencia de las 
normas expedidas para las zonas francas, sistemas especiales de im- 
portación-exportación, sociedades de comercialización internacional y 
zonas especiales económicas de exportación, así como la de las socie- 
dades de comercialización internacional. 
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4. Igualmente, mantener vigente la regulación de los programas especia- 
les de exportación —PEx—, contenidos en los artículos 329 al 334 — 
1, del Decreto 2685 de 1999; incluidas las respectivas modificaciones 
que le hubieran sido introducidas a la fecha. 


Empero, adicional a lo anterior, la DIAN, el 22 de marzo del mismo 
año, es decir, a la par con la entrada en vigencia del Decreto 390, emitió la 
circular 003 mediante la cual dio a conocer públicamente la modificación al 
artículo 674, entre otros asuntos, en consideración a que este contenía artí- 
culos que fueron reconocidos como vigentes sin estarlo. 

Bien valdría la pena preguntarse si dentro de las funciones generales 
que le fueron conferidas a la entidad, contenidas en el artículo 3 del Decreto 
4048 de 2008, derogado por el artículo 84 del Decreto 1742 de 2020, están las 
de modificar decretos, como en este caso, mediante una circular u otra norma 
de carácter superior, toda vez que el numeral 18 de dicho artículo establece: 
“compilar, actualizar y divulgar las normas sobre regímenes (DIAN, 2004, p. 20). 

Hay que considerar que la inseguridad jurídica no está enmarcada 
solamente en el hecho de que la nueva normatividad se promulgara de forma 
escalonada, no definitiva ni en su totalidad, lo que ya era una evidentemente 
falla en cuanto a la conexidad que hay en el articulado, porque si bien es 
cierto el sistema se ha sido diseñado de manera ordenada y secuencial en 
cuanto a la forma se refiere, su aplicación en cada proceso no necesaria- 
mente se ajusta a dicho orden, de tal manera que el usuario del sistema, 
llámese importador, exportador, agencia de aduanas, tenía que aplicar dos 
decretos, el 390 y el 2685, para poder realizar las actividades aduaneras co- 
rrespondientes, elevando así las posibilidades de cometer errores que, como 
ya se expuso en acápites anteriores, conducen a sanciones, aprehensiones o 
incluso al decomiso de la mercancía, lo que genera, como era de esperarse, 
la ralentización de los procesos. También es necesario considerar que dicha 
inseguridad jurídica se vería manifiesta en los cambios, tanto de forma como 
de fondo, introducidos a través de dicha norma. 

El Decreto 390 de 2016 modificó incluso parte de los términos, tratan- 
do de ajustarlos a las regulaciones aduaneras de otros países, ya que era una 
exigencia para el cumplimiento de acuerdos y tratados internacionales; mo- 
dificaciones que también responden a la misma estandarización de procesos 
y procedimientos al interior de la Comunidad Andina de Naciones —CAN—, 
de acuerdo con lo dispuesto en la Decisión 618 de 2005; como ya se explicó, 
estos ajustes son promovidos por las condiciones impuestas por organismos 
multilaterales como la OCDE. 
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Entre los cambios más destacados por su impacto en la forma cómo 
se expresa la norma y que se introdujeron mediante el Decreto 390 de 2016, 
se encuentran los términos que los usuarios aduaneros deben adaptar a sus 
actividades cotidianas, lo cual, en el caso del desaduanamiento, no se logró. 
Sin desconocer la importancia que revisten todos, se registran para una me- 
jor comprensión del asunto: 


Tabla 2 Comparativo de los cambios introducidos a los Decretos 2685 de 1999; 390 


del 2016 y DUR 1165 del 2019 


Decreto 2685 de 1999 


Decreto 390 de 2016 


dur 1165 de 2019 


Inspección aduanera 


Aforo 


Inspección aduanera 


Tributos aduaneros 


Derechos e Impuestos a la impor- 
tación 


Tributos aduaneros 


Disposición restringida 


Fue eliminado, siendo fundamen- 
tal en el levante de las mercancías 
en las importaciones temporales, 
tanto de corto como de largo plazo 


Mercancía de disposi- 
ción restringida 


Mercancía nacionali- 
zada 


Desaduanamiento 


Nacionalización de 
mercancías 


Mercancía en libre 
disposición 


Mercancía en libre circulación 


Mercancía en libre 
disposición 


Residente en el exterior 


Residente en el país 


Residente en el país 


Residente en el exterior 


Fuente: elaboración propia 


Ahora, en relación con la estructura, los cambios que impuso el De- 
creto 390 de 2016 fueron de la siguiente magnitud: 


1. Convirtió las modalidades de importación, exportación y tránsito en 
regímenes, a saber: 


» A las modalidades de importación las llamó regímenes de importación. 


» Alas importaciones temporales de corto y largo plazo, las convirtió en 
regímenes suspensivos, admisión temporal. 


» A la modalidad de importación para transformación o ensamble, la 
convirtió en transformación y/o ensamble. 


» Creó los regímenes especiales de importación, en los que incluyó, en- 
tre otros, las importaciones temporales de mercancías alquiladas o con 
contrato de arrendamiento con opción de compra leasing; de medios 
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de transporte de uso particular; de embarcaciones de recreo de uso pri- 
vado que sean aptas para la navegación de altura; adicionó el menaje 
de casa. Eliminó la modalidad de importación por tráfico postal y en- 
víos urgentes, y la convirtió en tráfico postal. Eliminó la modalidad de 
importación de entregas urgentes y la convirtió en envíos de entrega 
rápida o mensajería expresa. 

2. Igual suerte corrieron las modalidades de exportación, a las que en- 
marcó en regímenes: 


+ Regímenes de exportación. 

» Exportación temporal. 

+ Regímenes especiales de exportación. 

3. Creó el régimen de depósito aduanero. 

4. Convirtió las modalidades de tránsito aduanero en regímenes de trán- 


sito y eliminó el transporte multimodal, manteniendo solo tránsito 
aduanero, cabotaje y transbordo. 


En relación con los procesos aduaneros, es necesario tener en cuenta 
que todos se deben presentar a través de los servicios informáticos electró- 
nicos que están bajo control de la DIAN, por tal razón, cuando se introduzca 
alguna modificación en la forma como está establecido el cálculo del valor 
en aduana de las mercancías para la respectiva liquidación y pago de las 
obligaciones aduaneras, esto redundará en los correspondientes cambios a 
la estructura del sistema electrónico que almacena la información de todas 
las operaciones de ingreso, salida y tránsito de mercancías. 

Bien vale detenerse un poco para explicar un asunto de trascendental 
importancia: la liquidación de la importación de mercancías introducidas 
al TAN bajo la modalidad de importación temporal para reexportación en el 
mismo Estado, ya sean de corto o de largo plazo, o como las denominaría el 
Decreto 390 de 2016 en los regímenes suspensivos: admisión temporal para 
la reexportación en el mismo Estado. 

En el Decreto 2685 de 1999 la liquidación de las importaciones tem- 
porales se dejaba indicada en dólares americanos; al momento del pago, 
semestre vencido, contado a partir de la fecha del levante, la cuota se con- 
vertía a pesos, multiplicando el valor por la tasa representativa del mercado 
—TRM— para efectos aduaneros. 
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En el Decreto 390 de 2016, la liquidación de las operaciones se hacía 
en pesos colombianos —CcoP— y se convertía a la unidad de valor tributario 
—UVI— vigente en dicho momento. El pago de la primera cuota se hacía 
dentro del término de permanencia de la mercancía en el lugar habilitado al 
solicitar el levante; para el pago de cada una de las cuotas subsiguientes, se 
convertía nuevamente el valor de las UVT a COP. 

Esta forma de liquidación condujo a un cambio no solo en el proceso, 
sino también en el sistema, toda vez que, en este caso específicamente, el 
Formulario 500 Declaración de Importación no contiene espacios en los que 
se pueda dejar indicado el valor en UvT correspondiente a cada cuota. 

El DUR 1165 de 2019 implementó nuevamente la liquidación de las 
obligaciones aduaneras de las importaciones temporales, como estaban es- 
tablecidas en el Decreto 2685. 

Otra de las modificaciones introducidas por el Decreto 390, de acuer- 
do con el artículo 669, fue la autorización para que el declarante, el importa- 
dor o el exportador, en las operaciones de tránsito de mercancías, actuaran 
sin la intermediación de una agencia de aduanas, siempre que las operacio- 
nes fueran por un monto inferior a FOB de treinta mil dólares americanos 
(USD30.000) en cada embarque; para el primer año de entrada en vigencia 
de dicha norma, en adelante, podrían representarse en todas las operaciones 
sin restricción en el monto; pero qué beneficio le trajo esta decisión a los 
declarantes citados: prácticamente ninguna, porque quien quiera realizar las 
operaciones, la liquidación, el pago, la inspección previa y el retiro de mer- 
cancías del lugar habilitado tendrá que hacerlo personalmente o a través de 
un apoderado en cada puerto, aeropuerto o zona de frontera por donde ingre- 
se o salga la mercancía, asumiendo las sanciones por errores u omisiones, de 
acuerdo con el respectivo régimen. 
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CONCLUSIONES 


La seguridad jurídica no se puede predicar de las normas que se ex- 
piden invocándola, cuando en realidad los actos administrativos y la misma 
regulación van en contravía de dicha seguridad; tampoco depende de la ac- 
tuación del juez que, como bien se sabe, está sometido al imperio de la ley, 
que no hace referencia solo a los contenidos que surgen del legislativo, en 
cumplimiento de sus funciones constitucionales, sino a la normatividad de 
diferente rango, decretos, resoluciones y demás de los que puedan surgir 
controversias y llevar a los sujetos a la búsqueda de una sentencia, que am- 
bas partes pretenden les sea favorable. 

En este asunto de la normatividad aduanera es necesario tener en 
cuenta que la interpretación surge en el primer interesado en que su apli- 
cación sea correcta, es decir, en cabeza del declarante, ya sea importador, 
exportador o un tercero en su nombre que bien puede ser la agencia de adua- 
nas o un apoderado que conozca no solo la normatividad aduanera, sino que 
sepa cómo debe ser aplicada en cada caso específicamente. Así las cosas, 
luego, estará en cabeza de la autoridad aduanera representada por el funcio- 
nario de la DIAN, de quien se pretende la máxima imparcialidad y objetividad 
tanto en la interpretación de la norma como en su aplicación, cuando surjan 
dudas respecto a la clasificación, la introducción o salida de las mercancía 
hacia o desde el TAN, así como de la declaración, presentación, liquidación y 
pago de las obligaciones aduaneras, pues es muy complejo el hecho de que 
las mismas normas puedan inducir a errores cuando no hay claridad, como 
ha ocurrido con la promulgación de los decretos que rigen el sistema adua- 
nero colombiano, en el periodo comprendido entre el 2016 y el 2019. 
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Resumen 


Este artículo es uno de los resultados de la tesis El derecho adminis- 
trativo desde el nuevo contexto constitucional a partir del cine co- 
lombiano: Dos mujeres y una vaca (Bahamón, 2015) y El abrazo de la 
serpiente (Guerra, 2015), realizada como trabajo final para la Maestría 
en Derecho Administrativo de la Universidad Autónoma Latinoame- 
ricana. En el artículo, cine y derecho se plantean como dos produc- 
ciones culturales de honda trascendencia en las sociedades actuales; 
particularmente, el cine aborda nuevas miradas sobre diversos fenó- 
menos sociales, políticos y jurídicos que le permite evidenciar mati- 
ces, lecturas y puntos de vista. Por esto el artículo tiene como objetivo 
repensar el derecho administrativo utilizando el análisis fílmico como 
herramienta para descifrar las conexiones entre cine y esta disciplina 
jurídica. Para ello se analizan dos películas en función de visibilizar 
sus conexiones con el derecho administrativo. En Dos mujeres y una 
vaca (2015) se evidencia que la película constituye una interpelación 
desde el séptimo arte a una sociedad que no se reconoce en la me- 
moría de la guerra que ha padecido y a un Estado que no garantiza 
eficazmente las seguridades vitales, derechos y propiedades de los 
ciudadanos. En el caso de El abrazo de la serpiente (2015) la película 
es un llamado para que el Estado fomente una visión más amplia y ho- 
lística de la naturaleza que reconozca la integralidad y codependencia 
de todos los elementos naturales en el ecosistema. Ambas películas 
hacen un llamado al Estado que supone generar un cambio de para- 
digma, transformar profunda y fundamentalmente la administración 
pública y orientar la vocación de servicio público al bien común. 


Palabras clave: cine, derecho, derecho administrativo, Dos mujeres 
y una vaca, El abrazo de la serpiente. 
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550 


The article is one of the results of the thesis entitled: Administrati- 
ve law from the new constitutional based on the Colombian cinema: 
Two women and a cow (Bahamón, 2015) and Embrace of the snake 
(Guerra, 2015), carried out as final work for the Masters Degree in 
Administrative Law at the Universidad Autónoma Latinoamericana. 
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In the article, cinema and law are presented as two cultural produc- 
tions of deep transcendence in current societies and, particularly, 
cinema approaches new views on various social, political and legal 
phenomena, which allows it to evidence nuances, readings and points 
of view. For this reason, the article aims to rethink administrative 
law using film analysis as a tool to decipher the connections between 
cinema and this legal discipline. To this end, two films are analyzed 
in order to make visible their connections with administrative law. In 
Two women and a cow (2015) it is evident that the film constitutes an 
interpellation from the seventh art to a society that does not recognize 
itself in the memory of the war it has suffered and to a State that does 
not effectively guarantee the vital securities, rights and properties of 
citizens. In the case of The Embrace of the Serpent (2015) the film 
constitutes a call for the State to promote a broader and holistic vi- 
sion of nature that recognizes the integrality and co-dependence of 
all natural elements in the ecosystem. Both films make a call to the 
State that implies generating a paradigm shift, profoundly and funda- 
mentally transforming public administration, orienting the vocation 
of public service to the common good. 


Keywords: cinema, law, administrative law, Two Women and a Cow, 
Embrace of the Serpent. 


Resumo 


O artigo é um dos resultados da tese intitulada: Direito administra- 
tivo a partir do novo contexto constitucional do cinema colombia- 
no: Duas mulheres e uma vaca (Bahamón, 2015) e O abraco da co- 
bra (Guerra, 2015), realizado como projeto final Mestre em Direito 
Administrativo pela Universidad Autónoma Latinoamericana. No 
artigo cinema e direito, sáo apresentados como duas produgóes cul- 
turais de profunda significagáo nas sociedades atuais e, em particu- 
lar, o cinema aborda novas perspectivas sobre diversos fenómenos 
sociais, políticos e jurídicos, o que lhe permite revelar nuances, lei- 
turas e pontos de vista. Por isso, o artigo pretende repensar o direito 
administrativo utilizando a análise cinematográfica como ferramen- 
ta para decifrar as ligagOes entre o cinema e esta disciplina jurídica. 
Para isso, dois filmes sáo analisados de forma a tornar visíveis as 
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suas ligagóes com o direito administrativo. Em Duas mulheres e 
uma vaca (2015) é evidente que o filme constitui uma interpelagáo 
da sétima arte a uma sociedade que náo se reconhece na memória 
da guerra que já sofreu um Estado que náo garante efetivamente a 
seguranga vital, os direitos e propriedades dos cidadáos. No caso de 
O Abrago da Serpente (2015), o filme é um apelo ao Estado para que 
promova uma visáo mais ampla e holística da natureza que recon- 
heca a integralidade e co-dependéncia de todos os elementos natu- 
rais do ecossistema. Ambos os filmes fazem um apelo ao Estado que 
implica gerar uma mudanca de paradigma, transformando profunda 
e fundamentalmente a administragáo pública, orientando a vocagáo 
do servigo público para o bem comum. 


Palavras-chave: cinema, direito, direito administrativo, Duas mulhe- 
res e uma vaca, O abraco da serpente. 
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INTRODUCCIÓN 


El cine y el derecho son dos producciones culturales de honda tras- 
cendencia en las sociedades altamente interconectadas que habitamos, 
ambos discursos tienen elementos y condiciones de posibilidad diferen- 
tes. Sin embargo, son ámbitos de importancia singular que se constituyen 
como vehículos a partir de los cuales las sociedades manifiestan sus as- 
piraciones y construyen identidades que se configuran como caminos por 
recorrer y construir. 

Siendo estos dos ámbitos de la inteligencia humana herramientas 
de construcción de saberes y lógicas para interpretar sentidos y construir 
miradas sobre el mundo que habitamos, la configuración de sus discursos 
tiene la capacidad de evidenciar perspectivas y horizontes de reflexión 
sobre temas trascendentales para las sociedades actuales. 

Particularmente el cine puede contribuir desde sus diversas manifes- 
taciones narrativas a evidenciar la multiplicidad de miradas y conexiones 
complejas que, desde el ámbito jurídico, se construyen con el propósito de 
regular la actividad humana y la serie de interacciones que establecen las 
sociedades en los diversos contextos en los que se desarrollan: político, 
económico, ambiental, entre otros. 

El cine, a través de la imagen, la fotografía y el sonido, en com- 
plicidad con la sensibilidad del espectador, aborda nuevas miradas sobre 
diversos y nuevos fenómenos sociales, políticos y jurídicos, que le per- 
mite evidenciar otros matices, lecturas y puntos de vista que van más 
allá de atavismos jurídicos considerados por ortodoxos del pensamiento 
como inamovibles. De ahí, la importancia para el derecho administrativo 
abordar dichos fenómenos como quiera que en Colombia, en los últimos 
años, independientemente de los credos políticos imperantes, se ha podi- 
do observar un incremento de la influencia administrativa pública en la 
vida social, pues, en la actualidad, el predominio de las formas jurídicas 
en relación con la realidad social, es un predominio del derecho ordena- 
tivo de las normas de subordinación, propias, precisamente, del derecho 
administrativo. 
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EL CINE COMO HERRAMIENTA JURÍDICA 


En virtud de esto, afirmamos que el cine es una de las herramientas 
más propicias para el análisis interdisciplinar, puesto que sus formas narrati- 
vas tienen la capacidad de evidenciar, por medio de escenas y secuencias, las 
múltiples aristas, matices y conexiones sutiles que se evidencian a través de la 
pantalla cinematográfica; por esto, el objetivo de este capítulo pasa por repen- 
sar el derecho administrativo, utilizando la aventura fílmica como herramienta 
para descifrar las conexiones entre el cine y esta disciplina jurídica. 

Para dar cuenta de manera efectiva de este objetivo será necesario, en 
primer término, plantear las definiciones desde las que construimos las ba- 
ses conceptuales que desarrollan el capítulo,* posteriormente establecemos 
la relación entre cine y derecho y, a partir de esto, realizamos los análisis 
fílmicos de las películas a través de las que ejemplificamos la relación men- 
cionada y, finalmente, presentamos una reflexión conclusiva. 

Con el ánimo de establecer una perspectiva clara y dar cuenta de ma- 
nera efectiva del objetivo trazado, es menester comprender qué se entiende 
en este escrito cuando se refiere a derecho administrativo y lo que se entien- 
de, desde esta perspectiva, como cine. 

En este caso, el concepto de derecho administrativo evidentemente no 
es utilizado en forma univoca, no solo porque su definición ha variado en 
el tiempo a partir de los distintos cambios sociales, sino también porque su 
aplicación es tan amplia que requeriría para su plena definición un análisis 
más profundo. Lo anterior, no solo por el vasto número de significaciones 
que se le han atribuido a dicho concepto, sino que también existen otros ele- 
mentos como los políticos, económicos y socioculturales que han permeado 
la esfera de lo jurídico, escenario principal; e indiscutiblemente han modifi- 
cado y abierto el espectro que promueve la reflexión general sobre lo que se 
entiende como derecho administrativo. 

El derecho administrativo “es aquella parte del derecho público que 
tiene por objeto la organización, los medios y las formas de la actividad de 
las administraciones públicas y las consiguientes relaciones jurídicas en- 
tre aquellas y otros sujetos” (Zanobini, 1954, p. 13). En la perspectiva de 
Santofimio (2005) se define el derecho administrativo “como el subsistema 


4 Sin embargo, es necesario aclarar que dichas precisiones conceptuales se alejan de la rigurosidad 
necesaria dada la limitada extensión de este capítulo, y que profundizar en las conceptualizaciones 
nos alejaría del objetivo trazado inicialmente. 
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normativo o rama del derecho positivo que tiene por objeto el conocimiento 
y la regulación jurídica de los tres órganos, sujetos, funciones y finalidades 
de la administración pública y de sus relaciones con los asociados y la co- 
munidad” (p. 101). 

Con respecto a la definición del cine partimos del reconocimiento de 
la dificultad de establecer una definición univoca y taxativa. Esto porque 
el cine ha tenido múltiples periodos en su desarrollo, a través de los cuales 
se ha transformado su función social al ser instrumentalizado por distintos 
agentes, de esta forma se puede afirmar que el cine ha sido expresión artísti- 
ca, medio de propaganda, medio de comunicación, instrumento ideológico, 
entre otros, lo que hace que como fenómeno se aleje esquivo de las inter- 
pretaciones llanas y generalizantes. Sin embargo, entendemos aquí el cine 
como una herramienta, como un instrumento reflexivo que facilita dimen- 
sionar y arrojar una mirada comprensiva sobre la condición humana a través 
del lenguaje visual, pues el cine, como lo definió Andrei Tarkovski (2002) es 
“la más verídica y poética de todas las artes” (p. 38), un instrumento capaz 
de impactar el intelecto y la emoción a través de la imagen y del sonido. 

Por estos elementos, el cine, o mejor, muchas producciones cinema- 
tográficas proporcionan horizontes reflexivos que permiten desarrollar aná- 
lisis de las realidades humanas con mayor flexibilidad interpretativa a través 
de “procesos de condensación, comprensión, alteración, simbolización y 
metáfora” (Rosenstone, 1995, p. 16) integrados a su lenguaje visual. Estos 
ejercicios narrativos y estéticos establecen vasos comunicantes que facilitan 
leer relaciones con, en este caso, las políticas públicas y la función de ad- 
ministrar que tiene el Estado, configurándose como un método pedagógico 
para repensar el derecho administrativo. 

No son muchos los estudiosos de la relación derecho y cine en el ámbi- 
to colombiano, por lo que se puede afirmar que es un campo de investigación 
emergente que tiene un largo camino por recorrer en el proceso de compren- 
der las diversas manifestaciones de esta relación en la tradición colombiana. 

Uno de los argumentos que explica lo incipiente del campo investi- 
gativo en el país es lo doctrinal que ha sido la investigación en el ámbito 
jurídico y el crudo formalismo jurídico que se ha impuesto en esta área de 
la investigación. Circunstancias que han retardado la emergencia de otras 
formas de entender las realidades jurídicas y de abordar las cuestiones refe- 
rentes a la juricidad desde la investigación social, y con ello se ha dilatado la 
posibilidad de emergencia de otras miradas, otras sensibilidades que aporten 
elementos comprensivos nuevos y diversos sobre el derecho. 
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En virtud de estos elementos, lo que se busca es emprender un análi- 
sis que facilite una lectura desde el cine hacia el derecho, en la que desde la 
imagen desplegada en la obra cinematográfica de dos directores se libere la 
capacidad que tiene el cine “de poner en cuestión las raíces e instituciones 
mismas de lo jurídico, a través de herramientas y métodos de los que otras 
disciplinas del conocimiento no disponen” (Atehortúa, 2009, p. 63), y dado 
que el cine es “una actividad que amalgama lo emocional y lo cognitivo, 
[...] amplía definitivamente el espectro de la reflexión jurídica, llevándola 
a niveles que otras formas de acercarse al derecho no podrían alcanzar” 
(Atehortúa, 2009, p. 63). 

Con el propósito de entender el cine como herramienta de trabajo y 
como alternativa de análisis del derecho y a la vez explorar estas nuevas 
herramientas para la investigación en lo jurídico, lo que planteamos aquí es 
comprender el derecho administrativo a partir de las películas colombianas 
Dos mujeres y una vaca y El abrazo de la serpiente, lo que nos conduce 
a un camino que devela la multiplicidad de situaciones que evidencian la 
reciprocidad existente entre cine y derecho, ya que “el derecho vive en imá- 
genes. Le damos sentido a la realidad basándonos en las historias y modos 
de narración que nos son más familiares” (Sherwin, 2000, p. 1519). 

Dos mujeres y una vaca (2015) es una película colombiana dirigida 
por Efraín Bahamón que fue estrenada el 19 de mayo de 2015. La película 
rodada en el departamento del Huila nos transporta a la época y a los hechos 
sucedidos en el corregimiento de El Salado, uno de esos territorios de los 
Montes de María que hace parte de esa Colombia profunda de la que solo 
nos enteramos a través de informes de violaciones a los derechos humanos. 
Este corregimiento, como muchos otros, fue escenario de violencias siste- 
máticas y de graves violaciones a los principios constitucionales, derechos 
fundamentales y a las estructuras del orden social democrático. De los he- 
chos de El Salado solo resonaron las voces de los victimarios, la voz de las 
víctimas fue casi inaudible. 

La película gira en torno al viaje de Hermelinda, Rosana y Corina. 
Hermelinda convence a su suegra Rosana para que emprendan un viaje al 
caserío más cercano en busca de alguien que les lea una carta remitida por 
Pastor, marido de Hermelinda e hijo de Rosana. En el viaje llevan a Corina, 
una vaca que es su única posesión y que siempre las acompaña. Ellas con- 
forman la triada en torno a la que se dinamiza la temática de esta tierna y 
confrontadora película. 
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El viaje de estos personajes es la reconstrucción ficcional de una me- 
moría en la escena pública; una interpelación desde el séptimo arte a una so- 
ciedad que no se reconoce en la memoria de lo sucedido, es un llamado a 
solidarizarse y movilizarse por un clamor de justicia y de verdad que pueda 
contribuir también al reconocimiento de los derechos y la reparación del daño 
infligido por la ausencia de Estado; por un dolor compartido sobre el pasado 
violento. Una purga del dolor. Las crudas imágenes de la película enrostran al 
espectador con la masacre de El Salado, un suceso macabro cuyas repercusio- 
nes todavía están a la vista y de las que los más pobres y vulnerables fueron los 
principales protagonistas. Una comunidad arrasada por una guerra demencial, 
en la que solamente tiene cabida la desesperanza y la muerte. Y, sobre todo, el 
silencio cómplice y connivente de un Estado que no garantiza eficazmente las 
seguridades vitales, derechos y propiedades de los ciudadanos. 

En este caso, el cine se presenta como testigo de excepción para en- 
rostrarle el pasado y la historia a la sociedad, para que evidencie la infamia y 
el terror que los victimarios silenciaron. El cine tiene una función social pro- 
fundamente marcada, que a la vez es un deber de primer orden: el cine debe 
narrar los entresijos de la realidad y facilitarle al espectador los elementos 
para entender el contexto en que vive, y como el cine colombiano no puede 
escapar de la realidad del país, la pantalla se convierte en la perfecta ventana 
a través de la que lanzamos una mirada retrospectiva, como antídoto para el 
olvido, como purga para el pecado del olvido, como una conmemoración de 
las mujeres que fueron objeto de guerra, asesinadas brutalmente y violadas 
por actores del conflicto armado en el discurrir de los enfrentamientos. 

Ahora, ¿cuál es el vínculo entre el derecho administrativo y las rea- 
lidades a las que nos convoca esta película? A lo que asistimos, a través de 
esta narración, es a la sistemática omisión de deber de protección que tiene 
el Estado frente a todos los ciudadanos sin distinción. 

Esto porque el derecho administrativo colombiano es una rama del dere- 
cho público que tiene la obligación de armonizarse con el conjunto de la norma- 
tividad supranacional y acuerdos internacionales suscritos por Colombia con 
múltiples estados, en lo referente al sistema de garantías y libertades públicas 
que se aplica en el derecho interno; por esta vía, el Estado colombiano está 
obligado a adoptar medidas contundentes que protejan a los ciudadanos de las 
violaciones a los derechos humanos y a garantizar el respeto de la dignidad 
humana y, en este caso, a respetar y prevenir las violaciones a los principios rec- 
tores sobre el desplazamiento forzado, que consagran el derecho a no ser des- 
plazado y a la restitución y la reparación de tierras en condiciones de dignidad. 
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EL CINE COMO MECANISMO DE DENUNCIA 


Lo que evidencia el espectador a través de los entresijos del relato 
fílmico es la precariedad de la ética pública y la flagrante violación a todos 
los principios del Estado social de derecho. Por lo que se plantea la pregunta 
sobre si el Estado colombiano cumple los fines para los que fue instituido. 
Sin embargo, esta respuesta pasa por reconocer los principios generales en 
el derecho administrativo desde una perspectiva de un positivismo abierto 
y flexible que pretende la materialización del ideal del Estado social de de- 
recho a través de 


servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar 
la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que 
los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural 
de la Nación [...]; y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia 
de un orden justo [...] proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales 
del Estado y de los particulares. (Constitución Política de Colombia 
[Const.], 1991, art. 2). 


Por su parte, la película El abrazo de la serpiente es una coproducción 
colombiana, venezolana y argentina dirigida por Ciro Guerra. La pelícu- 
la, estrenada el 21 de mayo 2015, fue construida a partir de los diarios de 
Theodor Koch-Grunberg y Richard Evan Schultes, dos exploradores de la 
Amazonía colombiana que recorrieron dichos territorios con un margen de 
treinta años entre sus exploraciones, y quienes, en la narración de Guerra, 
comparten el camino con Karamakate, el último hombre de su tribu, un indí- 
gena que, varado en el tiempo debe proteger el conocimiento de las plantas 
sagradas de su tribu. 

Remando... remando, la película se sumerge en la vasta extensión 
del Amazonas, que, para muchos, es un espacio inexpugnable y misterioso, 
donde la vegetación es tan compacta que la luz solar y las gotas de lluvia se 
quedan suspendidas sin alcanzar el suelo, un lugar en el que reposan mis- 
terios impensables, con poblaciones tribales que no tienen contacto con las 
culturas occidentalizadas, que obviamente saben de su existencia pero que 
no están interesados en convivir porque el contacto con el exterior podría 
conllevar atropellos, vejámenes y enfermedades. 
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La película del director Ciro Guerra que abarca un tiempo que va 
desde 1909 a 1940 se presenta en dos vías. La primera incorpora el modelo 
occidentalizado a través de una retrospectiva hasta la época de la extracción 
del caucho, la opresión y la esclavitud de las comunidades indígenas some- 
tidas a vejámenes: expoliación de sus tierras y violación flagrante de los 
derechos humanos para satisfacer demandas humanas. La segunda incluye 
una visión animista del pueblo indígena, que considera que el conocimiento, 
la sabiduría y las creencias son inherentes y connaturales a la misma selva, 
y que las plantas (yakruna), las flores y animales tienen su propio espíritu. 

A su vez, la película constituye una crítica de la razón occidentalizada 
antropocéntrica, una reformulación moral y jurídica desde la que se consi- 
dera a las demás especies del planeta como un conjunto de seres profun- 
damente interrelacionados y cuya sobrevivencia depende de las relaciones 
entre ellos y los demás elementos que componen el territorio, es decir, que 
la vida de todas las especies en el planeta depende de la estabilidad de los 
ecosistemas que lo integran. 

La integralidad, el equilibrio y la codependencia de todos los elemen- 
tos naturales en el ecosistema son componentes que entrañan un compromi- 
so fundamental y es el de la protección de todos y cada uno de ellos, pues la 
vida en su conjunto depende de su existencia y formas de relación natural. 
De ahí que la protección de todos los elementos naturales resulte crítica, 
pues todas las formas de vida son necesarias e interdependientes. 

En este sentido todas las formas de vida y elementos naturales son 
sujetos de derechos, y por tanto la norma jurídica debe establecer un com- 
promiso ético a partir del cual se preserven y restauren los ecosistemas afec- 
tados por las lógicas de explotación del capitalismo, y se controlen las di- 
námicas de sobreexplotación que no permiten la recuperación natural de los 
ecosistemas que puedan hacerlo. 

Así lo ha entendido la Corte Suprema de Justicia de Colombia; a tra- 
vés de la sentencia 4360 del 5 de abril de 2018 el alto tribunal, en respuesta a 
una acción de tutela, reconoció como sujeto de derechos a la Amazonía co- 
lombiana, los magistrados estimaron amenazados los derechos de las gene- 
raciones futuras “a la vida digna, a la salud, a la alimentación y al agua como 
resultado de la trasgresión al derecho de gozar de ambiente sano (Const. 
1991, art. 79), que se genera por la omisión e incumplimiento del deber de 
protección de la Amazonía colombiana por parte de la autoridades compe- 
tentes” (Corte Suprema de Justicia, 2018). 
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Lo que implica que el Estado debe fomentar una visión más amplia 
y holística de la naturaleza. Así, el ambiente se constituye en un nuevo pa- 
radigma que empieza a emerger y a hacernos entender que los bosques, las 
praderas, los ríos y la biodiversidad encierran, cada uno de ellos, el mundo 
estético, mítico y cosmológico, que para los pueblos indígenas tienen un 
vínculo estrecho con la tierra, y que se advierte de manera fehaciente en el 
relato de la película como uno de los pilares centrales de su trama. 

El alcance que tiene la sentencia 4360 de 2018 que declara a la Ama- 
zonía colombiana como “sujeto de derechos” es de suma importancia social, 
dado que concibe a toda la naturaleza moralmente integrada a los ecosiste- 
mas, a la biosfera y a la tierra, es tan importante que la ONG Red Interna- 
cional para los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Red-DESC) al 
respecto señala que: 


Se trata de una decisión histórica en América Latina sobre el cambio 
climático y las generaciones futuras, la primera de su tipo por parte de 
un tribunal superior de la región. Además de reconocer los derechos 
de las generaciones futuras a un medio ambiente saludable y declarar 
a la región amazónica de Colombia como titular de derechos. (Red 
Internacional para los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
[Red-DESC], 2018, párrafo 11). 


Y esta declaración es clave, ya que la sentencia rebasa el paradigma 
antropocentrista que ha caracterizado al Código Nacional de Recursos Re- 
novables, que afirma en su artículo 2 que el “ambiente es patrimonio común 
de la humanidad y necesario para la supervivencia y el desarrollo económi- 
co y social de los pueblos” (Decreto 2811, 1974, art. 2), además de establecer 
en su artículo 7 que “toda persona tiene derecho a disfrutar de un ambiente 
sano” (Decreto 2811, 1974, art. 7). 

Dentro de la temática de la película se plantea que uno de los fun- 
damentos principales de esta lo constituye la visión mítica, cosmológica y 
estética que tiene el filme, que converge inequívocamente con la visión que 
tiene la sentencia del alto tribunal, pues, como quiera, contrastan con el 
antropocentrismo propio de la modernidad, y bajo el mismo punto de vista 
invocan al unísono el repensar la Amazonía desde una postura ética, jurídica 
y poscolonial que corrija la hegemonía antropocentrista; una autorreflexión 
sobre el impacto que la economía industrial (otra forma de colonización) ha 
ocasionado en la naturaleza. 
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En consecuencia, se evidencia que el derecho administrativo y las 
políticas públicas del Estado, en hora buena, reciben posturas jurispruden- 
ciales ecocentristas, que impulsan el desarrollo de ordenamientos jurídicos 
en armonía con la amplia diversidad biótica que posee el país, como una 
manera de ir enderezando el camino que, en definitiva, nos conducirá a la 
dignificación y supervivencia del ser humano. 

En El abrazo de la serpiente hay un planteamiento excepcional que 
de alguna manera desdibuja los elementos tradicionales del derecho admi- 
nistrativo meramente antropocentrista: la Amazonía como sujeto de dere- 
chos implica el desarrollo de mecanismos que permitan a la administración 
pública cumplir cabalmente el ordenamiento jurídico, en el sentido de con- 
vertirse en gobiernos para la vida y no para la apropiación material de la 
naturaleza, gobiernos que privilegien la sustentabilidad de los ecosistemas 
sobre los intereses privados y que propendan por facilitar la recuperación de 
los ecosistemas dañados por las lógicas de acumulación. 


CONCLUSIONES 


Finalmente, los dos trabajos cinematográficos colombianos seleccio- 
nados tienen puntos en común y diferencias fundamentales, y en virtud de 
esto se configuran como dos perspectivas distintas para abordar el derecho 
administrativo. Dos mujeres y una vaca tiene un carácter marcadamente an- 
tropocéntrico y occidentalizado, pues si bien registra extensos planos de la 
Colombia rural, enfoques, ángulos de ríos, montes, vegetación y clima; estas 
impresiones visuales desembocan irremisiblemente en la persona, en la con- 
dición humana, que se ve reflejada en dos campesinas analfabetas y victimi- 
zadas, quienes reciben una carta sobre la que gira el drama de una situación 
sociopolítica conflictiva y trágica en la que grupos armados devastan regio- 
nes del territorio colombiano. En contraste, El abrazo de la serpiente es una 
película que aborda la experiencia de dos exploradores extranjeros que, en 
lo profundo del Amazonas, a inicios de siglo Xx, protagonizan el encuentro 
de dos mundos: el chamanismo como cultura indígena que reivindica lo 
no europeo, la no imposición de un patrón de aprovechamiento territorial 
homogéneo y el mundo científico de occidente. El blanco y negro del fil- 
me nos lleva por el bosque tropical más grande de nuestro planeta y hogar 
de una extraordinaria diversidad en vía de extinción en la que el derecho 
resulta necesariamente redimensionado, pues se enfrenta a nuevas realida- 
des, perspectivas, cuestiones y relaciones; lo que necesariamente implica la 
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emergencia de nuevas categorías jurídicas que desplazan las viejas concep- 
ciones y las doctrinas rígidas, un camino en el que surgen nuevos sujetos de 
derecho que se incorporan al ámbito jurídico en demanda de su protección. 

Contraponer estos dos filmes nos ubica ante dos perspectivas distin- 
tas: por un lado, se advierten las tensiones de sesgo antropocentrista que 
evidencian la problemática de garantía de derechos individuales y colecti- 
vos de poblaciones sumidas en la violencia; por otra parte, una propuesta 
ecocéntrica que pugna por defender la vida y el conocimiento ancestral del 
avance de la civilización occidental a partir de transformar las formas de 
concebir nuestras relaciones con el ambiente. 

Incorporar estas perspectivas en el ámbito del derecho supone generar 
un cambio de paradigma, transformar profunda y fundamentalmente la ad- 
ministración pública, orientar la vocación de servicio público al bien común 
y replantear las relaciones jurídicas que operan en la sociedad, en el sentido 
de reconstruir el pacto social al transformar las relaciones entre sujetos y al 
valorar el lugar del ser humano en el ambiente como protector de la vida en 
todas sus formas y manifestaciones, para lo cual es necesaria una reformula- 
ción de los principios del Estado, que en última será el responsable de regu- 
lar los comportamientos del hombre con los novedosos sujetos de derecho y 
los impactos que se generan en esa interacción. 
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Resumen 


El presente artículo de investigación tiene como objetivo describir 
los factores educativos asociados al bajo rendimiento académico de 
los estudiantes del Programa Flexible Aceleración del Aprendizaje 


1 El presente artículo se deriva del trabajo investigación Factores educativos asociados al bajo 
rendimiento académico de estudiantes del Programa Flexible Aceleración del Aprendizaje, realizado 
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de la Institución Educativa Pedro Grau y Arola de la ciudad de Quib- 
dó, departamento del Chocó. Para ello, se emplea una metodología 
cuantitativa con alcance descriptivo para dar a conocer los factores 
individuales, familiares y escolares que inciden en el bajo rendimien- 
to académico. La técnica usada para este fin es la encuesta con un 
diferencial semántico de “sí” y “no” a un total de 26 estudiantes, 14 
hombres y 12 mujeres, los cuales se encuentran en una edad prome- 
dio de 10 a 14 años. Para el análisis de la información, se emplea la 
estadística descriptiva e inferencial, se toman las respuestas de los 
26 estudiantes a las 14 preguntas de la encuesta y, por medio de una 
codificación de 1 y 0, se valora cuál de las tres variables es la que más 
se acerca al bajo rendimiento. 


Palabras clave: aceleración del aprendizaje, extraedad, factores edu- 
cativos rendimiento académico. 


Abstract 


566 


The objective of this research article is to describe the educational 
factors associated with the low academic performance of the students 
of the Flexible Learning Acceleration Program of the Pedro Grau y 
Arola Educational Institution in the city of Quibdó, department of 
Chocó. To do this, a quantitative methodology with a descriptive sco- 
pe is used to reveal the individuals family and school factors that 
affect poor academic performance. The technique used for this pur- 
pose is the survey with a semantic differential of “yes” and “no” to a 
total of 26 students, 14 men and 12 women, who are between 10 and 
14 years old. For the analysis of the information, descriptive and infe- 
rential statistics are used and the responses of the 26 students to the 14 
questions of the survey are taken and, through a coding of 1 and O, it 
1s assessed which of the three variables is the one that comes closest 
to underperformance. 


Keywords: acceleration of learning, extra age, educational factors, 
academic performance. 
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Resumo 


O presente artigo de pesquisa tem como objetivo descrever os fatores 
educacionais associados ao baixo rendimento escolar dos alunos do 
Programa de Aceleracáo de Aprendizagem Flexível da Instituigáo de 
Ensino Pedro Grau y Arola da cidade de Quibdó, departamento de 
Chocó. Para tanto, utiliza-se uma metodología quantitativa de escopo 
descritivo para revelar os fatores individuais, familiares e escolares 
que afetam o baixo desempenho escolar. A técnica utilizada para o 
efeito é o inquérito com diferencial semántico de “sim” e “náo” a um 
total de 26 alunos, 14 homens e 12 mulheres, com idades compreendi- 
das entre os 10e os 14 anos. Para a análise das informacóes, utiliza-se 
a estatística descritiva e inferencial e sáo realizadas as respostas dos 
26 alunos ás 14 questóes da pesquisa e, por meio de uma codificagáo 
de 1 e 0, avalia-se qual das trés variáveis é a única que mais se apro- 
xima do baixo desempenho. 


Palavras-chave: aceleragáo de aprendizagem, extraa-idade, fatores 
educacionais, rendimento académico. 
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INTRODUCCIÓN 


Desde hace algunos años, en la Institución Educativa Pedro Grau y Arola 
del municipio de Quibdó (Chocó, Colombia) los docentes trabajan con el Pro- 
grama Flexible Aceleración del Aprendizaje. Mediante este programa se atien- 
de a una población estudiantil de características muy particulares, compuesta 
por estudiantes que presentan extraedad,* con altos índices de indisciplina, com- 
portamientos violentos con compañeros y docentes, desmotivación, incumpli- 
miento frente a sus deberes académicos, lo cual se presume ha conllevado a 
un bajo rendimiento, repitencia y deserción escolar. Además, la actitud hacia 
estos estudiantes es discriminatoria, dado que han sido percibidos por docentes, 
padres de familia y el resto de los estudiantes de las aulas regulares como una 
carga, y han sido estigmatizados y encasillados como un problema sin solución. 

Dicho lo anterior, el Ministerio de Educación Nacional (MEN, 2016) se- 
ñala que, en las últimas décadas, el sistema educativo colombiano “ha puesto 
la educación como prioridad para mejorar la prosperidad económica y social 
del país y ha prometido más recursos para este sector que para cualquier otra 
área de política” (p. 3). En ese orden de ideas, se han creado múltiples progra- 
mas educativos flexibles, como el de aceleración del aprendizaje, cuyo pro- 
pósito ha sido ayudar a ampliar la cobertura escolar y a que la educación sea 
entendida como un derecho para todos. 

Así, al observar que en la Institución Educativa Pedro Grau Arola este 
programa educativo ha perdido su verdadera intención y sentido, es necesario 
investigar sobre los factores educativos que no permiten que los estudiantes 
pertenecientes a dicho programa mejoren su desempeño académico y alcan- 
cen el éxito escolar. Por consiguiente, este estudio brindará claridad sobre 
este aspecto a la institución educativa para que, desde su gestión directiva 
y académica, pueda reorientar y fortalecer este programa en bienestar de su 
población estudiantil. 

A partir del objetivo planteado se busca, entonces, describir los factores 
individuales ligados al entorno familiar y a la escuela. Además, se pretende 
responder a la siguiente pregunta: ¿cuáles son los factores educativos asocia- 
dos al bajo rendimiento académico de los estudiantes del Programa Flexible 
Aceleración del Aprendizaje de la Institución Educativa Pedro Grau y Arola 
de la ciudad de Quibdó, departamento del Chocó? 


3 Según el Ministerio de Educación Nacional (MEN, s. f.), la extraedad “es el desfase entre la edad 
y el grado y ocurre cuando un niño o joven tiene dos o tres años más, por encima de la edad 
promedio, esperada para cursar un determinado grado” (párrafo 1). 
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METODOLOGÍA 


Teniendo en cuenta la naturaleza del objeto de estudio, en esta in- 
vestigación se optó por el enfoque cuantitativo con alcance descriptivo. Al 
respecto, Hernández et al. (2014) definen el enfoque cuantitativo como aquel 
que “utiliza la recolección de datos para probar hipótesis con base en la 
medición numérica y el análisis estadístico, con el fin establecer pautas de 
comportamiento y probar teorías” (p. 4). Por su parte, el alcance descriptivo 
“busca especificar propiedades y características importantes de cualquier 
fenómeno que se analice. Describe tendencias de un grupo o población” 
(Hernández et al., 2014, p. 92). De ahí que surja una pregunta: ¿cuál es esa 
tendencia en cuanto a los factores que más inciden en el bajo rendimiento 
de los estudiantes? 

Con base en los límites de la población que plantean Hernández et al. 
(2014), el universo de este trabajo está conformado por el grupo de estudian- 
tes del programa de Aceleración del Aprendizaje. El total de estudiantes que 
conforman esta población es de 179 personas. En cuanto a la selección de 
la muestra, se propendió a usar un criterio no probabilístico (Hernández et 
al., 2014), es decir, se tienen en cuenta criterios del investigador para selec- 
cionar el grupo. Por lo tanto, se decidió tomar como muestra a un grupo de 
26 estudiantes que está a cargo de un docente de la sede La Gloria, que es la 
más accesible a la presente investigadora. Así, la muestra está conformada 
por 14 hombres y 12 mujeres, los cuales se encuentran en una edad promedio 
de 10 a 14 años. 

En cuanto a la hipótesis, esta fue: los factores educativos individua- 
les, familiares y escolares determinan el bajo rendimiento académico de los 
estudiantes del Programa Flexible Aceleración del Aprendizaje de la Insti- 
tución Educativa Pedro Grau y Arola de la ciudad de Quibdó. 

La técnica empleada para este estudio fue la encuesta, la cual es 
óptima para investigaciones con enfoque cualitativo, cuantitativo o mixto 
(Archester, 2005, citado en Hernández et al., 2014). Además, la encuesta se 
trabajó con un escalamiento de Likert, “para medir la reacción del sujeto 
en tres, cinco o siete categorías” (Hernández et al., 2014, p. 238). Dicho 
esto, para el análisis de los resultados de la encuesta, se creó una escala en 
cada respuesta de 1 a 5 (Hernández et al., 2014) que, dependiendo de si está 
orientada o no a un bajo rendimiento académico, se le otorga un puntaje alto 
(4 y 5), medio (3) o bajo (1 y 2): 5: muy de acuerdo, 4: de acuerdo, 3: ni de 
acuerdo ni en desacuerdo, 2: en desacuerdo y 1: muy en desacuerdo. 
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La tabla 1 muestra la distribución de las tres variables de esta investiga- 
ción, delimitadas según lo propuesto por autores como Fuller (1986) y Heredia 
y Camacho (2015), de quienes se toman algunos factores que son importantes 
al momento de determinar su asociación con el bajo rendimiento académico y 
que están al alcance del conocimiento y percepción del estudiante. 


Tabla 1 Distribución de las variables para la elaboración de la encuesta 


Objetivos específicos 


Variables 


Definición de variable 


Describir los factores individua- 
les asociados al bajo rendimiento 
académico de los estudiantes del 
Programa Flexible Aceleración 
del Aprendizaje de la Institución 
Educativa Pedro Grau y Arola de 
la ciudad de Quibdó, departa- 
mento del Chocó. 


Factores indivi- 
duales asociados al 
bajo rendimiento 
académico. 


1. Autopercepción de su 
inteligencia 

2. Género 

3. Edad 

4. Motivación 

5. Autoestima 


Examinar los factores ligados 

al entorno familiar, concomi- 
tantes con el bajo rendimiento 
académico de los estudiantes del 
Programa Flexible Aceleración 
del Aprendizaje de la Institución 
Educativa Pedro Grau y Arola de 
la ciudad de Quibdó, departa- 
mento del Chocó. 


Factores ligados 

al entorno familiar 
asociados al bajo 
rendimiento acadé- 
mico. 


6. Estrato socioeconómico 
7. Escolaridad de los padres 
8. Ingreso familiar 

9. Expectativa familiar 

10. Apoyo para hacer las 
tareas escolares 


Estudiar los factores derivados 
del sistema educativo y espe- 
cíficamente de la escuela, que 
decantan en el bajo rendimiento 
de los estudiantes del Programa 
Flexible Aceleración del Apren- 
dizaje de la Institución Educativa 
Pedro Grau y Arola de la ciudad 
de Quibdó, departamento del 
Chocó. 


Factores ligados a 
la escuela asocia- 
dos al bajo rendi- 
miento académico. 


11. Práctica docente 

12. Evaluación de las insti- 
tuciones 

13. Materiales de la escuela 
14. Materiales de enseñanza 
del docente 


Fuente: elaboración propia a partir de Fuller (1986) y Heredia y Camacho (2015). 


Por otro lado, la tabla 2 muestra los resultados. En los recuadros que 
están vacíos se pondrá la cantidad de estudiantes que respondieron de 1 a 5. 
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Tabla 2 Escala otorgada a cada respuesta del estudiante 


o | Factores educativos asociados al bajo rendimiento Escala 
N. AR 
académico 1|2[3|4./5 
1 | Autopercepción de su inteligencia 
2 | Género 
3 | Edad 
4 | Motivación 
5 | Autoestima 
6 | Estrato socioeconómico 
7 | Escolaridad de los padres 
8 | Ingreso familiar 
9  |Expectativa familiar 
10 | Apoyo para hacer las tareas escolares 
11 | Práctica docente 
12 | Evaluación de las instituciones 
13 | Materiales de la escuela 
14 | Materiales de enseñanza del docente 


Fuente: elaboración propia a partir de Fuller (1986) y Heredia y Camacho (2015). 


MARCO TEÓRICO 


Rendimiento académico 


Por muchas décadas, la educación escolar ha tenido la facultad para 
formar ciudadanos útiles y competentes, que adquieren roles en la sociedad, 
debido a que esta permite el desarrollo social de las naciones. Además, es 
relevante al grado de que es un motor del desarrollo humano y contribuye a 
la reducción de fenómenos sociales como la pobreza y la violencia. 

Por supuesto, es notorio que en los últimos años ha estado vigente la 
necesidad de contar con mejores niveles de formación, lo que, precisamente, 
ha llevado a la conformación de la educación formal y de la transformación 
en su política de bienestar en todo el mundo (Rodríguez et al., 2021). Pre- 
cisamente, en el país existen programas de formación como el Programa 
Todos a Aprender (PTA) y Aceleración del Aprendizaje, que sirven para me- 
jorar la calidad educativa (Rodríguez et al., 2021). 

Así, como lo menciona la Ley 115 de 1994, la educación en Colombia 
es un proceso para la formación continua, personal, cultural y social de las 
personas, que apunta a ser integral y digna para ellas. Igualmente, la edu- 
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cación se establece en la Constitución Política de 1991 como un servicio 
público con función social, desde el cual le corresponde al Estado regular y 
ejercer la suprema inspección y vigilancia de velar por su calidad y el cum- 
plimiento de sus fines; además, constitucionalmente busca una formación 
moral, intelectual y física de los estudiantes, con la cual se pretende garan- 
tizar el adecuado cubrimiento del servicio, condiciones dignas y la perma- 
nencia en el sistema educativo. En suma, desde las políticas del Estado se 
busca que haya una educación de calidad que forme estudiantes con buen 
desempeño académico, que sean competentes y que puedan desenvolverse 
en una sociedad globalizada y en constante cambio. 

Del mismo modo, la educación en Colombia se puede catalogar como 
un factor de desarrollo social y cultural. De acuerdo con esto, es importante 
tomar aportes teóricos de autores clásicos como Vygotsky (1979), Piaget 
(1919) y Ausubel (1973), quienes sustentan en sus teorías la relación de la 
sociedad y la cultura en el aprendizaje. 

Vygotsky (1979), por ejemplo, declara que el niño adquiere conoci- 
miento de acuerdo con la relación con su entorno y la cultura en que vive, y 
que ambos factores inciden en su aprendizaje. Por eso una de las contribu- 
ciones esenciales de Vygotsky ha sido la de concebir al sujeto como un ser 
eminentemente social y, a su vez, al conocimiento como un producto social. 

Otro de los conceptos principales de la teoría de Vygotsky es la zona 
de desarrollo próximo, asumido como aquella distancia entre el nivel real de 
desarrollo y el nivel de desarrollo potencial, así como la capacidad del indi- 
viduo de resolver un problema de forma independiente, pero también con la 
ayuda u orientación de sus padres o de otro que esté más capacitado que él. 
Este último es llamado par o mediador, que le sirve de guía para adquirir el 
aprendizaje, ya sea en el hogar, el aula de clase o el entorno social en donde 
vive (Vygotsky, 1979). Esta teoría tiene la concepción de que el niño no solo 
aprende de su actividad individual, sino también de la interacción social, 
dado que las actividades compartidas que realiza le ayudan a interiorizar las 
estructuras de pensamiento y comportamientos en la sociedad que lo rodea. 
Por lo tanto, el aprendizaje es una actividad social. 

Por otro lado, Piaget (1919, citado en García-Allen, s. f.) en su teoría 
trata el desarrollo cognitivo en etapas universales. Es posible afirmar que 
tanto Vygotsky como Piaget son constructivistas, porque, para ambos, los 
niños son aprendices activos que construyen el nuevo conocimiento con la 
información ya existente, algo que concuerda con Ausubel (1973) y los sa- 
beres previos. Así, para Piaget y Vygotsky el conocimiento es construido 
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por cada individuo y no es producto de respuestas adquiridas. No obstante, 
Vygotsky cree que el desarrollo es dependiente de los aprendizajes y los ni- 
ños lo adquieren por la historia y el simbolismo. Por su parte, la postura de 
Piaget se diferencia por el papel que desempeña el medio y también la cul- 
tura, él declara que el aprendizaje es dependiente del desarrollo. Asimismo, 
sostiene que la inteligencia es producto de la acción y les resta importancia 
a las influencias externas (Reus, 1983, citado en García-Allen, s. f.). 

Asimismo, Palomino (s. f.) afirma sobre el enfoque cognoscitivo que 
el conocimiento que se enseña en toda situación de aprendizaje debe tener 
una estructura en sí mismo y con relación al conocimiento que ya tiene el es- 
tudiante. Esto último se refiere a los saberes previos y preconcebidos sobre 
la temática a tratar para construir el nuevo conocimiento. 

Las teorías de todos estos autores tienen como punto en común que 
el conocimiento se elabora por medio del fortalecimiento de los esquemas 
mentales. Estos esquemas superan algunas etapas de evolución, las cuales 
tienen su avance en el desarrollo psicológico y natural del ser humano; del 
mismo modo, este logra perfeccionar sus niveles de pensamiento y elaborar 
su conocimiento de manera individual o en relación con el otro. Todo esto 
conlleva a un aprendizaje significativo. 

En suma, no es ilógico hablar de un modelo sincrónico que reúna 
todos estos aspectos (individual, social, ambiental, cognitivo, etc.) y que 
se tengan en consideración al momento de analizar y reflexionar sobre el 
aprendizaje del estudiante. 

Adicional a lo anterior, el aprendizaje y el rendimiento académico son 
el resultado del conocimiento adquirido durante los procesos evaluativos en 
un nivel determinado. De esta manera, se miden las capacidades de los es- 
tudiantes, que responden a los estímulos educativos vinculados a la actitud 
(Bernal y Rodríguez, 2017). 

Dicho lo anterior, el rendimiento académico se puede definir como la 
adquisición de habilidades y características psicológicas propias de los estu- 
diantes en el proceso de enseñanza y aprendizaje, que son reflejadas durante 
un periodo académico por las calificaciones cuantitativas y cualitativas que 
muestran los resultados educativos esperados (Bernal y Rodríguez, 2017). 
Los resultados del estudiante están influenciados por factores psicológicos, 
biológicos y familiares, además de la calidad de los aprendizajes brindados 
por la institución. Estos resultados se evidencian en los logros obtenidos en 
cada una de las evaluaciones y calificaciones que demuestran lo aprendido 
(Bernal y Rodríguez, 2017). 
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Como lo afirma Chadwick (1979, citado en Bernal y Rodríguez, 
2017), “el rendimiento académico es la expresión de capacidades y caracte- 
rísticas psicológicas del estudiante que se actualizan a través de un proceso 
de aprendizaje” (p. 38). Además, es el resultado de los aprendizajes impar- 
tidos de manera didáctica por el maestro y que son aprovechados por el 
estudiante. El enfoque humanista concibe el rendimiento académico como 
un conocimiento impartido al estudiante en las escuelas y que de manera 
permanente se expresa con las calificaciones o boletines del estudiante du- 
rante su proceso de desarrollo académico. De igual forma, el rendimiento 
académico refleja el alcance de los objetivos propuestos en el plan de estu- 
dio de la institución educativa (Lamas, 2015). 

El rendimiento académico tiene como propósito llegar al éxito educa- 
tivo y que haya un aprendizaje significativo. Su complejidad implica todos 
los procesos que permiten la transformación que promueve la escuela en un 
estado determinado como un nuevo elemento cognitivo y estructurado, de 
acuerdo con las circunstancias, condiciones orgánicas y contextuales que 
son factores asociados determinantes de experiencias y actitudes (Bernal y 
Rodríguez, 2017). 

Sumado a lo anterior, Solano (2015) afirma que el rendimiento aca- 
démico es el nivel de conocimientos que el estudiante puede demostrar que 
posee de aquellas áreas o asignaturas y que es comparable con el nivel de 
sus compañeros. Además, este rendimiento es operativo, por cuanto tiene 
como evidencia las calificaciones que se entregan al estudiante al final de un 
periodo de estudio determinado. 

Del mismo modo, para este autor, el rendimiento académico es el re- 
sultado del nivel intelectual, familiar e institucional de los educandos, que 
influye de una manera positiva o negativa en su desempeño personal. Entre 
los aspectos que tienen relación se encuentran: el nivel educativo de los pa- 
dres y los ingresos económicos, el género, la naturaleza de la institución y su 
ubicación, la capacitación de docentes y directivos, los materiales, las horas 
de dedicación al estudio, el acceso a la tecnología, entre otros (Solano, 2015). 


Factores educativos 


Los factores educativos que afectan a los estudiantes de una mane- 
ra intrínseca y extrínseca, y que inciden en el bajo rendimiento académico 
se relacionan mucho con el docente, los modelos de aprendizaje, la moti- 
vación, los hábitos de estudio y el acompañamiento familiar. Asimismo, 
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Fuller (1986, citado en Heredia y Camacho, 2015) afirma que el desempeño 
académico está muy relacionado con la calidad de la escuela, y estableció 
que los factores educativos que intervienen en el desempeño académico de 
los estudiantes dependen de la calidad de los maestros, la práctica dentro del 
salón de clase, los gastos por escuela y la administración escolar que ejerce 
el rector. Además, Fuller determinó los indicadores de calidad de las escue- 
las con la relación que guardan con el desempeño académico, ante lo cual 
dividió en tres grandes categorías los factores educativos o escolares como: 


a) Condiciones individuales del estudiante tales como: su inteligencia, su 
género, su edad, su motivación, su autoestima, hábito en el estudio, el 
estilo cognitivo y de aprendizaje, etc. 

b) Condiciones ligada a su entorno familiar, tales como: la zona socioe- 
conómica en la que vive, la escolaridad de los padres, el ingreso fami- 
liar, la expectativa de que el hijo termine su escolaridad, el apoyo que 
le brinden para hacer tareas escolares, etc. 


c) Condiciones ligadas a la escuela tales como credenciales de los docen- 
tes, práctica docente, práctica evaluativa de las instituciones, lideraz- 
go del directivo, materiales de la escuela que incluye infraestructura 
escolar, contar con materiales para la enseñanza y para el aprendizaje, 
gasto por alumno, etc. De ahí que la combinación de estos factores 
puede resultar en una infinita variedad de condiciones que cambian de 
escuela en escuela (Heredia y Camacho, 2015, p. 17). 


Factores relacionados con el estudiante 


Las diferentes pautas de socialización y el refuerzo de aptitudes se de- 
ben principalmente al género del estudiante y a su desempeño. Cada cultura 
tiene pautas sociales propias que conducen a las personas a generar roles 
sexuales distintos, que inciden en las aspiraciones educativas (Montero et 
al, 2007, p. 219). Earle y Kruse (1999) hacen referencia a una de las grandes 
problemáticas que tienen las escuelas mixtas para enfrentar el dilema de la 
equidad y la igualdad. Ante esto, es difícil encontrar programas que traten a 
las niñas y a los niños de manera similar y equitativa. 

Un ejemplo de lo anterior son los cambios educativos analizados por 
Tsui y Rich (2002) en la sociedad China, cuyas familias están compuestas 
por los padres y un solo hijo. Las mujeres laboran normalmente como lo 
hacen los hombres, y aportan el 40 % al gasto del hogar; de esta manera se 


[Revista Ratio Juris Vol. 16 N.? 33 + UNAULA]| ISSN 1794-6838 575 


Yomelina Mena Raga 


visibiliza el estatus social de las hijas en la conformación del núcleo familiar 
al activar un elemento fundamental para la discriminación de género. Los 
recursos y la atención de los padres llevan a los hijos a competir. 

Por otra parte, de forma general, en Colombia el rendimiento escolar 
femenino evoluciona positivamente en todos los niveles escolares y tiende a 
superar al masculino. Ese tipo de discriminación ha ido disminuyendo con 
la igualdad de género. Jiménez et al. (2006) consideran que los estereotipos 
se encuentran tanto en la escuela como dentro de las aulas de clases, y toman 
como ejemplo el comportamiento de un niño que si es inquieto y mental- 
mente inquisitivo, lo determinan como precoz y brillante; en cambio, si una 
niña actúa de la misma manera, se considera que tiene comportamientos 
inadecuados para el sexo femenino. 

El mejoramiento, adquisición y desarrollo de competencias de los 
estudiantes depende de múltiples factores individuales y de contextos que 
inciden para que estos asimilen los conocimientos, adquieran hábitos de es- 
tudio y se motiven en el proceso de enseñanza y aprendizaje. En este senti- 
do, no se puede desconocer que los docentes y directivos de las instituciones 
tienen un rol crucial en la enseñanza y el aprendizaje de los estudiantes y en 
la calidad de la educación, puesto que en sus manos está la responsabilidad 
de promover la motivación, adquisición y desarrollo de competencias en los 
estudiantes, en el ser y el saber hacer (MEN, 2016). 

Lo anterior es importante porque hay muchas causas que determinan 
el fracaso escolar de los estudiantes. Algunas de ellas son la falta de interés, 
no tener hábitos de estudio, los conflictos familiares, carencias en la disci- 
plina, desmotivación, trastornos de la atención y del lenguaje y problemas 
nutricionales (Moreira, 2009). 

También, el hábito de estudio, motivado en los estudiantes por el do- 
cente en el aula y por los padres en el hogar, es fundamental en el proceso 
de aprendizaje y en su rendimiento académico. Además, los hábitos “son la 
disposición adquirida por el ejercicio para la realización de actos. El hábito 
se forma para la repetición consciente o inconsciente de una serie de activi- 
dades o por la adaptación a determinadas circunstancias positivas o negatl- 
vas permanentes” (Montañez y Pirela, 2019, p. 18). 

Los estudiantes disciplinados habitualmente obtienen excelentes re- 
sultados académicos y, de esta manera, evitan estar en largas sesiones de 
repaso antes de ser evaluados. Sus buenos hábitos de estudios les permiten 
fijar información clara y segura por largo tiempo, para evitar así confusiones 
en definiciones, en fórmulas matemáticas y, por ende, obtener malas calif- 
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caciones y bajo rendimiento académico (Montañez y Pirela, 2019). 

Por esta razón, el progreso escolar no puede ser evaluado exclusiva- 
mente en función de resultados académicos. En este sentido, un estudiante 
competente es aquel que 


Entiende las orientaciones cuando tiene que hacer una actividad o tarea. 
Se expresa adecuadamente a nivel escrito y oral. 

Sabe aplicar lo que aprende en diferentes contextos y situaciones. 

Es capaz de controlar su aprendizaje. 

Trabaja bien en equipo. 

Es autónomo. 

Su autoestima es buena. 

Le gusta ayudar a los compañeros (Gobierno de Canarias, 2013, párrafo 1). 


Docente 


Uno de los motores primordiales de la constitución política de las 
sociedades modernas, como la de Colombia, es la de transmitir a las genera- 
ciones los conocimientos y valores éticos, morales, sociales, significativos 
y dignos de gran relevancia. Esta misión está designada a profesionales de- 
nominados maestros, docentes, que son profesores de vocación dedicados a 
enseñar y trasmitir diversidad de conocimientos. 

En la actualidad encontramos docentes que son orientadores de los 
procesos de enseñanza y aprendizaje que consideran al estudiante como el 
eje central, sin olvidar que también unos pocos maestros se han quedado 
en el pasado, porque consideran a los estudiantes como entes pasivos y re- 
ceptores de información (Uriarte, 2020). Por lo tanto, los docentes tienen la 
misión de mantener viva y cohesionada a una cultura y a una sociedad, a la 
par de fortalecer y fomentar el desarrollo de talentos (Uriarte 2020). 

Los diversos modelos o enfoques de aprendizajes aplicados por los 
docentes se dan de acuerdo con las necesidades educativas presentadas por 
el educando. Para ello, utilizan diversas estrategias que modifican el papel 
del docente en función de los productos de aprendizaje que desean obte- 
ner. Por tanto, es imprescindible invertir más tiempo en la preparación de 
herramientas, actividades y ayudas a los estudiantes para que elaboren de 
forma activa su conocimiento, sean conscientes de cómo están aprendiendo 
y que contribuyan a un clima apto de participación, en el cual aprendan de 
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la interacción social y cultural del contexto para un aprendizaje significativo 
(Palomino, s. f.). El estudiante no es el único que aprende, el docente tam- 
bién lo hace. 

Las actividades cognitivas por lo general están intrínsecamente liga- 
das al aprendizaje, a la cultura en que tiene lugar en el sistema interpersonal, 
sociofamiliar, institucional e instruccional que las personas van adquiriendo 
a través de los aprendizajes de instrumentos cognitivos, relacionales y co- 
municativos de la cultura propia (Barca et al., 2008). 

Por lo tanto, un docente idóneo para enseñar debe de estar dispuesto a 
aprender, es decir, a utilizar diversas estrategias y metodologías de enseñan- 
za. Además, debe tener disposición para replantear sus esquemas, emplear 
varias metodologías y, sobre todo, para aprender de su propia experiencia 
de enseñanza (Uriarte, 2020). Un docente, con humildad y profesionalismo, 
está sujeto a cambios por las diversas circunstancias y transformaciones de 
la sociedad globalizada en que vive el ser humano. 

Como afirma Uriarte (2020), “No puede ser educador quien ha perdi- 
do la capacidad de aprender” (párrafo 4). Para este autor, la educación está 
sujeta a cambios por los constantes avances tecnológicos y trasformaciones 
sociales y culturales, que exigen que el docente cada día esté actualizado y 
dispuesto a los cambios y a asumir nuevos retos en su rol, dado que la ense- 
ñanza difiere mucho de ser un único método al cual deben adaptarse todos, 
y es que la comprensión del conocimiento se da por medio de métodos va- 
riados y divergentes (Uriarte, 2020). 


Formación y experiencia 


Para el Ministerio de Educación (MEN) y el Plan Nacional de Desa- 
rrollo es prioridad el fomento de la excelencia docente y el mejoramiento 
continuo de la calidad educativa en Colombia, y por eso se crean diferentes 
programas con miras al fortalecimiento de la enseñanza y el bajo rendimien- 
to académico en las escuelas y colegios del país. Cada determinado tiempo 
el MEN revisa la estructura de la carrera docente en las universidades y las 
escuelas de formación docente; además, implementa acciones para seleccio- 
nar a los docentes egresados que terminaron con altas calificaciones y así 
fortalecer los procesos de inducción para los maestros nuevos (MEN, 2016). 

Los incentivos para los maestros que ejercen la docencia van desde 
el otorgamiento de becas para estudios de postgrados, maestrías, reubicación 
salarial, hasta un mejor proceso para ascensos y aumento de la remuneración 
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salarial y la jubilación anticipada con muy buenos incentivos (Departamento 
Nacional de Planeación [DNP], 2015). El Estatuto Docente 1278 del año 2002 le 
exige a los docentes y directivos docentes una evaluación para ingresar a ejer- 
cer la carrera docente en propiedad que le permite ascender y permanecer, el 
mejoramiento de la profesión y, por ende, de la gestión educativa (MEN, 2016). 

El estatuto fue creado para mejorar la calidad de vida del personal do- 
cente en los procesos de ascensos y buena remuneración salarial, y se basan en 
el desempeño (más que en el tiempo de estar prestando en el servicio docente). 
En cambio, para los docentes que ingresaron a la carrera docente mediante el 
Decreto o Estatuto 2277 de 1979, y lo hicieron automáticamente después de 
completar la inducción inicial, sus ascensos y la escala de salario están deter- 
minados por el tiempo que hayan ejercido la profesión docente (MEN, 2016). 

Para ingresar a la docencia en Colombia el aspirante debe de haber 
realizado un programa de formación universitaria o tener un título de nor- 
malista superior. Además, debe concursar y realizar un periodo de prueba 
para alcanzar una plaza en propiedad. Las demás vacantes son ocupadas por 
docentes que están comenzando su quehacer sin experiencia o por aquellos 
que perdieron el concurso, los cuales son enviados a los territorios rurales 
más apartados como provisionales. 

Según el MEN (2016), “el índice de profesores que ocupan puestos 
provisionales es mayor en los municipios con altos niveles de pobreza y 
violencia” (p. 155). Esto es un indicador del precario rendimiento académico 
de los estudiantes y de que la calidad de la educación no es la mejor, pese 
a que en los últimos años se han desarrollado programas como el PTA para 
mejorar la formación de los docentes y la calidad educativa. También el MEN 
estableció un programa de tutoría de dos años, que es implementado en siete 
entidades certificadas (Bolívar, Cali, Chocó, Córdoba, Magdalena, Pereira 
y Tolima) (MEN, 2016). 

En las instituciones en las que los estudiantes de los grados 9” y 11* 
obtuvieron un aumento significativo en los resultados de las pruebas Sa- 
ber, los docentes fueron beneficiados con más de 3000 becas para estudios 
de maestría en las universidades acreditadas como las mejores. Esto con el 
objetivo de fortalecer las competencias profesionales de los docentes. Igual- 
mente, la Fundación Empresarios por la Educación creó una iniciativa para 
rectores líderes transformadores, cuyo objetivo principal es abordar la baja 
disponibilidad de oportunidades claras de formación en servicios directivos 
docentes de las escuelas y colegios. Esta iniciativa se ha expandido en ocho 
departamentos y municipios (MEN, 2016). 
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Programa Flexible Aceleración del Aprendizaje 


El modelo de aceleración del aprendizaje es un programa del MEN que 
fue pensado para estudiantes en extraedad que no han culminado sus estudios 
de primaria. El programa se aplica mediante proyectos que vinculan las dife- 
rentes áreas y disciplinas, y que ponen al estudiante en el centro del proceso 
de enseñanza y aprendizaje, con el firme propósito de que pueda desarrollar 
competencias básicas y que permanezca en los grados siguientes (MEN, 2010). 

La duración de un proyecto de aceleración del aprendizaje es nor- 
malmente de un año. Metodológicamente, los estudiantes desarrollan un 
módulo que les ayuda a nivelarse en el ámbito académico y así potenciar 
su desempeño en habilidades principales como la lectura, la escritura y las 
matemáticas básicas. Igualmente, el estudiante accede a seis módulos com- 
plementarios e interdisciplinarios (MEN, 2010). 

En el modelo aceleración del aprendizaje ni se pierde ni se repite. Al 
finalizar el año lectivo los estudiantes son promovidos al grado siguiente. 
Sin embargo, se pueden presentar dificultades en algunos estudiantes que 
no alcanzan los logros para ser promovidos. Esta situación la debe definir el 
Sistema Institucional de Evaluación de Estudiantes (SIEE) (MEN, 2010). 

El modelo de aceleración del aprendizaje de la Institución Educativa 
Pedro Grau y Arola está conformado por un grupo de 26 estudiantes. El aula 
debe ser igual a las demás de la institución. Este modelo es para un docente 
únicamente. Los estudiantes deben cumplir unos requisitos: no tener barre- 
ras de aprendizajes, no cursar el grado quinto, saber leer y escribir y manejar 
las operaciones matemáticas básicas de suma y resta (MEN, 2010). 

Los docentes del Programa Flexible Aceleración del Aprendizaje de- 
ben tener las siguientes características: 


Debe asumir por voluntad propia el trabajo con el modelo y com- 
prometerse a participar activamente en los procesos de formación y 
seguimiento que se requieren para su adecuada implementación. 


El modelo requiere un docente con sensibilidad social, que se apropie de 
sus fundamentos y los ponga en práctica de acuerdo con el contexto, sin 
dejar de lado la escritura planteada para su implementación en el aula. 


El modelo requiere de un compromiso firme, disponibilidad de tiem- 
po y organización, ya que exige un proceso de planeación para cada 
día de clases y el seguimiento detallado y permanente a cada uno de 
los estudiantes. Por esto, el docente deberá estar dedicado de manera 
exclusiva al modelo Aceleración del Aprendizaje (MEN, 2010, p. 13). 
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ESTADO DEL ARTE 


Para el fortalecimiento del proceso investigativo, se emplearon inves- 
tigaciones internacionales, nacionales y locales que sirven como anteceden- 
tes y reflejan una realidad vinculada con la presente investigación. Veamos 
algunos de ellos. 

En el ámbito internacional, Barrios y Frías (2016) desarrollaron un estu- 
dio cuantitativo sobre los factores que influyen en el desarrollo y rendimiento 
escolar de los jóvenes de ITESM Campus de Toluca (México), con el propósito 
de analizar las variables que influyen en el aprovechamiento escolar de estas 
personas. El instrumento fue una batería de pruebas para medir autoeficacia, 
autodeterminación, autorregulación, aspectos del contexto escolar y familiar 
y espiritualidad a una muestra de 250 estudiantes. La idea de los autores fue 
conocer los efectos de los recursos familiares y escolares en el desarrollo po- 
sitivo del estudiante y, por ende, en su rendimiento escolar. Al respecto, se 
obtuvo que, entre más autodeterminado, autoeficaz, autorregulado y espiritual 
es el joven, mayor será su rendimiento escolar. Del mismo modo, entre mejor 
sea la relación del joven con sus padres o tutores familiares, mayor será su 
desarrollo positivo. 

En otro estudio, Román (2013) realiza un análisis en el ámbito latinoa- 
mericano, con un enfoque más profundo en Chile, sobre el fracaso escolar 
para analizar los factores internos y externos al campo educativo asociados 
al abandono y la deserción escolar. En los factores externos, el autor es 
contundente al afirmar que el nivel socioeconómico de los estudiantes es 
sin duda el factor externo que más incide en el fracaso y deserción escolar. 
En segundo lugar, está el ambiente familiar, en el cual se considera que la 
estructura familiar y el nivel educativo de los padres incide en que el estu- 
diante decida o no continuar con sus estudios. También menciona la edad 
y el género como variables que hacen la diferencia. En el caso de la edad, 
desertan más los adolescentes que los niños; en cuanto al género, son más 
los hombres que desertan que las mujeres, con excepción de Perú. 

Por otra parte, entre los factores internos que determinan el abandono 
escolar, Román (2013) expone cuatro: primero, la repetición de un grado, que 
conlleva al estudiante a una futura condición de extraedad; segundo, la transi- 
ción de primaria a bachillerato, que para muchos estudiantes puede ser trau- 
mática; tercero, la falta de expectativa del estudiante ante la oferta curricular 
que recibe y que se refleja en hechos como, por ejemplo, la desmotivación y la 
inasistencia reiterada; y cuarto, la convivencia con sus docentes y compañeros. 
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Siguiendo la línea temática de los factores asociados al rendimiento 
académico, en México, Ortega y González (2016) analizan la relación entre 
este y el ciberacoso. La población seleccionada fue de 397 alumnos de nivel 
medio superior. El análisis se llevó a cabo mediante la correlación bivariada. 
La investigación dio como resultado que sí existe una relación muy marcada 
entre el ciberacoso y el rendimiento escolar, en la medida en que los estu- 
diantes están expuestos a recibir amenazas, ser objeto de burlas por videos o 
fotos retocados publicados en internet, entre otras formas de ciberacoso, con 
las cuales sienten que sus estudios se ven afectados. 

Asimismo, Espinoza (2019) plantea como propósito identificar los 
factores que inciden de manera desfavorable en el rendimiento escolar de 
los estudiantes de una escuela militar en Chile. El enfoque fue mixto. Así, 
en este estudio se pudieron identificar los factores o elementos que inter- 
fieren en el rendimiento escolar, y entre los factores exógenos que inciden 
negativamente están los intrapersonales (relación con la cognición, saberes 
previos, las estrategias de aprendizaje, etc.) y la procedencia académica (en 
este caso, la educación media). 

Por otro lado, Navarro y García (2011) en su estudio se proponen 
identificar en qué medida el bajo control de las emociones o relaciones per- 
sonales interfieren en el rendimiento escolar y qué tan dominante puede ser 
dicha sintomatología en una pequeña comunidad. El instrumento aplicado 
en este estudio fue el Youth Self Report, que evalúa muchísimos aspectos 
como el comportamiento agresivo y el no acatamiento de reglas. La muestra 
fue de 87 estudiantes de ambos géneros, de edades entre los 10 y 12 años, de 
colegios del estado provincia de Albacete (España). 

Los resultados mostraron cifras de prevalencia de signos externali- 
zantes en un 3 % “de niños que manifiestan tanto conductas agresivas como 
delictivas relacionadas, entre otros factores, con su bajo rendimiento aca- 
démico” (p. 663). Otro hallazgo que deriva de este estudio es que el Estado 
debe proveer a la institución los recursos necesarios para contratar un equi- 
po interdisciplinario que pueda diagnosticar y tratar a tiempo estos síntomas 
que influyen en el rendimiento académico de los estudiantes. 

En un estudio de corte propositivo, en Venezuela, Rojas (2019) plan- 
tea estrategias educativas innovadoras que sirvan como herramienta para 
promover el buen rendimiento académico en la Escuela Estadal Bolivaria- 
na Miguel Tobías Quiñonez del municipio de Barinas. Después de reali- 
zar un diagnóstico basado en cuestionarios que dio como resultado el bajo 
rendimiento académico de los estudiantes, se tomaron como muestra siete 
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docentes de la misma institución. Entre las conclusiones, el autor resalta la 
importancia de la innovación en los docentes para aumentar el rendimiento 
académico de los estudiantes. En este sentido, se entiende que, para el autor, 
los factores internos asociados con la enseñanza o la didáctica tienen mucho 
que ver con el rendimiento académico. 

En España, Iniesta y Mañas (014) plantean como objetivo medir la 
relación que hay entre las variadas dimensiones del autoconcepto (académico, 
social, familiar y físico) y el rendimiento académico. El estudio se aplicó a 
jóvenes de sexos femenino y masculino entre los 13 y 18 años. Los datos se 
examinaron mediante una correlación de Pearson? y un análisis discriminante. 
Con este estudio se comprobó la relación directa y significativa que existe 
entre el autoconcepto académico y el rendimiento académico, es decir, si au- 
menta el primero, aumenta el segundo. Igualmente, las relaciones entre auto- 
concepto físico y social y el rendimiento académico son muy significativas. 

Con referencia al ámbito nacional, Restrepo (2018), en su estudio so- 
bre la autonomía intelectual en estudiantes del Modelo Educativo Flexible 
Aceleración del Aprendizaje en la Institución Educativa Marco Fidel Suárez 
(Medellín, Antioquia), abordó una propuesta para corregir los serios proble- 
mas que presentaban los estudiantes de este programa a causa del desarrollo 
de la autonomía intelectual y de la autonomía del aprendizaje, cuya finalidad 
educativa buscaba promover el desarrollo crítico y reflexivo de los estudian- 
tes como aporte a la transformación social desde las particularidades de cada 
sujeto. La investigación empleó un diseño no experimental, con un enfoque 
cuantitativo ex post facto de tipo comparativo/causal. Los instrumentos uti- 
lizados fueron encuestas, entrevista y diarios de campo. 

La investigación se realizó en el 2016 con una población estudiantil 
que oscilaba entre los 11 y 15 años y cursaba el grado sexto. El grupo, que 
fue escogido al azar, provenía de la educación regular del grado quinto y 
repitencia del grado sexto. Esto con el objetivo de analizar las diferencias y 
similitudes en el estado de la autonomía intelectual de los estudiantes que 
participaron tanto en el modelo de aceleración del aprendizaje como en edu- 
cación regular en la institución en mención. 

Al analizar la situación, se encontró que los estudiantes provenientes 
de aceleración no presentaban ninguna diferencia en su autonomía intelec- 
tual en los aspectos sociodemográficos, pero en los de educación regular 
sí existían diferencias en dichos aspectos, como la configuración familiar 


4 Es una medida de dependencia lineal entre dos variables aleatorias cuantitativas. 
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y el nivel de escolaridad de la madre. Se observó que la metodología del 
modelo es un proceso riguroso de preparación de los estudiantes, puesto que 
demuestran carencias con respecto a sus estrategias de aprendizaje y vacíos 
emocionales que, con la implementación del modelo, se superan al punto de 
llevarlos a una nivelación con sus pares de grado sexto provenientes de la 
educación regular como se demuestra con el estudio. 

Por otro lado, Echeverry (2015) estudia el programa de Aceleración 
del Aprendizaje como apuesta de inclusión y mejoramiento de los procesos 
formativos en la Institución Educativa San Francisco de Paula de Bogotá. 
En este sentido, el autor busca determinar si el programa cumple o no con 
los objetivos de inclusión, aporta soluciones al fenómeno de extraedad de 
la deserción escolar y contribuye con el mejoramiento de los procesos for- 
mativos del establecimiento. Además, analiza los elementos pedagógicos 
e intersubjetivos que constituyen las aulas de aceleración del aprendizaje, 
desde la experiencia de sus diferentes actores como la historia de la imple- 
mentación de este programa, el modelo flexible y si realmente cumple con 
las funciones propuesta por el MEN. 

El estudio abordó un enfoque mixto y un diseño metodológico cua- 
litativo. Como instrumentos de recolección de información se desarrolla- 
ron encuestas y entrevistas a estudiantes, acudientes, docentes y directivos 
docentes. También se tomó una población de la sede María Inmaculada, 
en el municipio de Chinchiná, para determinar si cumple las expectativas 
de inclusión que se propone, si es eficaz en la superación del fenómeno de 
la extraedad y la deserción escolar y si constituye una herramienta para el 
mejoramiento de los procesos formativos de la institución. La muestra fue 
de 84 estudiantes. 

En el estudio de Echeverry (2015) se realizaron tres propuestas para 
que los estudiantes, con la ayuda de los padres de familia y los docentes, pu- 
dieran superar la situación presentada y alcanzaran las metas, como adqui- 
rir compromisos, amor por el estudio para mejorar la asistencia y aspectos 
académicos y sociales. Los padres de familia declararon la necesidad de una 
educación personalizada y terapéutica, mientras que los docentes analizaron 
las posibles soluciones con un aula de apoyo, proyecto de aulas innovadoras 
enfocadas en valores éticos y morales, la creación del hábito de estudio, 
procurar la no inasistencia y compromiso de los estudiantes por capacitarse, 
ser competente y mejorar su calidad de vida. 
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Sánchez-Jabba (2011) presenta en su investigación cómo en Colom- 
bia algunos estudiantes, por el hecho de pertenecer a un grupo étnico, al 
presentar las pruebas de Estado, obtienen un nivel de rendimiento académi- 
co inferior a otros estudiantes que son externos a estas comunidades. Igual- 
mente, se cree que hay factores concretos que influyen como la familia, el 
colegio, entre otros. El autor empleó la metodología de Blinder y Oxaca? 
llevada hasta el análisis de regresión por cuantiles. Se evidenció que los 
factores que inciden son de características no observables o abstractos. Ade- 
más, existen factores y comportamientos diversos para los diferentes niveles 
explicativos. 

Garzón et al. (2010) tratan los factores que pueden influir en el ren- 
dimiento académico de estudiantes que ingresan al programa de medicina 
de la Universidad del Rosario (Colombia). Estos factores dan origen a una 
serie de respuestas a las preguntas que se hacen las personas que intervienen 
en los procesos de formación, y permiten plantear soluciones para mejorar 
el desempeño académico de los estudiantes en las instituciones educativas. 

La investigación presenta como resultado que en el rendimiento aca- 
démico en bioquímica hay “una asociación positiva y estadísticamente sig- 
nificativa entre los resultados de las pruebas de estado generales y específ1- 
cas (ciencias naturales y matemáticas), el estatus de becario institucional y 
el ingreso directo a la carrera sin realizar cursos preuniversitarios” (p. 85). 
Además, concluye que son las competencias individuales las que inciden en 
el rendimiento académico y no los factores demográficos. 

Finalizando, Zapata et al. (2016) indagan sobre los factores institucio- 
nales que inciden en el rendimiento académico de los estudiantes, para lo 
cual emplearon como instrumento una encuesta de percepción aplicada a los 
estudiantes para describir, desde su perspectiva, los factores institucionales 
que afectan ese rendimiento, con el fin de que la institución establezca una 
formulación de estrategias eficaces, orientada a identificar los factores como 
la repitencia y la deserción escolar a tiempo. Como resultados, “se encontró 
que los factores que obtuvieron una mayor percepción de incidencia sobre 
el rendimiento académico, fueron los elementos asociados a infraestructura, 
docencia y ambiente universitario” (p. 35). 


5 Esta técnica “parte del supuesto de los efectos generados por las dotaciones de capital humano 
que deberían ser idénticos para ambos grupos, de forma que si se equiparan las diferencias en 
dotaciones productivas, podrían atribuirse a la discriminación” (Rodríguez y Limas, 2017, pp. 
131-132). 
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ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN 


La tabla 3 resume los resultados de los cinco ítems correspondientes a los 
factores individuales asociados al bajo rendimiento académico de los estudian- 
tes del Programa Flexible Aceleración del Aprendizaje. Para ello, se empleó la 
escala aditiva (Hernández et al., 2014), que equivale a la suma de los números 
asociados con cada escala (5, 4, 3, 2 y 1), según la respuesta de los estudiantes. 


Tabla 3 Escala aditiva por estudiante, grupo 1: factores individuales asociados al bajo 
rendimiento académico 


Sujeto/ítems 1 2 3 4 5 Total escala aditiva 
1 2 4 2 2 3 13 
2 1 d 2 3 3 11 
3% 4 2 2 2 3 13 
4 5 1 2 4 5 17 
5 5 2 4 1 5 17 
6 2 E] 4 4 4 19 
7 4 4 4 4 4 20 
8 4 4 4 4 4 20 
9 3 4 4 4 4 19 
10 2 4 4 4 5 19 
11 1 1 5 5 5 17 
12 2 5 3 2 5 17 
13 5 4 4 3 2 18 
14 5 5 5 E) 5 25 
15 2 2 2 3 Ss] 14 
16 4 4 4 4 4 20 
17 2 3 5 a) 3 25 
18 5 5 5 5 2 22 
19 2 2 2 2 2 10 

20 3 2 1 4 4 14 
21 2 2 1 2 4 11 
22 4 4 4 4 4 20 
23 4 4 4 4 4 20 
24 4 4 4 4 4 20 
25 4 4 4 4 4 20 
26 4 4 4 4 4 20 


Nota. La puntuación mínima es 5, mientras que la más alta es 25. En este sentido, la escala 
quedaría así: “muy de acuerdo”: 21-25, “de acuerdo”: 16-20, “ni de acuerdo ni en desacuerdo”: 
11-15, “en desacuerdo”: 6-10, “muy en desacuerdo”: 5. Fuente: elaboración propia. 
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La tabla 4 resume los resultados de los cinco ítems correspondientes a 
los factores ligados al entorno familiar asociados al bajo rendimiento acadé- 
mico de los estudiantes del Programa Flexible Aceleración del Aprendizaje: 


Tabla 4 Escala aditiva por estudiante, grupo 2: factores ligados al entorno familiar 
asociados al bajo rendimiento académico 


Sujeto/ítems 6 7 8 9 10 Total escala aditiva 
1 1 5 3 2 5 16 
2 2 4 3 2 5 16 
E, 3 4 3 2 1 13 
4 2 4 3 2 4 15 
5 4 2 4 5 3 20 
6 4 4 4 4 4 20 
7 4 4 4 4 4 20 
8 4 4 4 4 4 20 
9 4 4 4 4 4 20 
10 5 5 5 4 4 23 
11 E] 5 4 4 2 20 
12 2 4 4 4 3 17 
13 2 2 2 2 2 10 
14 5 5 4 4 2 20 
15 4 4 5 5 4 22 
16 4 4 3 3 2 16 
17 5 5 5 5 2 22 
18 2 2 2 2 2 10 
19 2 2 2 2 2 10 

20 4 4 4 5 2 19 
21 4 3 4 3 2 19 
22 4 4 4 4 2 18 
23 4 4 3 3 3 17 
24 4 4 3 3 3 17 
25 4 4 4 4 2 18 
26 2 2 2 2 4 12 


Nota. La puntuación mínima es 5, mientras que la más alta es 25. En este sentido, la escala 
quedaría así: “muy de acuerdo”: 21-25, “de acuerdo”: 16-20, “ni de acuerdo ni en desacuerdo”: 
11-15, “en desacuerdo”: 6-10, “muy en desacuerdo”: 5. Fuente: elaboración propia. 
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Por último, la tabla 5 resume los resultados de los cuatro ítems corres- 
pondientes a los factores ligados a la escuela asociados al bajo rendimiento 
académico de los estudiantes de los estudiantes del Programa Flexible Ace- 
leración del Aprendizaje: 


Tabla 5 Escala aditiva por estudiante, grupo 3: factores ligados a la escuela asociados 


al bajo rendimiento académico 


Sujeto/ítems 11 12 13 14 Total escala aditiva 
1 1 3 1 1 6 
2 1 1 1 1 4 
3 2 1 4 4 11 
4 4 2 4 4 14 
5 4 2 4 4 14 
6 Z 3 4 4 13 
7 4 4 4 4 16 
8 2 4 4 4 16 
9 2 2 4 4 14 
10 4 4 4 4 16 
11 4 4 4 4 16 
12 4 4 4 4 16 
13 4 4 4 4 16 
14 4 3 4 4 15 
15 4 4 4 4 16 
16 4 4 4 4 16 
17 4 4 4 4 16 
18 4 4 4 4 16 
19 4 4 4 4 16 
20 4 4 4 4 16 
21 4 4 4 4 16 
22 4 4 4 4 16 
23 4 4 4 4 16 
24 4 4 4 4 16 
25 4 4 4 4 16 
26 2 2 3 1 8 


Nota. La puntuación mínima es 4, mientras que la más alta es 20. Cabe aclarar que en el tercer grupo, a 
diferencia de los dos anteriores, el menor puntaje conlleva a que el ítem esté más asociado con el bajo 
rendimiento, por cuanto las cuatro preguntas o ítems se plantearon para que, si el estudiante respondía “muy 
en desacuerdo”, por ejemplo, ello significaba que el rendimiento académico tiende a ser bajo. En los dos 
grupos anteriores, esto mismo sucedía si el estudiante contestaba “muy de acuerdo”. Por lo tanto, para poder 
comparar con los dos grupos anteriores, la escala quedaría así: “muy en desacuerdo”: 17-20 (escala 5) “en 
desacuerdo”: 13-16 (escala 4), “ni de acuerdo ni en desacuerdo”: 9-12 (escala 3), “de acuerdo”: 5-8 (escala 
2), “muy de acuerdo”: 4 (escala 1). Así que todos los 1 que respondieron los estudiantes en estos cuatro 

ítems se cambiaron por un 5, y los 2, por un 4 (ver tabla 5). Fuente: elaboración propia. 
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La tabla 6 compara los resultados de los tres grupos en términos por- 
centuales, según lo arrojado en la escala aditiva, así: 


Tabla 6 Comparación de porcentajes por grupo, según lo arrojado por la escala aditiva 


Grupo 5 4 3 2 1 
Grupo 1: factores indivi- 11,54 % (ten- | 61,54 % (ten- | 23,08 % | 3,85 % 0% 
duales asociados al bajo dencia al bajo | dencia al bajo 
rendimiento académico rendimiento) | rendimiento) 
Grupo 2: factores ligados al | 11,54 % (ten- | 65,38 % (ten- | 11,54% |11,54%| 0% 
entorno familiar asocia- dencia al bajo | dencia al bajo 
dos al bajo rendimiento rendimiento) | rendimiento) 
académico 
Grupo 3: factores ligados a |0 % (tenden- | 84,62 % (ten- | 3,85 % | 7,69 % | 3,85 % 
la escuela asociados al bajo | cia al bajo dencia al bajo 
rendimiento académico rendimiento) | rendimiento) 


Fuente: elaboración propia. 


Los resultados muestran que, en los tres grupos de factores, la tendencia 
en las respuestas conlleva al bajo rendimiento, siendo más popular la respuesta 
asociada con la escala 4, como se aprecia en la tabla 6. Por lo tanto, se confir- 
ma la hipótesis que dicta que “los factores educativos individuales, familiares 
y escolares determinan el bajo rendimiento académico de los estudiantes del 
Programa Flexible Aceleración del Aprendizaje de la Institución Educativa 
Pedro Grau y Arola de la ciudad de Quibdó, departamento del Chocó”. 

Si se tuviera que dar primacía a uno de los tres factores para determinar 
cuál es más tendiente al bajo rendimiento, este sería el ligado a la escuela, por 
cuanto arrojó un 84,62 % de estudiantes, cuya respuesta tendió a una situación 
de bajo rendimiento académico que es incluso mayor que la suma de los por- 
centajes de las escalas 5 y 4 de los factores individuales (73,8 %) y familiares 
(76,92 %). 


CONCLUSIONES 


Se confirma la hipótesis de que los factores educativos individuales, 
familiares y escolares determinan el bajo rendimiento académico de los es- 
tudiantes del Programa Flexible Aceleración del Aprendizaje de la Institu- 
ción Educativa Pedro Grau y Arola de Quibdó, pues un porcentaje mayor 
de las respuestas de los participantes estaban asociadas con el bajo rendi- 
miento académico con respecto a las demás respuestas. En este sentido, se 
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comprueba que los 14 factores educativos inciden en el bajo rendimiento 
académico, según la percepción de los estudiantes. Estos hallazgos coinci- 
den con los estudios realizados por algunos autores expuestos en el estado 
del arte (Iniesta y Mañas, 2014; Román, 2013; Zapata et al., 2016), quienes 
consideran que son muchos los factores que inciden, pese a que haya unos 
que lo hagan más que otros. 

Por su puesto, llama la atención que los factores educativos empleados 
en este estudio (práctica docente, evaluación de las instituciones, materiales 
de la escuela y materiales de enseñanza del docente) hayan tenido un mayor 
porcentaje de respuesta asociada con el bajo rendimiento académico con 
relación a los otros dos factores (individual y familiar). Estos cuatro factores 
educativos se suman a lo encontrado por Román (2013), quien afirma que 
entre los riesgos para el abandono escolar están la repetición de un grado, la 
transición de primaria a bachillerato, la falta de expectativa del estudiante 
ante la oferta curricular que recibe y la convivencia con sus docentes y com- 
pañeros. Por lo tanto, como recomendación, es necesario que los docentes y 
directivos docentes de la Institución Educativa Pedro Grau y Arola mejoren 
en esos aspectos para que la percepción de los estudiantes sobre el porqué de 
su bajo rendimiento no recaiga de manera tan contundente en la institución. 

Luego de describir, examinar y estudiar los factores (1) individuales, (11) 
ligados al entorno familiar y (111) derivados del sistema educativo y específica- 
mente de la escuela, los resultados dan evidencia de lo afirmado por Sánchez 
(2018) y Chávez (2018), quienes destacan el rezago educativo que hay en el 
Chocó y que las estadísticas muestran que el departamento es uno de los más 
atrasados en el país en materia educativa. Según los resultados, en general, los 
estudiantes no descartaron ningún factor de los 14 analizados, lo que explica el 
problema del bajo rendimiento académico; aunque hay factores escolares que 
inciden más que los individuales o familiares, todos aportan a que esa percep- 
ción sea tan marcada, por lo tanto, no es solo un asunto para resolver desde lo 
institucional, sino también desde lo familiar y psicológico. 

Así que es menester de la institución fortalecer estos tres ámbitos 
y apelar a los conceptos de comunidad educativa y gobierno escolar para 
cimentar bases que posibiliten una mejor comunicación y trabajo con los 
estudiantes, las familias, los docentes y directivos; todo esto con el fin de 
evitar la deserción y que los estudiantes puedan ver en su formación escolar 
un futuro prometedor. 


590 Revista Ratio Juris Vol. 16 N.* 33 « UNAULA | ISSN 1794-6638 


Factores educativos asociados al bajo rendimiento académico de estudiantes 
del Programa Flexible Aceleración del Aprendizaje 


REFERENCIAS 


Ausubel, D. P. (1973). Algunos aspectos psicológicos de la estructura 
del conocimiento. Investigaciones sobre el proceso de aprendizaje y la na- 
turaleza de las disciplinas que integran el currículum. El Ateneo. 

Barca, A., Peralbo, M., Porto, A. y Brenlla, J. (2008). Contextos mul- 
ticulturales, enfoques de aprendizaje y rendimiento académico en el alum- 
nado de educación secundaria. Revista Iberoamericana de Educación, 46, 
193-226. https://doi.org/10.35362/r1e460723 

Barrios, M. y Frías, M. (2016). Factores que influyen en el desarrollo 
y rendimiento escolar de los jóvenes de bachillerato. Revista Colombiana de 
Psicología, 25(1), 63-82. https://do1.org/10.15446/rcp.v25n1.46921 

Bernal, Y. y Rodríguez, C. (2017). Factores que Inciden en el Ren- 
dimiento Escolar de los Estudiantes de la Educación Básica Secundaria 
[Tesis de maestría, Universidad Cooperativa de Colombia]. Repositorio 
UCC. https: //repository.ucc.edu.co/bitstream/20.500.12494/3369/1/PROYEC- 
TO%20FACTORES%20QUE%20INCIDEN%20EN%20EL%20RENDIMIEN- 
TO%20ESCOLAR.pdf 

Congreso de la República de Colombia. (1994, febrero 8.). Ley 115 
de 1994. Diario Oficial, núm. 41.214. http://www.secretariasenado.gov.co/ 
senado/basedoc/ley_0115_1994.html 

Constitución Política de Colombia. (1991). Legis. 

Departamento Nacional de Planeación - DNP. (2015). Bases Plan Na- 
cional de Desarrollo 2014-2018. https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/PND/ 
PND%202014-2018%20Tomo%201%20internet.pdf 

Earle, J. y Kruse, S. D. (1999). Organizational Literacy for Educa- 
tors. Erlbaum. 

Echeverry, A. (2015). El programa de Aceleración del Aprendizaje 
como apuesta de inclusión y mejoramiento de los procesos formativos [Te- 
sis de maestría, Universidad Católica de Manizales]. Repositorio UCM. http:// 
repositorio.ucm.edu.co:8080/¡spui/bitstream/handle/10839/1274/LUZ%20 
MARIA %20ECHEVERRY %20ALZATE.pdf?sequence=1é4zisAllowed=y 

Espinoza, M. A. (2019). Factores exógenos: Incidencia en el ren- 
dimiento académico. Revista Scientific, 4(ed. esp.), 38-53. https://doi. 
org/10.29394/Scientific.issn.2542-2987.2019.4.E.2.38-53 

Fuller, B. (1986). Is Primary School Quality Eroding in the Third 
World? Comparative Education Review, 30, 491-507. 


[Revista Ratio Juris Vol. 16 N.? 33 + UNAULA]| ISSN 1794-6838 591 


Yomelina Mena Raga 


García-Allen, J. (s. f.). Piaget vs. Vygotsky: similitudes y diferencias 
entre sus teorías. Psicología y Mente. https://psicologiaymente.com/desa- 
rrollo/piaget-vygotsky-similitudes-diferencias-teorias 

Garzón, R., Rojas, M., Riesgo, L., Pinzón, M. y Salamanca, A. (2010). 
Factores que pueden influir en el rendimiento académico de estudiantes de 
Bioquímica que ingresan en el programa de Medicina de la Universidad del 
Rosario-Colombia. Educación Médica, 13(2), 85-96. http://scielo.iscii1.es/scie- 
lo.php?script=sci_arttext8$zpid=S1575-181320100002000058Ing=esétIng=es 

Gobierno de Canarias. (2013). Un alumno-a competente es aquel que... 
https: //www3.gobiernodecanarias.org/medusa/ecoblog/jtolsan/2013/09/09/ 
un-alumno-a-competente-es-aquel-que/ 

Heredia, Y. y Camacho, D. (2015). Factores que afectan el desem- 
peño académico. Creative Commons, México. https://repositorio.tec.mx/ 
bitstream/handle/11285/632868/00-Desempe%c3%b10%20acad%c3%a9mi- 
co%2020140725.pdf?sequence=14z1sAllowed=y 

Hernández, R., Fernández, C. y Baptista, P. (2014). Metodología de la 
investigación. McGraw-Hill. 

Iniesta, A. y Mañas, C. (2014). Autoconcepto y rendimiento acadé- 
mico en adolescentes. International Journal of Developmental and Edu- 
cational Psychology, 2(1), 555-564.  https://www.redalyc.org/articulo. 
o0a?%id=349851782059 

Jiménez, C., Álvarez, B., Gil, J. A., Murga, M. A. y Téllez, J. A. (2006). 
Educación, diversidad de los más capaces y estereotipos de género. Revista 
Electrónica de Investigación y Evaluación Educativa, 12(2), 261-287. 

Lamas, H. A. (2015). Sobre el Rendimiento Académico. Propósitos y 
representaciones, 3, 313-386. 

Ministerio de Educación Nacional - MEN. (s. f.). Extraedad. https:// 
www.mineducacion.gov.co/1621/article-82787.htmlH:-:text=Z-,EXTRAE- 
DAD%3A,para%20cursar%20un%20determinado%?20grado. 

Ministerio de Educación Nacional - MEN. (2010). Manual Operativo. 
Modelo Educativo Aceleración del Aprendizaje. Mineducación. https://bit. 
ly/2UsxNYp 

Ministerio de Educación Nacional - MEN. (2016). Educación en Co- 
lombia. OCDE, Mineducación. https://www.mineducacion.gov.co/1759/arti- 
cles-356787_recurso_1.pdf 

Montañez, L. y Pirela, W. (2019). Factores intrínsecos y extrínsecos 
asociados al bajo rendimiento académico en estudiantes de ciclos 11 y Iv del 


592 |Revista Ratio Juris Vol. 18 N.? 33 « UNAULA | ISSN 1794-6638 


Factores educativos asociados al bajo rendimiento académico de estudiantes 
del Programa Flexible Aceleración del Aprendizaje 


Colegio Miguel Antonio Caro de la Ciudad de Bogotá [Trabajo de especiali- 
zación, Corporación Universitaria Iberoamericana]. Repositorio Iberoame- 
ricana. https://bit.1y/3jImzcX 

Montero, R. E., Villalobos, P. J. y Valverde, B. A. (2007). Factores 
institucionales, pedagógicos, psicosociales y sociodemográficos asociados 
al rendimiento académico en la universidad de Costa Rica: un análisis mul- 
tinivel. Revista Electrónica de Investigación y Evaluación Educativa, 13(2), 
215-234. 

Moreira, T. E. (2009). Factores endógenos y exógenos asociados al 
rendimiento en Matemática: Un análisis multinivel. Educación, 33(2), 61-80. 

Navarro, I. y García, D. (2011). Sintomatología y rendimiento acadé- 
mico. International Journal of Developmental and Educational Psychology, 
1(1), 657-665. https: //www .redalyc.org/articulo.oa?id=349832342066 

Ortega, J. y González, D. (2016). El ciberacoso y su relación con el 
rendimiento académico. Innovación Educativa, 16(71), 17-37. https://www. 
redalyc.org/articulo.oa.id=179446997002 

Palomino, W. (s. f.). Teoría del aprendizaje significativo de David 
Ausubel. Monografias.com. http: //www.monografias.com/trabajos6/apsi/ 
apsi.shtml 

Presidencia de la República de Colombia. (1979, septiembre 14). De- 
creto 2277 de 1979. Diario Oficial, núm. 35374. 

Presidencia de la República de Colombia. (2020, junio 19). Decreto 
1278 del 2002. Diario Oficial, núm. 44840. http://www.suin-juriscol.gov.co/ 
viewDocument.asp?ruta=Decretos/1257729 

Rojas, L. (2019). Elevar el rendimiento académico con estrategias 
educativas. Revista Scientific, 4(12), 127-140. https://doi.org/10.29394/ 
Scientific.issn.2542-2987.2019.4.12.6.127-140 

Restrepo, D. (2018). La autonomía intelectual en estudiantes del mode- 
lo educativo flexible aceleración del aprendizaje en la Institución Educativa 
Marco Fidel Suárez [Tesis de maestría, Universidad de Antioquia]. Reposi- 
torio UDEA. http://ayura.udea.edu.co:8080/¡spui/bitstream/123456789/3317/1/ 
H0377_danielrestrepovallejo.pdf 

Rodríguez, R. E. y Limas, M. (2017). El análisis de las diferencias sa- 
lariales y discriminación por género por áreas profesionales en México, abor- 
dado desde un enfoque regional, 2015. Estudios Sociales, 27(49), 123-150. ht- 
tps://scielo.org.mx/pdf/estsoc/v27n49/0188-4557-estsoc-27-49-00121.pdf 


Revista Ratio Juris Vol. 16 N.” 33 +. UNAULA | ISSN 1794-6638 593 


Yomelina Mena Raga 


Rodríguez, D., Ordoñez, R. y Hidalgo-Villota, M. (2021). Determi- 
nantes del rendimiento académico de la educación media en el departamen- 
to de Nariño, Colombia. Lecturas de Economía, (94), 87-126. https://doi. 
org/10.17533/udea.le.n94a341834 

Román, M. (2013). Factores asociados al abandono y la deserción es- 
colar en América Latina: una mirada en conjunto. Revista Iberoamericana 
sobre calidad, eficacia y cambio en educación, 11(2), 33-59. https://www. 
redalyc.org/pdf/551/55127024002.pdf 

Solano, L. (2015). Rendimiento académico de los estudiantes de se- 
cundaria obligatoria y su relación con las aptitudes mentales y las actitudes 
ante el estudio [Tesis de doctorado, Universidad Nacional de Educación a 
Distancia]. Repositorio UNED. http://e-spacio.uned.es/fez/eserv/tesisuned:E- 
ducacion-Losolano/SOLANO_LUENGO_Luis_Octavio.pdfFuller, B. (1986). 
Is Primary School Quality Eroding in the Third World? Comparative Edu- 
cation Review, 30, 491-507. 

Sánchez-Jabba, A. (2011). Etnia y rendimiento académico en Colom- 
bia. Revista de Economía del Rosario, 14(2), 189-227. https://www.redalyc. 
org/pdf/5095/509555092004.pdf 

Tsui, M., y Rich, L. (2002). The only child and educational oppor- 
tunity for girls in urban China. Gender « Society, 16(1), 74-92. https://doi. 
org/10.1177/0891243202016001005 

Uriarte, J. (2020). 10 características de un buen docente. Caracteristi- 
cas.co. https: //www.caracteristicas.co/buen-docente/ 

Vygotsky, L. (1979). El desarrollo de los procesos psicológicos su- 
periores. Grijalbo. 

Zapata, A., Cabrera, G. y Velásquez, M. (2016). Factores institucio- 
nales incidentes en el rendimiento académico: un estudio de percepción. 
Revista de Psicología Universidad de Antioquia, S(1), 35-48. https://revistas. 
udea.edu.co/index.php/psicologia/article/view/326891 


594 Revista Ratio Juris Vol. 16 N.? 33 +. UNAULA | ISSN 1794-6638 


Revista Ratio Juris Vol. 16 N.* 33, 2021, pp. 595-622 O UNAULA 


ARTÍCULOS DE INVESTIGACIÓN 


CRIMINALIDAD CORPORATIVA Y REORDENAMIENTO 
TERRITORIAL EN URABÁ (ANTIOQUIA, COLOMBIA).* 


CORPORATE CRIME AND TERRITORIAL REORGANIZATION. 
URABÁ (ANTIOQUIA). COLOMBIA 


CRIME CORPORATIVO E REORGANIZACÁO TERRITORIAL. URABÁ 
(ANTIOQUIA). COLÓMBIA 


NORELA MESA DUQUE? 
ALFONSO INSUASTY RODRÍGUEZ? 


Recibido: 5 de julio de 2021 - Aceptado: 26 de agosto de 2021 
Publicado: 30 de noviembre de 2021 
DOI: 10.24142/raju.v16n33a11 


Resumen 


Las acciones que articulan simbióticamente élites empresariales y 
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violenta a través de la híper - acumulación de tierras, con el fin de 
salvaguardar sus intereses económicos e inversiones; dos, híper - acu- 
mular poder político con el fin de sostener sus privilegios, usando 
dicho poder para la reconfiguración del diseño institucional y la pla- 
neación de los territorios al imponer sus condiciones. Este fenómeno 
que marca la historia de Colombia es lo que ampliamente podríamos 
comprender como criminalidad corporativa instaurada. Es el caso y 
modelo impuesto en el Urabá (Antioquia), que se fue extendiendo al 
resto del país. 


Palabras clave: criminalidad corporativa, empresa, Estado, crimen, 
capital social perverso, captura del Estado, democracia. 


Abstract 


The actions that symbiotically articulate business and political elites, 
mafias, legal and illegal military groups, are made possible under the 
pursuit of two goals: one, to reorder the territory in a violent way 
by hyper-accumulating land, in order to safeguard their economic in- 
terests and investments. ; two, hyper-accumulate political power in 
order to sustain their privileges, using said power for the reconfigu- 
ration of the institutional design and the planning of the territories 
imposing their conditions. This phenomenon that marks the history of 
Colombia is what we could broadly understand as established corpo- 
rate crime. This is the case and model imposed in Urabá (Antioquia) 
which spread to the rest of the country (Colombia). 


Keywords: corporate crime, company, State, crime, perverse social 
capital, State capture, democracy. 


Resumo 


596 


As ages que articulam simbioticamente as elites empresariais e polí- 
ticas, as máfias, os grupos militares legais e ilegais, sáo viabilizadas 
sob a prossecucgáo de dois objetivos: um, reordenar o território de 
forma violenta por hiperacumulagáo de terras, de forma a salvaguar- 
dar as suas interesses e investimentos.; dois, hiperacumulam poder 
político para sustentar seus privilégios, valendo-se desse poder para a 
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reconfiguracáo do desenho institucional e do planejamento dos terrl- 
tórios impondo suas condicóes. Este fenómeno que marca a história 
da Colómbia é o que poderíamos entender amplamente como crime 
corporativo estabelecido. É o caso e o modelo imposto em Urabá 
(Antioquia) e que se espalha para o resto do país (Colómbia). 


Palavras-chave: crime corporativo, empresa, Estado, crime, capital 
social perverso, captura de Estado, democracia. 
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INTRODUCCIÓN 


En el presente texto, partiremos del análisis de la compleja situación 
de la concentración de tierra, con el propósito de mostrar un preocupante 
y sostenido nivel de hiperacumulación. Indagamos sobre cómo se fue con- 
figurando este fenómeno a partir del despojo, el abandono forzoso de las 
tierras y el aprovechamiento de las situaciones de violencia en el territorio; 
finalmente, gracias a la revisión de las sentencias de restitución de tierras 
y de los procesos de adjudicación y titulación de tierras en el Urabá an- 
tioqueño, aportaremos discusiones en torno a una macroestrategia que no 
solo permitió acumular tierra para fines rentísticos, sino también acumular 
poder político territorial bajo la alianza empresa-Estado-criminalidad, una 
forma de proceder que se constituyó en un modus operandi y que se llevó a 
otras regiones del país, lo que gestó diversos controles que aún perviven y 
trazan el futuro territorial de los municipios, a través de una acumulación de 
poder que les permite a los miembros de esta alianza, incluso, incidir en el 
rediseño del Estado, oponerse férreamente a los acuerdos de paz, gestionar 
leyes para detener los avances en términos de derechos sociales y oponerse 
a la restitución de tierras; todo un ejercicio de cooptación del Estado en el 
que aún se estrechan lazos con una estrategia de lógica paramilitar (Insuasty 
Rodríguez, 2017). 


CONTEXTO SOCIODEMOGRÁFICO DEL URABÁ ANTIOQUEÑO 


La región de Urabá es un vasto territorio que ocupa parte de tres de- 
partamentos: Chocó, Córdoba y Antioquia. Se extiende desde el Valle del 
Sinú hasta la cuenca del Atrato y comprende el golfo de Urabá y parte del 
Nudo de Paramillo. Su territorio está conformado por cuatro municipios del 
Chocó, ubicados en la subregión conocida como Bajo Atrato: Acandí, El 
Carmen del Darién, Riosucio y Unguía; dos municipios del sur de Córdoba: 
Tierralta y Valencia; y en lo que respecta al Urabá antioqueño, son once 
municipios: Arboletes, Apartadó, Carepa, Chigorodó, Mutatá, Murindó, 
Necoclí, San Juan de Urabá, San Pedro de Urabá, Turbo y Vigía del Fuerte 
(Instituto Popular de Capacitación [IPC], 2004, s. f.). 
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Figura 1 Mapa de la región de Urabá 
Fuente: Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC). (Edición propia). 


Dada su riqueza en biodiversidad, recursos naturales y económicos, 
se ha configurado como región geoestratégica, pues cuenta con dos océanos 
(Pacífico y Atlántico), conexión con Panamá y un golfo (Golfo de Urabá), 
por lo que se ha convertido en un corredor para tráfico de armamento, rutas 
del narcotráfico, zona de refugio de grupos armados ilegales, pero también 
en polo del llamado desarrollo (Zuluaga y Insuasty, 2018); en el caso del 
Urabá antioqueño, de crucial importancia para los planes de desarrollo del 
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departamento y sus proyecciones en materia social, política y económica. 
Estas particularidades han dado pie a que en la región se dé lo que el Instituto 
Popular de Capacitación —1PCc— ha denominado como una “modernización 
forzada”, que concentra grandes proyectos de infraestructura en materia vial 
y portuaria, pero también en materia de agroindustria, lo que ha generado 
grandes conflictos territoriales derivados de las relaciones sociales, econó- 
micas y políticas que sostienen varios actores (guerrillas como las FARC, el 
ELN, grupos paramilitares —AUuCc—, bandas criminales —Bacrim—, grupos 
armados organizados —GA0—, cárteles del narcotráfico, empresarios, mul- 
tinacionales e instituciones del Estado) con intereses particulares sobre los 
réditos que obtienen con el control de la zona y que en muchas ocasiones 
han implicado alianzas entre empresarios y grupos armados, lo que desen- 
cadena episodios de despojo de tierras, desplazamiento forzado, homicidio 
de líderes sociales y campesinos; incluso, bajo alianzas políticas, uso de los 
recursos públicos para promover obras y proyectos que benefician a sectores 
privados (IPC, 2004, s. f.). 


HECHOS VICTIMIZANTES QUE SE HAN PRESENTADO 
EN LA REGIÓN 


Considerando que, según el último censo, Antioquia tiene una po- 
blación de 5.974.788 habitantes, y según los reportes del Registro Único de 
Víctimas —RUV—, al 31 de diciembre de 2020, el departamento contaba 
(por ocurrencia) con 1.832.760 víctimas, lo que significa que el 30,7 % de la 
población antioqueña ha sido víctima del conflicto armado en Colombia en 
sus diferentes tipificaciones y hechos victimizantes. De todas las víctimas 
que se registran en la región del Urabá (626.677), un 82,3 % son del Urabá 
antioqueño, y del total de víctimas de Antioquia registradas en el RUV, el 
26,8 % corresponde a hechos ocurridos en el Urabá antioqueño. 

Ahora bien, en el Urabá antioqueño, que actualmente (según el mis- 
mo censo) cuenta con 470.019 habitantes, de acuerdo con el RUV se reportan 
490.429 víctimas, lo que equivaldría, sin considerarlas por ubicación (solo 
por ocurrencia), a decir que el 104,3 % de la población ha sido víctima de 
algún hecho de violencia en el territorio (ver tabla 1). 
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Tabla 1 Relación víctimas con respecto a la población de los municipios del Urabá 


antioqueño 
SE Superficie | Población | Víctimas a di- % de víctimas 
Municipio > a y 
(km?) DANE 2018 | ciembre de 2020* | sobre la población 
Apartadó 607 113.469 88.986 78,4 % 
Arboletes 718 26.289 28.592 108,8 % 
Carepa 384 45.936 24.939 54,3 % 
Chigorodó 615 55.564 41.370 74,5 % 
Murindó 1.365 4.642 3.471 74,8 % 
Mutatá 1.119 12.607 47.056 373,3 % 
Necoclí 1.377 38.420 48.473 126,2 % 
San Juan de Urabá | 241 19.992 14.092 70,5 % 
San Pedro de Urabá | 482 30.527 29.939 98,1 % 
Turbo 3.090 114.434 148.765 130,0% 
Vigía del Fuerte 1.801 8.139 14.746 181,2 % 
Total 11.799 470.019 490.429 104,3 % 


*Víctimas por ocurrencia. Fuente: IPC (s.f). (Tomada de la tabla del encabezado del artículo 
citado. Editada con Información actualizada con datos del Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística —DANE— y de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a 
las Víctimas —Unidad de Víctimas—). 
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Figura 2 Total de víctimas por municipios del Urabá antioqueño 


Fuente: elaboración propia con base en información del dane y de la Unidad de Víctimas. 
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Al revisar los hechos victimizantes ocurridos entre 1984 y 2016, se 


puede observar que el 86 % de los casos corresponden a desplazamiento, 


seguido por homicidio con un 9 % de los casos y desaparición forzada con 
el 2,1 % de los casos registrados en el RUV. Adicionalmente, el 51,29 % de 
las víctimas han sido mujeres; el 47,92 %, hombres; el 0,77 % no informó 


el género en el momento de la denuncia; y el 0,02 % fueron personas LGBTI. 


En cuanto al ciclo vital, la mayoría de las víctimas se ubican entre los 29 
y 60 años (35 %), seguido por personas entre los 18 y 28 años (20 %) (ver 
tabla 2). También se observó que los años donde más hechos victimizantes 


ocurrieron fueron 1997, con el 12 % de los casos reportados; 1995, con el 11 
%; y 1996, con el 10 % (los demás se detallan en la figura 4). 
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Figura 3 Prevalencia de hechos victimizantes entre 1984 y 2016 en el Urabá antioqueño 


Fuente: elaboración propia con datos del ruv, Unidad de Víctimas. 
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Tabla 2 Víctimas de acuerdo con el ciclo vital 


Ciclo vital (en años de vida) Total víctimas % 
entre O y 5 25.240 5% 
entre 6 y 11 54.663 11% 
entre 12 y 17 65.694 13% 
entre 18 y 28 99.609 20% 
entre 29 y 60 169.537 35% 
entre 61 y 100 40.313 8% 
ND 35.373 1% 
Total general 490.429 100% 


Fuente: elaboración propia con datos del RUvV, Unidad de Víctimas. 
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Figura 4 Cantidad de víctimas por año 


Fuente: Elaboración propia con datos del ruv, Unidad de Víctimas. 


Ahora bien, a partir de la revisión documental (prensa, sentencias de 
Justicia y Paz y sentencias de Restitución de tierras, se ha podido identifi- 
car la forma en cómo grandes empresas acumularon tierra durante dichos 
periodos —como el caso del Fondo Ganadero de Córdoba que reluce en 
sentencias de restitución de tierras— o analizar la forma en cómo se pu- 
dieron haber beneficiado del conflicto armado, es el caso de las empresas 
bananeras de Banacol y Uniban que has sido investigadas por concierto para 
delinquir y financiación voluntaria a grupos paramilitares (El Espectador, 
2020, mayo 12). 
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METODOLOGÍA 


En términos metodológicos, se efectuó una revisión documental de 
noticias en prensa, las sentencias de restitución de tierras y Justicia y Paz y 
las declaraciones que dieron los campesinos en la audiencia pública sobre el 
derecho al acceso y formalización de la tierra en el Urabá Antioqueño, que 
se llevó a cabo el 27 de noviembre de 2020. 

En términos conceptuales, los casos de criminalidad corporativa ob- 
servados, se explican con base en los conceptos de capital social perverso 
de acuerdo con las elaboraciones de De León Beltrán (2014) y reconfigura- 
ción cooptada del Estado de Garay y Salcedo-Albarán (2012). 


RESULTADOS 


Primer punto: concentración de la tierra 


Considerando que la propiedad sobre la tierra y la concentración de la 
tierra han sido identificadas como causas estructurales del conflicto armado 
en Colombia, el Acuerdo Final de Paz entre el gobierno colombiano y el gru- 
po guerrillero FARC-EP fue enfático en la necesidad de buscar una solución 
a dichas problemáticas a través de una Reforma Rural Integral —RRI— que 
propenda por la democratización y el uso adecuado de la tierra, para lo que 
se creó el Fondo de Tierras para la RRI que dispuso de tres millones de hec- 
táreas para adjudicación a no propietarios y siete millones de hectáreas para 
formalización masiva de la propiedad, las cuales provenían principalmente 
de tierras de extinción judicial de dominio, baldíos indebidamente ocupados 
y recuperados, tierras inexplotadas, tierras expropiadas por motivos de uti- 
lidad pública y tierras donadas (Alto Comisionado para la Paz, 2016); pero, 
¿en qué va la promesa del Fondo de Tierras para la RRI? 

De acuerdo con la información publicada por el Observatorio de Tie- 
rras Rurales de la Agencia Nacional de Tierras —ANT— (2020), entre el 2016 
y el 2020 se han adjudicado un total de 45.422 predios baldíos, que equivalen 
a 1.111.628 hectáreas, de los cuales 44.929 han sido adjudicados a personas 
naturales, cuya distribución por año y familias beneficiadas se muestra en 
la figura 5. No obstante, estas adjudicaciones no escapan a la lógica de la 
concentración y muchos menos son acordes con lo que, según la ley, nece- 
sita una familia para vivir de manera digna. Vale reafirmar que de acuerdo 
con la definición contemplada por la ANT, la UAF es el área mínima de tierra 
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que una familia campesina requiere explotar para alcanzar los ingresos ne- 
cesarios para su sostenimiento, y es medida en hectáreas (Agencia Nacional 
de Tierras [ANT], 2018). Al revisar las adjudicaciones a personas naturales, 
enfocándonos en familias con un predio, existen familias que tienen 0,01 
hectáreas (100 m?) y familias que tienen hasta 113,2 hectáreas (1.132.000 m?), 
es decir, 11.320 veces más tierra que la familia que menos tiene. De los 259 
registros de la base de datos de adjudicación de predios baldíos a personas 
naturales (Fuente: Observatorio de Tierras Rurales a cargo de la Agencia 
Nacional de Tierras ANT), 239 tienen menos hectáreas que la UAF mínima 
media, con 1.104 hectáreas en total, es decir, 4,6 hectáreas promedio por 
familia; solo tres predios cumplen con la condición de estar entre 37,9 y 42,1 
hectáreas (promedio por predio de 40,6 ha). Diecisiete predios tienen más de 
la UAF máxima promedio permitida, sumando 1.079,9 hectáreas (63,6 ha pro- 
medio por propietario), y de esos 17 predios, uno tiene más de 100 hectáreas 
(113,2 ha). Siguiendo el análisis previo, el 7 % de los propietarios de predios 
tienen el 45 % de la tierra, versus el 92 % que comparten el 46% de la tierra 
adjudicada; solo el 1 % cumple con las condiciones de la UAF. Si bien la ANT 
(2018) indica que se pueden adjudicar predios rurales por debajo de la UAF 
mínima, esta es la excepción a la regla; lo que se observa es que la excepción 
se ha convertido en la norma de adjudicación. 


Figura 5 Distribución de la adjudicación de predios baldías entre 2016 y 2020 


Fuente: Observatorio de Tierras Rurales a cargo de la Agencia Nacional de Tierras -ANT 
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De acuerdo con la información publicada por el Observatorio de Tie- 
rras Rurales de la ANT, el 2018 fue el año de mayor registro en predios adju- 
dicados con un total de 19.049; desde la firma de los acuerdos de paz, en el 
año 2016, era notoria la curva de crecimiento, llegando a su pico más alto en 
el 2018, después decrece considerablemente hasta llegar en el 2020 a tan solo 
1.989 predios adjudicados. 

Conforme se observa en la figura 6, del total de adjudicaciones, el 20 % 
de los predios fueron adjudicados en el 2016; 19,1 %, en el 2017; 41,9 %, en el 
2018; 14,6 %, en el 2019; y 4,4 %, en el 2020; coincidencialmente, este descenso 
en las adjudicaciones se corresponde con los periodos de cambio de gobierno 
presidencial, pasando del mandato promotor del Acuerdo de Paz (Juan Manual 
Santos Calderón, presidente 2010-2018) al mandato de un presidente cuyo par- 
tido fue férreo opositor a dichos acuerdos (Iván Duque Márquez, presidente 
2018-2022). 


45,0% 41,9% 


2016 2017 2018 2019 2020 


Figura 6 Porcentaje de participación por año en la adjudicación de baldíos 


Fuente: elaboración propia tomando como fuente de datos el Observatorio de Tierras Rura- 
les a cargo de la Agencia Nacional de Tierras -ANT 


En el caso de Urabá, entre el 2017 y el 2020 se han adjudicado tan solo 
259 predios a personas naturales, es decir, el 0,6 % del total a nivel nacional. 
De estos, el 66 % fueron adjudicados en el 2017 (171 predios); el 32 %, en el 
2018 (83 predios); el 1,2 %, en el 2019 (3 predios); y solo el 0,8 9%, en el 2020 
(2 predios) (ver figura 7). 
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Figura 7 Total de predios y áreas adjudicadas en el Urabá antioqueño entre 2017 y 2020 


Fuente: elaboración propia tomando como fuente de datos el Observatorio de Tierras Rura- 
les a cargo de la Agencia Nacional de Tierras “ANT 


Turbo es el municipio con mayor cantidad de adjudicaciones: 116 
predios adjudicados entre el 2017 y el 2020, con un total de 923 hectáreas; 
seguido por Necoclí, con 59 adjudicaciones y un total de 406,3 hectáreas 
(ver figura 8). Solo en estos dos municipios, cada predio adjudicado tiene en 
promedio entre 6,9 y 8 hectáreas. El predio con menor extensión es de 2,7 
hectáreas; el de mayor, tiene 15,1 hectáreas (promedio). 
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Figura $ Total de adjudicaciones por municipio entre 2017 y 2020 


Fuente: elaboración propia tomando como fuente de datos el Observatorio de Tierras Rura- 
les a cargo de la Agencia Nacional de Tierras —ANT. 
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Bajo el escenario anteriormente descrito, se pone a consideración, 
por un lado, el cumplimiento de los principios de la RRI, particularmente la 
igualdad y la democratización en el acceso a la tenencia de la tierra que, a 
todas luces, sigue siendo profundamente desigual; por otro, ¿qué pasó con 
los predios derivados de extinción de dominio? En las bases de datos de 
consulta de la ANT y del Observatorio de Tierras Rurales no hay información 
que permita conocer el estado actual de los predios que han sido objeto de 
esta figura, así como solicitudes, procedimientos y tiempos de respuesta. 
La única claridad que se tiene al respecto, según la Procuraduría Delegada 
para la Restitución de Tierras, unidad adscrita a la Procuraduría General de 
la Nación, de acuerdo con una intervención que un funcionario de dicha en- 
tidad realizó en la Cámara de Representantes en la audiencia pública sobre 
“El derecho al acceso y formalización de la tierra en el Urabá antioqueño”, 
que se llevó a cabo el 27 de noviembre de 2020, es que hay insuficiencia en la 
oferta de predios que jurídicamente estén saneados y puedan ser postulados 
para compra en el caso de que se deban realizar compensaciones a segun- 
dos ocupantes en los procesos de restitución de tierras; además, que sigue 
existiendo un alto grado de informalidad en la tenencia de la tierra. Esta 
declaración es contraria a la promesa del Fondo de Tierras para la RRI que, 
se supone, dispondría de siete millones de hectáreas para la formalización 
masiva de propiedad y tres millones para adjudicación y titulaciones nuevas, 
de las que bien podrían salir las compensaciones. 

En consecuencia con esta aseveración, la misma Procuraduría consi- 
dera como obstáculo para la implementación de la política agraria, en cuanto 
a la articulación para la restitución entre la RRI y la ANT, que, jurídicamente, 
el Fondo de Tierras solo tiene disponibles 6.380 bienes rurales, con un área 
de 1.023.515,76 hectáreas, de los cuales el 69 % corresponden a bienes fis- 
cales patrimoniales y el otro 31 % son predios de naturaleza baldía, con el 
agravante de que realmente no están “disponibles” porque en la mayoría de 
los casos se encuentran ocupados, lo que implica un trámite de formaliza- 
ción o regularización de la ocupación en lugar de la adjudicación de tierras 
para campesinos sin tierra. Ligado a ello, otra de las dificultades que expo- 
nía la Procuraduría es que los trámites jurídicos para la compra de predios 
para segundos ocupantes son engorrosos y lentos, y los avalúos presentados 
por el convenio con el Instituto Geográfico Agustín Codazzi no satisfacen 
el precio comercial de los predios/propiedades por lo que los vendedores 
desisten (Procuraduría General de la Nación, 2020). 
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Específicamente para el Urabá antioqueño, el Fondo de Tierras solo 
dispone de 592* predios con 11.582 hectáreas en 8 municipios: 
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Figura 9 Fondo de Tierras. Urabá antioqueño 


Fuente: Procuraduría General de la Nación (2020, p. 13). 


De acuerdo con las alertas que expone la Procuraduría, de los bienes 
y hectáreas indicados en la figura 9, el 78 % de los predios presentan ocu- 
paciones previas (1.147) y solo el 42,3 % son adjudicables (622). Otra de las 
alertas está relacionada a lo que advertimos en párrafos anteriores: no se 
está adjudicando lo correspondiente con la UAF, pues existe una tendencia 
a formalizar microfundios: ““formalizaciones realizadas en Apartadó, Care- 
pa, Chigorodó y Necoclí suman 416 predios que representan 231 hectáreas. 
Promedio por predio formalizado: 5.000 metros cuadrados [0,5 hectáreas]” 
(Procuraduría General de la Nación, 2020, p. 14). 

Este dilema de “hay tierra” pero “no hay tierra”, hace recordar la can- 
ción popular que dice: “Óyeme Diosito santo, tú de aritmética nada sabías, 
[...] por qué a unos les diste tanto, en cambio a otros no nos diste nada” (Mon- 
toya, 1976, 0:22-0:42). Y es que al Fondo Nacional de Tierra las cuentas no le 
dan por ningún lado: ni por lo que se supone debe conseguir para cumplir con 
el punto uno del Acuerdo de Paz ni por lo que tiene disponible, pero que en 
realidad no tiene porque debe comprar los predios, como quien trata de tapar 
un hueco haciendo otro. En la misma audiencia pública del 27 de noviembre 
de 2020, la Unidad de Restitución de Tierras —URT— dio un balance acerca 
de las sentencias proferidas que están en etapa de cumplimiento e indicó que 
a la fecha en cuestión había 7.369 hectáreas con sentencia que beneficiaron a 
1.422 personas, y que se han apoyado 211 proyectos productivos. Preocupa 


+= 


De acuerdo con la información de la figura 9 serían 1.470 bienes, suponemos se debe a un error de edición. 
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también que no coincidan las cifras de la Procuraduría y la URT; en lo que sí 
coinciden es en que se deben articular acciones que permitan tomar medidas 
de protección a los líderes sociales reclamantes de tierra. 

Son justo estos últimos aspectos los que nos permiten presentar el se- 
gundo punto, que tiene como eje problematizador la acumulación de la tierra 
por parte de empresarios que adquirieron grandes predios justo en los años de 
más violencia en el Urabá antioqueño, en connivencia con los paramilitares; 
una práctica que hoy se ve reflejada en los conflictos en torno a la restitución 
de tierras. ¿Acaso se trata de empresas que se han dedicado a acaparar, por 
cualquier vía, las tierras que durante años el Estado no ha sido capaz de admi- 
nistrar de manera equitativa para garantizarle acceso y tenencia en igualdad 
de condiciones a los campesinos sin tierra?; ¿serán oportunistas, testaferros 
o empresas fachada/fantasma de los “desmovilizados” paramilitares, creadas 
específicamente para titular bienes que pudieron haber sido objeto de extin- 
ción de dominio? 


Segundo punto: tierra, violencia política 
y criminalidad corporativa 


Decíamos que esta amalgama entre tierra, violencia y política se mani- 
fiesta en casos como los del Urabá antioqueño, una región en la que durante 
los años de más convulsión social causada por la violencia, muchas empresas y 
personas naturales se hicieron acreedoras a grandes extensiones de tierra (Zu- 
luaga y Insuasty, 2020), lo que coincide con el dicho del barón de Rothschild: 
“Cuando veas la sangre correr por las calles, es tempo de comprar propieda- 
des” (citado en Insuasty, 2020, junio 23, párrafo 29). Es el caso de la empresa 
Agrícola El Retiro que, de acuerdo con Montoya (2020c, mayo 16, párrafo 22) 
tiene dentro de sus antecedentes el haber sido empresa fundadora de Banadex, 
compañía que fue filial de Chiquita Brands (EUA) y que según declaraciones 
de exparamilitares en el proceso de Justicia y Paz financiaron el Bloque Bana- 
nero de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá y el Bloque Elmer 
Cárdenas, cuyos contactos eran Raúl Emilio Hasbún y Freddy Rendón Herre- 
ra. Según una investigación realizada por la Universidad Javeriana (2016), las 
empresas bananeras tuvieron algún tipo de relación con los grupos paramili- 
tares desmovilizados, en tanto los financiaron, les permitieron utilizar bienes 
para propósitos específicos, les pagaron favores o les proporcionaron seguridad 
privada. En la base de datos de las empresas que han sido mencionadas en las 
sentencias de Justicia y Paz, se encuentra con respecto a Banadex lo siguiente: 
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Desde 1997, pagaban tres centavos de dólar por cada caja exportada a 
los paramilitares a cambio de seguridad. Según cálculos de la propia 
empresa multinacional en escenarios judiciales de los Estados Unidos 
de América, entre 1997 y 2004, los aportes a la organización criminal 
sumaron un millón setecientos mil dólares en siete años. Según He- 
vert Veloza: “a medida que fuimos tomando control sobre esta zona, 
todos los beneficios laborales se fueron perdiendo, por lo que creo 
que nuestro accionar si perjudicó al empleado bananero y benefició 
enormemente a los empresarios” (Universidad Javeriana, 2020, sen- 
tencia contra Freddy Rendón Herrera, registro 5). 


Un componente adicional a este caso es que actualmente Agrícola 
El Retiro tiene predios en el área de influencia de Puerto Antioquia, mega 
proyecto que prevé la construcción de un puerto mercantil exportación/im- 
portación en el Golfo de Urabá el cual ya avanza, igual que puerto Pisisí en 
el municipio de Turbo (zona de Urabá), de los cuales, por motivos de obra 
pública, deben ser adquiridos un total de cuatro (Candas, San Jacinto, Villa 
Alicia 2 y Sonsoles Limitada) (Montoya, 2020b, abril 16, tabla párrafo final). 

Por otro lado, en la misma investigación de la Universidad Javeriana 
(2016), el Fondo Ganadero de Córdoba aparece en la sentencia condenatoria 
de Salvatore Mancuso Gómez, en la que se indica que esta empresa apoyó la 
creación de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá: “por medio 
del ganadero Rodrigo García Caicedo, quien sirvió como intermediario para 
contactar a otros empresarios industriales (Hernán Echavarría), se acorda- 
ron formas de cooperación para expandir los grupos paramilitares hacia el 
departamento del Valle del Cauca” (Universidad Javeriana, 2020, sentencia 
contra Salvatore Mancuso, registro 29). 

De hecho, el Fondo Ganadero de Córdoba no solo salió a relucir en 
las declaraciones del proceso de Justicia y Paz, sino también en la Jurisdic- 
ción Especial para la Paz (JEP), a la cual se acogieron seis exintegrantes del 
fondo que reconocieron haber participado en procesos de desplazamiento 
forzoso en el Urabá, en asocio con las AUC para despojar tierras: 


A corte de 1999, 103 predios de Tulapa habían sido legalizados de 
forma fraudulenta tras el despojo de sus legítimos propietarios. De 
hecho, en 1998, Sor Teresa Gómez, la mujer más cercana y podero- 
sa del clan Castaño, hoy privada de la libertad en la cárcel El Buen 
Pastor, recibió dinero del fondo ganadero por su intermediación 
en la legalización de tierras y el desplazamiento de los pobladores 
rurales (Infobae, 2020, diciembre 10, párrafo 3). 
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Aunado a lo anterior, un informe fiscal del año 2012 para la vigencia 
de 2010 indica que a esa fecha el Fondo Ganadero de Córdoba tenía 27 pre- 
dios por legalizar desde hacía más de 10 años, y que además se adquirieron 
sin estudios que soportaran la conveniencia de obtenerlos. Textualmente se 
expone que: 


La intención inicial del Fondo al adquirir tierras en forma masiva en 
la zona de Urabá era hacer extensiva la producción ganadera en forma 
directa, según acta 1084 de 1997, que mejorara la rentabilidad ante 
lo poco atractivo que ha resultado la Ganadería en Participación. La 
CGR comprobó que el 56,1 % de los predios adquiridos en Tulapa, 
están siendo utilizados para reforestación, lo que aunado a que en 
la hacienda “El Corazón de la Montaña” también se han destinado 
tierras para esta actividad, se tiene que el 65 % aproximadamente 
de las hectáreas del Fondo están en reforestación. Así, se concluye 
que, el Fondo perdió su vocación ganadera (Contraloría General de 
la Nación, 2012, p. 4). 


Lo anterior es consecuente con la información de la actividad eco- 
nómica que el Fondo tiene reportada en el RUES* y que está relacionada con 
actividades de servicio financiero y no con temas de producción ganadera; a 
todas luces, hoy día no es claro a qué se dedica dicho fondo: ¿reforestación?, 
¿servicios financieros?, ¿ganadería?, ¿cuál es el propósito de la acumulación 
de tierra en territorios estratégicos como el Urabá? 

Finalmente, es relevante considerar los antecedentes de quien figura 
como representante legal del Fondo Ganadero de Córdoba: César Laureano 
Negret Mosquera. Según la información que reposa en Congreso Visible (s. 
f.), Negret fue representante de la Cámara de Representantes por el Partido 


5 Según la información que reposa en el RUES (La información puede ser validada en el RUES, 
https://www.rues.org.co/, con el nit de la empresa) el Fondo Ganadero de Córdoba ha tenido 8 ma- 
trículas mercantiles: la primera fue obtenida en 1979 y cancelada en 1983 (la actividad económica 
no aparece, dice que no está homologada), y estaba registrada como Almacén Fondo Ganadero; la 
segunda tiene las mismas fechas y la misma razón social; la tercera aparece registrada en 1973 y 
cancelada en 1990, esta vez como Almacén Fondo Ganadero de Córdoba; la cuarta, la quinta y la 
sexta son similares: registradas entre 1973 y 1976, y canceladas entre 1990 y 1991; la sexta apare- 
ce como Almacén Fondo Ganadero de Córdoba S. A., registrada en 1973 y cancelada en 1991 y la 
séptima aparece como Fondo Ganadero Almacén Sahagún. En ninguno de los casos aparece con 
actividad económica registrada, salvo en la octava matrícula cuya fecha de creación es del 28 de 
febrero de 1972, la última renovación fue en el 2014 y tiene vigencia hasta el 27 de enero de 2031, 
y esta es la actividad económica: “otras actividades de servicio financiero, excepto las de seguros 
y pensiones n.c.p.”; además, aparece como Fondo Ganadero de Córdoba S. A. en liquidación. 
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Liberal Colombiano en los periodos de 1998-2000, 2001-2002; además, fue 
director regional del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, secretario 
general y vicepresidente de recursos humanos del Banco Popular, subse- 
cretario general de la Presidencia de la República de Colombia entre1993 y 
1994, subjefe de gabinete y asesor especial del secretario general de la Orga- 
nización de los Estados Americanos (OEA) y vicepresidente administrativo 
de Coltefinanciera S. A. A partir del 2005 empezó a militar en el partido 
Cambio Radical y recientemente ha sido involucrado en dos escándalos: 
uno por tratar de “banda criminal” a los funcionarios de la Alcaldía del Gua- 
chené porque estos decidieron cobrarle a la empresa Productos Familia S. 
A., de la cual Negret es apoderado judicial, los impuestos que le adeuda a la 
administración municipal por cuenta de RetelCA: 


El 26 de enero de 2018, la Tesorería Municipal de Guachené, luego 
de agotar la vía gubernativa, expidió la resolución 05 por medio de la 
cual decretó medida cautelar de embargo a las cuentas corrientes de la 
empresa Familia del Pacífico S.A.S. por valor de 42.000 millones de 
pesos por no haber pagado las retenciones al impuesto de Industria y 
Comercio (RetelCA) practicadas por Familia a terceros entre los años 
2012 y 2017, que según liquidaciones con sanciones y los intereses 
moratorios respectivos, ascendía a $28.895”773.000 (Proclama del 
Cauca, 8 de mayo de 2020, párrafo 7). 


El segundo, porque, al parecer, sus hijos estaban realizando continua- 
mente fiestas en la residencia que tienen en la ciudad de Bogotá, sin respetar 
las normas del edificio donde se ubica el apartamento y sin tener en cuenta 
las restricciones y precauciones por motivo de la pandemia de covid-19. Los 
vecinos se quejaban, además, de que cuando intentaban tomar medidas al 
respecto eran intimidados con el perfil de su padre (Correa, 2020, noviembre 
9); bien podría ser un caso más de “¿usted no sabe quién soy yo?, soy el hijo 
de César Laureano Negret Mosquera, exgobernador del Cauca, exsubsecre- 
tario general de la Presidencia de la República, exparlamentario y exsubjefe 
de gabinete general de la OEA”. 

Otro detalle de la vida pública de Negret es que es el liquidador de 
Navelena S. A. S., consorcio conformado para ejecutar el proyecto que le 
daría navegabilidad al río Magdalena y que era constituido en un 87 % por 
la firma Odebrecht (famosa por sus escándalos de corrupción) y el resto por 
Valorcon, empresa colombiana (Montes, 2019, agosto 12; Portafolio, 2018, 
enero 18). 
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DISCUSIONES 


Capital social perverso 


Si bien De León Beltrán (2014) utiliza los conceptos de capital so- 
cial y racionalidad criminal para explicar el fenómeno de la parapolítica en 
Colombia, acá pretendemos utilizarlos para explicar cómo se configura la 
criminalidad corporativa, donde se alinean los intereses de grupos empre- 
sariales, grupos ilegales/criminales y sectores gubernamentales o políticos. 
Esta alineación, De León Beltrán la denomina como cooptación (aunque él 
se refiere solo a intereses de grupos empresariales criminales junto con los 
intereses del gobierno). Dicha cooptación se produce gracias a la gestión del 
denominado capital social perverso. 

El capital social se define como una ventaja social que tiene un indi- 
viduo por pertenecer a una determinada red, es decir, los beneficios que re- 
cibe a partir de esa vinculación social y que dependen, precisamente, de los 
propósitos del individuo. Cuando dichos propósitos están en comunión con 
el ordenamiento jurídico vigente, se denomina sencillamente capital social, 
sin embargo, cuando el propósito del individuo no es coherente ni con la ley 
ni con la moral, recibe el nombre de capital social perverso. 

Como la base del capital social es precisamente estar “mejor conec- 
tado” para tener las mayores ventajas posibles, dada su orientación al logro 
de propósitos u obtención de recursos, muchas veces las empresas y grupos 
criminales requieren de apoyo institucional o político para obtener todos los 
beneficios posibles (rentabilidad, crecimiento económico, visibilidad, legi- 
timidad social, reconocimiento en el entorno...), así que proceden a llenar 
lo que De León Beltrán llama huecos estructurales. Un hueco estructural 
es cuando dos redes no tienen contactos entre sí (De León Beltrán, 2014, p. 
92); en la triada criminalidad-empresa-Estado, la red que conforman grupos 
ilegales con capacidad de ejercer violencia, la institucionalidad y los grupos 
empresariales deben estar siempre cubiertos por contactos que les sirvan de 
puente a los individuos de la red para lograr sus cometidos. 

En el caso de Urabá, por ejemplo, vemos como el Fondo Ganadero de 
Córdoba requería de un contacto lo suficientemente hábil que le permitiera 
despojar tierras socarronamente, pasando desapercibido; un funcionario del 
Instituto Colombiano de la Reforma Agraria —Incora— era esa conexión 
que le permitía al Fondo Ganadero de Córdoba saber cuáles eran las tierras 
que se podían adquirir, según se narra en una de las sentencias de restitución 
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de tierras (Juez Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras 
de Apartadó. 05045 31 21 001 2014 00063 00; Magistrado Juan Pablo Suárez 
Orozco; 3 de febrero de 2014); el tercer enlace en la triada está representado 
por Sor Teresa Gómez, miembro “oculto” de los paramilitares, que tenía 
contacto directo con los hermanos Castaño y quien a través de poderes ven- 
didos por los campesinos que el Incora tenía reseñados como morosos por 
no poder cubrir las deudas sobre la titularidad de los predios, “revendía” 
o escrituraba a terceros, en este caso, al Fondo Ganadero (Infobae, 2020, 
diciembre 10). 

La vinculación de una institución del Estado, como el Incora, permite 
hablar de cooptación del Estado en los términos propuestos por Garay y Sal- 
cedo-Albarán (2012). Según estos autores, la cooptación es un proceso que 
inicia con la captura del Estado, definida como la colusión entre un agente 
regulador y una empresa o industria, en el caso estudiado esa confabulación 
se da entre el Fondo Ganadero de Córdoba S. A. y el Incora. 

A la captura del Estado, le sobreviene un estadio avanzado en el que 
a los agentes sociales, sean reguladores o empresas, se les suma un grupo 
ilegal con capacidad de ejercer violencia (paramilitares). No obstante, hasta 
este punto no podríamos hablar de cooptación, pues para que este evento se 
dé los agentes reguladores deberían cumplir con la tarea de cambiar y/o ma- 
nipular las reglas de juego (normas, leyes, jurisprudencia vigente) a favor de 
los demás individuos de la red (empresas y grupos criminales). Este proceso 
es el que, al fin de cuentas, permite hablar de reconfiguración cooptada del 
Estado (RCdE). 


¿Reconfiguración cooptada del Estado (RCDE), racionalidad 
criminal o ambas? 


Hablar de RCdE en el caso del Fondo Ganadero de Córdoba no es 
tan claro, pero sí lo es en el caso de Agrícola El Retiro, filial de Banacol. 
Para nadie es un secreto que las empresas bananeras del Urabá, sobre todo 
las más grandes y con participación en los mercados internacionales, tienen 
intereses sobre la construcción del proyecto Puerto Antioquia. De acuerdo 
con la información reseñada por Montoya (2020a, b, c), grupos como la Aso- 
ciación de Bananeros de Colombia —Augura—, de la cual hace parte Ba- 
nacol, financiaron la campaña del actual gobernador de Antioquia, Aníbal 
Gaviria Correa, quien en varias ocasiones se ha visto comprometido judicial 
y administrativamente, porque él y su familia tienen acciones en empresas 
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bananeras (Unibán) que se verán beneficiadas con dichos puertos, tanto así 
que el Estado tuvo que nombrar a un gobernador ad hoc para administrar 
lo referente a estos proyectos, dado el impedimento que tiene el mandatario 
local. 

De hecho, al revisar las cifras, Augura y dos empresas bananeras 
aportaron un total de 130 millones de pesos a la campaña: 


Tabla 3 Empresas bananeras que financiaron la campaña del actual gobernador de Antioquia 


Empresa Monto 
Asociación de Bananeros de Colombia 60.000.000 
Promotora Bananera S.A. (PROBAN) 35.000.000 
Bananera Génesis S.A. 35.000.000 
Total 130.000.000 


Fuente: Montoya (2020a, enero 14, párrafos 12-13). 


Si tenemos en cuenta que Augura (a la que pertenece Banacol y por 
ende Agrícola El Retiro) aportó 60 millones a la campaña y ahora, para 
efectos de la construcción del puerto en mención, la gobernación tendría que 
comprarles a las bananeras los predios declarados como utilidad pública, 
que, como vimos en apartados anteriores, en el caso de Agrícola El Retiro 
se trata de 4 predios de 405,4 hectáreas avaluados en 3.545.624.155 pesos, la 
financiación le salió barata y con muy buenos réditos, un excelente capital 
social (perverso), en tanto lo que obtendrá es 59 veces mayor de lo que 
“invirtió”. En este caso, se configura una cooptación indirecta que, desde 
la perspectiva de De León Beltrán (2014), se define como aquella que se da 
a través de la financiación de campañas de personas que aspiran ostentar 
cargos públicos altos, como el caso de Aníbal Gaviria Correa. 
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CONCLUSIONES 


Hablar de criminalidad corporativa implica, en primera instancia, ha- 
blar de los crímenes que comete una persona que ostenta una posición privi- 
legiada o un “alto estatus social en el curso de su ocupación” (De Oliveira, 
2015, p. 203), no obstante, en esta acepción, es importante reconocer que la 
conducta criminal ejercida debe beneficiar no solo a quien la comente, sino 
a la corporación que representa. 

En este sentido, la criminalidad corporativa tiene diversos matices, 
uno, por ejemplo, es el que se manifiesta a través de la alianza de empresas 
O grupos económicos con grupos armados —legales e ilegales— con el fin 
de gestionar recursos y obtener beneficios, generalmente, de carácter econó- 
mico, actitudes que, si bien no necesariamente están alineadas con la ley, sí 
obedecen a una racionalidad criminal y que, en palabras de De León Beltrán 
(2014), configuran una suerte de capital social perverso. 

Así pues, en Colombia este primer matiz se ve reflejado en casos 
como la financiación que sectores económicos les hicieron a grupos para- 
militares para que estos garantizaran control territorial sobre zonas donde 
las empresas ejercían su actividad económica, bien fuera bajo la función de 
“vigilancia privada” o como emisarios que propiciaban el despojo de tierras 
consideradas claves para ampliar los fines productivos empresariales. 

Otro matiz es cuando a estas redes sociales híbridas —-lícitas e ilí- 
citas— se suman sectores políticos y/o gubernamentales claves en lo que 
también De León Beltrán (2014) denomina gestión de huecos estructurales, 
en tanto le permite a la red criminal establecida crear conexiones con las 
instituciones del Estado, fundamentalmente para que los propósitos de los 
individuos —legales e ilegales— puedan alcanzarse o maximizarse. Esta 
gestión de los huecos estructurales tiene como base la cooptación del Estado 
en tanto intervienen agentes sociales y grupos ilegales con capacidad para 
ejercer violencia (Garay y Salcedo-Albarán, 2012). 

En consecuencia, todas las acciones que articulan simbióticamente a 
sectores empresariales, mafias, grupos militares legales e ilegales, políticos, 
instituciones del Estado en cabeza de sus funcionarios, quienes logran la 
cooptación del Estado, reordenan el territorio de manera violenta hiperacu- 
mulando tierra, lo que implica la reconfiguración cooptada del Estado que 
les permite definir el rumbo y la planeación institucional de los territorios, 
al imponer sus condiciones o cambiar las reglas de juego, es lo que amplia- 
mente denominamos como criminalidad corporativa. 
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Es clara la estrategia de gestión del capital social perverso, pues si 
el objetivo de los empresarios/hacendados es tener más tierra para sus ac- 
tividades productivas (extensión de ganadería, cultivos —generalmente de 
banano—), es necesario que busquen la forma de acumular la tierra que 
requieren para tal fin, y para ello se valen de sus relaciones con funcionarios 
del Estado o políticos; además, aprovechan la situación de violencia como 
instrumento que les allana el camino. 

Según Garay y Salcedo-Albarán (2014) las características de la RCdE 
son: 


+ Participación de individuos y grupos sociales legales e ilegales. 

+ Beneficios perseguidos no solo de carácter económico, sino penal e 
incluso de legitimación social. 

» Coerción y establecimiento de alianzas políticas que complementan o 
sustituyen el soborno. 


» Afectación de diferentes ramas del poder público y diferentes niveles 
de la administración. 


Con base en estas características podemos afirmar que en el caso de 
la gestión de proyectos de desarrollo en Antioquia, específicamente en el 
Urabá, se ha dado el fenómeno que se define como: 


La acción de organizaciones legales e ilegales, que a través de prác- 
ticas ilegales buscan sistemáticamente, desde adentro, modificar el 
régimen político e influir en la formulación, modificación, interpreta- 
ción y aplicación de las reglas del juego y las políticas públicas. Estas 
prácticas se desarrollan con el propósito de obtener beneficios sos- 
tenidos y asegurar que sus intereses sean validados política y legal- 
mente, así como obtener legitimidad social en el largo plazo, aunque 
esos intereses no sigan el principio fundamental del bienestar social. 
(Garay y Salcedo-Albarán, 2012, p. 22) 


La promesa del desarrollo y el progreso para la subregión del Urabá 
se empieza a caer cuando se hace evidente que las empresas particulares 
logran captar los recursos públicos para obtener mayores beneficios eco- 
nómicos; en algunos casos tienen funcionarios de bolsillo, en otros, como 
el caso del gobernador de Antioquia, no solo se trata de un funcionario que 
opera para favorecer a sus financiadores, sino que él, como individuo, tiene 
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intereses económicos sobre los proyectos por ser accionista de uno de los 
grupos bananeros más importantes de la región. En este caso, ya no solo 
podemos hablar de una reconfiguración cooptada del Estado (o mejor, de 
instituciones del Estado, porque esta opera solo en el ámbito regional), sino 
de una actuación bajo los parámetros de la racionalidad criminal. No es for- 
tuito, son estrategias bien pensadas con objetivos muy claros que escapan 
a la moralidad o a lo políticamente correcto, pero que terminan siendo le- 
gitimadas bajo la excusa del interés nacional, del desarrollo y del progreso. 

En todos los casos los efectos estructurales son evidentes porque, 
como lo manifiestan los autores ya mencionados, afectan el funcionamien- 
to de las instituciones democráticas, pues los gobernantes no gobiernan 
para sus electores, sino para sus financiadores. La legitimidad de las leyes 
es cuestionada y sobre todo la legitimidad de los proyectos de desarrollo 
que se enmascaran bajo promesas esperanzadoras (Urabá como la “tierra 
prometida”), y la influencia de los intereses de terceros en la formulación 
de normas y en la conformación de las instituciones es evidente, en tanto 
son las empresas las que terminan definiendo qué se hace en los territorios, 
cuándo y dónde, hasta el punto de reconfigurar la planeación territorial así 
sea bajo la estrategia, también trial, de tierra, violencia y política: tierra 
como medio para acumular riqueza, violencia como estrategia para la con- 
secución de tierras y política como instrumento que legitima dichas prácti- 
cas y el accionar “perverso”. 

Es necesario seguir ahondando en esta ruta temática y ampliar inves- 
tigaciones que permitan comprender mejor este fenómeno que, cual modelo 
de transformación territorial, se extendió por todo el país; así mismo, será 
un gran aporte en la construcción de la verdad sobre el conflicto armado que 
hoy se encuentra bajo ataque de estos sectores de poder y control, y para 
lograr fortalecer rutas que aporten como insumos para las garantías de no 
repetición. 
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Resumen 


El trágico, pero brillante siglo xx fue un largo periodo de tiempo 
permeado por enormes problemáticas políticas y económicas, por el 
albor de las guerras y por los profundos avances científicos, en el 
que, además, se dejó como hecho histórico la implementación de la 
conjugación de las teorías de Charles Robert Darwin sobre la selec- 
ción natural y los planteamientos de su primo Charles Galton Darwin 
sobre el proceso natural que se debe seguir para erradicar las deficien- 
cias humanas. Esa conjugación de teorías y planteamientos fueron 
denominados por Charles Galton en 1883 como “eugenesia” y a través 
de su aplicación se buscó, desde finales del siglo xIx e inicios del 
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siglo xx, que la humanidad fuera decantada en sus razas más aptas. 
El objetivo del presente trabajo, a través de una investigación docu- 
mental y un método cualitativo de análisis, es exponer que las teorías 
filosóficas de perfeccionamiento de la raza humana reunidas en la 
eugenesia y usadas en el siglo xx, preponderantemente por el régimen 
nazi, aún siguen vigentes en los avances científicos de codificación 
del genoma humano, en las técnicas de reproducción humana asistida 
y en el diagnóstico genético preimplantacional, de cuyos desarrollos 
y consecuencias se acuñó el término de eugenesia liberal. 


Palabras clave: selección natural, eugenesia, perfeccionamiento de la 
raza humana, genoma humano, Técnicas de reproducción humana asis- 
tida (TRA), diagnóstico genético preimplantacional, eugenesia liberal. 


Abstract 
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The tragic, but brilliant 20th century was a long period of time per- 
meated by enormous political and economic problems, by the dawn 
of wars and by profound scientific advances, in which, in addition, 
1t was left as a historical fact, the implementation of the conjugation 
of Charles Robert Darwin's theories on natural selection and the ap- 
proaches of his cousin Charles Galton Darwin on the natural process 
that must be followed to eradicate human deficiencies. This conju- 
gation of theories and approaches were called by Charles Galton in 
1883 as “eugenics” and through its application it was sought, from 
the end of the 19th century and the beginning of the 20th century, 
that humanity was decanted into its most suitable races. The aim of 
this work, through documentary research and a qualitative method of 
analysis, 1s to expose that the philosophical theories of improvement 
of the human race gathered in eugenics and used in the twentieth cen- 
tury, preponderantly by the Nazi regime, the scientific advances in 
the codification of the human genome, in the techniques of assisted 
human reproduction and in pre-implantation genetic diagnosis, whose 
development and consequences, the term liberal eugenics was coined. 


Keywords: natural selection, eugenics, improvement of the human 


race, human genome, assisted human reproduction techniques, pre- 
implantation genetic diagnosis, liberal eugenics. 
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Resumo 


Otrágico, mas brilhante século 20, foi um longo período de tempo per- 
meado por enormes problemas políticos e económicos, pelo alvorecer 
das guerras e por profundos avangos científicos, nos quais, ademais, 
a concretizacáo da conjugacáo das teorias de Charles Robert Darwin 
sobre a selegáo natural e as abordagens de seu primo Charles Galton 
Darwin sobre o processo natural que deve ser seguido para erradicar 
as deficiéncias humanas. Essa conjugagáo de teorias e abordagens fol 
chamada por Charles Galton em 1883 de “eugenia” e por meio de sua 
aplicacáo buscou-se, a partir do final do século xIX e início do século 
XxX, que a humanidade fosse decantada em suas ragas mais adequadas. 
O objetivo deste trabalho, por melo da pesquisa documental e de um 
método qualitativo de análise, é mostrar que as teorias filosóficas de 
aperfeigoamento da raga humana reunidas na eugenia e utilizadas no 
século xx, predominantemente pelo regime nazista, ainda continuam 
correntes no meio científico. avangos na codificagáo do genoma hu- 
mano, nas técnicas de reprodugáo humana assistida e no diagnóstico 
genético pré-implantacáo, de cujos desenvolvimentos e consequén- 
cias foi cunhado o termo eugenia liberal. 


Palavras-chave: selegáo natural, eugenia, aperfeigoando a raga hu- 


mana, genoma humano, técnicas de Reprodugáo Humana Assistida 
(ART), diagnóstico genético pré-implantagáo, eugenia liberal. 
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INTRODUCCIÓN 


Los avances científicos y tecnológicos producidos en la segunda mi- 
tad del siglo xx no solo son consecuencia de los episodios bélicos más im- 
portantes de la historia, sino, además, el resultado de la focalización del 
quehacer humano en determinados objetivos, como lo fue para 1989 la unión 
de ciertos estados europeos y asiáticos con los Estados Unidos bajo el pro- 
pósito común de mapear el genoma humano, es decir, codificar y secuenciar 
los nucleótidos? que constituyen el ADN? del ser humano, a través de proce- 
sos científicos coordinados por un organismo internacional que fundaron 
esos Estados y que se denominó la Organización del Genoma Humano (The 
Human Genome Organisation). Claro que para entender el objetivo de ma- 
pear el genoma humano, primero se debe diferenciar entre: 


1. Genotipo: es la información genética y los genes* que se heredan de 
individuo a individuo. 


2. Fenotipo: son tanto las características observables de cada individuo 
como sus capacidades adaptativas o no adaptativas frente al entorno. 


Luego se debe esclarecer que en el genoma se encuentra todo el ADN y 
los genes de una determinada especie, información genética que para el caso 
humano está distribuida en 46 cromosomas? presentes en las incontables 
células que hay en el cuerpo humano. 

Junto con los avances científicos que buscaban codificar y secuenciar 
el genoma humano, se impulsaron los desarrollos científicos que trataban la 
embriología y la reproducción humana, a cuyos objetivos se unieron no solo 
la búsqueda de tratamientos que combatieran la esterilidad y trataran la in- 
fertilidad, sino, además, métodos que maximizaran la fertilización y los em- 
barazos viables, surgiendo así las técnicas de reproducción humana asistida 
O TRA, de cuyo seno se desarrollaron diagnósticos preconceptivos, diagnós- 
ticos prenatales sobre el feto y el diagnósticos genético preimplantacional. 


2 “Un nucleótido es la pieza básica de los ácidos nucleicos. El ARN y el ADN son polímeros formados 
por largas cadenas de nucleótidos” (National Human Genome, 2021 p. 1). 


3 “Ácido desoxirribonucleico” (Real Academia Española, 2021, p. 1). 


4 “Secuencia de ADN que constituye la unidad funcional para la transmisión de los caracteres 
hereditarios” (Real Academia Española, 2021). 
3 “Filamento condensado de ácido desoxirribonucleico, visible en el núcleo de las células durante 


la mitosis y cuyo número es constante para las células de cada especie animal o vegetal” (Real 
Academia Española, 2021). 
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Esos desarrollos científicos centrados en la codificación y secuen- 
ciación del genoma humano y los avances en esa misma línea científica de 
técnicas de reproducción humana asistida permiten seleccionar las mejores 
y más aptas células sexuales y, a su vez, unos resultantes cigotos* en mejo- 
res condiciones de posibilitar un embarazo viable y un ser humano, física y 
mentalmente, “normal”. No obstante, lo que en principio se concebía como 
medidas terapéuticas que maximizaban la fertilización y los embarazos via- 
bles, hizo resurgir en los escenarios de discusión académica, política y jurí- 
dica debates en torno a lo que se consideraba impropio y abominable luego 
de 1945, y que es precisamente la mal llamada, en la primera parte del siglo 
Xx, ciencia de la eugenesia, que ahora, producto de esos avances científicos, 
se ha denominado desde un punto de vista teórico como eugenesia liberal. 

Este artículo tiene por objeto presentarle al lector las problemáticas que 
plantea para la ciencia, la política y el derecho la implementación de tecnolo- 
gías y técnicas que le permiten al ser humano descartar y elegir no solo cigotos 
o embriones,” sino, además, alterar la genética de estos componentes orgáni- 
cos, lo que pone de nuevo en escena la idea de perfeccionar o mejorar la raza 
humana, pero, ahora, a través de la alteración directa sobre el linaje genético, 
por lo que es deber de las disciplinas sociales interpretar bajo lineamientos 
éticos y bioéticos el alcance y trascendencia de estas prácticas, y es de vital 
importancia para el derecho, asistido de las demás disciplinas sociales, regular 
esas tecnologías en su potencial desarrollo como medidas eugenésicas. 

Es pues necesario abordar en este artículo parte de la historia de 
la eugenesia, del genoma humano, de las TRA y del diagnóstico genético 
preimplantacional, para luego dar cuenta de cómo estas tecnologías hicieron 
resurgir ideales eugenésicos, colocando en los escenarios de la ética, la bioé- 
tica,* el derecho y el bioderecho nuevos esquemas de controversia, discusión 
y análisis en pro de impedir la reproducción de las experiencias históricas 
y permitiendo que los conocimientos actuales generen regulaciones norma- 
tivas que vayan a la vanguardia de los procesos tecnológicos y cambios 
sociales que produzcan estas nuevas biotecnologías. 


6 “Célula resultante de la unión del gameto masculino con el femenino en la reproducción sexual de 
los animales y de las plantas” (Real Academia Española, 2021). 


d “Ser vivo en las primeras etapas de su desarrollo, desde la fecundación hasta que el organismo 
adquiere características morfológicas de la especie” (Real Academia Española, 2021). 


8 “Estudio de los problemas éticos originados por la investigación biológica y sus aplicaciones” 
(Real Academia Española, 2021, p. 1). 
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BREVE RESEÑA HISTÓRICA DE LA EUGENESIA 


Desde tiempos inmemoriales la humanidad, según los contextos his- 
tóricos y justificaciones de fuerza y de poder, ha concebido y desarrollado la 
idea de que los hombres son diferentes y que están divididos no solo por una 
condición racial, sino también por capacidades y aptitudes físicas y mentales 
que generan procesos de segregación y clasificación del ser humano en grupos 
o estimando a ciertos grupos poblacionales o raciales como no personas o no 
humanos. Lo anterior ha sido evidenciable en diversidad de culturas como, 
por ejemplo, la Antigua Grecia, en donde diferentes filósofos exponían y de- 
fendían que la organización colectiva y asociativa que denominaron Estado 
debía propender porque los seres, a los cuales se consideraban mejores, se 
reprodujeran entre sí. Ya lo señalaba Platón en su obra La República: “[...] tal 
es el Estado y la forma de gobierno a la que llamó buena y perfecta, y el mis- 
mo nombre doy al individuo de esa condición” (citado por Azcárate, 1872). 

Y es que ese ideal de los griegos antiguos de buscar la perfección del 
hombre desde todo punto de vista: físico, intelectual, estético, entre otros, 
dejó para la historia unos elementos identificables y que se resumen así: 
“a) la idea de que es posible perfeccionar al ser humano, b) la existencia de 
subhumanos, es decir, seres que no son considerados como personas, y C) 
la idea de perfección biológica y psicológica ligada al progreso en distintos 
sentidos sociales” (Villela y Linares, 2011, p. 190). 

Con el transcurrir de los siglos, las ideas que defendían que los seres 
humanos son diferentes y que a partir de esa diferencia se debía tratar a 
cada individuo de una manera distinta, se justificaron en teorías y prácticas 
no solo políticas, sino también religiosas, sociales, raciales y económicas. 
Sin embargo, el siglo xIx marcó un precedente sobre el ideal humano de 
perfeccionar la raza, pues, a pesar de las revoluciones liberales y burguesas, 
con la aparición de lo “científico” y la convergencia de la industrialización 
con la ciencia se creó un contexto en la Inglaterra de aquel siglo en el que 
se desarrolló una filosofía del evolucionismo sociológico que encontró en 
Herbert Spencer el postulado de que * el motor [de la evolución social] es la 
lucha por la existencia y la supervivencia de los mejor dotados [...] a través 
de la competencia y la adaptación al medio” (Espina, 2005, p. 177). 

No obstante, fue Charles Robert Darwin en su obra El origen de las 
especies, publicada en 1853, quien dio paso a robustecer argumentativamente 
los movimientos filosóficos y científicos sobre la evolución en aquella época, 
bajo el paradigma de la selección natural que encontró en la frase “la super- 
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vivencia del más apto” una definición elocuente, aunque dicha frase sea de 
autoría, en teoría, de Herbert Spencer (Rodríguez, 2020, noviembre 24). Si 
bien Charles Robert Darwin es el más destacado científico de las teorías evo- 
lucionistas, consideraba que el origen y la evolución misma del ser humano es 
un tema rodeado de inmensos perjuicios. Claro que tales son las incidencias 
del trabajo de Charles Robert Darwin que la comunidad científica de aquella 
Inglaterra del siglo xIx, en medio de escenarios de discusión y por medio del 
teórico Joseph Fisher, acuñó el término de darwinismo social, bajo el cual se 
agruparon y desarrollaron las diversas teorías y corrientes evolucionistas que 
defendían precisamente la supervivencia de los seres mejor condicionados, a 
través de la selección que hace la naturaleza de los individuos más aptos para 
que se perpetúe su herencia o linaje, ideas que fueron aplicadas al contexto de 
las sociedades humanas, las relaciones de poder y las implicaciones económi- 
cas de los modelos de riqueza. (Villela y Linares, 2011) 

Charles Galton Darwin, primo de Charles Robert Darwin, basado en 
las teorías evolucionistas de este último e influenciado por el contexto de 
aquella Inglaterra del siglo xIx, señaló “que la selección natural interviene 
en el ser humano de igual forma que en las demás especies, [...] [puesto 
que,] así como el hombre había obtenido extraordinarias razas de caballos 
y perros, se podía mejorar la raza humana controlando la reproducción” 
(Villela y Linares, 2011, p. 190). En las ideas de Charles Galton no solo 
estaba presente un factor de control sobre la reproducción humana, sino la 
idea de que las habilidades, la inteligencia, los factores comportamentales 
y las características físicas del ser humano “corrían en las familias” (Villela 
y Linares, 2011, p. 190), lo que hacía necesario, a la par de las ideas de la 
Antigua Grecia, permitir e incentivar la reproducción entre los más aptos o, 
en palabras propias de Galton, “de familias distinguidas resultarían hombres 
distinguidos” (citado en Villela y Linares, 2011, p. 190). 

Producto de los trabajos elaborados por Charles Galton Darwin en torno 
a las teorías evolucionistas del hombre, su renombrado primo, Charles Robert 
Darwin, se interesó por escribir sobre el tema y en 1871 publicó El origen del 
hombre y la selección en relación con el sexo, situando “[...] al ser humano 
como una especie más del reino animal, [y] mostrando la continuidad entre 
características físicas y mentales” (Behar, 2012, pág. 519). Aunque Darwin 
y Galton coincidieron en ciertos temas, lo cierto es que también diferían en 
muchos otros aspectos; por ejemplo, Darwin afirmaba que la ayuda a los más 
débiles alteraba el orden de la selección natural, sin embrago, creía que si se 
negaba esta ayuda se perdería el instinto de solidaridad que constituye la parte 
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más noble de la naturaleza humana; mientras que Galton consideraba que “lle- 
gará a ser reconocida como tarea fundamental el anticiparse al lento y firme 
proceso de la selección natural, esforzándose por eliminar las constituciones 
débiles y los instintos innobles y despreciables, y por conservar aquellos que 
son fuertes, nobles y sociales” (citado en Soutullo, 2006, p. 27). 

En 1883, año en el que falleció Charles Robert Darwin, el teórico evo- 
lucionista Charles Galton Darwin acuñó el término eugenesia como ciencia 
del perfeccionamiento de la raza humana o ciencia del buen nacer; en pal- 
abras del mismo Galton, la eugenesia es el medio a través del cual se “[...] 
coopera con los trabajos de la naturaleza asegurando que la humanidad es- 
tará representada por sus razas más aptas. Lo que la naturaleza hace ciega, 
lenta y burdamente, el hombre debe hacerlo previsora, rápida y suavemente” 
(citado en Soutullo, 2006, p. 28). 

Los estudios de Galton sobre eugenesia o cuestiones eugénicas le 
permitieron canalizar sus teorías y varias teorías evolucionistas de aquella 
época para señalar que a través de la herencia se controla o se reproducen 
las características humanas, lo que permite acelerar, según este mismo teórl- 
co, la evolución humana hacia la perfección por medio de la planificación 
de técnicas eugenésicas positivas O negativas; la primera estaba delimitada 
por la conservación de “las características de los mejores elementos que 
conformaban la parte hegemónica de la sociedad, así como prohibir el mes- 
tizaje para evitar la “degeneración” de una población que se consideraba 
homogénea” (Villela y Linares, 2011, p. 190), mientras que la segunda se 
caracterizaba “[...] por limitar los derechos reproductivos individuales en 
aras de la salud genética de las generaciones futuras, y consistía en la elim- 
inación de caracteres indeseables mediante segregación sexual y racial, re- 
stricciones de inmigración [...], prohibición legal de matrimonios “interra- 
ciales” y esterilización involuntaria” (Villela y Linares, 2011, p. 191). 


IMPLEMENTACIÓN POLÍTICA DE MEDIDAS EUGENÉSICAS 


Debido a los avances teóricos de la que a finales del siglo XIX y prin- 
cipios del siglo xx se reconocería como la ciencia de la eugenesia, ciencia 
del perfeccionamiento de la raza humana o ciencia del buen nacer y gracias 
a las observaciones empíricas que fueron realizando médicos, psicólogos y 
psiquiatras de esta época, se llegó a la conclusión de que ciertos fenotipos 
o comportamientos presentes en personas o grupos poblacionales como el 
alcoholismo, la prostitución y las enfermedades mentales eran en realidad 


630 |Revista Ratio Juris Vol. 18 N.? 33 « UNAULA | ISSN 1794-6638 


La filosofía social del perfeccionamiento de la raza humana. Eugenesia del siglo XXI 


problemas de estirpe cuyo tratamiento exitoso dependía de la eliminación de 
la causa, es decir, a través de medidas sanitarias que controlaran su propa- 
gación. En respuesta a esos planteamientos médicos, psiquiátricos y psi- 
cológicos, en medio de las aceptadas teorías eugenésicas, surgió un temor 
social generalizado frente a la idea de la decadencia biológica de la especie 
humana, que encontraba en la eugenesia y sus planteamientos las soluciones 
más adecuadas para impedir la propagación de esos fenotipos indeseables 
(Villela y Linares, 2011, pp. 191-192). 

Sin embargo, es deber advertir que la última parte del siglo xIX y 
la primera mitad del siglo xx se caracterizaron por procesos comunes, al 
menos en Europa y Norteamérica, de industrialización, migración (de cam- 
pesinos a las grandes ciudades y de extranjeros a países industrializados) y 
urbanización, que fueron creando en los habitantes propios de esos países y 
ciudades sentimientos de descontento por la amenaza que representaban los 
foráneos a sus Órdenes sociales, lo que provocó, en consecuencia, que los 
grupos de élite de esas sociedades más avanzadas económicamente encontr- 
aran la salida a esta problemática a través de los planteamientos científicos 
y biológicos basados en la eugenesia y las leyes de segregación que propuso 
Gregor Mendel y que introdujeron Bateson y Thomas Hunt en esta ciencia 
(Villela y Linares, 2011, pp. 191-192). 

Los estamentos sociales o las clases media y alta de Inglaterra y de 
Estados Unidos de esta época aceptaron e impulsaron las teorías eugenési- 
cas que no encontraron más que respaldo en las esferas políticas conser- 
vadoras y liberales; por esta razón, se establecieron medidas eugenésicas 
que en principio propendían por la educación, hacían llamados a la moral e 
incentivaban los métodos anticonceptivos con el propósito de que las perso- 
nas aceptaran voluntariamente las medidas, positivas o negativas, de eugen- 
esia. No obstante, lo que en realidad representó la eugenesia aplicada bajo 
el aval de esos gobiernos fue precisamente buscar “[...] el control sobre las 
áreas más privadas de la vida, como el matrimonio, el sexo y el embarazo” 
(Villela y Linares 2011, p. 192). 

Es necesario destacar que Estados Unidos en la implementación y 
desarrollo de medidas eugenésicas, al menos en lo que fue la primera parte 
del desarrollo estatal de esta “ciencia”, fue un poco más allá que Inglaterra, 
debido a que se institucionalizó el matrimonio de tal manera que: 
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1) [se] prohibía el matrimonio de deficientes mentales y bebedores 
habituales, 2) [se] requería un certificado de salud de todas las perso- 
nas liberadas de instituciones mentales y 3) [se] declaraba inválidos 
los matrimonios que esas personas, para evitar la ley estatal, habían 
contraído en otro Estado (Villela y Linares, 2011, p. 192). 


Esas leyes eugenésicas implementadas por Inglaterra, otros países de 
Europa y con mayor ahínco por Estados Unidos, dirigidas inicialmente a 
alcohólicos, prostitutas y enfermos mentales o demás personas que por sus 
condiciones se consideraban insanas, con el transcurrir de los años se fue- 
ron extendiendo a otras personas que por sus condiciones fueron denomina- 
das como lunáticas o idiotas, epilépticas, imbéciles y débiles mentales. No 
obstante, bajo el contexto social de las crecientes migraciones referidas en 
párrafos anteriores, los gobiernos de turno añadieron en sus políticas euge- 
nésicas a los extranjeros indeseables, pues para estos estados representaban 
poblaciones refugiadas que por sus precarias condiciones económicas y sa- 
lubres se transformaban en focos de enfermedad y de crimen. 

Bajo el móvil de las teorías eugenésicas, la pobreza y los actos cri- 
minales se catalogaron como una problemática hereditaria o genética y no 
como una problemática de carácter social, pasando a ser cuestión de estado 
no solo aplicar estrategias que impulsaran la aceptación voluntaria de la 
eugenesia, sino, además, utilizar medidas de esterilización bajo la concep- 
ción de que eran mecanismos más eficaces para proteger a la sociedad de la 
degeneración biológica (Villela y Linares, 2011, pp. 193-194). 

En América Latina también se desarrollaron e implementaron polí- 
ticas de estado basadas en la eugenesia, de manera particular en Brasil y 
México, países que por sus poblaciones y modelos económicos seguían de 
cerca los ejemplos europeos y a Estados Unidos. Sin embargo, 


la concepción de eugenesia que permaneció y se difundió en América 
Latina no se basaba en concepciones mendelianas, sino en neolamar- 
kianas, provenientes de Francia, en las que no había una diferencia 
marcada entre “naturaleza” y “crianza” que permitiera mejorar la he- 
rencia en un solo sentido (Villela y Linares, 2011, p. 193). 
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Se puede dejar de presente que las medidas tomadas por Brasil se ba- 
saban “[...] en campañas de salud pública, enfocadas a prevenir enfermeda- 
des venéreas, alcoholismo, campañas cuidado prenatal, ejercicio, etc., y [...] 
las propiamente eugenésicas, como el aborto o la contracepción”” (Villela y 
Linares, 2011, p. 193). 

Por su parte el Estado mexicano introdujo las políticas eugenésicas a 
la par que se gestó la Revolución Mexicana, bajo el objetivo de configurar 
un pueblo nacional con determinadas características, para lo que se desarro- 
llaron las siguientes vertientes eugenésicas: 


1) el racismo, centrado en problemas de inmigración, 2) la puericultu- 
ra que, como mencionamos, es básicamente una propuesta educativa 
y de protección al cuidado materno-infantil, y 3) la profilaxis médi- 
co-sanitaria, interesada en prevenir las patologías clínicas y sociales 
a partir de un diagnóstico temprano (Villela y Linares, 2011, p. 194). 


No obstante, en el siglo xx un estado europeo acogió y utilizó de ma- 
nera particular la llamada ciencia de la eugenesia como política de gobier- 
no, de tal manera que dejó para la historia un sin número de acontecimientos 
barbáricos, impensables y abominables. Ese Estado que introdujo políticas 
eugenésicas como filosofía propia de gobierno fue la Alemania nazi condu- 
cida por Adolf Hitler, en cuyo seno se adoptó y difundió el ideal de una raza 
pura denominada “aria” que surgía de la zona donde se encontraba el Estado 
alemán y que hacía de los alemanes una población cuya genética y raza eran 
superiores a las del resto de los seres humanos. Desde su concepción misma la 
ideología nazi consideró que la herencia genética humana era un recurso que 
se debía gestionar y administrar, y de cuya atención se debían derivar políticas 
raciales que aseguraran un patrimonio genético, por lo que a partir de tal ideo- 
logía, luego transformada en un régimen nacional socialista, se financiaron, 
impulsaron y administraron estudios de reconocimiento de los genes humanos 
y estudios para la implementación de mejores mecanismos eugenésicos. 

El régimen nazi que escaló al poder en Alemania en medio de coyun- 
turas políticas, económicas y sociales causadas por la pérdida de la Primera 
Guerra Mundial, convirtió sus políticas eugenésicas y raciales en leyes ju- 
rídicamente válidas desde su creación y promulgación, considerando así, 
desde un punto de vista estatal y legal, a ciertas personas y ciertos grupos 
poblacionales, al igual que a otros estados europeos, como indeseables; el 


9 “Anticoncepción” (Real Academia Española, 2021). 
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régimen nazi no dudó en afirmar que los “[...] insanos mentales, discapa- 
citados y enfermos, no debían nacer” (Villela y Linares, 2011, p. 194), y así 
mismo estimó que se debía evitar la reproducción de estas personas “[...], 
ya que los análisis poblacionales indicaban que los inferiores se reproducían 
más y más rápido” (Villela y Linares, 2011, p. 194). 

Heinrich Luitpold Himmler, líder de las ss y dirigente del Partido 
Nazi, y Paul Joseph Goebbels, quien fuera uno de los más importantes ideó- 
logos nazis, impulsaron a gran escala medidas y mecanismos eugenésicos 
que pretendían evitar la degeneración de la raza aria alemana, lo que llevó 
a la aprobación de leyes eugenésicas y raciales que permitían y obligaban 
las esterilizaciones forzadas de enfermos mentales o con patologías físicas; 
las esterilizaciones forzadas de grupos raciales como los gitanos o que con- 
sideraban inferiores; la prohibición de la unión y el mestizaje con judíos y 
con otras razas que se estimaban inferiores; incentivos para la procreación 
y reproducción de personas consideradas aptas y que representaban la raza 
alemana; entre otras. Esas políticas eugenésicas nazis que tenían como eje 
rector la conservación y exaltación de una raza, se dividieron en tres vías a 
saber: “1) cuidado médico para el individuo, 2) salud pública para la comu- 
nidad y 3) eugenesia para la raza” (Villela y Linares, 2011, p. 195). 

El propio Adolf Hitler en su obra Mi lucha, publicada en 1925, de- 
terminó que la raza que identificaba a la sociedad alemana y que la hacía 
superior era el eje central de la vida en general, afirmación que normalizó el 
racismo, validó la eugenesia como medio para evitar la decadencia genética 
y estableció en la educación el móvil ideológico de persuasión para que los 
inferiores e indeseables dejaran de transmitir sus genes nefastos; por otra 
parte, la postura de Hitler incentivó a los racialmente aptos y superiores a 
unirse y propagar sus genes positivos, lo que además promovió una educa- 
ción que alimentó el espíritu organizacional y militar, de cuyo interior ema- 
nó un nacionalismo protector de la raza aria superior (Hitler, 1925). 

Cuando estalló la Segunda Guerra Mundial con la invasión nazi a 
Polonia, las políticas eugenésicas antisemitas y el odio que difundía el régi- 
men de Adolf Hitler hacia los seres considerados inferiores y propiamente 
a los judíos, los nazis señalaron que “desde un punto de vista económico, 
seguir dedicando instalaciones a cadáveres vivientes” (Astor, 1987), era una 
política inoficiosa y muy costosa, por lo que, desde los mandos nazis y bajo 
la tutela de sus ideologías eugenésicas, nacionalistas y bélicas, se definió 
a “la muerte misericordiosa” (ejecuciones deliberadas) como “la autoriza- 
ción para destruir la vida que no vale la pena que exista” (Astor, 1987) y 
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cuyo objetivo principal fue precisamente el pueblo judío, denominado bajo 
los conceptos de “[...] parásitos, pestilencia, insectos, enemigos todos de la 
buena salud” (Astor, 1987). 

Consecuencia de la Segunda Guerra Mundial y de los costos eco- 
nómicos que generaban las poblaciones judías reducidas en campos de 
concentración, se concibió, desarrolló e implementó en esa Alemania nazi 
la solución final a la cuestión judía, que desencadenó en el exterminio de 
aproximadamente once millones de personas, la mayoría judías, y generó 
los eventos más impensables, abominables y nefastos para la historia de la 
humanidad, un genocidio que se denominó como el holocausto nazi y que 
tuvo como actor a la eugenesia. 


LA CODIFICACIÓN DEL GENOMA HUMANO 


La Segunda Guerra Mundial representó para la humanidad un periodo 
de insospechables cambios, a raíz de los cuales se reevaluaron las estructuras 
sociales, políticas y económicas, lo que impulsó desarrollos y avances tecnoló- 
gicos inimaginables que fueron la constante durante toda la segunda mitad del 
siglo xx. Dichos desarrollos tecnológicos fueron, en gran medida, respuestas 
al temor militar de los diferentes estados luego de la Segunda Guerra Mundial, 
la Guerra Fría, los periodos de las dictaduras y la caída de la Unión Soviética. 
Aunque fueron las consecuencias de las bombas atómicas las que generaron 
en la ciencia la necesidad de avanzar en el conocimiento sobre el ser humano, 
fue así como en el estado de Utah, Estados Unidos, en 1984, se presentó un 
proyecto de estudio sobre las repercusiones que trajo para el ADN humano las 
explosiones nucleares causadas por el ejército estadunidense en Hiroshima y 
Nagasaki, y que tenía el propósito de documentar las mutaciones genéticas que 
pudieron haber ocasionado esos episodios de radiación (Israel, 2021). 

En 1985, en California, Estados Unidos, en una conferencia que reu- 
nió a genetistas de todo el mundo, se discutió la viabilidad de secuenciar el 
genoma humano; de manera paralela, el científico biomédico Charles Peter 
DeLisi promovió discusiones dentro del departamento de energía de los Es- 
tados Unidos, con el propósito de presentar la secuenciación del genoma 
humano a gran escala, pues señalaba que con la experiencia de dicho depar- 
tamento “[...] en una diversidad de campos complementarios (por ejemplo, 
química analítica, física aplicada, ingeniería y computación) y [con su ] ex- 
periencia en dirigir proyectos en larga escala” (Israel, 2021), se lograría el 
objetivo de secuenciar el genoma humano. 
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Sin embargo, es deber resaltar, desde un punto de vista teórico, que 
genoma es una palabra elegante o refinada para denominar al ADN, ya que, 
“desde las patatas hasta los cachorros, todos los organismos vivos tienen su 
propio genoma. Cada genoma contiene la información necesaria para cons- 
truir y mantener ese organismo a lo largo de su vida” (National Human 
Genome Research Institute, 2016, mayo 11). Claro que el genoma es trascen- 
dental e importante para la vida porque “es el manual de funcionamiento que 
contiene todas las instrucciones que te ayudaron a desarrollarte de una sola 
célula a la persona que eres hoy. Guía su crecimiento, ayuda a sus Órganos 
a hacer su trabajo y se repara a sí mismo cuando se daña” (National Human 
Genome Research Institute, 2016, mayo 11). 

Para el año 1990 el objetivo de secuenciar el genoma humano se tor- 
nó en un proyecto conjunto de colaboración y coordinación entre Estados 
Unidos, Canadá y algunos estados europeos y asiáticos que se denominó 
Proyecto del Genoma Humano (PGH), aunque la inclusión del término “hu- 
mano” dentro del proyecto es algo impropio “[...] debido a que no refleja 
adecuadamente la envergadura de toda la iniciativa [...] [pues,] desde el 
comienzo, el mapeo paralelo y el secuenciamiento de los organismos mo- 
delo no humanos han sido componentes centrales del PGH” (Israel, 2021), 
es decir, la secuenciación del genoma humano si bien es la meta central, la 
secuenciación de los genomas de otras especies es, a su vez, otro objetivo. 

El Proyecto del Genoma Humano se trazó metas y objetivos para el 
desarrollo de la secuencia del ADN humano, que se llevaron a cabo pau- 
latinamente con otros avances científicos y conforme a las problemáticas 
que se iban solucionando. Consecuencia de los avances científicos sobre la 
secuenciación y codificación del genoma humano, se desarrolló una nueva 
área de la medicina y de la ciencia que se llamó “medicina genómica” y se 
caracterizó 


por un rol más preventivo que curativo [...] [permitiendo a través de] 
los tests genéticos preventivos [...] realizar un screening de las mu- 
taciones que posee una determinada persona, para informarle de los 
riesgos específicos de contraer patologías específicas en el futuro o, 
incluso, detectar enfermedades antes del nacimiento, desde el estado 
embrionario y fetal (Alcántara, 2004, p. 192). 
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Junto con los desarrollos y avances del PGH se vio “la necesidad de 
realizar estudios bioéticos con la finalidad de proteger los resultados y ga- 
rantizar que su aplicación estuviera siempre en correspondencia con el res- 
peto a la dignidad humana, de esta manera se dedica el 3 % del presupuesto 
para financiar estudios bioéticos” (Ross et al., 2002, p. 16). 

A raíz de esos avances científicos y biomédicos, el 11 de noviembre 
de 1997 desde el seno de la Unesco se promulgó la Declaración Universal 
sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos, en donde se consagra 
que “el genoma humano es propiedad ineludible de la persona y patrimonio 
común de la humanidad” (Ross et al., 2002, p. 16), teniendo como objetivos 
principales: 1) la relación entre la dignidad humana y el genoma humano; 11) 
la aplicación del término “patrimonio de la humanidad” al genoma humano; 
1) consentimiento libre e informado sobre técnicas o tecnologías que traten 
o estudien los genes humanos; Iv) información sobre el resultado de un exa- 
men genético; v) rechazo de la clonación humana; v1) libertad de pesquisa; 
VII) investigaciones para la prevención de enfermedades genéticas (Ross et 
al., 2002, pp. 17-18). 

Para el 2001, “el Proyecto del Genoma Humano (PGH) publicó sus 
resultados a la fecha: una secuencia completa al 90 por ciento de los tres mil 
millones de pares de bases en el genoma humano” (National Human Geno- 
me Research Institute, 2016, mayo 11). Cabe señalar que con la publicación 
de los estudios obtenidos este año se incluyeron algunas sorpresas como 


[...] el número relativamente pequeño de genes humanos, quizás tan 
pocos como 30,000; la arquitectura compleja de las proteínas huma- 
nas comparadas con sus homólogos —genes similares con las mis- 
mas funciones— en, por ejemplo, nematodos y moscas de la fruta; y 
las lecciones a ser enseñadas por secuencias repetidas de ADN (Natio- 
nal Human Genome Research Institute, 2016, mayo 11). 


Revista Ratio Juris Vol. 16 N.” 33 +. UNAULA | ISSN 1794-6638 637 


Santiago Velásquez Tamayo 


TÉCNICAS DE REPRODUCCIÓN HUMANA ASISTIDA 


La esterilidad!" y la infertilidad'' son factores que afectan la reproduc- 
ción de cualquier especie y el ser humano no es ajeno a esos padecimientos, 
por el contrario, es un ser vivo que convive en un porcentaje considerable 
con esas afecciones de orden reproductivo y que afectan la posibilidad de 
procreación y la transmisión de herencia genética de una generación a otra. 
Sin embargo, en la ciencia y en los incesantes avances tecnológicos que se 
produjeron luego de la Segunda Guerra Mundial y con ocasión del Proyecto 
del Genoma Humano, la comunidad médica y científica empezó a impulsar 
programas y proyectos no solo de genética molecular, sino también de em- 
briología y de maximización de la fertilización y de las posibilidades de un 
embarazo viable, surgiendo de esta manera lo que se conoce como técnicas 
de reproducción humana asistida O TRA. 

Debido a los avances científicos del PGH y las TRA se fueron desa- 
rrollando una serie de procedimientos biotecnológicos “T[...] tales como los 
preconceptivos que se realizan en la pareja antes de tomar decisiones de 
procreación y, ya tomada esa decisión, los diagnósticos prenatales sobre el 
feto y el diagnóstico preimplantatorio obtenido del embrión antes de ser ani- 
dado en la mujer” (Bergel, 2002, p. 322). No obstante, es en este punto que 
surge nuevamente una problemática ética en torno a la eugenesia, pues las 
“[...] técnicas de reproducción asistida pueden constituirse en un instrumen- 
to eficaz de eugenesia positiva en tanto posibilitan la selección de gametos 
o cigotos exentos de anomalías o portadores de las características deseadas” 
(Bergel, 2002, p. 322) o eugenesia negativa, en tanto se pueden eliminar los 
restantes embriones cuyas características son indeseables. 


EL DIAGNÓSTICO GENÉTICO PREIMPLANTACIONAL 


De las TRA surge un método que revolucionó a las biotecnologías: el 
diagnóstico genético preimplantacional (DGP) que fue descrito por el filóso- 
fo alemán Júirgen Habermas como la posibilidad de 


10 “La esterilidad es la incapacidad para llevar a término un embarazo (para tener un hijo vivo)” 
(Cuídate Plus, 2015, octubre 23). 


11 “La infertilidad alude a la imposibilidad de concebir” (Cuídate Plus, 2015, octubre 23). 
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[...] someter los embriones en estadio octocelular a una prueba gené- 
tica preventiva. El método se ofrece en primer lugar a los padres que 
desean evitar el riesgo de transmisión de enfermedades hereditarias. 
Dado el caso, el embrión examinado en el tubo de ensayo no se vuel- 
ve a implantar, con lo que se ahorra a la madre la interrupción del 
embarazo que, de otro modo, habría que practicar tras el diagnóstico 
prenatal (Habermas, 2001, p. 30). 


Se pensaría que el DGP es netamente una medida terapéutica, cuya 
finalidad está asociada exclusivamente a la maximización de la fertilización, 
el aumento de posibilidades de un embarazo viable y evitar la transmisión 
de enfermedades hereditarias, es decir, un escenario propio de la salud re- 
productiva, pero cuando este desarrollo científico apunta al ““mejoramiento” 
del individuo o a determinar ciertos caracteres deseados [como la] concep- 
ción del genotipo “superior”, *perfecto”” (Bergel, 2002, p. 322), es cuando 
entramos en el escenario de las practicas eugenésicas negativas como ideo- 
logía de mejorar a la raza humana. Es importante citar al jurista Ronald 
Dworkin, quien expone que las biotecnologías y el DGP ocasionan un cambio 
de perspectiva sobre 


“[...] las condiciones, dadas por inamovibles hasta ahora, del juicio 
moral y la acción moral: [puesto que] se diferencia entre lo que la na- 
turaleza, evolución incluida, [...] ha creado y lo que nosotros hacemos 
en el mundo con la ayuda de estos genes. En cualquier caso, esta di- 
ferenciación traza una frontera entre lo que somos y el trato que bajo 
nuestra propia responsabilidad damos a esa herencia. Esta decisiva 
frontera entre casualidad y libre decisión constituye la espina dorsal 
de nuestra moral [...] Nos da miedo la expectativa de que el ser huma- 
no proyecte otros seres humanos porque esta posibilidad desplaza las 
fronteras entre casualidad y decisión que subyacen en los criterios de 
nuestros valores (citado por Habermas, 2001, p. 44). 


EUGENESIA LIBERAL 


Los procesos humanos que se desencadenaron después de la Segunda 
Guerra Mundial están rodeados de escenarios de dialogo, disertación y re- 
flexión; además, han implicado la proyección y el trazo de rutas metodoló- 
gicas que han permitido avances científicos sin precedente alguno. En este 
proceso se dejaron de lado ciertas circunstancias que ocasionaron hechos 
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impensables para la humanidad, como lo fue propiamente la eugenesia utili- 
zada y llevada al exceso por el régimen nazi, la cual repercutió en los cam- 
pos de concentración, la solución final y el holocausto. Sin embargo, “hoy 
somos testigos de un fuerte re-surgimiento de [los ideales eugenésicos que] 
está[n] ligado[s] al desafió de las nuevas ciencias de la vida, tales como la 
ingeniería genética, las neurociencias y hasta las investigaciones en vida ar- 
tificial [...]” (Fressoli, 2014), generándose un reto para las ciencias sociales, 
como el derecho y la ética, que ven en la biomedicina y la biociencia de las 
técnicas de reproducción humana asistida practicas eugenésicas positivas y 
negativas. 

Claro que esta nueva eugenesia, “[...] se diferenciaría de la anterior 
porque serían los individuos los que tendrían el poder de decisión” (Villela 
y Linares, 2011, p. 195) y no los estados a través de su poder de coerción, lo 
que significa que este tipo de eugenesia está supeditada, en principio, a la 
base reguladora del mercado por su oferta y demanda, debido a que las TRA y 
propiamente el DGP son técnicas costosas desarrolladas y aplicadas primor- 
dialmente en países desarrollados y adquiridas por las esferas sociales mejor 
acomodadas económicamente (Habermas, 2001, p. 9). 

Remitiéndonos a la eugenesia del siglo xx y recordando lo que Spen- 
cer teorizó como medidas eugenésicas positivas y negativas, tenemos que: 


en la actualidad, la eugenesia positiva consiste en la aplicación del 
conocimiento biológico molecular, el diagnóstico y la intervención 
genética en la búsqueda del enriquecimiento de nuestro genotipo para 
modificar nuestro fenotipo, con la finalidad de obtener una descen- 
dencia que la selección natural probablemente nunca hubiera conse- 
guido (citado por Villela y Linares, 2011, p. 195). 


Mientras que la llamada eugenesia negativa se ve reflejada en la po- 
sibilidad de “corregir errores genéticos y eliminar enfermedades o factores 
genéticos desencadenantes de ellas” (Villela y Linares, 2011, p. 195). 

Este nuevo tipo de eugenesia, una propia para el final del siglo xx y 
las primeras décadas del siglo xxI, fue denominada por Nicholas Agar, en 
1999, como eugenesia liberal, pues se caracteriza por ciertos aspectos dife- 
renciables a la eugenesia practicada por diversos estados en los siglos XIX y 
Xx, los cuales son: 
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1) ser voluntaria, lo cual implica que la decisión de modificar la carga 
genética de los hijos por-nacer se efectúe sin coerción; 2) individual, 
esto es, realizada por núcleos familiares y únicamente con la finali- 
dad de modificar su progenie, y no para alterar acervos genéticos de 
comunidades completas, y 3) independiente del Estado, para que este 
no promueva ningún aspecto genético, evitando así la creación de 
moldes (citado por Villela y Linares, 2011, p. 195). 


Los escenarios de discusión científica, en donde entra a participar 
el derecho, la ética y la medicina, encuentran pertinente señalar que hay 
ciertas cuestiones bioéticas que deben ser acogidas y tratadas, conforme a 
los postulados normativos ya desarrollados por la Unesco en relación a la 
Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos 
de 1997 y a la misma agudeza con que se van desarrollando las técnicas 
diagnósticas sobre los genes y factores reproductivos, lo que se constituye 
en un desafío; sobre todo, cuando se trata de técnicas y tecnologías que so- 
brepasan y abandonan su principio terapéutico, puesto que es sobre este tipo 
de eventos que se deben centrar las discusiones morales, jurídicas y éticas 
(Habermas, 2001). 

La eugenesía encuentra miradas o posturas netamente terapéuticas o 
de tratamiento preventivo, que se nombran como una posible tercera vía que 
se suma a la de Estado y a la liberal, la cual está 


dirigida fundamentalmente a reducir enfermedades y discapacidades 
que producen desigualdades naturales en las sociedades, siempre y 
cuando los riesgos que impliquen las medidas eugenésicas sean racio- 
nalmente manejables y aceptables por la mayoría, y siempre y cuando 
los individuos tengan el poder de tomar la decisión final de emplear o 
no los medios eugenésicos sobre sí mismos y sobre su descendencia, 
cuando sea posible (Villela y Linares, 2011, p. 196). 
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CONCLUSIONES 


Se puede concluir con la lectura de este artículo que la eugenesia es la de- 
nominación científica que se le dio al incesante ideal de mejorar y perfeccionar 
los rasgos y características propias del ser humano, y de diferenciar al mismo 
ser humano por sus características físicas y mentales, traducidas en su raza y sus 
condiciones propias. No obstante, la eugenesia que tuvo su aplicación más des- 
tacada a finales del siglo xIx y en la primera mitad del siglo xx y que se puede 
llamar eugenesia clásica o eugenesia de estado, contiene en su implementación 
muchas similitudes con la eugenesia liberal; por ejemplo; el acometido común 
de mejorar la raza humana y erradicar ciertos caracteres indeseables, pero se 
diferencian en que la primera era aplicada por el Estado y sus instituciones, 
mientras que la última se implementa a través del mercado, su oferta y demanda. 

Los desarrollos tecnológicos y biotecnológicos son precisamente las ma- 
trices que permitieron codificar el genoma humano, desarrollar las técnicas de 
reproducción humana asistida y avanzar en técnicas como el diagnóstico gené- 
tico preimplantacional, pero, así mismo, son los mecanismos o herramientas 
que le permiten al ser humano modificar genéticamente al mismo ser humano, 
para desencadenar fenotipos de personas con características que son deseadas y 
que se deciden en un laboratorio y no por el proceso mismo de la naturaleza, lo 
que genera un amplio panorama de disertación en torno al respeto por la vida, la 
diversidad y la dignidad del ser humano, más aún, cuando este tipo de medidas 
están a merced de las leyes del mercado y de una injerencia superficial de los 
estados por medio del derecho. 

El siglo XXI por sus continuos avances tecnológicos cada vez tiene más 
capacidad de modificación y alteración de los genes humanos y su patrimonio 
genético, pero, a su vez, obliga al derecho y a las demás ciencias sociales a eva- 
luar las prácticas biomédicas y biocientíficas que parecen dejar relegada en el 
tiempo la capacidad política. Empero, el siglo XXI tiene un modelo de eugenesia 
denominado correctamente por Nicholas Agar como eugenesia liberal en las TRA 
y más propiamente en el DGP, debido a que, por un lado, bajo el libelo terapéutico 
estas técnicas si bien permiten la eliminación de factores genéticos productores 
de enfermedad, al mismo tiempo obligan a la selección de material genético y de 
embriones y al descarte sobre otros cuyas características no cumplen los están- 
dares requeridos; por otro lado, cuando se abandona el objeto terapéutico de esas 
técnicas y se usan para fines particulares, es donde el derecho y el bioderecho de- 
ben entrar a regular y a contener, por medio de la fuerza de los estados, prácticas 
que atenten contra el patrimonio genético de la humanidad, máxime en medio de 
las condiciones de la oferta y de la demanda que operan en los mercados. 
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Resumen 


El presente trabajo aborda de manera general el factor del plurilingiii- 
smo en la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y en la Corte 
Internacional de Justicia (CN) como un posible elemento generador 
de ambivalencias a la hora de interpretar el Estatuto de la Cn. Del 
mismo modo, se procura recapitular algunos elementos conceptuales 
y consideraciones prácticas en materia de mediación lingiiística para 
tratados internacionales. Así pues, se plantea una revisión de enfoque 
contrastivo de las versiones en español, inglés y francés del Estatuto 
de la CI con el objetivo de demostrar las potenciales variaciones en la 
interpretación de la norma según la lengua en que se consulte. 


Palabras clave: interpretación de la norma, Corte Internacional de 
Justicia, plurilingúismo, estatuto. 


Abstract 


This paper addresses in a general way the factor of multilingualism in 
the United Nations (UN) and the International Court of Justice (ICJ) as 
a possible element generating ambivalence when interpreting the ICJ's 
Statute. Similarly, 1t seeks to recapitulate some conceptual elements 
and practical considerations in the field of language mediation for in- 
ternational treaties. Thus, a review with a contrastive approach of the 
Spanish, English and French versions of the ICJ's Statute 1s proposed 
with the aim of demonstrating the potential variations in the interpre- 
tation of the norm according to the language in which it is consulted. 


Keywords: interpretation of the norm, International Court of Justice, 
multilingualism, statute. 


Resumo 


646 


Este trabalho aborda de forma geral o fator do multilinguismo na 
Organizacáo das Nacóes Unidas (ONU) e na Corte Internacional de 
Justiga (CIJ) como um possível elemento gerador de ambivaléncias na 
interpretagcáo do Estatuto da CIJ. Da mesma forma, procura-se recapi- 
tular alguns elementos conceituais e consideragóes práticas a respei- 
to da mediacáo linguística para tratados internacionais. Assim, uma 
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revisáo da abordagem contrastiva das versóes em espanhol, inglés e 
francés do Estatuto da CI é proposta a fim de demonstrar as variag0es 
potenciais na interpretagáo da norma dependendo do idioma em que 
ela é consultada. 


Palavras-chave: interpretagáo da norma, Corte Internacional de Jus- 
tiga; multilinguismo, estatuto. 
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INTRODUCCIÓN 


La Organización de las Naciones Unidas —oNu— es el organismo 
internacional más reconocido en el mundo y el que cuenta con un mayor 
número de estados miembro, 193 actualmente (Acnur, 2017). Es un órgano 
creado después de la Segunda Guerra Mundial con el fin de promover re- 
laciones de cooperación, paz y solidaridad entre las naciones del mundo y 
así trabajar en pro de un futuro mejor para la toda la humanidad. Su tratado 
de fundación fue firmado el 26 de junio de 1945 en San Francisco, Estados 
Unidos; este tratado constituye la Carta de las Naciones Unidas, la cual es- 
tablece una serie de responsabilidades e instituciones a las que los estados 
firmantes deberían ceñirse. 

La ONU como organismo se divide a su vez en otros programas, se- 
cretariados, oficinas, instituciones, etc. dedicadas a fines específicos, para así 
abarcar el mayor número posible de temas que necesitan ser abordados en los 
pueblos del mundo y hacerlo de una manera más eficiente y apropiada. Una de 
las instituciones más destacables y el principal organismo jurídico de la ONU 
es la Corte Internacional de Justicia —CI—, creada también en 1945. 

La CH es entonces uno de los grandes referentes del derecho inter- 
nacional público. El propósito general de la cis es la configuración de un 
medio auxiliar del derecho contencioso entre estados, por lo que no pretende 
crear el derecho (articulo 38, 1, d). En la práctica, la Cy declara que sus dos 
funciones centrales son: 


» “Resolver, de conformidad con el derecho internacional, disputas jurí- 
dicas presentadas por los Estados. 

+ Emitir opiniones consultivas, sobre cuestiones jurídicas planteadas 
por órganos autorizados de las Naciones Unidas y organismos espe- 
cializados” (Biblioteca Dag Hammarskjóld, s. f.-a). 


Los lineamientos relativos a la CN se explicitan en la Carta de las 
Naciones Unidas y se desarrollan en el capítulo xrv de dicho documento. 
Conexo a la carta, se encuentra el estatuto que sustenta las competencias y 
normas básicas de funcionamiento de la CIJ, el cual cuenta con setenta artí- 
culos distribuidos en cinco capítulos, a saber: 1) Organización de la Corte, 
II) Competencia de la Corte, 111) Procedimiento, Iv) Opiniones Consultivas 
y V) Reformas. 
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En la resolución 2(1) de 1946 se enuncia que el inglés y el francés se- 
rían las lenguas de trabajo de la ONU y que las versiones de la carta en esas 
lenguas, al igual de que los demás documentos oficiales de la ONU, serían 
las que tomase en cuenta (Asamblea General de las Naciones Unidas, 1946). 
Así mismo, se dijo que el español, el ruso y el chino mandarín fungirían 
como idiomas oficiales también. Progresivamente, con el paso del tiempo, 
estos últimos cuatro idiomas han adquirido el carácter de lenguas de trabajo 
dentro de la Asamblea General y en los demás espacios de la ONU; 1948, 
1968 y 1973 respectivamente (Biblioteca Dag Hammarskjóld, s. f.-b). Del 
mismo modo, el árabe se une a la lista en 1973. 

Pese a lo anterior, para el caso particular de la Cn, el estatuto establece 
que las lenguas oficiales y de trabajo son inglés y francés únicamente (artículo 
39). Sin embargo, dado que el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia 
es parte íntegra del tratado constitutivo de la ONU, este documento sí cuenta 
con carácter de válido y oficial en los seis idiomas de trabajo de la Asam- 
blea General. Es importante reconocer entonces que, en términos de derecho 
internacional, no solo los textos en inglés y francés están catalogados como 
oficiales de consulta, pues sus versiones en español, chino mandarín, ruso y 
árabe también caben en la categoría y trascienden el carácter de divulgación. 

Para las labores de redacción y traducción de los documentos expedi- 
dos por la ONU, este organismo dispone de un equipo de profesionales pro- 
gresivamente más amplio y especializado (traductores, terminólogos, edito- 
res, auxiliares, etc.) dedicado a la publicación multilingúe bajo parámetros 
de claridad y precisión (ONU, s. f.). 

En el marco del factor plurilingie que caracteriza a la ONU, vale la 
pena tener más en cuenta que nunca el valor semántico que se arriesga a per- 
der en una traducción o reformulación en otra lengua (en especial en el ám- 
bito jurídico) (Martínez-Carrasco, 2020) y las repercusiones que esta pérdida 
de sentido puede traer para la comprensión e interpretación de los textos. 

Dado el alto grado de relevancia del Estatuto de la Corte Internacional 
para la comprensión del derecho internacional público, se percibe entonces de 
gran importancia para el área la revisión de problemas potenciales de interpre- 
tación de las distintas versiones del Estatuto de la CIJ. Es por lo anterior que 
el presente trabajo se propone revisar desde una perspectiva terminológica las 
posibles desviaciones para las que se puede prestar el Estatuto de la Cry según 
la lengua en que se lea. Se intentará demostrar entonces que en la medida en 
que las acepciones de las expresiones jurídicas en las diferentes lenguas no 
siempre conservan el mismo alcance stricto sensu, la comprensión de algunos 
elementos del estatuto varía dependiendo de la versión que se consulte. 
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APUNTES CONCEPTUALES SOBRE LA MEDIACIÓN LINGÚUÍSTICA 
EN LOS TRATADOS. TEXTO AUTÉNTICO O TEXTO QUE DA FE 


Para este punto se toma en consideración el texto El problema de la 
interpretación de tratados redactados en diversos idiomas, según el derecho 
internacional, de la jurista española Rafaela Urueña, por su pertinencia para 
el tema a abordar. Ureña menciona que dentro del campo de los tratados 
internacionales, cuando estos son redactados en más de una lengua, se hace 
uso de dos conceptos para asignar a una versión el estatus de oficialidad, 
texto auténtico y texto que da fe. Esta distinción de carácter terminológica 
es necesaria para entender el estatus de cada uno de los documentos que 
conforman el corpus del presente trabajo. 

En primera instancia, se tiene que el texto auténtico es el documento 
que firman y ratifican cada una de las partes. Así pues, en el momento en 
que dos estados que reconocen una misma lengua como oficial dentro de su 
territorio se dispongan a discutir y acordar compromisos sobre algún tema, 
se debe producir y firmar un documento en la lengua en cuestión, el cual es 
revisado, firmado y ratificado por ambas partes (Ureña, 1990). Por ejemplo, 
un acuerdo comercial entre Perú y España se positiviza en un tratado que, en 
este caso, se redacta y firma en castellano ya que ambos estados han recono- 
cido esa lengua como oficial. 

Así las cosas, se encuentra que la determinación del texto auténtico se 
complejiza un poco más cuando los estados parte del acuerdo no comparten 
el idioma oficial, pues se deberá discutir y explicitar en el documento final 
en qué lengua se encuentra el texto que se firma y ratifica. En estos términos, 
la decisión se tornará aún mayor cuando se trate de un acuerdo multilateral 
en el que se reúnan más de dos lenguas. Sin embargo, como se verá más 
adelante, existe la posibilidad de reconocer más de una versión como texto 
auténtico, tal como sucede en la ONU. 

Ahora bien, como ya se dijo, los tratados internacionales firmados 
entre dos o más estados con lenguas distintas deberán especificar cuál de 
ellas será el texto auténtico, pese a lo cual, se debe redactar paralelamente un 
documento en la lengua de cada uno de los estados. Este documento parale- 
lo, que siendo oficial no llega a cumplir con la función de texto auténtico, se 
denomina texto que da fe (Ureña, 1990). 

En algunos casos, estos documentos escritos en una lengua distinta a 
la del texto auténtico no representan un texto que da fe, pues no son redac- 
tados simultáneamente con el texto que se firma, sino que son traducciones 
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posteriores que se realizan con fines divulgativos o para apoyar la discusión 
sobre la aprobación del tratado en los cuerpos legislativos al interior del es- 
tado que tenga por oficial la lengua de destino de la traducción en cuestión 
(Ureña, 1990). 

Dada la cronología en que se concede el rango de lengua de trabajo 
a cada uno de los idiomas que contempla la ONU, se presume que su tratado 
constitutivo y por ende el Estatuto de la CI originalmente se redactan y fir- 
man en inglés y francés, por lo que en ese momento ambas versiones serían 
las únicas catalogadas como textos auténticos; mientras que sus traduccio- 
nes al chino, español y ruso serían, en 1945, textos que dan fe. Sin embargo, 
en la medida en que estos últimos alcanzan la condición de lenguas de tra- 
bajo, sus versiones de los documentos ascienden al mismo nivel de las ver- 
siones originales. Así las cosas, independientemente de las lenguas iniciales 
en que se redactó o de las lenguas de trabajo al interior de la Cr, hoy en día, 
el estatuto es igualmente válido y oficial en cualquiera de los seis idiomas 
considerados por la ONU. 


RETOS DE LA MEDIACIÓN LINGUÍSTICA EN EL CAMPO JURÍDICO 


Adicional a la discusión sobre lo que es un texto auténtico y un texto 
que da fe, resulta adecuado agregar en esta suerte de marco conceptual un 
comentario sobre los retos de la adaptación de textos de tipo jurídico a una 
lengua aun cuando los mismos fueron pensados en otra distinta. Y es que 
aunque en general un proceso de traducción o adaptación de un texto (inde- 
pendientemente del género) implica un reto lingilístico y cultural, en el ám- 
bito jurídico se encuentra el desafío del desfase en el valor semántico de los 
términos. Es decir, en tanto cada estado, sin importar su idioma oficial, ha 
construido su sistema jurídico a partir de las necesidades a las que pretende 
dar respuesta según su propio marco histórico y social, es común encon- 
trar figuras del derecho nacional que no cuentan con equivalentes plenos en 
otros sistemas (Martínez-Carrasco, 2020). 

Un ejemplo de ello es lo que en Colombia se denomina acción de tu- 
tela (la figura dispuesta para salvaguardar los derechos fundamentales), en 
otros sistemas jurídicos adquiere, no solo otras denominaciones, sino otros 
matices; como en México, donde la medida que dispone el sistema jurídico 
nacional para este mismo fin recibe el nombre acción de amparo y cuenta 
con unos criterios prácticos muy distintos en términos de proceso y plazos 
(Usanga y López, 2011). 
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Así las cosas, la mediación lingúística jurídica entre estados que na- 
turalmente cuentan con figuras y sistemas específicos para sus sociedades 
particulares, obliga a una adaptación de términos con valores semánticos no 
necesariamente coincidentes en su totalidad, lo cual puede repercutir en pro- 
blemas de interpretación de un texto adaptado o traducido respecto al de la 
lengua o sistema jurídico en el que fue ideado en un primer momento. Como 
se demostró con el ejemplo de acción de tutela y acción de amparo, este reto 
de interpretación de la norma trasciende la barrera de por sí existente entre 
lenguas y entra a ser una cuestión de sistemas políticos y jurídicos divergen- 
tes que, en el caso de estudio, se ve agravado por el factor del plurilingiiismo 
de la ONU. 


METODOLOGÍA 


El universo del trabajo está constituido por un corpus compuesto por 
las versiones en inglés, francés y español del Estatuto de la Corte Interna- 
cional de Justicia. Se escogen estas tres lenguas porque son los idiomas de 
los que el encargado del estudio tiene dominio y con los que se facilita la 
comprensión de los textos. 

Para alcanzar el objetivo propuesto en el presente estudio, se propuso 
abordar el tema de la siguiente manera: naturalmente, en un primer momen- 
to se llevó a cabo el rastreo de cada una de las tres versiones (inglés, francés 
y español) del estatuto en las páginas oficiales de la CIJ y la ONU. 

Posteriormente, se acudió a una revisión documental comparada de 
los textos en inglés francés y español del estatuto. Este análisis contrastivo 
se planteó a través de un formato de evaluación de artículo por artículo en 
cada una de las tres versiones, tal y como se evidencia en el capítulo de 
resultados. 

Esta revisión permitió reconocer una serie de artículos y numerales en 
los que se asume que podría haber ambigijedades en alguna de las lenguas 
en relación con las demás. Los casos más destacados se ubican en el Capí- 
tulo 1 del estatuto, Procedimiento. La muestra seleccionada para el estudio 
está conformada entonces por el numeral 1 de del artículo 40 y los artículos 
46, 47, 48 y 60. 

Así las cosas, procedió el momento de evaluar si efectivamente se 
materializaban las ambivalencias presupuestas. Para esto, se consulta- 
ron tres diccionarios jurídicos de autoridad de cada uno de los idiomas en 
cuestión. Estos diccionarios fueron construidos no solo por lingúiísticas y 
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terminólogos, sino que cuentan con el respaldo de juristas expertos y con 
jurisprudencia que soporta las definiciones. Para el español, el Diccionario 
panhispánico del español jurídico de la Real Academia de la lengua Espa- 
ñola —RAE—; para inglés, el Merriam-Webster*s Law Dictionary: Legal 
Terms in Plain English [Diccionario legal de Merriam-Webster: Términos 
legales en el inglés general]; y para francés, Dictionnaire juridique de M. 
de Serge Braudo [Diccionario jurídico de Serge Braudo], un magistrado 
francés, doctor en derecho y miembro de la Orden Nacional del Mérito en su 
país. Vale también mencionar que en algunos casos y de manera esporádica 
se consultaron fuentes adicionales, las cuales se mencionan en el transcurso 
del trabajo. 

Es necesario aclarar que, aunque estos tres diccionarios pretendan 
abarcar un sentido general de los términos jurídicos en cada una de las tres 
lenguas, todos ellos tienen una correspondencia o una mayor afinidad con 
algún sistema jurídico particular. El Diccionario panhispánico del español 
jurídico se encuentra más asociado al sistema jurídico de España; por su 
parte, el Merriam-Webster*s Law Dictionary: Legal Terms in Plain English 
tiene una mayor relación con el sistema norteamericano (Estados Unidos 
de América) y el Dictionnaire juridique de M. de Serge Braudo apoya la 
mayoría de sus definiciones en el sistema jurídico de ese país. 


RESULTADOS: CASOS A ANALIZAR 


Artículo 40 — Numeral 1 


En el capítulo m del estatuto se desarrollan una serie de artículos re- 
lacionados con el proceder de la Corte. El artículo 40 es el segundo del 
capítulo y expresa los protocolos necesarios para que un caso llegue a la CIJ. 
Tiene tres numerales, el primero de los cuales manifiesta los primeros pasos 
para la presentación de un litigio ante el tribunal. Se considera pertinente 
revisar puntalmente ese numeral en el presente estudio por los elementos 
destacados en la tabla 1. 
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Tabla 1 Comparativo entre las versiones en inglés, francés y español del primer numeral 
del artículo 40 del Estatuto de la CIJ 


Francés 


Inglés 


Español 


1. Les affaires sont por- 
tées devant la Cour, selon 
le cas, soit par notification 
du compromis, soit par une 
requéte, adressées au Gre- 
ffier; dans les deux cas, 
Pobjet du différend et les 
parties doivent étre indi- 
qués. 


1. Cases are brought be- 
fore the Court, as the case 
may be, either by the no- 
tification of the special 
agreement or by a written 
application addressed to 
the Registrar. In either case 
the subject of the dispute 
and the parties shall be in- 


1. Los negocios serán in- 
coados ante la Corte, según 
el caso, mediante notifi- 
cación del compromiso o 
mediante solicitud escrita 
dirigida al Secretario. En 
ambos casos se indicarán el 
objeto de la controversia y 
las partes. 


dicated. 


Fuente: elaboración propia con información del Estatuto de la Cl). 


La interpretación jurídica de este numeral puede verse obstaculizada 
en dos momentos. En una primera instancia, se valora el uso del sustantivo 
negocios en español en contraste con case en inglés y affaire en francés. 
En este caso, se tiene en cuenta que normalmente, desde la terminología 
jurídica, case se entiende como un hecho o una serie de acontecimientos de 
carácter criminal o civil que requieren ser antepuestos ante un tribunal. Por 
otra parte, affaire cuenta con dos connotaciones dentro del ámbito jurídico, 
a saber: a.) equivalencia semántica con la definición referida del inglés y b) 
una acepción con un matiz de tipo comercial; el uso de este término genera 
entonces un caso de ambigúedad en la lectura de la norma. Sin embargo, 
cuando en español se hace uso del término negocios no se alude a la idea 
de un caso presentado ante un tribunal de justicia, sino que únicamente se 
conserva la acepción con connotación comercial. 

Lo anterior desencadena que la interpretación que pueda hacer un his- 
pano que revise el Estatuto de la Cy se vea desviada en relación con el pro- 
pósito original con el que se pensó el mismo en inglés y en francés (teniendo 
en cuenta que en 1945 estas eran las únicas lenguas de trabajo). En lo que sí 
se encuentra una relación con una idea plenamente jurídica-procesal es en la 
referencia que se hace a la serie de acontecimientos que merecen la pena ser 
llevados ante un tribunal de justicia. 

El segundo elemento que llama la atención dentro de la versión en 
español del fragmento en cuestión es la utilización del verbo posterior al 
sustantivo anteriormente discutido: brought en inglés, portées en francés 
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e incoados en español. Para el inglés y el francés se utilizan verbos de uso 
bastante común tanto en el registro general de la lengua como dentro del 
área en cuestión. Sin embargo, para el español, aunque se conserve el valor 
semántico de las otras dos lenguas, se prefirió un verbo de un uso mucho 
más específico dentro del área. 

Sí bien esto no debería representar un problema para la interpretación 
que puede hacer un especialista en la materia, sí eleva el registro del texto 
y limita el público capaz de comprenderlo. Adicionalmente, resulta curiosa 
la elección del verbo incoar, en lugar de otro de carácter más común tanto 
dentro de la lengua general como del área; por ejemplo, presentar, que es 
normalmente la elección que se prefiere en estos casos dentro de la jurisdic- 
ción. Para demostrar lo anterior, basta con un rastreo breve en herramientas 
de estudio de frecuencia como los corpus de la RAE O Google Ngram. 


Artículo 46 


También en el capítulo 111 se encuentra el artículo 46 que describe que, 
por norma general, los encuentros de la CI serán públicos. En esta oportuni- 
dad se detecta un elemento que puede generar confusión entre las lenguas. 


Tabla 2 Comparativo entre las versiones en inglés, francés y español del artículo 46 
del Estatuto de la CI 


Francés 


Inglés 


Español 


L'audience est publique, á 
moins qu'il n'en soit au- 
trement décidé par la Cour 
ou que les deux parties ne 
demandent que le public ne 
soit pas admis. 


The hearing in Court shall 
be public, unless the Court 
shall decide otherwise, or 
unless the parties demand 
that the public be not ad- 
mitted. 


Las vistas de la Corte serán 
públicas, salvo lo que dis- 
ponga la propia Corte en 
contrario, o que las partes 
pidan que no se admita al 
público. 


Fuente: elaboración propia con información del Estatuto de la CIJ. 


En este artículo es notoria la transición de hearing, en inglés, y au- 
dience, en francés, hacia su versión en español, vistas, en lugar de audien- 
cias, que sería el equivalente esperado. Si bien las definiciones de hearing, 
audience y vistas coinciden en valor semántico según las fuentes consulta- 
das, vistas es una elección que tiene un uso muy particular y bastante ambi- 
guo para la mayor parte de los hablantes del español, por lo que nuevamente 
se limita mucho más el público capaz de entender la norma. 
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Ahora bien, para este caso es necesario ser sumamente cuidadoso, pues 
habrá que tener claro que este es uno de los términos o figuras jurídicas cuyos 
límites varían al interior de cada uno de los órdenes jurídicos nacionales. Es 
por esto que resultaría inoportuno juzgar como incorrecta la elección ya sea de 
vistas o de audiencias para la versión en español, puesto que a pesar del obstá- 
culo que presenta vistas, el otro posible camino de la disyuntiva no es necesa- 
riamente mejor. Por ejemplo, dentro del sistema jurídico de España audiencia 
significa específicamente el espacio en el que un acusado tiene el derecho de 
expresar sus últimos alegatos antes de la emisión de una sentencia final (RAE, 
s. f.). Esta acepción entonces entraría en conflicto con la manera en que se 
entiende hearing o audience, que es cualquier momento formal en que las 
partes del caso se reúnan ante un juez para presentar evidencia y argumentos. 

En este sentido, la elección que se haga para la versión castellana 
de este término (ya sea vistas O audiencias) evidentemente podría generar 
confusión dependiendo de la nación o el sistema jurídico con el que se en- 
cuentre familiarizado quien lo lea. Lamentablemente, como ya se ha men- 
cionado, este es un inconveniente imposible evitar en una adaptación que 
pretende abarcar a todos los hispanos. 

Por ende, la elección de vistas en vez de audiencias, aunque reduzca 
el público objetivo, es la que mejor salvaguarda el significado general de las 
lenguas en que fue pensado inicialmente el Estatuto de la Corte. 


Artículo 47 


Tabla 3 Comparativo entre las versiones en inglés, francés y español del artículo 47 del 
Estatuto de la CIJ 


Francés Inglés Español 
1. Il est tenu de chaque 1. Minutes shall be made 1. De cada vista se levan- 
audience un procés-verbal at each hearing and signed tará un acta, que firmarán 
signé par le Greffier et le by the Registrar and the el Secretario y el Presi- 
Président. President. dente. 
2. Ce proces-verbal a seul 2. These minutes alone shall | 2. Esta acta será la única 
caractére authentique. be authentic. auténtica. 


Fuente: elaboración propia con información del Estatuto de la Cl). 
A diferencia de los dos casos anteriormente revisados, en esta opor- 


tunidad la posible ambigijedad u obstáculo en la interpretación de la lectura 
del estatuto se encuentra en la versión en francés. 
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Los términos minute del inglés y acta del español hacen referencia a 
un reporte necesariamente escrito en el que se sintetizan las discusiones, ar- 
gumentos y decisiones de una reunión de cualquier cuerpo colegiado. Mien- 
tras tanto, la elección que se hace para la versión gala abre la posibilidad a 
que esta información sea reproducida y registrada también a través de me- 
dios orales, pues es esa en realidad la raíz histórica del término. Asimismo, 
la referencia a la oralidad se encuentra fuertemente marcada en la base ver- 
bal del término francés, lo cual termina por potenciar una posible confusión 
entre los lectores de la versión en francés del estatuto. 


Artículo 48 


Tabla 4 Comparativo entre las versiones en inglés, francés y español del artículo 48 
del Estatuto de la CI 


Francés Inglés Español 


La Cour rend des ordonnances | The Court shall make orders | La Corte dictará las providen- 
pour la direction du procés, la dé- | for the conduct of the case, | cias necesarias para el curso 
termination des formes et délais | shall decide the form and time | del proceso, decidirá la forma y 
dans lesquels chaque partie doit | in which each party must con- | términos a que cada parte debe 
finalement conclure; elle prend | clude its arguments, and make | ajustar sus alegatos, y adoptará 
toutes les mesures que comporte | all arrangements connected | las medidas necesarias para la 
l' administration des preuves. with the taking of evidence. — | práctica de pruebas. 


Fuente: elaboración propia con información del Estatuto de la CIJ. 


Para el artículo 48 de la Corte la discusión o las variantes en la inter- 
pretación sobre lo que se quiere decir se encuentran ligadas a los tres términos 
resaltados en la tabla 4. En español, providencia representa una resolución 
judicial en relación con cuestiones procesales según lo establecido por la ley. 

Por otro lado, si bien el término francés ordonnances implica en un sen- 
tido amplio y general los mismos criterios que en español, en algunos casos 
particulares tiene otras connotaciones. Por ejemplo, en el sistema jurídico de 
Francia ordonnances se encuentra más relacionado a las medidas tomadas por 
el gobierno (rama ejecutiva del Estado) en materias relevantes para la legisla- 
ción (Vie Publique Frangaise, s. f.). En esta misma línea, al revisar incluso el 
significado más general de orders del inglés, se pone en evidencia que llega a 
priorizar las decisiones tomadas por el órgano ejecutivo sobre las del judicial 
como acepción del término. Tanto así que en la fuente consultada se jerarquiza 
en un mayor rango la significación del poder administrativo en vez del judicial 
(véase c y d en la acepción número tres de la figura 1). 
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Order noun or-der Legal Definition of order (Entry 1 of 2) 
1: a state of peace, freedom from unruly behavior, and respect for law and proper authoritymaintain law 


and order 
2: an established mode or state of procedurea call to order 
3 a: a mandate from a superior authority— see also EXECUTIVE ORDER 


b: a ruling or command made by a competent administrative authorityspecifically : one 
resulting from administrative adjudication and subject to judicial review and enforcementan 
administrative order may not be inconsistent with the Constitution— Wells v. State, 654 So. 

2d 145 (1995) 

c: an authoritative command issued by the courtviolated a court order and was jailed for 
contempt— cease-and-desist order | sás-and-di-'zist-, - sist- 1: an order from a court or quasi-judicial 
tribunal to stop engaging in a particular activity or practice (as an unfair labor practice) — 
compare INJUNCTION, MANDAMUS, STAY 
— consent order: an agreement of litigating parties that by consent takes the form of a court order 
— final order: an order of a court or quasi-judicial tribunal which leaves nothing further to be determined 
or accomplished in that forum except execution of the judgment and from which an appeal will lie 
— gag order: an order barring public disclosure or discussion (as by the involved parties or the press) of 
information relating to a case 
— order to show cause: an order requiring the prospective object of a legal action to show cause why that 
action should not take place— called also show cause order 
— pretrial order: a court order setting out the rulings, stipulations, and other actions taken at a pretrial 
conference 
— protection order: restraining order in this entry 
— protective order: an order issued for the protection of a particular party: as 
a: an order that limits, denies, or defers discovery by a party in order to prevent undue embarrassment, 
expense, oppression, or disclosure of trade secrets 
b: restraining order in this entry 
— qualified domestic relations order: an order, decree, or judgment that satisfies the criteria set out in 
section 414 of the Internal Revenue Code for the payment of all or part of individual pension, profit sharing, 
or retirement benefits usually to a divorcing spouse (as for alimony or child support)NOTE: The alienation or 
assignment of funds under a qualified domestic relations order does not affect the tax status of the plan 
from which such funds are paid. 

— restraining order | ri-'strá-nin-11: temporary restraining order in this entry 

2: an order of a specified duration issued after a hearing attended by all parties that is intended to protect 
one individual from violence, abuse, harassment, or stalking by another especially by prohibiting or 
restricting access or proximity to the protected partyexcluded from the home by a restraining order issued 
because of domestic violence— called also protection order, protective order 

— compare temporary restraining order in this entry 

— show cause order: order to show cause in this entry 

— temporary restraining order1: an order of brief duration that is issued ex parte to protect the plaintiff's 
rights from immediate and irreparable injury by preserving a situation or preventing an act until a hearing 
for a preliminary injunction can be held 

2: a protective order issued ex parte for a brief period prior to a hearing on a restraining order attended by 
both parties and intended to provide immediate protection from violence or threatened violence 

— turnover order | 'tar- nó-var- |: an order commanding one party to turn over property to 
anotherespecially : an order commanding a judgment debtor to turn over assets to a judgment 
creditorturnover order in aid of execution— California Code of Civil Procedure 

d: a command issued by a military superior 


Figura 1 Acepciones de order 


Fuente: Merriam-Webster (s. f., párrafos 44-67). 


En este caso se demuestra entonces que, dependiendo de la lengua y del 
sistema jurídico desde el que se lea, ordonnace y order pueden ser interpre- 
tadas como una determinación tomada por una autoridad competente que no 
necesariamente es un juez; mientras que en la versión hispana el término provi- 
dencia se limita a determinaciones que son necesariamente de carácter judicial. 
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Artículo 54 


Aunque ya se discutió en un apartado anterior la elección de vistas en 
español, esta relación entre las tres versiones recobra importancia en el artí- 
culo 54 del estatuto, donde nuevamente salta a la vista por el texto en francés. 


Tabla 5 Comparativo entre las versiones en inglés, francés y español del artículo 54 
del Estatuto de la CI 


Francés Inglés Español 
1. Quand les agents, 1. When, subject to the 1. Cuando los agentes, 
conseils et avocats ont fait | control of the Court, the consejeros y abogados, 


valoir, sous le contróle de | agents, counsel, and advo- | conforme a lo proveído por 
la Cour, tous les moyens cates have completed their | la Corte, hayan completa- 


qu'ils jugent utiles, le Pré- | presentation of the case, do la presentación de su 
sident prononce la clóture | the President shall declare | caso, el Presidente declara- 
des débats. the hearing closed. rá terminada la vista. 


Fuente: elaboración propia con información del Estatuto de la CIJ. 


Además de la no constancia en el uso de audience, término elegi- 
do para referirse al mismo concepto en el artículo 46, hecho que de por sí 
es poco deseable dentro de las intermediaciones lingiiísticas; es necesario 
comentar sobre la vaguedad presente en la versión francesa del texto con 
débats. Un débat no es equivalente a hearing en inglés o a vista en español. 
Los débats constituyen la parte oral de las actuaciones que se llevan a cabo, 
según el caso, en audiencia pública o en la Sala del Consejo, durante la cual 
están presentes los abogados y, en los casos comunicables, los defensores de 
los abogados (Braudo, s. f.).? Se observa que entonces débat representa uno 
solo de los momentos de una vista O hearing. 


CONCLUSIONES 


Este análisis contrastivo nos permite validar la hipótesis de que efec- 
tivamente la interpretación que puede darse de algunos elementos del Es- 
tatuto de la Corte Internacional de Justicia varía según la lengua en la que 
se consulte dicho documento, así como del sistema jurídico con el que se 
encuentre familiarizado el lector. 


2 Traducción propia. 
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Como fue posible constatar para el caso del español, en la adaptación 
a este idioma se evidencia una mayor tendencia a limitar el grupo de per- 
sonas que pueden comprender la norma, esto se demuestra en la elección 
de un lenguaje más específico del área del derecho. Por su parte, el francés 
demostró tener casos en los que se da una mayor cabida a la ambivalencia, lo 
cual conlleva a que se genere un mayor grado de confusión entre los lectores 
de esta lengua. Finalmente, el inglés parece ser más concreto y claro en la 
mayoría de las ocasiones, a excepción, claro está, del ejemplo del artículo 
48, en el que la interpretación general de orders tiene una preferencia por un 
sentido diferente al expuesto en los otros dos idiomas. 

Nuevamente se reconoce el reto al que se enfrentan los equipos de re- 
dactores y lingilistas a cargo de este tipo de mediaciones lingúísticas, pues, 
como ya se ha mencionado, en el ámbito del derecho es imposible encontrar 
siempre equivalentes en un sistema a las figuras jurídicas pensadas para otro 
sistema, el cual fue construido a partir de unas necesidades sociales y políti- 
cas diferentes. Así las cosas, más que una crítica o una emisión de un juicio 
de valor respecto a las diferentes adaptaciones que se tienen del estatuto, lo 
que se pretende en este trabajo es identificar los posibles obstáculos en la 
interpretación del mismo. 

En relación con el documento en español, vale la pena reconocer que, 
aunque es oficial y se ha tenido en cuenta como un documento de trabajo 
dentro de la ONU, no tiene validez al interior de los procesos de la Cl, dado 
que esta institución, como ya se ha dicho, estableció que solamente el inglés 
y el francés serían válidos para los procesos internos. Pese a lo anterior, es ne- 
cesario recordar que el documento en español sigue contando con el carácter 
de texto auténtico y sigue siendo una fuente de consulta para los especialistas 
interesados que no tengan un conocimiento profundo del inglés o del francés. 

También se juzga necesario destacar que los resultados del trabajo 
son breves y ameritan profundizar en ciertos puntos y fuentes de las ju- 
risdicciones nacionales. También sería deseable abrir la discusión a otros 
documentos fundamentales de derecho internacional. Por lo anterior, las re- 
flexiones finales aquí presentadas tienen como objetivo abrir el debate en 
términos de las potenciales desviaciones en las interpretaciones de la norma- 
tiva internacional que se pueden materializar gracias a la barrera lingúística 
entre los pueblos del mundo; asimismo, se aspira a que este trabajo aporte 
a la consolidación de este tema como un objeto de análisis en el estudio del 
derecho internacional. 
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Resumen 


Una de las características predominantes en la obra de Nicos Pou- 
lantzas es su marcada subjetividad, la cual estuvo atravesada por el 
momento histórico en que transcurrió su vida, pues se trataba de una 
época en donde los procesos revolucionarios perdían vigencia y que- 
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daban amargas, pero al mismo tiempo, importantísimas lecciones; 
donde a pesar de la constante inestabilidad, el capitalismo lograba 
restaurarse y transformarse a expensas del Estado. El presente escrito 
explora la vigencia teórica de la obra intelectual de Poulantzas, su ori- 
ginalidad distinguida por pertenecer a un marxismo heterodoxo más 
preocupado por la cuestión del Estado; al mismo tiempo, se incluyen 
explícitamente elementos de análisis como la dependencia, el desa- 
rrollo y la gestión global neoliberal del capital en la actualidad. Esto 
a partir de la lectura de su obra desde y con una perspectiva latinoa- 
mericana que permita concluir con algunos elementos teóricos para 
la construcción y actualización de una teoría del Estado que tenga en 
cuenta las particularidades de esta parte del mundo. 


Palabras clave: América Latina, teoría del Estado, Nicos Poulantzas, 
desarrollo, dependencia, globalización neoliberal, marxismo. 


Abstract 


664 


One of the predominant characteristics in the work of Nicos Pou- 
lantzas is his marked subjectivity, which was traversed by the his- 
torical moment in which his life passed, since 1t was a time when 
revolutionary processes lost validity and remained bitter, but at the 
same time time, very important lessons; where despite constant in- 
stability, capitalism managed to restore and transform itself at the 
expense of the state. This writing explores the theoretical validity of 
the intellectual work of Poulantzas, its originality distinguished by 
belonging to a heterodox Marxism more concerned with the question 
of the State; at the same time, elements of analysis such as dependen- 
cy, development and the neoliberal global management of capital are 
explicitly included today. This from the reading of his work from and 
with a Latin American perspective that allows to conclude with some 
theoretical elements for the construction and updating of a theory of 
the State that takes into account the particularities of this part of the 
world. 


Keywords: Latin America, state theory, Nicos Poulantzas, develop- 
ment, dependency, neoliberal globalization, Marxism. 
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Resumo 


Uma das características predominantes na obra de Nicos Poulantzas 
é a sua subjetividade marcada, que foi atravessada pelo momento his- 
tórico em que se passou sua vida, pois foi uma época em que os pro- 
cessos revolucionários perderam validade e permaneceram amargos, 
mas ao mesmo tempo, ligóes muito importantes; onde apesar da ins- 
tabilidade constante, o capitalismo conseguiu se restaurar e se trans- 
formar ás custas do estado. Este escrito explora a validade teórica da 
obra intelectual de Poulantzas, sua originalidade distinguida por per- 
tencer a um marxismo heterodoxo mais preocupado com a questáo do 
Estado; ao mesmo tempo, elementos de análise como dependéncia, 
desenvolvimento e gestáo global neoliberal do capital estáo hoje ex- 
plicitamente incluídos. Isso a partir da leitura de sua obra desde e com 
uma perspectiva latino-americana que permite concluir com alguns 
elementos teóricos para a construgáo e atualizagáo de uma teoria do 
Estado que leve em conta as particularidades desta parte do mundo. 


Palavras-chave: América Latina, teoria do Estado, Nicos Poulantzas, 
desenvolvimento, dependéncia, globalizagcáo neoliberal, marxismo 
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INTRODUCCIÓN 


Si bien es cierto que el Estado como objeto de estudio ha ocupado 
un lugar destacado en la teoría y la filosofía política, en el derecho y en 
la sociología, solo por mencionar algunas áreas del conocimiento, parece 
que llegó a un punto de estancamiento en el que se comenzaron a dar por 
sentado algunos planteamientos más bien consolidados de cara a la forma 
predominante en que ha venido funcionando el mundo (por lo menos la 
parte occidental). No obstante, y pese a que escribir sobre el Estado ya no 
resulta tan novedoso, despojarse de lo que se da por sentado sin eliminarlo 
de facto, podría contribuir al surgimiento de aportes más pertinentes y, si se 
quiere, más actuales. Fue precisamente eso lo que me llamó la atención en 
una intensa búsqueda por leer algo menos ortodoxo sin dejar de ser riguroso, 
fue eso lo que marcó mi interés en el estudio de la obra que nos dejó Nicos 
Poulantzas (1936-1979). Después de más de cuarenta años de la muerte de 
quizás uno de los teóricos marxistas del Estado más importante en tiempos 
de posguerra, este ensayo busca realizar un análisis de su aporte teórico 
para el estudio del Estado desde América Latina, teniendo en cuenta algunas 
cuestiones contemporáneas y regionales que parecían haber sido superadas. 
La obra de Nicos Poulantzas, aunque trágicamente inconclusa, logró retor- 
nar al materialismo revolucionario de Marx (Jessop, 1991, p. 80) al teorizar 
el Estado como una relación social, tal como se evidencia en su último libro 
titulado Estado, poder y socialismo (1978). Y pese a que fue marginalizado 
casi al tiempo que finalizaba su vida, se considera su vigencia teórica y po- 
lítica como un aporte fundamental para el estudio del Estado desde un punto 
de enunciación muy particular, que se hace ya evidente desde el mismo 
título de este ensayo. 

Desde Poder político y clases sociales en el Estado capitalista, Nicos 
Poulantzas (2007) trae el concepto de la autonomía relativa como una pat- 
te del “funcionamiento especifico del Estado capitalista” (p. 332). De este 
modo, el Estado no es un instrumento subordinado a la clase dominante ni 
un sujeto con plena autonomía. La autonomía relativa del Estado servirá 
como elemento cohesionador de la unidad política dentro del mismo Estado. 
Ahora bien, la autonomía relativa de la que habla Poulantzas está pensada 
desde los países centrales del capitalismo global, pero, a su vez, deja pavi- 
mentado el camino para abordar esta cuestión desde la periferia. Aun así, se 
deberá tener en cuenta la particular formación histórica de los Estados en 
América Latina —que se abordará brevemente más adelante—, pues esta 
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condiciona la materialización de las instituciones estatales dado el carácter 
impuesto de las relaciones de producción y la división social del trabajo. 

Después de una amplia lectura del autor, este ensayo hará frente a su 
objetivo a través de tres apartados principales. En el primero se conceptua- 
lizará la teorización que hace Poulantzas sobre el Estado, desde su libro Po- 
der político y clases sociales en el Estado capitalista, pero especialmente en 
Estado, poder y socialismo. En el segundo apartado se determinarán algunas 
cuestiones contemporáneas que convergen alrededor del Estado y que tie- 
nen implicancias de peso para su análisis, haciendo referencia de forma más 
específica a las categorías de desarrollo y dependencia en el contexto latino- 
americano. Finalmente, y como forma de encuentro entre los elementos de 
análisis, se intentará explicar la vigencia y los aportes más significativos de 
la obra de Poulantzas para lograr un abordaje teórico del Estado desde esta 
región del mundo. 

Dada la naturaleza del objeto de estudio y lo que se desprende de su 
análisis —el Estado, el desarrollo, la dependencia y otras categorías sociales 
y políticas particulares de América Latina—, se opta por un enfoque me- 
todológico de tipo cualitativo. Como es común en este tipo de trabajos, se 
parte de un marco teórico preexistente que sirve como referencia fundamen- 
tal. Queda claro, entonces, que el punto desde donde se situará este ensayo 
es desde la teoría del Estado del pensador greco-francés a la que dedica 
prácticamente toda su carrera académica reivindicando muchos elementos 
del marxismo clásico, pero con una gran originalidad signada, además, por 
su trayectoria personal y el acontecer político de los tiempos en que vivió. 

El enfoque metodológico de tipo cualitativo abarca generalmente una 
cuestión amplia desde la cual se pueden desprender muchas más problemáti- 
cas entrelazadas a la cuestión inicial. Es por esto que se considera al enfoque 
cualitativo y sus características como el más pertinente para abocarse en el 
estudio del Estado, más aún, en una región convulsa y sumamente particular 
como América Latina. Entonces, la complejidad del objeto de este ensayo 
hace necesaria la utilización de métodos de estudio de tipo hermenéuticos, 
es decir, métodos de descripción, comprensión e interpretación de textos. Se 
utilizará instrumentalmente el análisis documental de la bibliografía puesta 
en consideración y que por supuesto, estará debidamente referenciada. 
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LA TEORÍA DEL ESTADO EN NICOS POULANTZAS 


Para la segunda mitad del siglo xx, podría decirse que existía una 
especie de consenso (Thwaites, 2007, p. 4) entre los académicos marxistas 
frente a que Marx había dejado una teoría económica coherente, sofisticada 
y con solidez epistemológica sobre el modo capitalista de producción. Así 
no en lo que concierne al desarrollo de una teoría política similar sobre el 
Estado ni mucho menos había diseñado una estrategia terminada de la lu- 
cha revolucionaria.? Claro está, esto no implica, bajo ninguna circunstancia, 
quitarle merito a todos los elementos políticos que en determinadas situa- 
ciones introdujo el mismo Marx a su obra y que dejaron un gran nicho por 
construir. 

Después de Marx y Engels, solo las obras de Lenin y de Gramsci 
lograron realizar formidables aportes sobre algunas cuestiones del Estado y, 
particularmente, sobre la necesidad de volver a los dos primeros. Desafortu- 
nadamente con la muerte de Lenin, en 1924, la posterior estalinización de los 
partidos comunistas y sus lógicas revolucionarias, y con la complejidad que 
representó la vasta obra de Gramsci en un muy duro contexto, la cuestión 
de lo político y específicamente del Estado fue quedándose relegada durante 
muchos años. Incluso por fuera del marxismo, desde Weber —y sus impor- 
tantes pero muy generales aportes—, prácticamente, no hubo una reflexión 
teórica sistemática sobre la cuestión del Estado (Thwaites, 2007). 

En 1960, Nicos Poulantzas se estableció en París. Allí fue discípulo 
de Louis Althusser luego de haber estado frecuentando algunos círculos in- 
telectuales que incluían a personajes como Sartre y De Beauvoir. El joven 
filósofo griego (Hall, 1980) se encontraba muy tempranamente en oposición 
a las concepciones más ortodoxas sobre el Estado que tenían lugar dentro 
de la tradición comunista y socialdemócrata, por lo que decide comenzar a 
trabajar arduamente en el desarrollo de una teoría marxista del Estado. Par- 
timos de una idea fundamental: “no hay teoría general del Estado porque no 
puede haberla” (Poulantzas, 2014, p. 17). No puede haber una teoría general 
del Estado porque “Lo político-estatal [...] estuvo siempre, aunque bajo for- 
mas diversas, constitutivamente presente en las relaciones de producción y, 
por consiguiente, en su reproducción” (Poulantzas, 2014, p. 12), aún más, “el 
lugar del Estado en relación con la economía no solo se modifica en el curso 
de los diversos modos de producción, sino también según los estadios y las 


2 Según Perry Anderson en una editorial realizada para New Left Review, Londres, 1979. 
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fases propias del capitalismo” (Poulantzas, 2014, p. 12). Lo que quiere decir 
es que para lograr un desarrollo teórico del Estado, este debe estar dentro 
de un marco especifico signado por el modo de producción capitalista, o el 
modo de producción determinado en que se quiera enmarcar la conceptuali- 
zación teórica del Estado. 

Esto nos remite a dos categorías que va a diferenciar Poulantzas, cier- 
tamente influenciado por el marxismo estructuralista: modo de producción 
y formación social. Por modo de producción se hace referencia a la “unidad 
de conjunto de determinaciones económicas, políticas e ideológicas” (Pou- 
lantzas, 2014, p. 13) y dicha unidad que lo caracteriza (al modo de produc- 
ción) es, en resumen, el predominio de lo económico en la medida en que 
este elemento se desplace hacia allí y sea determinante como efectivamente 
lo hace en el modo de producción capitalista y como se distingue de los 
demás modos de producción históricamente existentes —Poulantzas pone 
como ejemplo a Marx cuando señala, en el modo de producción feudal, a 
la ideología en su forma religiosa, como el elemento determinante en aquel 
modo de producción—. Pero el modo de producción constituye un objeto 
abstracto-formal (Poulantzas, 2007, p. 10) que como tal no existe en la rea- 
lidad material. De hecho, solo existe una formación social “históricamente 
determinada, en un momento de su existencia histórica” (Poulantzas, 2007, 
p. 6), esta es concretamente real y siempre es original porque se presenta de 
manera singular. Por lo que, finalmente, la formación social constituye una 
unidad compleja con predominio de cierto modo de producción. Y es en esa 
formación social singular donde habita un modo de producción particular 
predominante sobre otros que se debe desarrollar una teoría del Estado (tam- 
bién de un Estado en particular). 

En Poulantzas se recupera la idea de Marx y Engels de considerar al 
Estado como un factor de orden. Pero él va más allá y explica que el Estado 
se constituye como el factor de cohesión de los niveles de una formación 
social (Poulantzas, 2007, p. 43) y que, además, es el lugar donde convergen 
las contradicciones de dichos niveles. Al existir contradicciones debe haber 
algo que las cohesione y no permita que se quiebre el nivel dominante. En- 
tonces, el Estado ejerce la cohesión de la formación social por dos medios: 
en primer lugar, unifica y da consciencia a las clases dominantes y, en se- 
gundo lugar, dispersa y atomiza a las clases subalternas. De esta forma, el 
Estado no es un reflejo estéril de las relaciones sociales, sino que cumple 
una función autónoma (relativa) en la sociedad contemporánea y solo gra- 
cias a esa autonomía relativa es que el Estado puede cumplir un papel fun- 
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damental de mantener el orden social capitalista. La autonomía relativa del 
Estado se funda en dos cuestiones: (1) separación relativa entre lo económi- 
co (relaciones de producción, consumo, circulación) y lo político (el campo 
estatal particularmente), característica del modo de producción capitalista y 
(2) la naturaleza de la constitución de las clases y de las luchas de clases en 
el modo de producción y formaciones sociales capitalistas (Thwaites, 2007, 
p. 245). La separación relativa entre lo económico y lo político dará el marco 
general en que se presenta la autonomía relativa, pero la forma específica 
que adopte o por la cual se incline, dependerá de la coyuntura precisa en que 
se encuentre la lucha de clases. 

Se debe evitar caer en falsos dilemas y hacer claridad en que el Estado 
no es un instrumento desprovisto de toda autonomía y a merced del control 
total de las clases dominantes y tampoco es un sujeto neutral con absoluta 
autonomía y racionalidad en favor de la sociedad civil (Poulantzas, 2014, p. 
154). Mantener el orden quiere decir que el Estado representa y organiza el 
interés político del bloque en el poder, bloque que está compuesto por varias 
fracciones de clase burguesa, pero para mantener el orden representando y 
organizando del interés político de esa clase burguesa dividida, se hace ne- 
cesaria su autonomía relativa con respecto a todas las clases dominantes con 
el fin de asegurar y cohesionarse en un interés general de la burguesía, pero 
siempre bajo la hegemonía de una de las fracciones. 

Es así como Poulantzas (2014) llega a establecer que el Estado es me- 
jor entendido si se le considera “como una relación, más exactamente como 
la condensación material de una relación de fuerzas entre clases y fraccio- 
nes de clase, tal como se expresa, siempre de forma específica, en el seno 
del Estado” (p. 154; subrayado del autor). Entenderlo de esta forma significa 
que el Estado se caracteriza dialécticamente por estar constituido-dividido 
de extremo a extremo por las contradicciones de clase. Estas van a ser las 
que, en última, estén presentes en su constitución, en su armazón material y 
en la estructura de su organización real. Además, captarlo como condensa- 
ción material de una relación de fuerzas, es también captarlo como un campo 
estratégico de lucha donde se “entrelazan nudos y redes de poder” (Poulant- 
zas, 2014, p. 163). Como más o menos se introdujo anteriormente, las fisuras 
que caracterizan al bloque en el poder no se reducen a las contradicciones 
entre las clases y fracciones de clase burguesa; “estas dependen igualmente, 
e incluso sobre todo, del papel del Estado con respecto a las clases domina- 
das” (Poulantzas, 2014, p. 169). Por consiguiente, las contradicciones en el 
seno del Estado no corresponden exclusivamente a las divisiones internas 
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del bloque en el poder, sino también a la incidencia política de las clases 
subalternas sobre esa condensación material. También se puede entender 
que las luchas populares de las clases subalternas y sus construcciones de 
poder exceden con mucho al simple plano estatal, no obstante, en la medida 
en que son de naturaleza política, estas no son precisamente exteriores a él 
(al Estado). Dice Poulantzas (2014) resumiendo: 


[...] las luchas populares se inscriben en la materialidad institucional 
del Estado, aunque no se agoten ahí [...]. Las luchas políticas que 
conciernen al Estado, como, más generalmente, cualquier lucha fren- 
te a los aparatos del poder, no están en exterioridad con respecto al 
Estado, sino que forman parte de su configuración estratégica: el Es- 
tado, como sucede con todo dispositivo de poder, es la condensación 
material de una relación. (p. 175, subrayado del autor) 


Sin duda, el filósofo greco-francés se va quitando el rotulo —que a 
propósito le fue impuesto de una forma muy simplista y, si se quiere, injus- 
ta— de poseer en exceso un abstraccionismo estructuralista*de la realidad 
acercándose a una teoría más relacional acerca del poder donde se puede ver 
una dialéctica más fluida entre relaciones sociales (luchas) y la materialidad 
institucional del Estado. A Poulantzas también le queda algo de Foucault y 
su teorización sobre el poder, pues, aunque no podía estar completamente de 
acuerdo con él, lo respetaba como académico y le reconocía algunos aportes 
desde el posestructuralismo francés, manteniendo siempre una prudente dis- 
tancia como marxista, teórico y militante que se reconocía fervientemente 
(Hall, 1980). Y en aspectos muy generales, Poulantzas recupera su propia 
construcción teórica sobre el poder y la trae a colación para dar continuidad 
a su teorización sobre el Estado, a propósito de esto dice: “el poder no es, en 
sí mismo, una cantidad o una cosa que se posea, ni una cualidad ligada a una 
esencia de clase [...] el campo del poder es, pues, estrictamente relacional” 
(Poulantzas, 2014, p. 175). 


3 En 1968, Nicos Poulantzas y Ralph Miliband comienzan un intercambio personal de 
correspondencia con motivo de la publicación del primer libro del marxista griego Poder político 
y clases sociales en el Estado capitalista, además de enviarle el libro traducido al inglés, también 
le envió una nota donde señalaba la importancia del socialismo parlamentario, del cual Miliband 
es autor. Luego en 1969 comenzó un álgido debate académico en torno a la obra de ambos autores, 
que fue denominado por terceros como instrumentalismo vs. estructuralismo. Este tuvo lugar en la 
revista británica New Left Review. 
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El desarrollo teórico de Poulantzas entorno al Estado está caracteriza- 
do por cortocircuitar categorías, por ejemplo: al determinar que el poder tie- 
ne como lugar de constitución el campo de las prácticas de clase (retomando 
a los clásicos Marx, Engels y Lenin), lo político (en el campo estatal y al- 
rededor de él) puede ser entendido como una función de la estructura, pero 
también de una práctica de clase. Poulantzas va y viene de las estructuras a 
las prácticas de una forma magistral que le permite, finalmente, profundizar 
en aquello del Estado como una relación social que se condensa material- 
mente y que materialmente se expresa en aparato, pero uno que no se reduce 
a la dominación política, sino que además asegura la hegemonía de la clase 
dominante, tiene un papel constitutivo en las relaciones de producción y en 
la delimitación-reproducción de las clases sociales; lo que a su vez lo vuelve 
un lugar atravesado por contradicciones y luchas de clase en una amplia y 
compleja doble vía (clase dominante y sus fracciones de clase y clase domi- 
nante-clases subalternas). 


Excursus 


La obra de Nicos Poulantzas tiene presente en su radar a algunos paí- 
ses de América Latina. Por ejemplo, se hace referencia en reiteradas ocasio- 
nes a la caída del Gobierno conducido por Allende y la posterior dictadura 
de Pinochet en Chile, como así también, pero en menor medida, a la Junta 
Militar en cabeza de Videla en Argentina. A estos procesos se refiere como 
totalitarismos del Oeste (Poulantzas, 2014, p. 247). Sin embargo, Poulantzas 
es muy claro al decir que su urgencia teórica lo hace referirse principalmente 
al Estado de los países capitalistas dominantes o también llamados desarro- 
llados (países de Europa y Estados Unidos). Además, debido a la interna- 
cionalización de las relaciones capitalistas que tenía lugar en ese momento 
(finales de la década de 1970) y las divisiones de la cadena imperialista, no 
se puede realizar una teoría general del Estado que abarque todo el conjun- 
to de países dominantes y dominados. El autor también deja ver que en la 
zona de los países dominados, específicamente América Latina, se asiste a 
la emergencia de una “nueva forma de Estado dependiente (que, a su vez, se 
presenta bajo regímenes diferentes), esta forma comporta particularidades 
considerables que la distinguen de [...] los países dominantes” (Poulantzas, 
2014, p. 248), señalando los cambios que se producían en el Estado capita- 
lista en su forma estatista autoritaria y, al tiempo, en una increíble organi- 
zación en favor del bloque en el poder y su fracción de clase hegemónica. 
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Entonces, cuando Poulantzas señala las particularidades que se deben 
considerar sobre el Estado en América Latina, deja el camino pavimentando 
para ahondar en esa nueva forma de Estado dependiente y, por consiguien- 
te, en las condiciones históricas preexistentes que determinan a ese Estado 
capitalista (y dependiente). 

En palabras de Oscar Oszlak (1978) el Estado se concibe como una re- 
lación social (bebiendo también de una teoría más relacional del poder como 
la de Poulantzas), más particularmente como aquella instancia política que 
articula un sistema de dominación social y se garantiza su reproducción ma- 
terlalizándose en un conjunto de instituciones. Aquellas relaciones sociales 
que se condensarían en la formación de los Estados contarían con una doble 
condición: la necesidad de articulación y una garantía de reproducción. Esta 
doble condición también se identificaría en las relaciones sociales necesarias 
para el desarrollo de una economía de mercado. De esta manera, la existencia 
del Estado presupone la “presencia de condiciones materiales que posibiliten 
la expansión e integración del espacio económico (mercado) y la moviliza- 
ción de agentes sociales en el sentido de instituir relaciones de producción e 
intercambio crecientemente complejas” (p.117). No obstante, cuando se habla 
de los Estados nacionales en América Latina, se debe tener en cuenta que los 
procesos emancipatorios del siglo xIx, al sustituir una autoridad totalmente 
centralizada de carácter colonial por una serie de poderes focales, dificultaron 
la integración de los territorios, y fueron las nuevas formas de dominación 
económica a través de la articulación de mercados internos y su paralela inte- 
gración al mercado mundial como economías periféricas, las que en últimas 
determinaron una consolidación de la instancia política de dominación social 
y su materialización, el Estado en América Latina. 

Finalmente, estas condiciones históricas que permanecen incrustadas 
en los procesos de formación estatal, conforme el sistema capitalista adopta 
nuevas formas y estadios, se van transformando en una suerte de pesadas 
herencias que se encargan de derrumbar parcial o totalmente algunos su- 
puestos teóricos del Estado y su relación con el desarrollo de la economía de 
mercado realmente existente en la región. 
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CUESTIONES CONTEMPORÁNEAS ALREDEDOR DEL ESTADO 
EN AMÉRICA LATINA 


Aunque este ensayo no pretende, de ninguna manera, dar a conocer 
una novedosa teoría del Estado situándose desde América Latina, sí se pro- 
pone brindar algunos elementos para su abordaje teórico desde dicho punto 
de enunciación y con el rico material provisto de la obra de Nicos Poulant- 
zas. Lo que hace necesario determinar algunas cuestiones contemporáneas 
que parecían haber sido saldadas en el siglo Xx, pero que, sin duda alguna, 
merecen especial atención y no podrían dejar de ser tenidas en cuenta para 
entender el Estado en clave latinoamericana. 


Sobre el desarrollo 


Pese a que la cuestión del desarrollo surgió como un tema más de 
Europa y Estados Unidos en plena etapa de “reconstrucción del mundo”, 
América Latina no estuvo exenta de la influencia del norte global y es jus- 
tamente a través de una institución con raíces en aquellos lugares que toma 
sentido esta cuestión. El Consejo Económico y Social de las Naciones Uni- 
das estableció la creación de la Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe —CEPAL— en 1948. Con sede principal en Santiago de Chile, la 
CEPAL establece como sus objetivos fundacionales contribuir con el desarro- 
llo e integración económica de la región y su relacionamiento con el resto 
del mundo. Esta comisión regional se ha caracterizado por una tendencia 
keynesiana que, después de su particular buen recibimiento en la posguerra 
hasta por los economistas más ortodoxos (Kicillof, 2005, p. 16), ha sido revi- 
sada con el paso de los años, pero aún conserva cierta esencia inspirada en la 
teoría general,* como aquella idea de que ante las inminentes fallas del mer- 
cado, el Estado —desde una visión muy institucionalista— podría intervenir 
y corregir para retomar el buen rumbo del modelo económico imperante. 

En 1949 la CEPAL le solicitó a su Secretaría General la realización de 
un informe titulado Estudio económico de América Latina con el objetivo 
de examinar sistemáticamente los problemas del desarrollo económico de la 
región, recopilar datos y proyectar las bases para una acción internacional que 


4 El economista británico John Maynard Keynes publicó en 1936 la Teoría general del empleo, 
el interés y el dinero. En un ambiente caracterizado por la por la Gran Depresión, dicha obra se 
convirtió en uno de los aportes intelectuales más importantes en términos macroeconómicos que 
aún persiste en la actualidad. 
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permitiera el progreso de la economía latinoamericana. El documento de 564 
páginas fue el primer insumo para que, en adelante, la cuestión del desarrollo 
estuviera más que presente en el subcontinente. Cabe destacar tres elementos 
que son de utilidad en el este escrito: 1) para la CEPAL lo que ocurrió en la 
Inglaterra del siglo xIx fue un extraordinario avance en las formas de produ- 
cir. Esto desencadenó un movimiento de propagación universal del progreso 
técnico que llegó primero a una buena parte de Europa, luego a Estados Uni- 
dos y más adelante a Japón; convirtiéndose estos en los centros industriales 
del mundo. En lo que respecta a la “vasta y heterogénea” —así la describe el 
propio informe— periferia del naciente sistema, el progreso técnico solo pudo 
permear algunas capas de la producción de alimentos y de materias primas de 
bajo costo. 2) El intento de América Latina por adoptar el nuevo sistema de 
producción requeriría de acciones deliberadas por parte de los Estados nacio- 
nales que estuvieran encaminadas al mejoramiento agrícola y a la expansión 
industrial. Inherentemente esto produciría un excedente de capital humano en 
los campos que tendría que absorber la industria, sin embargo, según la misma 
CEPAL, esto no siempre ha funcionado de la manera esperada, dadas también 
las crecientes condiciones demográficas en los centros urbanos. 3) Y se señala 
que el problema económico esencial de América Latina consiste en acrecentar 
el ingreso real (PIB per cápita) por efecto del aumento de la productividad. En 
otras palabras, pese a que después de la Primera Guerra Mundial la región 
entró en una nueva fase del proceso de industrialización (concentrado funda- 
mentalmente en los sectores de la alimentación y la producción de materias 
primas como ya se dijo anteriormente), la distribución de ingresos continuaba 
siendo mínimo para la época.? 

De esta forma, para la CEPAL el Estado debía ocupar un lugar central 
en el proceso de desarrollo económico. Debía ser capaz de liderar la pla- 
nificación y conducción hacia el proceso de industrialización (Thwaites y 
Castillo, 2008, p.7). Y, además, debía ser una suerte de árbitro —neutral, por 
supuesto— que promueva el progreso técnico, proteja las industrias locales 
estratégicas y, a la vez, emprenda acciones contra las profundas desigualda- 
des de las sociedades latinoamericanas. Este conjunto de acciones estatales 
se enmarcaba en un proceso mucho más amplio que pretendía buscar la 
creación de políticas anticíclicas para disminuir los impactos externos en 
las economías regionales por la ya observada insuficiencia de las exporta- 


5 El informe comenzó a elaborarse en 1949 y se publicó en la ciudad de Nueva York el 11 de enero 
de 1951. 
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ciones para llegar a niveles de desarrollo dignos de los centros industriales 
del mundo. Sin embargo, ya para la década de 1980, el modelo de desarrollo 
(y crecimiento económico) que se trató de implementar en América Latina 
con el impulso de la CEPAL y los centros industriales del norte global, fue 
dejando en evidencia un marcado agotamiento que se arrastraba hace un par 
de años ya y no precisamente por efectos naturales del mercado. La crisis 
de deuda externa de los países latinoamericanos, el ascenso de los gobiernos 
conservadores de Ronald Reagan en Estados Unidos y Margaret Thatcher en 
Reino Unido y la alineación cuasi perfecta de condiciones políticas, econó- 
micas y culturales en la región, fueron las claves necesarias para virar hacia 
un modelo de desarrollo aún más salvaje, desigual e impuesto: la globaliza- 
ción neoliberal. 


Condiciones periféricas y dependencia 


A partir de 1960 comenzó a surgir una nueva perspectiva de pensa- 
miento bajo el nombre de teoría de la dependencia. Esta fue enriquecida con 
los debates de algunas corrientes de pensamiento neomarxistas y de otros 
sectores del pensamiento latinoamericano propiamente dicho. Este nuevo 
enfoque para hablar, observar y pensar a América Latina partía de las con- 
diciones periféricas en las que se hallaban (y se siguen hallando) los países 
de la región. 

Inicialmente habría que replantearse la concepción tan economicista 
del desarrollo que, pese a ciertos matices y a veces ambigiúedades de la doc- 
trina de la CEPAL, seguía siendo ampliamente difundida y aceptada. Como 
decían Cardoso y Faletto (1977): “el desarrollo es, en sí mismo, un proceso 
social; aun sus aspectos puramente económicos transparentan la trama de 
relaciones sociales subyacentes” (p.11). Esto en virtud de señalar que defi- 
nir la forma de desarrollarse va más allá de emprender acciones en materia 
de política macroeconómica, fiscal, monetaria o productiva. El desarrollo 
como proceso social implica la convergencia de grupos sociales y la cons- 
trucción de amplios consensos, por lo menos, lejos de las lógicas del capital 
en cualquiera de sus estados. 

Desde sus inicios, el sistema de producción capitalista se ocupó de 
construir una estructura determinada de relaciones sociales de dominación 
tanto para los países centrales como para los periféricos. Convéngase que 
dichas relaciones se hacen evidentes a través del ejercicio del poder que, 
como ya ha quedado demostrado, desborda con mucho al Estado, incluso 
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cuando este se concibe en un sentido amplio, pues el Estado al ocupar un 
papel central en la constitución y reproducción de las clases sociales y en las 
relaciones de producción, concentra un poder más diversificado para inter- 
venir, filtrar, transformar y penetrar realidades sociales (Poulantzas, 2014, 
p. 37). De esta forma, pensar la cuestión del desarrollo (desde el punto de 
vista económico) también es pensar en las formas de poder que delimitan 
las relaciones sociales en América Latina, formas que trascienden y mutan 
no solo desde la formación de los distintos Estados nacionales, sino también 
desde el pasado colonial. 

Esto último dejó una pesada herencia en todas las estructuras y for- 
mas de relaciones sociales y, por ende, en los aparatos económicos. No se 
trata de justificar el estancamiento o la incapacidad de desarrollarse plena- 
mente (si es que eso es posible) en la colonialidad y los vestigios que dejó, 
es más bien una cuestión de reconocer las condiciones preexistentes sobre 
las cuales van a nacer la mayoría de elementos de la estatalidad latinoamerl- 
cana en el siglo xIx y las consecuencias casi que inmediatas de su inserción 
al mercado mundial y a la forma capitalista de producir, determinadas por la 
configuración de las burguesías nacionales en una particular alineación-im- 
posición con los intereses de los países centrales. 

La binariedad centro-periferia va a dejar en evidencia, a partir de la 
idea clásica del comercio internacional, las ventajas relativas y absolutas, y 
con la fuerza de las relaciones sociales de dominación profundizadas en el 
capitalismo, que solo las economías centrales son las que se van a benef1- 
ciar. Como ya se vio en un apartado anterior, por ejemplo, no importan el 
volumen ni el valor de las exportaciones en las economías periféricas, tam- 
poco el estado de industrialización de algunos de sus sectores estratégicos, 
sus aparatos productivos nunca serán lo suficientemente fuertes como para 
lograr una mayor y más eficiente distribución de los ingresos y los proble- 
mas de excedentes de capital humano nunca terminarían de resolverse. Así, 
la teoría de la dependencia trata de explicar cómo el subdesarrollo impuesto 
en la periferia muy tempranamente es condición necesaria para el desarrollo 
de los países centrales. Permanecer y perpetuar aquella binariedad genera 
también que la cuestión del desarrollo sea abordada sobre todo como un 
tema de crecimiento económico, lo que trae una visión muy equivocada 
sobre cuál debe ser la línea de acción estatal, porque no va más allá que 
de tratar de implantar y reproducir los momentos de cambio que vivieron 
los países centrales en su proceso de industrialización, se equiparan con lo 
no equiparable en términos del desfase que existe entre las etapas de los 
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sistemas productivos del centro y la periferia y desconocen, una vez más, 
las condiciones históricas preexistentes (relaciones sociales de dominación 
desde la época colonial). 

Entonces, se hace necesaria una ruptura radical de la relación de de- 
pendencia, más aún cuando las burguesías nacionales y demás grupos dis- 
gregados de poder son incapaces de ejercer un despliegue industrial y social 
más equitativo. No obstante, pensar en esa ruptura se hace más difícil cada 
vez que se sigue asumiendo la existencia única de un modelo de desarrollo 
agotado, ajeno y desigual. Trascender el horizonte capitalista implica tam- 
bién pensarse formas propias y autónomas de desarrollarse como sociedades 
que han padecido múltiples formas de dominación y sometimiento, incluso, 
desde que nacieron y tomaron más o menos las formas en que se conocen 
hoy en día. Pensar alternativas y más espacios de autonomía también es 
recuperar la esencia de la teoría de la dependencia, interrumpida junto con 
la doctrina del desarrollo de la CEPAL por la ofensiva neoliberal y su amplio 
despliegue regional. 


POULANTZAS EN AMÉRICA LATINA 


Recuperando la lectura de García Linera (2015), el Estado se presenta 
entonces como un lugar y un proceso paradojal, pues por un lado representa 
relaciones materiales e ideales y por el otro, es un proceso de monopoliza- 
ción y universalización.* Justamente ese rasgo paradojal es lo que otorga 
a la cuestión del Estado cierta opacidad y vuelve incorrecta la percepción 
simplista de carácter instrumental y sometido totalmente a la voluntad de 
la clase dominante. Pues como ya vimos, el Estado no solo se encarga de 
garantizar la reproducción de la hegemonía dentro del modo de producción 
capitalista, sino que —y esto es fundamental para su comprensión— tam- 
bién debe cohesionar socialmente a los actores subalternos a tal punto que 
en muy destacadas ocasiones las luchas sociales y populares atraviesen la 
estatalidad, resalten las contradicciones de ese lugar y proceso paradojal y 
logren conquistas que pueden llegar a generar mucho ruido en la clase bur- 
guesa y su fracción hegemónica en el bloque en el poder (para ponerlo en 
términos muy poulantzianos). 


6 Corresponde a una conferencia dictada por el exvicepresidente de Bolivia, Álvaro García Linera, 
en la Universidad de la Sorbona de París en el marco del Coloquio Internacional dedicado a la obra 
de Nicos Poulantzas: un marxismo para el siglo XXI, realizado el 16 de enero de 2015. 
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América Latina como región de un continente compuesto mayorita- 
riamente por excolonias y que en su proceso emancipatorio y de formación 
estatal se insertó al mercado internacional ya bajo unas lógicas de depen- 
dencia y, por ende, desigualdad, puede significar un gran caso para entender 
al Estado como esa relación social compleja, contradictoria y paradojal. Y 
es que fue precisamente Nicos Poulantzas, con la construcción teórica que 
realizó con respecto al Estado, quien inauguró una nueva etapa para su estu- 
dio, que valga decirlo, tuvo gran recepción en pensadores latinoamericanos 
del calibre de Enzo Faletto, Fernando H. Cardoso, José María Aricó, Juan 
Carlos Portantiero, entre muchos otros. En este punto, es preciso retomar lo 
que Gorriti (2018) sugiere: 


Un aspecto que prácticamente no ha sido subrayado por los comenta- 
ristas de la obra de Poulantzas es la profunda influencia que ejercie- 
ron en ella las teorías latinoamericanas de la dependencia y del desa- 
rrollo, de las cuales aquellos referentes mencionados fueron algunos 
de sus principales exponentes. El diagnóstico clave que atraviesa 
todos los escritos del autor durante la década de 1970 es que el capi- 
talismo está atravesando a nivel mundial una crisis grave que abre un 
período de agudización de la lucha de clases y que pone de relieve 
nuevamente la cuestión del Estado de excepción y del fascismo (Pou- 
lantzas, 1973a). La instauración de dictaduras militares en Europa y 
en América Latina hacía evidente que estos problemas, lejos de ser 
propios de una historiografía académica, revestían una actualidad po- 
lítica y teórica indiscutible. De este modo, con el propósito de situar 
este momento de crisis en el marco del capitalismo actual, con sus 
configuraciones nacionales e internacionales, Poulantzas recurrió a la 
teoría del imperialismo de Lenin (pp. 134-135). 


Siguiendo con la línea que marca Gorriti, Poulantzas, entonces, se 
encargó de sumar la teoría del imperialismo de Lenin y la complementó con 
las teorías de la dependencia que surgieron en América Latina. Esto con re- 
lación a las profundas modificaciones que el imperialismo habría permeado 
sobre el sistema capitalista a nivel internacional y en un sentido económico 
y político, pues las formas (condicionadas) realmente existentes en que las 
economías de cada formación social en específico se van a ir insertado al 
mercado mundial, van a ser determinantes en la materialización institucio- 
nal de los Estados y, por supuesto, en las pujas que se van a dar a nivel in- 
terno en el bloque que está en el poder. De acuerdo con el marxista griego, 
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el imperialismo va a condicionar desde afuera los procesos históricos de los 
países dependientes de un centro dominante, inscribiéndose sobre sus ejes 
políticos, ideológicos, sociales y económicos a nivel interno de cada país. 

Nos encontramos aptos para decir que la obra de Nicos Poulantzas 
puede ser de gran utilidad y hasta actualidad para el estudio del Estado desde 
América Latina. A pesar de que su vida terminó en plena crisis del capital 
global y en la temprana consolidación del neoliberalismo, este también dejó 
sentadas las bases para determinar acciones estratégicas y elementos de aná- 
lisis para lo que se vendría camino arriba. Y, como ya está claro el punto 
de enunciación de este ensayo, es de vital importancia considerar lo que ha 
significado la gestión neoliberal del capitalismo en los países dependientes 
que integran América Latina y, por supuesto, develar muy concretamente 
los cambios presentados en esa clásica tensionante relación economía-esta- 
do que será determinante para los elementos teóricos necesarios al momento 
de estudiar al Estado en y desde esta región. 


Globalización neoliberal 


Más de tres décadas después de la consolidación de la hegemonía 
neoliberal en la región, la crisis de septiembre de 2008 dejó en evidencia 
las fallas estructurales del sistema capitalista global en sus formas más re- 
cientes. Arrasó, fundamentalmente, con aquel mito que proclamaba la “su- 
perioridad del libre mercado para articular la sociedad a escala nacional y 
planetaria y su correlativo desprecio por la intervención estatal” (Thwaites, 
2010, p. 20). 

Las características de la hegemonía neoliberal ya son bien conocidas, 
pero no está de más mencionarlas: desregulación de los mercados laborales 
y financieros, privatización de los servicios públicos, puesta en marcha de 
políticas monetarias favorables al capital financiero de y en desmerito de la 
producción y el aumento de la regresividad fiscal en beneficio de los más ri- 
cos (Thwaites, 2010, p. 21). El ya clásico recetario neoliberal no podría haber 
sido aplicado sin la promoción por parte de organismos multilaterales (FMI, 
Banco Mundial, Comisión Europea, etc.) y por los gobiernos de los Estados 
centrales que se hacen con el poder dentro del capitalismo globalizado en 
articulación —y no es menor este rasgo— con los Estados nacionales de la 
periferia misma. Lo que se dejó en evidencia en septiembre de 2008 fue una 
crisis sistémica de sobreproducción y sobreacumulación, ocasionada por la 
reducción de la capacidad de consumo de las clases populares (Thwaites, 
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2010). O, dicho de otra forma, se evidenció que los mercados en el mundo 
real (particularmente en la periferia) no son perfectamente competitivos, no 
tienden a ningún equilibrio porque no todos los intercambios comerciales 
son beneficiosos ni los recursos se asignan eficientemente. 


Relación Estado-economía 


La globalización neoliberal y su crisis de 2008 no solo reveló las fallas 
sistémicas del capitalismo actual y su problemática conceptualización desde 
la economía neoclásica como ya se advirtió, sino que también trajo consigo 
el resurgimiento de un viejo debate sobre la relación del Estado y la eco- 
nomía. Después de la crisis, ¿es preciso seguir satanizando la intervención 
del Estado?, ¿cuál es exactamente la relación que se da entre el Estado y la 
economía?, ¿qué dice la ciencia económica neoclásica funcional al neolibe- 
ralismo sobre el papel del Estado en la economía? Y más aún, ¿es el Estado 
el llamado a hacer verdaderamente eficiente una economía de mercado? Son 
solo algunos interrogantes que resultan pertinentes para entender y construir 
una teoría del Estado desde América Latina. 

Sí bien la hegemonía neoliberal trajo consigo un achicamiento en el 
tamaño del Estado y una reducción de sus funciones intervencionistas, el po- 
der global no se desplegó ni se ha desplegado autónomamente, sino por me- 
dio de los Estados nacionales. Incluso podríamos hilar más finamente. Ya lo 
decía el marxista griego (2014) cuando afirmaba que el lugar del Estado en 
relación con la economía se va a modificar en el curso de los diversos modos 
de producción y en los estadios y fases del capitalismo (Poulantzasm, 2014, 
p. 12). Más específicamente, “el lugar del Estado respecto a la economía no 
es siempre más que la modalidad de una presencia constitutiva del Estado 
en el seno mismo de las relaciones de producción y de su reproducción” 
(p.13) y por tanto de las relaciones de poder. Ahora bien, en el modo de 
producción capitalista —recordemos que se entiende por modo de produc- 
ción a la unidad de un conjunto de determinaciones económicas, políticas e 
ideológicas— se genera una estructura que separa relativamente al Estado 
del espacio de la economía. Esta separación relativa es la que finalmente va 
a permitir que el Estado se configure como garante, constituyente y repro- 
ductor de las relaciones sociales de producción capitalistas en función del 
bloque de poder dominante dentro del Estado (por ejemplo, al desplegar sin 
mucha resistencia la consolidación del modelo neoliberal en las décadas de 
1980 y 1990 en la región); y al tiempo, también ordenará las clases subalter- 
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nas que pueden devenir en una articulación de fuerzas sociales que busquen 
mayores espacios de autonomía con respecto al capitalismo global (podría 
evidenciarse en el auge de los gobiernos progresistas o de impugnación?” 
al neoliberalismo que tuvieron lugar en algunos países de América Latina 
desde comienzos del siglo xx). 

Nuevamente las economías de mercado realmente existentes en la re- 
gión y, por consiguiente, su inserción con el mercado internacional, no son 
capaces de brindar respuestas muy concretas o útiles para evaluar la verda- 
dera eficiencia del mercado, tendríamos que acudir a literatura heterodoxa 
y fuera de lo convencional para abordar más incisivamente la problemática 
de las fallas del mercado. Lo que sí queda claro, es que el Estado, al ser la 
condensación material de una relación de fuerzas sociales (Poulantzas, 2014, 
p. 154), es el espacio llamado para luchar contra los elementos de domina- 
ción y dependencia en el seno mismo del Estado y a la vez ganar mayores 
espacios de autonomía a través de la irrupción popular y la profundización 
democrática de base. El Estado como esa condensación de fuerzas sociales 
es el lugar correspondiente para generar contrapesos y resistencias. 


El legado político de Poulantzas 


Aun cuando Nicos Poulantzas se haya destacado por darle solidez teó- 
rica a su Obra sobre el Estado, no hay que olvidar que como marxista y víctima 
de una dictadura militar en su país de origen, fue un ferviente militante del 
Partido Comunista del Interior, una ruptura del Partido Comunista griego de- 
bido a su vínculo estrecho con Moscú y que surge luego de la invasión sovié- 
tica a la ex Checoslovaquia. Poulantzas fue un teórico y un militante dedicado 
aún en el exilio, nunca olvidó sus vínculos y siempre se mantuvo sensible ante 
su exterioridad. Como lo dejó ver Stuart Hall (1980) en un artículo publicado 
para la New Left Review, el filósofo griego era alguien a quien la realidad 
que lo rodeaba le afectaba en sobremanera y siempre se esforzó para que su 
desarrollo teórico (de por sí complejo para ser honestos) pudiera ser bajado a 
la militancia de base y a los movimientos populares que ya tomaban bastante 
auge para la segunda mitad del siglo xx (como por ejemplo el movimiento 
ecologista, el de estudiantes o el de las mujeres). 


7 De acuerdo con la profesora de la Universidad de Buenos Aires, Mabel Thwaites Rey, en su 
participación en el dialogo Argentina: ¿hacia dónde vamos?, realizado el viernes 18 de diciembre 
de 2015 en la sede de CLACSO en Buenos Aires, Argentina. Puede consultarse en el canal de 
YouTube CLACSO TV. 
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Reconociendo entonces su sensibilidad política y su solidez teórica, 
Poulantzas nos deja algunas reflexiones estratégicas de cara a la coyuntura 
que él vivía pero que como hemos visto y seguiremos viendo, pueden seguir 
vigentes en alguna medida o pueden servir de base para una construcción 
renovada. Esto se presenta fundamentalmente en la parte final de su último 
libro Estado, poder y socialismo: 

En primer lugar, Poulantzas va a reflexionar en torno a la tarea que 
tuvo Lenin para llevar a cabo por primera vez la transición al socialismo 
y la extinción del Estado, dado pues que las indicaciones que Marx había 
dejado resultaban insuficientes. Al respecto, Poulantzas decide retomar a 
Rosa Luxemburgo y su formidable crítica al proceso de Lenin (de la cual el 
mismo Lenin no tenía más que buenas opiniones). Lo que Rosa va a criticar 
es especialmente el momento de disolución de la Asamblea Constituyente 
elegida bajo el gobierno bolchevique en favor de los soviets, pues ella con- 
sideraba que no se podían desechar de esa forma algunas instituciones de la 
democracia representativa. Aún más, Poulantzas cita textualmente a Rosa 
cuando decía que “sin elecciones generales, libertad de prensa y de reunión 
ilimitada, libre confrontación de las diversas opiniones, la vida se apaga en 
toda institución política y sólo triunfa la burocracia” (Luxemburgo, 2017, 
p. 66). En segundo lugar, Poulantzas deja claro a lo largo de toda su obra 
que la estrategia política más pertinente es la que él denomina socialismo 
democrático y hace énfasis en la necesidad de disputar el poder dentro y 
fuera del Estado. No obstante, él no oculta que hay un problema detrás de 
esa estrategia y es la de cómo articular una democracia representativa trans- 
formada con la democracia directa de base. No se trata pues de construir 
algún modelo o lineamientos prefabricados, sino más bien de poner en con- 
sideración las situaciones concretas en cada país y a partir de eso adoptar las 
estrategias más pertinentes, pero siempre y, sobre todo, buscando nada más 
que un socialismo democrático. Al mismo tiempo reconoce claridad sobre 
otro aspecto, y es que la nueva estrategia que se desarrolle en cada país en 
cuanto a la toma de poder del Estado debe ser a partir de las masas populares 
y sus organizaciones. Sobre todo, Poulantzas (2014) señala que: “El Estado, 
hoy menos que nunca, no es una torre de marfil aislada de las masas popu- 
lares. Sus luchas desgarran al Estado permanentemente, incluso cuando se 
trata de aparatos en los que las masas no están físicamente presentes” (p. 
315). Finalmente y en tercer lugar, Poulantzas insiste en que una vía demo- 
crática al socialismo y un socialismo democrático, no debe conducir a un 
reformismo legislativo o parlamentario. Todo lo contrario. Se debe producir 
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un proceso de rupturas efectivas que lleven a un punto de inflexión en el 
cual la relación de fuerzas esté a favor de las masas populares en el terreno 
estratégico del Estado. Estas rupturas deben darse en el conjunto de sus 
aparatos y dispositivos (aparatos represivos, aparatos ideológicos, congreso/ 
parlamento, administración del Estado, etc.). Inherentemente, conducir el 
destino hacia un socialismo democrático, implica peligros que la historia ya 
ha mostrado (Poulantzas cita especialmente al caso chileno) siempre van a 
estar presentes, tal como lo es la reacción del adversario (la burguesía); al 
respecto, Poulantzas plantea como posibles respuestas: radicalizar las rup- 
turas al interior de los aparatos del Estado y, sobre todo, el apoyo decisivo 
y continuo del movimiento de masas populares. Él mismo reconoce que, 
si bien la historia no tiene para mostrarnos un ejemplo exitoso de una vía 
democrática al socialismo, sí ha brindado reflexiones estratégicas para nada 
despreciables que se resumen en una frase: “el socialismo será democrático 
o no será tal” (Poulantzas, 2014, p. 326). 


CONCLUSIONES 


A pesar de la simplista rotulación de estructuralista que se ejerció 
contra Nicos Poulantzas, el marxista griego fue capaz de articular magistral- 
mente sus lecturas de los clásicos con la teoría contemporánea y, al mismo 
tiempo, le imprimió una originalidad que, tal parece, no ha sido del todo 
bien valorada. Poulantzas, al igual que Marx, pasó de la filosofía jurídica al 
Estado y luego a la economía política. Su materia prima se basó en la filo- 
sofía francesa (Sartre, Althusser y Foucault), en la ciencia política italiana 
poniendo en valor la obra de Gramsci, además del derecho romano-germa- 
no. Su noción del Estado como relación social, proporcionó los elementos 
teóricos y de análisis suficientes para salir de ese espinoso debate en el que 
se le inscribió entre instrumentalismo vs. estructuralismo. A su vez, el desa- 
rrollo de los conceptos de autonomía relativa y selectividad estratégica son 
los que van a determinar, por ejemplo, las acciones políticas ciertamente 
contradictorias y a veces opacas, de los sistemas estatales. Supo reconocer 
la urgencia teórica de no caer en un excesivo estatismo y, por el contrario, 
reconoció el papel combativo que también ocupaban las clases subalternas 
dentro y fuera del Estado. Y, además, se salió de la lógica aparatos represi- 
vos + aparatos ideológicos = Estado, pues pese a que sin duda alguna estos 
elementos se corresponden con el accionar del Estado, este no se reduce al 
papel de la dominación política desde distintos frentes, sino que organiza, 
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articula y condensa las relaciones de fuerza al interior de él mismo y garan- 
tiza la hegemonía de la clase dominante. 

La obra de Poulantzas también se vio cautivada por las teorías de la 
dependencia que algunos teóricos marxistas y neomarxistas desarrollaron so- 
bre todo en los años setenta, fue capaz de hallar su relación con la teoría del 
imperialismo hecha por Lenin y articular ambas construcciones para deter- 
minar la incidencia de los países dominantes sobre las coordenadas políticas, 
sociales, ideológicas y económicas de los países dominados a través de las re- 
laciones capitalistas previamente establecidas, y profundizadas en pleno auge 
de internacionalización del capital, crisis económica y una paradoja estatista 
autoritaria mientras nacía el neoliberalismo que, por un lado implicaba una 
separación relativa más marcada del Estado y la economía y por el otro, se for- 
talecía con formas bastante autoritarias para asegurar la hegemonía del capital. 

Finalmente, la solidez teórica y la visión aguda de la política que po- 
seía Poulantzas devienen en unos muy ricos aportes que pueden ser tomados 
en cuenta para la construcción de una teoría del Estado desde América Latina 
e incluso para pensar en un horizonte distinto. Si algo podemos observar en 
esta parte del mundo que habitamos, es que se le caracteriza constantemen- 
te como una región compleja, convulsa y hasta en permanente crisis. Esas 
denominaciones no son gratuitas, pues al revisar la particular formación del 
Estado en los países de América Latina, se puede encontrar que los procesos 
emancipatorios per se no implicaron una construcción estatal, sino que fue 
necesaria la consolidación de otros factores también de carácter excluyente 
como los pactos entre las clases altas nacionales que se convertirían en las 
burguesías locales y el desarrollo de un mercado nacional que pudiera arti- 
cularse de alguna forma con la economía internacional; inserción que se da 
precisamente en el marco de una relación de dependencia y desigualdad y 
que va a ser determinante para la futura materialización institucional del Es- 
tado. Si los países de América Latina son complejos, convulsos y se hallan 
en permanente crisis es porque las sociedades realmente existentes están 
fragmentadas, individualizadas, agotadas y frustradas. Cada tanto ese sentir 
se canaliza en fuerzas sociales y populares capaces de rasgar los aparatos y 
dispositivos de los Estados nacionales. Los movimientos sociales y popula- 
res cada tanto se articulan en la construcción de una voluntad nacional-po- 
pular y logran, incluso, entrar a disputar diferentes frentes de la prolonga- 
ción hegemónica dentro y fuera del Estado. La transformación radical y la 
correlación de fuerzas parecen no estar consolidadas, pero se pueden lograr. 
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Resumen 


La siguiente reflexión apunta a introducir algunos aspectos relevantes 
de las teorías marxistas sobre el estado que se dieron a partir de la dé- 
cada de 1960, particularmente, aquellas que catalizaron y cimentaron 
lo que posteriormente conoceremos como enfoque estratégico rela- 
cional. Se afirma que este enfoque tiene su génesis en las discusiones 
que inició Nicos Poulantzas contra otras visiones marxistas del estado 
y que luego han sido desarrolladas y complementadas por el teórico 
Bob Jessop. Se resaltan algunos aspectos innovadores de este enfoque 
a fin de comprender la cada vez más compleja trama de relaciones 
que tienen curso en el estado contemporáneo. 
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Abstract 


The following reflection aims to introduce some relevant aspects of 
the Marxist theories about the State that arose from the 1960s on, par- 
ticularly those that catalyzed and founded what we will later know as 
the relational strategic approach. It is claimed that this approach has 
Its genesis in the discussions that Nicos Poulantzas initiated against 
other Marxist views of the state and that have later been developed 
and complemented by the theorist Bob Jessop. Some innovative as- 
pects of this approach are highlighted in order to understand the in- 
creasingly complex web of relationships that take place in the con- 
temporary State. 


Keywords: theories of the State, Marxism, relational strategic ap- 
proach. 


Resumo 


690 


A reflexáo a seguir visa apresentar alguns aspectos relevantes das te- 
orias marxistas sobre o Estado surgidas a partir da década de 1960, 
em particular aquelas que catalisaram e fundaram o que mais tarde 
conheceremos como abordagem estratégica relacional. Alega-se que 
essa abordagem tem sua génese nas discussó0es que Nicos Poulantzas 
iniciou contra outras visóes marxistas do Estado e que foram poste- 
riormente desenvolvidas e complementadas pelo teórico Bob Jessop. 
Alguns aspectos inovadores dessa abordagem sáo destacados a fim de 
compreender a teia cada vez mais complexa de relag0es que ocorrem 
no estado contemporáneo. 


Palavras-chave: teorias do estado, marxismo, abordagem estratégica 
relacional. 
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El enfoque estratégico relacional en los debates marxistas sobre el estado 


INTRODUCCIÓN 


Quienes nacimos bajo el espíritu del capitalismo en su fase neoliberal 
estamos acostumbrados a los cotidianos discursos que analizan y se refieren 
al estado como un lastre que impide el libre desarrollo de la “iniciativa” 
económica privada y un obstáculo para la libertad individual. Las refor- 
mas que normalmente plantean gobiernos —incluso aquellos denominados 
progresistas— surcan estos discursos en mayor o menor medida, aunado 
siempre a la eterna crisis fiscal que requiere siempre más recortes sociales; 
la responsabilidad con el pago de la deuda externa y, como no, exención 
de impuestos a grandes empresas y fortunas. No es menos cierto que en los 
momentos de protesta social contra estas reformas, con su furia callejera, 
otra diversidad de discursos y prácticas se ejecutan a fin de mantener deter- 
minadas condiciones políticas. 

Más allá de poner una lista de reformas regresivas y neoliberales, y 
de su consecuente resistencia en muchos sectores de las sociedades, lo que 
interesa es tener un marco que permita analizar la forma en que los estados 
son lugar de estas constantes luchas. En ese sentido, este trabajo se propo- 
ne situar algunos elementos que permitan acercarse al enfoque estratégico 
relacional —EER—,? el análisis del poder del estado. Se tratará de circuns- 
cribir algunos debates de las teorías marxistas del estado que cimientan el 
EER, así como ciertos acontecimientos históricos que explican la necesidad 
de nuevas formas de entender el estado; además, se buscará conceptualizar 
grosso modo qué es el EER y qué criterios o pautas se postulan para analizar 
el estado desde allí. 

Para la indagación utilicé la tradición cualitativa debido a que la in- 
formación que se recolectó se sitúa en esta. Particularmente, usé el método 
de análisis documental en tanto la apuesta de este trabajo es analizar debates 
teóricos y acontecimientos históricos en torno al desarrollo del EER en la 
teoría neomarxista del estado. Cabe aclarar que en este acercamiento no se 
busca ilustrar cómo sería un análisis del poder del estado desde el EER, sea a 
través de un caso específico o a través de la ilustración empírica. El interés 
es sencillamente situar la importancia de examinar el estado desde otras lati- 
tudes teóricas —a las que quizá los que cultivamos la disciplina de la ciencia 
política no estamos acostumbrados— de tal manera que puedan llegar a ser 
más productivos los análisis de nuestra convulsa realidad política y social. 


2 De aquí en adelante solo usaremos la sigla EER. 
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El texto está dividido en tres apartes que corresponden a los objeti- 
vos a los que nos trataremos de acercar. El primer aparte es el denomina- 
do Acontecimientos históricos y debates del marxismo en torno al estado 
como cimiento del enfoque estratégico-relacional (EER), donde se bosquejan 
algunos debates relevantes que permitirán entender desde donde se sitúa 
teóricamente este enfoque y señalar algunos acontecimientos históricos que 
impulsaron nuevas preguntas sobre el estado. El segundo aparte titulado el 
EER como apuesta de análisis del poder del estado capitalista busca concep- 
tualizar y definir algunas pautas que son fundamentales para el análisis des- 
de este punto de vista teórico. Por último, el tercer apartado define algunas 
conclusiones de todo lo que se exploró para este trabajo. 

No sobra decir que este trabajo no busca ser exhaustivo de estos deba- 
tes que han ocupado la vida de diversos autores y autoras, sino sencillamen- 
te ser un acercamiento que permita conocer otras formas de aproximarse al 
estado, siempre desde una perspectiva crítica y que reconozca la necesidad 
de una transformación de raíz de la sociedad actual. 

Acontecimientos históricos y debates del marxismo en torno al estado 
como cimiento del enfoque estratégico-relacional (EER)? 

Toda la teoría política de este siglo plantea, abiertamente o no, la 
misma cuestión: ¿cuál es la relación entre el Estado, el poder y las clases 
sociales? Nicos Poulantzas, (1978). 

En este aparte se tratará de trazar, a grandes rasgos, algunas líneas 
de debate que, a partir de la década de 1970, nutrieron la discusión sobre 
la naturaleza del estado capitalista en el marxismo. Situar estas líneas nos 
permitirá reconocer qué cimientos teóricos y cuáles son los intelectuales es- 
pecíficos que han apostado por desarrollar el EER para acercarse al poder del 
estado. Disponer como punto de inicio la década de 1970 no es una cuestión 
decorativa, en sí mismo representa una ruptura que también es necesario te- 
ner en cuenta para relacionar los nuevos debates y preguntas sobre el estado. 

Se debe recordar que previo a la década de 1970, más específicamen- 
te, luego de la Segunda Guerra Mundial la manufactura estadounidense es- 
taba a la cabeza del mercando global, lo que claramente era una posición 
privilegiada en contraste con el languidecimiento productivo de las poten- 


3 En este trabajo nos referimos al “estado” en minúscula y no en mayúscula como se hace 
normalmente. Esto tiene una intención teórica que retomamos de Philip Abrams (1977) quien 
en su texto Notas sobre la dificultad de estudiar el estado señaló que el sentido común tiende a 
fetichizar el estado, es decir, a ponerlo por encima de las relaciones sociales como una especie de 
“Dios” con voluntad propia, o simplemente como un instrumento. 
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cias europeas; solo basta recordar las paradigmáticas líneas fordistas que 
funcionaban como modelo de las cada vez más grandes plantas de manufac- 
tura estadounidense (Srnicek, 2018). 

Sumado a esto, el estilo de vida de los trabajadores estaba asegurado 
por negociaciones colectivas que permitían salarios que crecían a un ritmo 
esperanzador, con una seguridad de que sus trabajos eran más o menos per- 
manentes y, claramente, con una probabilidad alta de jubilación. El estado 
de bienestar garantizaba por su lado una gran cantidad de bienes a quienes 
no estaban activos laboralmente (Srnicek, 2018). 

Aún con los beneficios que auguraba este contexto, particularmente 
para Estados Unidos, entre los años cincuenta y setenta, países como Ale- 
mania y Japón crecieron en términos de su producción y productividad, 
aglomerando importantes porciones del mercado mundial. Esto dio al traste 
con una multiplicidad de fabricantes que llevaron al mercado mundial a un 
estado de sobrecapacidad y sobreproducción que requirió una política eco- 
nómica de bajos precios para los productos, cosa que implicó el declive de 
la rentabilidad de las compañías (Srnicek, 2018). 

El escenario de recesión económica de los setenta, el declive de la 
manufactura de las sociedades capitalistas avanzadas, significó el paulatino 
desmoronamiento del periodo de bienestar y las configuraciones del estado 
que protagonizó la época dorada del capitalismo. Los trabajadores organiza- 
dos fueron objetivo de una reorganización a gran escala que implicó quebrar 
sindicatos, despedir empleaos, bajar salarios, flexibilizar relaciones labo- 
rales, entre otros (Srnicek, 2018). Todo esto, valga insistir, a través de las 
nuevas complejidades que asume el estado. 

Las transformaciones de estos años van a catalizar el debate dentro de 
la teoría marxista sobre el estado, con lo cual aparecen nuevas elaboraciones 
que buscarán comprender la creciente complejidad del capitalismo (Míguez, 
2010). Abordaremos algunas de esas elaboraciones que marcaron el ritmo de 
la discusión. 

Cabe decir que a principios del siglo xx teóricos como Max Weber 
y Antonio Gramsci trataron de complejizar el entendimiento del estado, 
producto de las grandes transformaciones que traía el desenvolvimiento del 
capitalismo y de la acción de los estados que llevaría a la Primera Guerra 
Mundial (Míguez, 2010), por lo que muchas de sus elaboraciones seguirán 
alimentando el debate aún en los años setenta. 
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Ahora bien, años antes de los acontecimientos que inauguran la crisis 
de los setenta, teóricos de la denominada escuela del capital monopolista, par- 
ticularmente, Paul Baran y Paul Sweezy desarrollan uno de los primeros acer- 
camientos al capitalismo posterior a la Segunda Guerra Mundial. La lógica del 
análisis de estos dos intelectuales partía de ciertas etapas sucesivas del desarro- 
llo capitalista, que iban de una etapa competitiva a una monopolista; esta última 
caracterizada por una fusión del capital monopólico y el estado (Míguez, 2010). 

Si bien su teorización marcó la manera en que se entendían ciertas 
transformaciones del capitalismo, ciertamente, fue muy criticada —como 
vamos a ver— por las visiones más estructuralistas del marxismo. El clásico 
debate dentro de la teoría marxista del estado entre Nicos Poulantzas y Ral- 
ph Miliband es una expresión de estas tensiones teóricas. 

Como sostiene Míguez (2010) a finales de los años setenta la cuestión 
sobre las transformaciones del estado capitalista había generado dos enfoques 
predominantes en la discusión: el estructuralista y el instrumentalista. El pri- 
mero representado, sobre todo, por la figura del intelectual marxista greco 
francés Nicos Poulantzas; y el segundo, por el británico Ralph Miliband. 

Miliband sostiene que la clase capitalista es la dueña de los medios 
de producción, es decir, que ostenta el poder económico y por lo tanto usa 
el aparato del estado para su beneficio y en contra de la clase trabajadora. 
El autor percibe, por ejemplo, la estrecha relación entre los funcionarios de 
las cúpulas de gobierno y la clase social a la que pertenecen. En general, 
el enfoque que defiende Miliband supone que el estado es una “cosa”, un 
“objeto” que se puede tomar y usar según un interés particular; las clases so- 
ciales entonces guardan una relación exterior con el estado (Míguez, 2010). 

Las tesis de Miliband encontraron gran resistencia en el ala más es- 
tructuralista del marxismo, aunque el autor británico dirigió sus elaboracio- 
nes teóricas para responder a ciertos autores de la ciencia política —como 
David Easton— que por esa época popularizaban la necesidad de estudiar 
los sistemas políticos y no el estado. 

Poulantzas, quien fue discípulo de Althusser, respondió tajantemente 
en sus libros a las tesis de Miliband, nutriendo hasta hoy la teorización sobre 
el estado capitalista.* Según el autor griego las clases no pueden ser enten- 


4 Poulantzas (1978) no cree que se pueda desarrollar una teoría general de estado que pueda explicar 
en todo momento y lugar el desarrollo del estado bajo alguna lógica inmanente; lo mismo considera 
sobre la teoría general de la economía. Para el autor el capitalismo tiene una especificidad histórica 
y gesta unas relaciones sociales y políticas particulares, por lo que reivindica la necesidad de una 
teoría del estado capitalista. 
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didas como exteriores al estado, en la medida que la influencia que tienen 
depende de la estructura que adopte el poder del estado; por lo que el estado 
contaría con una autonomía relativa y no serían necesariamente un “instru- 
mento” que funcione siempre a favor de la clase capitalista (Míguez, 2010). 

Sin embargo, Poulantzas afinó su análisis del estado y transitó de una 
visión estructural a una más relacional en cuanto al poder del estado. En su 
libro Estado, poder y socialismo de 1978 argumentó que el estado capitalista 
es “una relación, más exactamente, como la condensación material de una 
relación de fuerzas entre clases y fracciones de clase, tal como se expresa, de 
forma específica, en el seno del Estado” (Poulantzas, 1979, p.154). 

Este acercamiento le permitió a Poulantzas complejizar la mirada so- 
bre las constantes ambigiledades, virajes, contradicciones de la política gu- 
bernamental como parte de este sentido relacional de estado (Míguez, 2010). 
Por esta vía el autor se alejó tanto de las posiciones instrumentalistas, como 
la de Miliband, y de las que conciben el estado como un sujeto unificado y 
con una racionalidad propia, como la de los análisis de corte weberiano. El 
estado debería ser analizado como una relación social. 

Las tesis de Poulantzas también fueron objeto de críticas, particu- 
larmente, en torno a la necesidad de tejer o explicar con más agudeza la 
relación entre el estado y el capital. Por lo que, en Alemania germinó, en los 
setenta, una larga teorización sobre la relación del capital y estado. 

Esta germinación en Alemania tuvo como referente la denominada es- 
cuela de la derivación que, en general, pretendía derivar del modo de produc- 
ción capitalista la forma general del estado (Míguez, 2010). Para esta escuela 
el estado no podría ser un simple instrumento de las clases, ya que el estado 
para mantener la estabilidad del sistema podría actuar —como capitalista co- 
lectivo ideal — en contra de ciertos capitales individuales, por lo cual no es 
evidente que el estado actué siempre en contra de la clase trabajadora. 

La década de 1980 trajo nuevas elaboraciones, siempre dialogantes 
con los aportes previos, sobre la naturaleza del estado en la cada vez más 
compleja sociedad capitalista. Si bien en Francia predominó por varios años 
la escuela del capital monopolista, de Baran y Sweezy, ligada al Partido 
Comunista, en los ochenta Michael Aglietta respondió a las tesis instrumen- 
tales sobre el estado que pululaban por esos años. Aglietta inauguró lo que 
se conoce como la escuela de la regulación, nombre que recoge la pregunta 
fundamental que se hace esta escuela: ¿qué es lo que hace que el capitalismo 
se reproduzca en condiciones estables, si al capitalismo le son inherentes las 
contradicciones y las crisis? ¿Cómo se regula el sistema? (Míguez, 2010). 
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Esta escuela tuvo el mérito de proponer un estudio del capitalismo en 
diferentes niveles de análisis y de abstracción, por lo que complementó la 
conocida noción de modo de producción con elementos intermedios: régimen 
de acumulación, modo de regulación y formas institucionales (Míguez, 2010). 

Fuera de Francia y, específicamente, en Gran Bretaña se desarrolló 
en esta década la denominada escuela de la reformulación que tuvo como 
escenario político concreto el ascenso del thatcherismo. Uno de los repre- 
sentantes más importantes de esta escuela fue Bob Jessop quién tomando 
tesis de la escuela de la derivación alemana, de la teoría de la regulación, 
así como de las elaboraciones teóricas de Nicos Poulantzas, comprendió el 
estado en términos de luchas entre fuerzas y además impulsó el análisis con 
especificidad histórica (Míguez, 2010). Esto último es de suma importancia 
para nuestro recorrido ya que Jessop —como veremos— es precursor, pos- 
teriormente, de lo que conocemos como EER. 

Por esta época Jessop veía con gran optimismo las elaboraciones teórl- 
cas que se estaban gestando para explicar la naturaleza del estado y el rol de la 
lucha de clases en él. Algunas de las síntesis que este autor percibía en el am- 
biente intelectual eran: a) que las leyes objetivas del capitalismo no eran inevi- 
tables, sino que se movían al ritmo del balance entre las luchas de fuerzas; b) 
que no hay una relación directa entre la intervención del estado y los intereses 
del capital y c) que la acumulación es un proceso anárquico (Míguez, 2010). 

Jessop también descubrió, como dijimos, gran relevancia en las ela- 
boraciones de la teoría de la regulación e impulsó importantes debates al 
respecto. En la década de 1990 el autor debatió con John Holloway y Simon 
Clarke sobre la primacía de las leyes objetivas del capitalismo sobre la lucha 
de clases, basado en aportes regulacionistas (Jessop, 1996). El autor defen- 
dió —contrario a Holloway —que el capital no es solo lucha de clases y para 
esto encontró grandes similitudes entre las elaboraciones de la regulación y 
el propio método y análisis de Marx en El Capital: 


[Marx] más que iniciar su trabajo con la lucha de clases, él nos mues- 
tra cómo la lógica del trabajo abstracto se impuso sobre los trabaja- 
dores y también sobre los capitalistas. Marx argumenta que el MCP 
[modo capitalista de producción] es único debido a que, más que de- 
pender de las relaciones explícitas y directas de coerción y domina- 
ción extra-económicas, está gobernado por formas cuasi-autónomas 
de relaciones sociales y por una lógica que opera a espaldas de los 
productores. (Jessop, 1996, p.76). 
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Para Jessop la lucha de clases es una mediación a través de la cual se 
puede analizar la acumulación de capital, pero no puede ser el punto de par- 
tida —ni siquiera para Marx lo fue—. No es la lucha de clases la que inicia 
las relaciones de capital, son estas últimas como relaciones específicas de un 
momento histórico las que enmarcan la lucha de clases. Es en torno a este 
debate que el autor defendió el análisis de la escuela de la regulación, sobre 
todo, por su comprensión de la dialéctica entre estructuras y estrategias; con 
lo que se sitúa la cuestión de la selectividad estratégica de las estructuras 
estatales, así como las transformaciones que se producen en la interacción 
estratégica (Jessop, 1996; Míguez, 2010). 

La década de 1990 trajo consigo la transformación estatal en el marco 
del neoliberalismo. Muchos análisis se centraron en entender la manera en 
que las formas institucionales de la sociedad industrial se iban desmoronan- 
do y transitando hacia unas inéditas; tales fueron los aportes de autores tan 
distintos como Hirsh con el estado competitivo en la era posindustrial (Mí- 
guez, 2010) o Bauman (2007) con la elaboración del concepto de sociedad de 
consumidores y el auge de la soberanía del mercado. 

En este contexto y tratando de circunscribir los cimientos del EER, 
podemos encontrar que las elaboraciones de Bob Jessop —quien venía tra- 
bajando con las tesis de Poulantzas y la regulación— dieron un importante 
salto al argumentar que cualquier teoría del estado capitalista debe, nece- 
sariamente, articularse a una teoría más amplia de la sociedad; con lo cual 
recuperó aportes de Antonio Gramsci y transitó hacia visiones sistémicas 
de lo social (Míguez, 2010). De tal manera que el estado y sus capacidades 
deben entenderse en un contexto estratégico relacional. Sumado a esto, la 
elaboración de este autor respondió a la fetichización del estado por parte 
del marxismo y a otras corrientes al tratar de romper analíticamente con la 
dualidad entre el estado y el mercado (Sandoval, 2004). 

En suma, se puede ver hasta acá que las discusiones que nutrieron la 
agenda intelectual del marxismo en torno al análisis del estado durante las 
décadas de 1960 y 1970, con el popular debate Miliband-Poulantzas; o la 
respuesta de Aglietta a la teoría del capital monopolista de Baran y Sweezy, 
configuran una base de tesis y conceptos que aún se siguen debatiendo. En 
el caso que nos interesa que es el EER y su referente Bob Jessop, podemos 
decir que los conceptos de Poulantzas sobre el estado como relación social 
y las tesis de la regulación en relación con las estructuras y estrategias con- 
forman el núcleo de lo que en el siguiente aparte conceptualizaremos como 
enfoque estratégico relacional. 
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EL ENFOQUE ESTRATÉGICO RELACIONAL COMO APUESTA 
DE ANÁLISIS DEL PODER DEL ESTADO CAPITALISTA 


En este aparte se detalla cuáles son los conceptos y criterios de análi- 
sis que se han construido desde el EER y, particularmente, a partir de su más 
importante referente, Bob Jessop, y se traza la importancia de este enfoque 
de análisis a fin de superar visiones que han fetichizado el poder del estado. 
El EER, como dijimos anteriormente, tiene cimientos en las más importantes 
discusiones que el marxismo desarrolló a partir de los años sesenta del siglo 
pasado. Más aún, es de relevancia circunscribir este enfoque en los aportes 
que, inicialmente, desarrolló el marxista greco francés Nicos Poulantzas, 
así lo reconoce Jessop (2014): “El enfoque estratégico-relacional [...] en su 
aplicación teórico-estatal, podría ser descrito como el proceso de elabora- 
ción meta-teórico, teórico y empírico de las implicancias que traen apareja- 
das las proposiciones iniciales de Poulantzas” (p. 20). 

En ese sentido, es importante situar, en primer lugar, la manera en que 
el EER entiende el estado, para esto podemos examinar la manera en que nor- 
malmente hablamos sobre el estado. Es común escuchar en los debates pú- 
blicos o incluso en la conversación más cotidiana que el estado es “incapaz” 
de brindar algún bien o servició, que es corrupto; o que el Estado sirve solo a 
la gente rica. Incluso, en escenarios de protesta se pide que el estado “haga” 
algo frente a una diversidad de problemas. Y aunque esta es la manera general 
con la que entendemos el estado es relevante pensar —y así se exige desde el 
EER— cuáles son los problemas que implica pensar de esta manera. 

Para el EER el estado no es un “sujeto”, es decir, el estado no “hace” o 
“ejecuta” acciones como lo haría un sujeto individual. Esto supone que hay 
una especie de voluntad unificada que mueve las “acciones” del estado, con lo 
que se podría preguntar ¿qué define o cohesiona la unidad del sujeto-estado? 
Por otro lado, para este enfoque el estado tampoco es una “cosa” en la medida 
que no es un simple instrumento que se utiliza para un fin predeterminado y 
exterior. En ambos casos esta forma de entender el estado no explica el pro- 
ceso a través del cual los actores sociales se convierten en un “sujeto-estado 
unificado” o en una “cosa” que se puede utilizar (Jessop, 2014). 

Se han formulado otras tesis para tratar de resolver este problema, 
para entender el estado, particularmente dos. La primera tiene que ver con la 
definición del estado a través de sus características institucionales formales, 
que es en gran medida la apuesta de la teoría general del estado; la segunda, 
se refiere a la definición del estado a partir de los mecanismos fundacionales 
de su poder, de la que Marx Weber es referente (Jessop, 2014). 
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Sin embargo, el EER considera que algunas de estas visiones del esta- 
do mantienen o reproducen una arista dominante del pensamiento moderno 
en la separación ficticia entre estado y sociedad. No se niega que haya dis- 
cursos y líneas materiales que separen las instituciones del estado de otros 
ordenes sociales, pero sí se hace énfasis en que el estado está articulado 
estrechamente con otros ordenes sociales y que las fronteras entre estos ám- 
bitos están en constante cambio. Por lo que el estado debe entenderse en una 
teoría social más amplia. 

Es importante señalar que Jessop (2014) traza una diferencia analítica 
entre el estado como aparato institucional, que es lo que venimos descri- 
biendo en este apartado, y el poder del estado. Frente a lo primero sitúa la 
siguiente definición: 


sostengo que el núcleo del aparato estatal puede ser definido como 
un conjunto distintivo de instituciones y organizaciones cuya función 
socialmente aceptada consiste en definir y hacer cumplir las decisio- 
nes colectivamente vinculantes en una población dada en nombre de 
su “interés común” o “voluntad general. (p. 25) 


El elemento del interés común o voluntad general es para el autor un 
aspecto insoslayable en esta definición en la medida en que es parte clave de 
los discursos políticos en torno al estado y lo distingue de la simple opresión 
de la fuerza. Aunque esta aceptación no quiere decir que Jessop crea que pueda 
existir una “voluntad general”, por el contrario, señala que es ilusoria y siempre 
selectiva. Ahora bien, dada la diferencia entre el estado como aparato y como 
poder, es importante acercarse al concepto de poder desde este enfoque para 
luego comprender su definición de poder estatal. Al respecto, se puede decir 
que en su noción más básica se entenderá que el poder: “Es la capacidad de una 
determinada fuerza para producir un evento que de lo contrario no ocurriría. 
Tal capacidad es inherentemente relacional porque depende de la correspon- 
dencia recíproca entre capacidades y vulnerabilidades”. (Jessop, 2014, p. 28) 

El estudio de patrones de dominación de largo plazo, o muy estruc- 
turados, deviene de la posibilidad de examinar los obstáculos que tienen 
ciertos eventos para realizarse o de sus rupturas radicales. Para Jessop la 
apuesta del estudio del poder del estado está en estos procesos estructurales 
y no en actos individuales o aleatorios. Además, no hay para este autor un 
poder general, que explicara en todo momento y lugar las relaciones de po- 
der, sino solo tipos y formas específicas de ejercer poder (Jessop, 2014). En 
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ese sentido, defiende que el estado no ejerce ningún poder —contrario a la 
enunciación del sentido común— ni podría hacerlo en tanto no es un sujeto 
real y unificado. En realidad, los poderes del estado: 


Se activan a través de la agencia de fuerzas políticas definidas en 
coyunturas específicas. No es el estado el que actúa: se trata siempre 
de grupos específicos de políticos y funcionarios estatales ubicados 
en sectores y niveles específicos del sistema estatal. Son ellos los que 
activan los poderes y las capacidades específicas del estado, inscritos 
en instituciones y organismos particulares. (Jessop, 2014, p. 34). 


A su vez, es importante entender que esta activación de los poderes del 
estado a través de fuerzas políticas definidas se da en el marco de lo que Jes- 
sop denomina —tomando aportes de las teorías de la regulación —la dialécti- 
ca entre estructuras y estrategias. El autor lo describe de la siguiente manera: 


Las estructuras condicionan a las estrategias en cuanto se conforman 
como puntos de referencia explícitos para el cálculo estratégico, en 
tanto son parte de un conjunto de limitaciones estructurales y de opor- 
tunidades coyunturales, parcialmente reconocido, para esas estrategias. 
[...] A la inversa, las estrategias transforman a las estructuras tanto 
a través de los intentos deliberados, aunque no siempre exitosos para 
modificarlas, como a través de las consecuencias no anticipadas de la 
interacción entre los patrones de la conducta estratégica con otros obje- 
tivos (Jessop, 1996; 2014). 


En suma, desde el EER un análisis debería ir dirigido a develar cómo 
un aparato estatal puede dar prioridad o privilegio a determinadas estrate- 
glas, identidades colectivas, valores y horizontes de acción, y no a otros. 
Este proceso de ponderación lo denomina Jessop la selectividad estratégica 
que, en todo caso, depende de los “cambios en el equilibrio de las fuerzas 
políticas situadas dentro y fuera del estado” (Jessop, 2013, p. 32). 

Hasta aquí pudimos examinar los conceptos claves y pautas que dirigen 
un análisis del poder del estado desde este enfoque. Vale decir que hay una 
gran relevancia analítica en estos planteamientos, sobre todo, en realidades 
políticas más complejas e imposibles de entender a través de la “coherencia” 
y “cohesión” del estado de otras perspectivas teóricas. Incluso, es un enfo- 
que que permite revisitar coyunturas históricas de las que ya se ha debatido 
mucho, pero que este acercamiento podría nutrirlas con otras aristas. En una 
región como América Latina donde estallan con más fuerza movilizaciones 
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populares en torno a exigencias de mejores condiciones de vida, ante la pro- 
fundización de la precariedad neoliberal, resulta innovador un análisis que 
atienda a las pautas descritas. Quizá el caso colombiano con el denominado 
estallido social del 28 de abril de 2021 sea una coyuntura que tanto en sus 
exigencias como respuestas estatales pueda verse mejor desde este enfoque. 


CONCLUSIONES 


Como se pudo describir en este recorrido el enfoque estratégico relacio- 
nal es una apuesta de análisis del poder del estado que viene tejiéndose desde 
los aportes del marxista greco francés Nicos Poulantzas; uno de los más im- 
portantes referentes de su elaboración posterior es Bob Jessop, al que aludimos 
bastante. Elementos como la visión relacional del estado; las estructuras y las 
estrategias, así como las visiones del poder de este enfoque son producto de 
una larga discusión dentro del marxismo. Los cambios históricos como la crisis 
de la década de 1970 y el auge del neoliberalismo son contextos que han traza- 
do nuevas preguntas sobre el estado, pero, sobre todo, nuevos retos en el enten- 
dimiento de un aparato estatal cada vez más complejo y difuso en su quehacer. 

Este enfoque ayuda a responder a ciertas nociones del sentido común 
que hasta en los análisis más académicos se reproducen en torno al estado. 
El debate sobre si el estado ejerce o no poder, o si es un simple instrumento 
se responde bajo una visión que da relevancia a los actores sociales que en- 
tran en pugna por hacer realizables sus estrategias políticas y que solo pueden 
entenderse asumiendo el estado como un campo de batalla permanente. Del 
mismo modo, se puede observar que estas fuerzas políticas que se enfrentan 
no están por fuera, ni son previas al estado; más aún, este estructura y media 
las estrategias de estos actores. 

De aquí también se infiere un resultado analítico fundamental: que el 
estado es capitalista en tanto crea o reproduce las condiciones de acumulación 
de capital en un momento histórico específico. Ante esto queda la pregunta ¿y 
si el estado no crea o reproduce dicha acumulación es no capitalista? Quizá se 
deba examinar la respuesta a esta pregunta con más sosiego y quizá revisando 
el caso de alguna de las experiencias recientes de gobiernos “progresistas” 
de América Latina, incluso de un corte “más” radical como el que se dio en 
Venezuela bajo Hugo Chávez. Estos acercamientos resultan de gran aprendi- 
zaje para los movimientos sociales y populares que hoy están llevando a cabo 
nuevas luchas en la región y que, particularmente en Colombia, se preparan 
para un escenario de disputa electoral en los próximos meses. 
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